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Prólogo 


Los tiempos y las perspectivas de los movimientos 
sociales en América Latina 


Sergio De Piero!!! 


La región atraviesa un nuevo momento político en diversos 
sentidos. Los partidos políticos del denominado ciclo del giro a 
la izquierda, también llamados populistas, han sido 
recientemente derrotados en las urnas, o bien han ejercido el 
gobierno con características muy distintas a las que tuvieron en 
la primera década del siglo XXI. Es cierto que han emergido 
nuevas construcciones en algunos casos, como en Chile donde 
se impuso una coalición partidaria que no parece deudora de 
aquella construcción política de principios de siglo. Otros 
países, como Perú y Ecuador, atraviesan una situación 
extremadamente compleja en donde los ejes de debate se 
encuentran muy lejanos a los propuestos por aquel giro a la 
izquierda. A su vez, en la actualidad, es difícil enmarcar los 
principios movilizadores que se generan en la sociedad civil de 
cada país, o encontrar un eje dominante que logre interpretar 
el conjunto de manifestaciones (como lo fue por ejemplo, la 
democratización en los 80 o la protesta social a fines de los 90), 
pues lo que se observa, y este libro da cuenta de ello, es que 
mientras surgen y se fortalecen movimientos emancipatorios, 
estos conviven con expresiones quizás menos articuladas que 
reniegan e incluso enfrentan a aquellos movimientos sociales 
de características democratizantes. 


Tampoco se revela, de manera exclusiva, una potestad de 
estos movimientos derivada de la situación económico - social. 
Esto a pesar de que, aún con variaciones, en nuestra región 
persisten las situaciones de alta desigualdad, donde órdenes 
macroeconómicos relativamente estables (salvo para el caso de 
Argentina) conviven con situaciones de economías fuertemente 
subdesarrolladas e incluso bajo economías de subsistencia. 
También se distingue el presente por un enfriamiento en las 
relaciones internacionales entre los estados de la región; mucha 
más si uno contrasta en particular con la Sudamérica de hace 
apenas 10 años. 

Existen sin dudas dificultades para leer este momento 
político y en particular otorgarle un tipo de calificación, una 
adjetivación que lo distinga. Consecuentemente es complejo 
imaginar escenarios inmediatos, porque también ingresaron en 
una zona de incertidumbre los relatos políticos de izquierda y 
derecha, no porque hayan desaparecido, sino porque sufren 
mutaciones más o menos permanentes. Solo la perseverancia de 
la inestabilidad que no deriva en quiebres, parece ser la 
característica. 

Este libro se adentra en la cuestión de los nuevos 
movimientos sociales (NMS) en América Latina. Quisiera 
presentar dos niveles de análisis diferentes para problematizar 
estos movimientos que se presentan en los distintos artículos. 
Por una parte, un primer nivel es la lectura sobre el impacto 
que los movimientos sociales generan en el conjunto del 
sistema político. Esto es, el tipo de propuestas que enarbolan y 
las alianzas o los enfrentamientos que se dan con el sistema de 
partidos y con el Estado. En ese marco, los análisis sobre los 
NMS han estado influenciados en no pocas ocasiones por 
miradas performativas que les asignan a ellos un protagonismo 
notable y venturoso; en particular a principios de los 90 
durante lo que se denominó la crisis de representación la cual 
planteaba un agotamiento (en algunas voces, terminal) del 


sistema de representación política que ejercían los partidos. 
Ante esa situación, a no pocos analistas les costó separar sus 
expectativas sobre los NMS de lo que ellos efectivamente 
estaban construyendo; se pensó que esa crisis encubría un 
agotamiento y que estos actores venían a imponer un nuevo 
momento histórico en términos políticos, de representación, 
pero en particular en el proceso de toma de decisiones, ya no 
solo como una externalidad al sistema político, sino sentando 
bases al interior del mismo. Desde luego, en una década en la 
que abundaba la inestabilidad de los presidentes y estos 
movimientos adquirieron una gran capacidad para vetar 
gobiernos (y muchas veces producir su caída), era dable pensar 
que estaban construyendo también una alternativa. Esta visión 
nació al calor en particular de movimientos fundamentales de 
finales del siglo XX: Los Sin Tierra (MST) en Brasil, el Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en México, y otros 
numerosos movimientos que surgieron a lo largo de toda 
América Latina en la mayor parte de los casos distanciados de 
los partidos políticos tanto en términos de estrategia de 
intervención sobre la realidad, como en identidad, organización 
interna, discurso, y lectura que realizaban de la historia 
política. Tras la transformación social que implican las 
reformas promercado y el notable crecimiento de la pobreza, 
con partidos políticos que se percibían (y de hecho lo eran) 
limitados para transformar esa realidad, era razonable que la 
mirada se posara sobre estas nuevas expresiones sociales. 
Muchas de ellas no eran sólo la manifestación de una situación 
social crítica, sino que apuntaron a imaginar un futuro en 
términos políticos nuevos (El MST y el EZLN tuvieron algunas 
de esas orientaciones). Mientras que durante el siglo XX el 
campo popular se caracterizó por partidos políticos populares o 
de izquierda que lograron incluir en su estrategia a 
movimientos sociales (el obrero, el indígena, el campesinado), 
estos movimientos nacidos en el final del siglo XX comenzaron 


a pararse en un lugar de cierta autonomía de los partidos y 
poniendo en cuestión esa construcción para proponer (o 
insinuar) alternativas. 

Tal vez sea apresurado afirmar que esa etapa ha concluido, 
pero seguro asistimos a miradas mucho más conservadores 
respecto a las posibilidades de un reordenamiento de la 
representación política sostenida en los NMS. La corriente 
autonomista había comprendido ese camino de construcción 
como una ruptura definitiva y veía en las prácticas culturales, 
educativas, sociales y políticas de los movimientos sociales el 
germen de algo nuevo que tomaría distancia de manera 
definitiva del sistema político existente. Se multiplicaron las 
experiencias que anclaron en esta lógica generando debates y 
afirmaciones en este sentido. Cuando Evo Morales llegó a la 
presidencia de Bolivia, de la mano del Movimiento al 
Socialismo (MAS), se refirió a la conformación de un gobierno 
de los movimientos sociales. Otras experiencias siguieron 
caminos más ajustados a la dinámica partidaria. Por ejemplo, el 
Partido Trabalista de “Lula” Da Silva, buscó contener al interior 
de su armado a diversos movimientos sociales. Una política 
semejante realizó el kirchnerismo en Argentina, incorporando, 
una vez en el gobierno, a movimientos de derechos humanos y 
organizaciones de protesta como los denominados piqueteros. El 
caso chileno en 2022 reflejó un proceso con alto protagonismo 
de movimientos sociales que también culmina en una coalición 
partidaria triunfante que obtiene la presidencia de la 
República, pero que, en el ejercicio de la gestión, se ha 
encontrado con diversos problemas para consolidar una 
hegemonía. 

A pesar de constituir experiencias distintas, lo que 
observamos en los casos mencionados es que, en general, la 
dinámica política fue organizada por, y en clave de, los 
partidos políticos; esto es, una prevalencia de los procesos 
institucionales marcados, por ejemplo, por lo electoral. Desde 


luego, en muchos de estos países, se llevaron adelante reformas 
constitucionales que impulsaron la participación de 
movimientos sociales con algún nivel de incidencia (pienso en 
el plurinacionalismo instaurado por la Constitución Política del 
Estado en Bolivia; la distinción entre partidos políticos y 
movimientos políticos en la Constitución de Ecuador; la 
cuestión indígena en varias Constituciones). Esto para indicar 
que la intervención de los NMS no fue inocua. De hecho, los 
sistemas de partidos han sufrido notables transformaciones en 
los últimos años y no cabe duda que los movimientos sociales 
tuvieron participación en esos cambios. Lo que no parece haber 
ocurrido, es que las transformaciones fueran en la dirección de 
una autonomía de los movimientos que les permitiera 
intervenir en el sistema de representaciones y en el proceso de 
toma de decisiones, de una manera autónoma y constante. 

Un segundo nivel de análisis podría estar vinculado a la 
sociología política: los NMS como productores de identidades y 
como expresión de nuevos clivajes en el interior de la sociedad. 
El fin de la sociedad salarial, como enunció Robert Castels, 
(casi) se llevó consigo la construcción de ese actor clave del 
siglo pasado que fue la clase obrera organizada, que había 
generado sindicatos y partidos políticos para representar y 
defender sus intereses. Esas construcciones, a su vez, habían 
engendrado otras comprendidas dentro de su dinámica, en un 
período en donde las identidades de clase, las identidades 
nacionales, y las ideologías con pretensiones abarcadoras, 
definían un conjunto de pertenencias. Sin embargo, esto no 
indicaba que los sindicatos habían desaparecido, sino que su 
poder, capacidad e incidencia en la orientación del Estado, se 
había visto afectada de manera decisiva. La causa radica en que 
aquella sociedad en la que los sindicatos se forjaron ya no 
existía más, pero no solo en términos identitarios, sino 
principalmente en la estructura que le había dado origen: la 
sociedad industrial. La desestructuración llevada adelante 


desde la década del 70, que implicó el crecimiento del 
desempleo, la precariedad en las condiciones de trabajo, nuevas 
migraciones y el crecimiento descomunal del empleo informal, 
se tradujo en la instalación de altos niveles de pobreza e 
indigencia. A esta situación debemos sumarle, y sin duda 
vinculada a esta realidad, la emergencia de identidades 
referidas al campo de lo subjetivo, del mundo de la vida, de 
vivencias de los sujetos. Adquieren relevancia las identidades 
de género, étnicas, culturales, vivenciales, todas ancladas 
menos en la referencia a la estructura económica y mucho más 
en lo cercano, lo vivido, también en ocasiones en términos 
individuales. Esta “novedad” comenzó a ocupar el espacio 
público de manera decidida en los últimos 50 años, y generó 
acciones colectivas e identidades, que si bien partieron de lo 
subjetivo, impulsaron también cruces con lo estructural; el 
feminismo es sin duda un espacio clave, como lo son también 
en la región los pueblos originarios. En medio de la crisis y la 
reforma del Estado, estos movimientos tuvieron un anclaje que 
ya no se reconocía necesariamente en la lógica nacional y 
articulaban en un péndulo entre lo global y lo local. En la 
década del 80, con el retorno a la democracia luego de la 
imposición de terrorismos de Estado en varios países de la 
región y el consecuente estímulo a la participación, también se 
dio un marco propicio para la generación de movimientos que 
articulan demandas de este campo para llevarlas al espacio 
público. No cabe duda que el movimiento de derechos 
humanos surgido en medio de la represión de las dictaduras 
ocupó un lugar central en estas nuevas construcciones. Estos 
fenómenos despertaron el interés del campo académico lo que 
originó las primeras investigaciones sobre los NMS en la 
región!?!. Muchos emergentes llamaron la atención, pero en 
particular destacan las formas de organización por fuera de los 
partidos políticos y las identidades que desde allí se 
desplegaban. La literatura desde esos años ha sido sumamente 


rica en suscitar interesantes debates, que este libro viene a 
continuar. Ya en el siglo XXI los movimientos vinculados a la 
economía social-popular-solidaria, son una clara expresión de 
esa desestructuración que implicó el fin de la sociedad 
industrial y el desempleo crónico. En una esfera diferente, el 
ambientalismo también surge como un espacio relevante. 

Y para este segundo punto quisiera sumar otra afirmación 
que puede sonar en exceso contundente. A pesar de todas las 
acciones desplegadas e identidades desarrolladas, no parece 
existir hasta el presente una organización semejante, en poder, 
identidad y organización, a los sindicatos de trabajadores. No 
me refiero a la relevancia como representación de lo social, 
sino a su capacidad sostenida de incidencia en las políticas 
públicas y en el sostenimiento de la identidad, aunque este 
punto admito que es más discutible. Y con este aspecto 
volvemos al punto inicial, que se refiere a la articulación entre 
Estado y movimientos sociales. Las demandas de los sindicatos 
en algunos países de la región no solo lograron canalizarse 
cuando un partido político logró construir una alianza 
sostenida y alcanzar el poder vía elecciones, sino que en 
muchos casos participaron de esas coaliciones de gobierno, lo 
que fortaleció su poder e identidad. Esto es, y es la pregunta 
que deseo plantear, ¿las debilidades de los nuevos movimientos 
sociales en América Latina son las mismas que aquejan a los 
partidos políticos, o los NMS se encuentran recorriendo un 
camino de construcción cuyo trazo es divergente? Es decir, ¿se 
compondrá cierta capacidad de articulación con el sistema 
político para construir estrategias de poder, o primará la 
generación de espacios autónomos anclados en temas 
limitados, específicos? 

Señalo un último aspecto que mencioné más arriba: la 
aparición de movimientos sociales que no se inscriben en claves 
emancipatorias, al menos como tendemos a catalogarlas. Pienso 
en los movimientos “antivacunas” durante la pandemia, los 


grupos sociales contrarios a la emancipación de otros, como 
cierto “antifeminismo”. Espacios que no refieren a la 
emancipación de derechos, sino a la limitación de los derechos 
de otros... y otras. ¿Podemos denominarlos movimientos 
sociales? No cabe duda que construyen identidades y, en 
Argentina, han sido parte de los espacios que permitieron a 
Javier Milei llegar a la Presidencia de la Nación. Creo que estas 
preguntas, están íntimamente ligadas a las que propuse en el 
párrafo anterior. 

Este libro aborda muchas facetas y procesos de los NMS de 
la región. Nos regala una profunda y elaborada lectura de un 
presente que, como dije, nos desafía a comprenderlo. Leer este 
libro, nos acerca un poco a entender el siglo que estamos 
construyendo. 


Buenos Aires, marzo de 2024 


1. Director del Instituto de Ciencias Sociales y Administración de la UNAJ. 
Docente UBA, UNLP y FLACSO. Fue el impulsor y coordinador académico 
del Diploma Superior en Organizaciones de la Sociedad Civil de la 
FLACSO Argentina del 2005 al 2018. Autor de diversas publicaciones 
entre las que se destaca el libro: De Piero, S. (2020). Organizaciones de la 
Sociedad Civil. Tensiones de una agenda en construcción. UNAJ - 
Universidad Nacional Arturo Jauretche. « 

2. Pienso en particular en los trabajos de: Ballon, E. (1986). Movimientos 
sociales y democracia: la fundación de un nuevo orden. DESCO. Y de: Jelin, 
E. (1989). Los nuevos movimientos sociales. Mujeres. Rock nacional. Derechos 
humanos. Obreros. Barrios. CEAL.« 


Introducción 


El siguiente libro persigue el objetivo de recuperar y visibilizar 
la actualidad de los movimientos sociales y la acción colectiva 
en América Latina, atendiendo a las perspectivas teóricas y 
metodológicas utilizadas para abordarlos. El telón de fondo de 
este objetivo es la importancia que tiene para las compiladoras 
no sólo contribuir a ampliar el acervo académico sobre este 
actor colectivo desde una perspectiva propia de la región, sino 
también destacar cómo los movimientos sociales hacen frente y 
recorren las transformaciones sociales, políticas y económicas 
que se han dado en lo que va del siglo XXI. Sobre todo en un 
continente donde la organización, la resistencia, la 
construcción de saberes y/o de propuestas por parte de los 
movimientos sociales ha sido una de las tantas formas de 
enfrentar, contener y transformar, desde la sociedad civil 
organizada, la desigualdad y la exclusión social que aqueja 
nuestra región. 

Este libro recupera y cristaliza la trayectoria del Programa 
de Estudios sobre Organizaciones de la Sociedad Civil del Área 
Estado y Políticas Públicas de la FLACSO Argentina, cuyo 
propósito es construir herramientas analíticas y prácticas para 
pensar la configuración de la sociedad civil, sus organizaciones, 
formas de acción colectiva, demandas, saberes y subjetividades, 
a la luz de la relación Estado - sociedad y los procesos 
económicos, sociales, y políticos a nivel nacional y regional, 
con foco en la experiencia argentina. Desde una perspectiva 
socio histórica, y relacional, abordamos el análisis de la 
sociedad civil y sus organizaciones desde los debates teóricos 
políticos respecto de la relación entre el Estado, la sociedad 
civil y los modelos de desarrollo, incorporando las perspectivas 


clásicas y latinoamericanas, decoloniales y feministas para 
pensar la acción colectiva, los movimientos sociales y las 
organizaciones de la sociedad civil (OSC); los procesos de 
participación e incidencia de las OSC en las políticas públicas y 
el Estado; las estrategias de construcción e intervención de las 
OSC en el territorio y en la comunidad; y, por último, los 
procesos de gestión interna de las organizaciones y las 
diferentes herramientas que permiten potenciar su capacidad 
de acción y de incidencia en la agenda pública. A través del 
desarrollo de diferentes herramientas, como el Diploma 
Superior de Organizaciones de la Sociedad Civil, el Seminario 
de Pensamiento Crítico Latinoamericano, el Monitoreo de la 
Conflictividad Social en Argentina y la región, y varios 
proyectos de investigación entre FLACSO y el Consejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Técnicas en Argentina 
(CONICET), y en articulación con otras instituciones 
académicas, organismos internacionales y organizaciones no 
gubernamentales, este libro pone sobre la mesa el trabajo 
colectivo que diferentes académicas/os venimos llevando 
adelante desde hace varios años. En 2024 se cumplen 25 años 
de trayectoria ininterrumpida del Programa, recuperando desde 
la perspectiva de la investigación acción-participación y la 
educación popular, y con enfoque de género, 
interseccionalidades y derechos humanos, el estudio de la 
dinámica social en los procesos de desarrollo de nuestra región. 

En este marco, esta compilación reúne las reflexiones 
teórico-analíticas y las investigaciones de diferentes colegas con 
los y las que, a lo largo de los últimos 10 años, hemos tenido la 
oportunidad de discutir y aprender respecto de la actualidad de 
los movimientos sociales y la conflictividad social en diversos 
países de América Latina, tales como Argentina, Chile, 
Colombia y Brasil. Estas contribuciones las agrupamos en tres 
apartados que les presentamos a continuación. 

Estudiar los movimientos sociales y la acción colectiva en 


América Latina requiere de un ejercicio del pensar que no está 
exento de complejidades y cuestionamientos. Como en toda 
reflexión académico-científica en cualquier latitud planetaria, 
en este campo de estudio de las ciencias sociales emergen 
diferentes desafíos que implican no sólo un proceso mentado 
para la selección de las perspectivas teóricas más adecuadas 
para el abordaje de tal o cual movimiento social o acción 
colectiva, sino que también una reflexión profunda sobre cuáles 
son las implicancias de dicha selección en la descripción y 
visibilización de las diferentes dimensiones de este actor social. 
Sobre estas cuestiones se discute en la primera parte de este 
libro Reflexiones teóricas para pensar los movimientos sociales 
desde América Latina. 

Entramos de lleno en esta cuestión en el Capítulo 1, 
Saberes y propuestas en y desde América Latina: la dimensión 
constructiva de los movimientos sociales en el pensamiento crítico 
latinoamericano. Aquí, Verónica Soto Pimentel y Agustina 
Gradin realizan una revisión de las últimas compilaciones sobre 
los movimientos sociales tanto a nivel global como para el caso 
de América Latina, para atender a una problemática que 
emerge de dicha lectura: muchas de estas publicaciones, 
incluyendo las más abarcativas, se publican sin una política de 
acceso abierto, con altos costos de adquisición y en el idioma 
inglés, lo que dificulta su difusión. Por otra parte, observan una 
tendencia a invisibilizar, o pormenorizar, la utilización de 
perspectivas críticas latinoamericanas en el estudio de los 
movimientos sociales, lo que podría producir, al menos por 
omisión, la validez científica de las perspectivas clásicas 
(paradigma de la identidad, estratégico, de la elección racional 
y los marcos interpretativos), por sobre las perspectivas 
latinoamericanas que, en muchos casos, proponen otras 
dimensiones analíticas que quedarían invisibilizadas. 

En este contexto, las autoras se proponen mostrar las 
potencialidades de las perspectivas del pensamiento crítico 


latinoamericano para estudiar los movimientos sociales, las 
acciones colectivas, sus demandas, y propuestas en nuestra 
región. Para ello, realizan una revisión de las corrientes 
mediante las cuales se han analizado desde la academia los 
movimientos sociales, haciendo una distinción analítica entre 
las interpretaciones sobre y desde el centro, y las 
interpretaciones que han emergido en América Latina. 
Posteriormente, describen las particularidades del pensamiento 
crítico latinoamericano y muestran sus posibles aplicaciones 
analíticas a partir de los trabajos realizados en el marco del 
Programa de Estudios sobre Organizaciones de la Sociedad 
Civil de la FLACSO Argentina. Aquí, adquiere relevancia cómo 
parte de las perspectivas críticas latinoamericanas aportan al 
campo de estudios de los movimientos sociales al focalizarse y 
visibilizar la dimensión constructiva de este actor en América 
Latina, tanto en su capacidad de construir saberes como de 
elaborar propuestas alternativas para solucionar las 
problemáticas que les aquejan. 

Profundizamos en las propuestas analíticas para el análisis 
de los movimientos sociales desde el pensamiento crítico 
latinoamericano, en los capítulos 2 y 3 de este apartado, donde 
Darío Di Zácomo Capriles y Zahiry Martínez Araujo abordan 
esta temática desde la mirada de tres teóricos latinoamericanos. 

Di Zácomo Capriles, en el capítulo 2, nos da a conocer la 
interpretación heterodoxa del marxismo que hacen René 
Zavaleta Mercado y Álvaro García Liniera para comprender la 
relación entre los movimientos sociales y el Estado capitalista 
en el contexto de la realidad boliviana, pero que puede ser 
extendida a otras naciones de la región. Para ello, 
primeramente el autor realiza una descripción sintética pero 
contundente de la definición de Marx y Engels del Estado como 
forma superestructural que proviene del modo de producción 
de la estructura, y por tanto, como manifestación de las 
contradicciones de clase. Recorre también la relación Estado y 


se detiene en uno de sus componentes, el de la relación entre la 
sociedad civil y el Estado, la cual se expresa frecuentemente 
como conflicto producto de la lucha de clases inherente al 
modelo de producción capitalista, conflicto que para el 
marxismo es el motor del cambio social. En este lugar es donde 
el autor ubica la potencia transformadora de un gran número 
de movimientos sociales. 

¿Cómo se expresa esta relación conflictual en la realidad 
boliviana donde, como en otros países de América Latina, los 
Estados capitalistas fueron “implantados” y no emergieron de 
las formas de producción como ocurrió en la mayoría de los 
Estados europeos? Para explicar este punto, Di Zácomo toma 
las reflexiones de René Zavaleta Mercado sobre el Estado y el 
conflicto social en sociedades que vivieron procesos de 
colonización y donde, en consecuencia, persisten y conviven 
desarticuladamente diversas lógicas civilizatorias o tipos de 
sociedad en un mismo territorio y tiempo histórico y dentro de 
un mismo Estado-nación. Fuertes tensiones marcadas por la 
dominación y la exclusión política de unas lógicas sobre otras, 
son características de esta relación. Los conceptos de formación 
social abigarrada, sociedad abigarrada, crisis y momento 
constitutivo construidos por Zavaleta permiten comprender y 
describir esta forma social y sus conflictos. Por otra parte, Di 
Zácamo rescata las nociones de democracia y 
autodeterminación de las masas como claves analíticas de 
Zavaleta para describir las particularidades del sujeto 
revolucionario y los límites de la democracia representativa en 
Bolivia. En relación a este punto es que finalmente el autor trae 
al escrito las definiciones de García Liniera para hablar sobre 
los nuevos sujetos colectivos en el mapa social boliviano de 
fines del siglo XX y principios del siglo XXI, y que están más 
allá de las formas clásicas de organización social ligadas al 
sindicalismo y al movimiento obrero. Estas definiciones se 
condensan en las categorías de forma sindicato, forma multitud 


(estructuras de acción colectiva no sindicales) y forma 
comunidad (dimensiones de la acción colectiva relativas al 
conflicto étnico). 

En el Capítulo 3, Del estar-siendo y el pensamiento popular en 
la obra de Rodolfo Kusch: algunas pistas para analizar los 
movimientos sociales latinoamericanos, Zahiry Martínez Araujo, a 
partir de una revisión de las principales publicaciones del 
autor, recupera algunas cuestiones fundamentales de sus 
formulaciones ontológicas y epistemológicas como claves 
interpretativas para un conocimiento situado sobre los 
movimientos sociales en América Latina, que se construya 
desde la perspectiva de los propios sujetos que los conforman. 
La autora busca hacer un aporte a los debates y corrientes 
teóricas críticas que se preguntan por las formas de 
construcción del saber sobre los movimientos sociales, el 
posicionamiento político de las ciencias sociales y cómo se 
ubican entre las exigencias de los saberes moderno-racionales. 

En este marco, indaga y expone las reflexiones de Kusch 
sobre el “modo de ser americano”, es decir, quiénes son los y 
las que habitan estas tierras y cómo, mediante los conceptos de 
ser, estar-siendo y la lógica de la negación que funda la 
naturaleza del pensamiento popular americano. El desarrollo de 
estas cuestiones está anclado en su conocimiento sobre el 
noreste argentino y Bolivia, y la relación de las prácticas que 
allí se dan con los procesos de conquista, colonización y 
barbarie en América Latina, momento en el cual se impone el 
“ser” occidental moderno mediante la negación del “estar- 
siendo” americano, que de todos modos persiste y coexiste en 
la actualidad. Como bien explica Martínez Araujo, el ser y el 
estar-siendo son formas de existencia humana en América que 
no resultan de una oposición sino de la coexistencia tensional 
del “individuo occidental, moderno, racional y civilizado, y la 
del sujeto propio americano”, el indio y el sujeto popular que 
asume cualidades opuestas como la irracionalidad, la pobreza y 


” 


las emociones incontrolables. Esta condición histórica es para 
Kusch la clave para comprender la naturaleza fundante del 
pensamiento popular americano que se mueve entre la 
voluntad del ser racional y la afectividad del pensar indígena 
que concibe la realidad desde un estar así, entre el imperativo 
de la negación de la existencia para ser y la resistencia al 
mismo. “Existo, luego pienso” representa la negación de la 
afirmación original del pensamiento racional, negación a partir 
de la cual se construye el pensamiento desde el existir mismo, 
del estar-siendo. 

Zahiry Martínez Araujo cierra su capítulo con apuntes para 
una epistemología popular para el estudio de los movimientos 
sociales desde la perspectiva de Rodolfo Kusch. Ésta precisa de 
una concepción de este actor que parta del “existo y luego 
pienso”, es decir, de la comprensión de la naturaleza procesual 
y relacional, considerando el contexto histórico y la experiencia 
vivencialmente situada. Requiere de una observación que 
priorice las experiencias, circunstancias y contingencias para 
construir categorías analíticas sobre los movimientos sociales y 
no al revés. Como señala la autora, de lo que se trata es de 
pensar complementariedades y diferencias entre el 
conocimiento popular y el conocimiento científico, a la vez que 
darle un lugar privilegiado a la singularidad, subjetividad y los 
vínculos con el territorio en el conocimiento popular, como 
elementos centrales para la formulación teórica. 

Luego de esta pincelada de reflexiones epistemológicas, 
que no pretende ser una propuesta cerrada y exhaustiva, sino 
que una serie de planteos y preguntas como fuente de 
inspiración para seguir profundizando, ampliando y 
desarrollando en el futuro, pasamos a la segunda y tercera 
parte de este libro. Allí, nos centramos en el análisis empírico 
de los movimientos sociales, por una parte, y de la 
conflictividad social, por otra, en América Latina, sin perder de 
vista, por cierto, las cuestiones teóricas y metodológicas. 


La segunda parte de este libro, que titulamos Mujeres, 
feminismos y movimientos sociales. Una aproximación a casos de 
Colombia, Argentina, Chile, Bolivia, y Paraguay, presenta cuatro 
investigaciones sobre movimientos sociales que de alguna 
manera u otra se relacionan con las mujeres y el feminismo. La 
construcción de este segundo apartado es casual, en el sentido 
de que al realizar la convocatoria a los y las colegas no 
conocíamos de antemano la coincidencia temática. Puede ser 
resultado de un clima de época en la academia o de la afinidad 
analítica de quienes escriben con la temática, pero sin duda es 
una coincidencia que trae ricos aportes para pensar y visibilizar 
el lugar y aportes de mujeres y feministas en la contención y 
transformación social en América Latina, a su vez que observar 
la persistente desigualdad en la posición social, económica, 
cultural y política de las mujeres en la región. 

Desde el contexto colombiano, en el Capítulo 4, De rupturas 
y acomodos: trayectoria organizativa de la Unión de Mujeres 
Demócratas del Meta, Colombia (1953-2023), Nicolás Espinel 
Sánchez y Juliana Flórez Flórez analizan la trayectoria 
organizativa de la Unión de Mujeres Demócratas del Meta 
(UMD-M), específicamente de la región Alto Ariari en 
Colombia, con el objetivo de contrarrestar el riesgo de 
“deshistorización” de las luchas que trae consigo la oenegización 
de la vida cotidiana mediante la nueva gramática de 
“territorios vacíos y sujetos vacíos”. Este análisis, que forma 
parte de una investigación más amplia que sistematiza la 
historia de este movimiento, se llevó a cabo siguiendo un 
método cualitativo y utilizando la técnica de documentación de 
fuentes secundarias. 

La trayectoria organizativa de la UMD-M se reconstruye 
destacando el sentido político que ha adquirido el trabajo 
reproductivo, de formación organizativa y electoral, 
comunitario, de representación política y de tejido de memoria 
colectiva de la organización. Se realiza un recorrido de la 


historia del UMD-M desde los años 50 (periodo de su 
constitución, impulsada por el Partido Comunista de Colombia 
(PPC)) hasta la actualidad, dando cuenta de sus condiciones de 
articulación, rupturas y reacomodos, y de su lugar como piedra 
angular para producir riquezas políticas en el Alto Ariari. Estas 
riquezas, según Espinel Sanchez y Flórez Flórez se expresan en 
un fuerte tejido social y la organización territorial de 
minifundios campesinos con formas de administración y 
gobierno localizadas. Así también se reflexiona sobre la 
articulación y autonomía de la UMD-M con el PPC. 

En el contexto de Argentina, Carla Zibechi y Julieta 
Campana en el Capítulo 5, presentan una propuesta analítica 
para estudiar las organizaciones sociales de la economía 
popular y la cuestión de los cuidados de manera integral, 
particularmente, en el caso de la Unión de Trabajadores y 
Trabajadoras de la Economía Popular (UTEP) en Argentina. 
Para ello, mediante una metodología cualitativa, realizan, 
primero, una revisión bibliográfica sobre la temática. Segundo, 
para el análisis empírico, se apoyan en una triangulación de 
entrevistas en profundidad a referentes de diferentes áreas de la 
UTEP, observaciones, fuentes documentales y declaraciones 
públicas de organizaciones sociales y estatales. 

En el trabajo de investigación presentado por las autoras, 
se trabaja sobre las siguientes claves analíticas: una definición 
ampliada de cuidados; el concepto de organización social de los 
cuidados; y la tesis de que las organizaciones territoriales son 
centrales en la capilaridad social del Estado. A partir de ellas y 
del trabajo de campo, se sistematiza el trabajo de cuidados de 
la UTEP en tres dimensiones. En primer lugar, identifican las 
estrategias de cuidados llevadas a cabo por la economía 
popular organizada, actividades altamente feminizadas, las 
cuales se basan en una organización social y orgánica del 
cuidado que se adecúa a las características particulares del 
sector (horarios y locaciones) y que también genera nuevas 


exclusiones. En segundo lugar, describen las estrategias 
políticas articuladas con los cuidados donde se destaca la 
centralidad de la relación de las organizaciones de la economía 
popular con el Estado para el sostenimiento de estas 
estrategias. Por último, se describe cómo se ha incorporado la 
temática de los cuidados en el proyecto político de la UTEP, 
identificando una agenda renovada de demandas al Estado, 
entre otras, aquella que busca que las estrategias de cuidados 
propias de la economía popular sean reconocidas y fortalecidas 
por éste. 

Lucía Miranda, en el capítulo 6, Una relación complicada: 
Movimientos feministas y partidos políticos en Chile, entre la 
cooptación y la marginalización, se pregunta qué vínculos 
desarrollan las diferentes ramas del movimiento feminista en 
Chile con los partidos políticos. Para desarrollar esta 
interrogante distingue tres ramas feministas, las autónomas, 
militantes y performáticas, basándose para ello en tres 
indicadores: la estructura de la organización (vertical/ 
horizontal); las lógicas de deliberación para consensos 
(impositiva/deliberativa) y el vínculo con los partidos políticos 
(militancia/interlocutores sin  militancia/total rechazo). 
Durante su escrito, Miranda realiza una interesante revisión de 
la literatura que describe las características que ha adquirido la 
relación entre movimientos feministas y los partidos políticos 
en diferentes países de América Latina y fuera de la región. Un 
aspecto abordado es, por ejemplo, las cuestiones y debates que 
se generan cuando un movimiento feminista decide crear una 
alianza con un partido político, lo cual puede terminar incluso 
en la fragmentación del primero. También se presenta la 
problemática de la autonomía versus la integración como 
elemento central en la creación del marco estratégico del 
movimiento feminista. Otro elemento considerado en la 
literatura para observar esta relación son los marcos 
estratégicos e identitarios, el contexto político y la estructura 


de oportunidades políticas de los movimientos feministas. 

La recolección de datos empíricos se realizó mediante una 
observación etnográfica y entrevistas a voceras y activistas 
universitarias, entre 2018 y 2020 en Chile, en el marco de 
asambleas estudiantiles llevadas a cabo en la Universidad 
Católica de Chile y la “Primavera feminista”. A partir de ello, la 
autora describe cómo fue la disposición de las entrevistadas a 
vincularse con partidos políticos según cada rama feminista. 

El último capítulo de este apartado, Educar y cuidar. 
Educación Popular, movimientos sociales y pedagogías feministas, 
Jessica Fajardo Carrillo analiza la relevancia de las pedagogías 
feministas en la educación popular y visibiliza las formas de 
reproducción de sus luchas en diferentes contextos. En otras 
palabras, mediante un análisis teórico y documental, presenta 
experiencias de educación popular basadas en pedagogías 
feministas y sistematizadas por movimientos sociales de 
mujeres en Venezuela, Paraguay, Colombia y Argentina. 

Lo observado en estas experiencias, como señala la autora, 
es la ilación de pedagogías que se originan en movimientos 
sociales indígenas, de mujeres y de disidencias sexuales, y 
donde las educadoras populares, desde la existencia cotidiana, 
exponen la fragilidad y precariedad de la reproducción de la 
vida producto de la reproducción del capitalismo colonial. Las 
pedagogías feministas abren el debate desde la educación 
popular, para ver la educación desde el cuidado o el cuidado 
desde la educación, lo cual estaría estrechamente vinculado con 
las singularidades de los territorios. 

Finalmente, en el tercer apartado de esta compilación, 
Conflictividad social y acción colectiva. Cuestiones sobre represión 
laboral, la legalización del aborto en clave transnacional, la 
construcción del bolsonarismo y la protesta social de los 
movimientos sociales, reunimos los aportes investigativos sobre 
la conflictividad social y la acción colectiva tanto a nivel de 
América Latina, como en los casos particulares de Brasil y 


Argentina. Como veremos a continuación, las y los diferentes 
autores de este capítulo dan a conocer sus investigaciones 
recientes, cuyas temáticas van desde los movimientos laborales 
y la represión, la acción colectiva transnacional por el derecho 
al aborto, la construcción movimentista del bolsonarismo en 
Brasil, hasta la dinámica de la protesta social protagonizada 
por los movimientos sociales en Argentina. Sobre esto 
ahondaremos a continuación. 

Nicolás Somma, Julia Cavieres, Cristóbal Karle y Nicolás 
Selamé en el capítulo 8, Represión a movimientos laborales en 
América Latina: diagnóstico e hipótesis preliminares, analizan la 
represión sobre los movimientos laborales en América Latina en 
el período 1990-2020. A partir de una propuesta teórica 
metodológica novedosa describen la dinámica de la represión 
relacionándola con los legados políticos e institucionales y 
enfatizando el momento y la intensidad de la industrialización 
de las economías nacionales durante el siglo XX, su herencia 
sobre el espacio político institucional y la incorporación de los 
trabajadores a la arena política. Esta descripción descansa en 
una base de datos construida por los y las autoras sobre las 
características y actividades de este tipo de movimientos en 17 
países de América Latina en el período señalado, según 10 
dimensiones, entre las cuales está la de represión. Esta 
dimensión cuenta con siete variables sobre las cuales se 
construye una medida de represión laboral, donde O indica una 
represión mínima y 100 represión máxima. 

En el desarrollo del capítulo, Somma, Cavieres, Karle y 
Selamé, presentan, primero, los promedios de la escala de 
represión para cada uno de los países analizados (identificando 
una notable variabilidad en la intensidad de la represión entre 
países) y, segundo, cómo se comporta y evoluciona este 
promedio en el tiempo. Posteriormente, describen las 
características de la represión laboral en los “casos polares”, 
tomando en consideración las consecuencias sociopolíticas de 


los procesos de industrialización de cada país para responder 
por qué varía la intensidad de la represión laboral entre los 
países analizados. Finalmente, para dar una primera 
aproximación empírica a este argumento, emplean algunas 
“narrativas históricas preliminares” y datos estadísticos de los 
países con menores y mayores grados de represión para 
comprender cómo distintas trayectorias institucionales de largo 
plazo generan distintos niveles de represión hacia los 
movimientos laborales latinoamericanos. 

En el capítulo 9, Acción colectiva transnacional por el aborto 
voluntario en América Latina y el Caribe en el siglo XXI, Martina 
Ferreto nos invita a conocer el entretejer de las acciones 
colectivas por el aborto voluntario en América Latina y el 
Caribe, entretejidos que cruzan fronteras, lenguas y normas y 
que pueden conformarse como movimiento social transnacional 
en base a sus luchas por la despenalización y legalización del 
aborto. Para ello, nos adentra en los principales antecedentes y 
desarrollos teóricos sobre la acción colectiva trasnacional para 
abortar (en el marco de la autonomía reproductiva) a nivel 
global, para luego centrarse en la conformación de las 
articulaciones transnacionales de esta temática en América 
Latina y el Caribe. Como tesis basal del capítulo, la autora nos 
propone pensar la configuración de la acción colectiva 
trasnacional por el aborto en un plano más allá del Estado, 
pudiendo identificar otros marcos institucionales en otros 
niveles de gobierno, tanto a escala regional como a escala 
global. El Estado, por tanto, no es el único interlocutor de este 
tipo de acción colectiva, ni tampoco su único destinatario. 

Ferreto, en este capítulo, reconstruye la trayectoria de más 
de 30 años de esta acción colectiva en América Latina y el 
Caribe, describiendo los principales hitos que marcan la 
expansión de la lucha por la legalización y despenalización del 
aborto, como el Encuentro Feminista Latinoamericano y 
Caribeño que en 1990 institucionaliza el 28 de septiembre 


como día de movilización para incidir en cada país por la 
demanda en cuestión, y el armado de la Campaña regional 28S. 
Destaca en el entramado de esta trayectoria la importancia de 
considerar la acción colectiva transnacional por el aborto como 
una forma de luchar para avanzar en derechos, pero también 
de protegerlos en casos de retrocesos cuando éstos ya han sido 
reconocidos por el Estado. 

Desde una mirada focalizada en el caso de Brasil, en el 
capítulo 10, Movilizaciones y agenda política: la construcción del 
bolsonarismo desde el Gobierno, Amilcar Salas Oroño describe 
cómo se han configurado las movilizaciones sociales de la 
derecha y derecha extrema en el país (entre 2013 y 2022). 
Expone dos líneas de argumentación; por una parte, que el 
bolsonarismo no es sólo un fenómeno construido de “arriba 
hacia abajo”, es decir, como fenómeno político que va del 
mando gubernamental a la sociedad, sino que sus principales 
elementos ideológico-políticos se modulan en interacción con la 
movilización social. Por otra parte, expone la relación entre 
movilización social y agenda pública en el caso del gobierno de 
derecha y extrema derecha de Jair Bolsonaro. 

Con ello en mente, Salas Oroño comienza describiendo los 
hitos de la movilización social de derecha y extrema derecha en 
Brasil, como las “jornadas de junio” del 2013, y sus principales 
demandas, como las anticorrupción, que pasaron de 
reivindicaciones específicas y sociales a convocatorias con 
objetivos universales y políticos. Este relato, se conjuga con 
hechos históricos que se dan en el período de análisis, como la 
Operación Lava-Jato y las elecciones presidenciales de 2014. 
Posteriormente, el autor se adentra a la dinámica de la 
movilización social durante la campaña presidencial de 
Bolsonaro en 2018, donde destaca tres aspectos: la 
consolidación de las redes sociales para la comunicación 
política, una nueva “frontera discursiva democrática” y las 
“intervenciones políticas” que le dan una imagen federal al 


candidato. Finalmente describe cómo estos aspectos se 
refuerzan una vez que Bolsonaro llega a la presidencia, lo que 
permitiría explicar las características que adquiere la 
movilización social en el período 2020-2022, y como se 
enhebró el discurso político del bolsonarismo y su proyecto 
político. 

Para cerrar este tercer apartado, presentamos el capítulo 
11, Conflictos, demandas y formas de protesta en la Argentina 
2019-2023. Un análisis de los movimientos sociales desde la 
perspectiva de la acción colectiva, las condiciones de exclusión y las 
organizaciones de la sociedad civil. Tomando en consideración el 
protagonismo de los movimientos sociales en los ciclos de 
protesta de los últimos 4 años en Argentina, los y las autoras 
analizan los hechos de protesta protagonizados por este actor 
en el período 2019-2022. Para ello, presentan, por una parte, 
una definición de movimiento social sobre la base de tres 
fuentes interpretativas: la definición de acción colectiva, el 
concepto de organizaciones de la sociedad civil y la condición 
de exclusión como eje constitutivo de los movimientos sociales 
en América Latina. Por otra parte, describen la estrategia 
metodológica, la cual consiste en el monitoreo de los hechos de 
protesta protagonizados por este actor (unidad de análisis) 
mediante la técnica del conteo sistemático de éstos en dos 
periódicos digitales de circulación nacional: Página 12 y Clarín. 
Dicho conteo se realizó mediante el diseño de un protocolo que 
contempló diferentes variables para caracterizar los hechos de 
protesta analizados. 

Soto Pimentel, Reiri y Gradin desarrollan en este capítulo 
una descripción de la dinámica de la conflictividad de los 
movimientos sociales en Argentina en el período señalado, 
desde una perspectiva sociopolítica, macrosocial e histórica 
relacional, y en función de las siguientes dimensiones: 1) la 
participación de este actor dentro de la dinámica de 
movilización general y su evolución en el tiempo; 2) las 


demandas y áreas de conflictos que se visualizaron mediante 
las protestas; 3) los tipos de acción colectiva, los repertorios de 
acción y la represión; 4) la ubicación y alcance de las protestas 
y 5) la relación entre el nivel de movilización y la pandemia 
por el COVID 109. Para finalizar el capítulo, reflexionan sobre la 
pertinencia de la definición de movimiento social expuesta en 
el apartado teórico dado los resultados del análisis, poniendo 
en cuestión las características otorgadas por la definición de 
organizaciones de la sociedad civil. Al contrario de lo que 
afirma la literatura, las y el autor afirman que si bien los 
movimientos sociales se distinguen de los partidos políticos y 
de las organizaciones sindicales y de acumulación de capital, 
ello no excluye necesariamente el deseo por participar y 
controlar las esferas políticas y económicas ni la posibilidad de 
vincularse de manera fluida con los actores que sí forman parte 
de estas esferas. Por el contrario, cuando las protestas reflejan 
fines de este tipo (por ejemplo, cuando los movimientos 
sociales presentan proyectos de ley que tienen por objetivo 
mejorar y garantizar la continuidad de las prácticas que han 
construido para resolver sus problemas ante la ausencia estatal) 
lo que se observa es una intención por transformar dichos 
espacios en función de superar las injusticias sociales que 
denuncian y visibilizan en el espacio público. Estas dos 
cuestiones pueden ser comprendidas como la dimensión 
propositiva de los movimientos sociales, identificable en la 
variable “tipos de acción colectiva”, y es ahí donde Soto 
Pimentel, Reiri y Gradin consideran es fundamental poner el 
foco de análisis de las ciencias sociales. 

La compilación de este libro se contextualiza en un 
escenario gris e incierto, donde la crisis económica y las nuevas 
dirigencias en Argentina están poniendo en duda la utilidad de 
las ciencias sociales y la principal agencia de financiación 
pública para el desarrollo del campo. A su vez, temáticas como 
la igualdad de género o el trabajo territorial de los 


movimientos sociales están siendo fuertemente deslegitimadas. 

En este marco, este ejercicio de construcción colectiva de 
conocimiento sobre los movimientos sociales, viene a reforzar y 
destacar la importancia de su estudio para pensar las 
configuraciones complejas del orden social en los diferentes 
países de América Latina, sus desigualdades y las alternativas 
para superarlas. En este sentido, seguimos defendiendo la 
utilidad y relevancia de investigar el devenir de estos actores, 
sobre todo, como necesidad de incorporar sus voces y 
experiencias en la construcción de las políticas públicas que 
permitan revertir las estructuras injustas de la región, la 
concentración de riquezas y la crisis ambiental. 

Cerramos esta introducción agradeciendo a quienes 
aceptaron participar de este libro. A quienes nos acompañaron 
desde la FLACSO Argentina y el CONICET Argentina para poder 
materializarlo. Al Dr. Daniel García Delgado, Director del Área 
Estado y Políticas Públicas, y a Alejandro Casalis, Coordinador 
Académico, por su apoyo institucional a este libro. Y 
particularmente, al Dr. Sergio De Piero, quien por muchos años 
tuvo a su cargo la coordinación del Diploma Superior de 
Organizaciones de la Sociedad Civil, y quien nos abrió las 
puertas, nos motivó y acompañó durante todos estos años de 
intenso debate y trabajo de investigación y docencia. 
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Introducción!?! 

El escenario actual latinoamericano es tan complejo como 
diverso. Toda la humanidad atraviesa una profunda crisis del 
modelo civilizatorio moderno-colonial, cuya expresión más 
acabada, el capitalismo y su modelo de progreso y desarrollo, 
está socavando incluso las condiciones de vida en el planeta 
Tierra (Lander, 2019). En efecto, en la actualidad la crisis del 
capitalismo no sólo se trata del conflicto capital-trabajo, sino 
también de lo que el ecologismo y el feminismo han 
denominado el conflicto capital-vida: el capital se apropia no 
sólo del plusvalor del trabajo, sino también del trabajo gratuito 
y feminizado que reproduce la mano de obra a un costo menor 
del que tendría si se adquiriese en el mercado (Pérez Orozco, 
2021). Por otra parte, el capitalismo concibe a la naturaleza 
como un recurso al servicio del crecimiento económico, 
negando los límites físicos del planeta y apropiándose de los 


recursos que pertenecen a futuras generaciones u otras partes 
del planeta (Pérez Orozco, 2015; 2021). De este modo, la 
ganancia también se obtiene mediante la depredación 
ecosistémica: el capitalismo está “en conflicto estructural con la 
vida del planeta” y es “inherentemente ecocida” (Pérez Orozco, 
2021, pp. 55-56). Una de las consecuencias de esta crisis 
sistémica es el cambio climático, un problema real y serio, 
resultado de las actividades humanas, mayormente por la 
emisión de gases de efecto invernadero. Esto ha causado 
fenómenos climáticos extremos que afectan a la naturaleza y a 
las personas, impactos que se distribuyen inequitativamente 
entre sistemas, regiones y sectores, amenazando las condiciones 
de vida humana y planetaria (IPCC, 2023; Rivera Ferre, 2021). 

Entre los cambios sociales, políticos, económicos y 
ambientales que se han dado como consecuencia de esta crisis, 
en lo que va del siglo XXI en América Latina los movimientos 
sociales se han destacado por su capacidad de hacer frente y 
recorrer dichas transformaciones. En efecto, las resistencias y 
las propuestas han marcado el devenir de la sociedad civil 
organizada en la región, tanto para mostrar los límites de 
modelos civilizatorios basados en la acumulación por 
desposesión (Harvey, 2004) y el neoliberalismo tardío (García 
Delgado y Gradin, 2017), como para trabajar por la 
transformación y contención social, y la construcción de 
saberes y propuestas alternativas. La organización comunitaria 
y territorial, la agricultura campesina y la agroecología, las 
propuestas del buen vivir de las comunidades indígenas, los 
movimientos de mujeres y disidencias, las asambleas urbanas y 
las organizaciones de la economía popular son algunas de las 
experiencias que en los últimos 20 años han cumplido un rol 
central para enfrentar y dar salida a esta crisis sistémica. 

Como señala Lander, en este momento histórico “la 
humanidad precisa con urgencia de la diversidad y 
multiplicidad de culturas, formas de conocer, pensar y vivir, 


como fuentes de alternativas para responder a esta crisis 
civilizatoria” (2019, p. 15). Sin embargo, las propuestas de los 
movimientos sociales muchas veces son desestimadas oO 
excluidas de los debates académicos y de políticas públicas por 
no tener “validez científica” (Lander, 2015; Castro-Gómez, 
2015). Aun cuando algunos de ellos tienen, al menos, el 
potencial para convertirse en lugares de articulación de 
proyectos alternativos y de permitir una pluralidad de 
configuraciones socio-naturales (Escobar, 2010b). 

Sin perjuicio de lo anterior, en los últimos años, ha habido 
importantes contribuciones académicas para dar cuenta de la 
actualidad de los movimientos sociales a nivel global y en la 
región. Por ejemplo, Della Porta y Diani en 2015 editaron el 
libro The Oxford Handbook of Social Movements. Los autores 
consideran esta publicación un importante reconocimiento a la 
consolidación de los movimientos sociales como campo de 
investigación y teorización. Buscaron “explorar los criterios 
sobre los cuales ciertas líneas de investigación y sus defensores 
pueden ser reconocidos como académicos de los movimientos 
sociales”!*! (Della Porta and Diani, 2015, p. 2). Evitando 
reconstruir la evolución del campo de estudio de los 
movimientos sociales desde los setenta o la identificación de las 
“escuelas” tradicionales en estos (como la norteamericana y 
europea), optaron por “focalizarse en las respuestas que los 
investigadores de los movimientos sociales han intentado 
proveer sobre algunos temas y cuestiones clave, mapeando 
algunas de las diferentes líneas de investigación que han sido 
desarrolladas en los años recientes”!?! (Della Porta and Diani, 
2015, p. 6). Este mapeo, según los autores, recupera 
investigaciones arraigadas en las preguntas clásicas que han 
surgido desde los setenta, como también aquellas que se han 
esforzado por trascender sus limitaciones geográficas y 
disciplinarias. Sin perjuicio de ello, señalan que el libro está 
organizado en partes utilizando los conceptos tradicionales 


sobre los movimientos sociales. 

En el mismo año, Federico Rossi y Marisa Von Bulow 
(2015) editaron el libro Social Movements Dynamics. New 
perspectives on Theory and Research from Latin America, el cual 
pretende expandir “los horizontes actuales de los estudios en 
movimientos sociales, proponiendo nuevos conceptos y 
preguntas”!9! (1). Se organiza en tres temas que, para los 
autores, constituyen los debates actuales clave en la teoría de 
los movimientos sociales: “las interacciones entre las políticas 
rutinarias y contenciosas, la relación entre protesta y contexto 
y las configuraciones organizacionales de los movimientos 
sociales”!7! (1). Este libro, señalan, contribuye al “que 
consideramos es un necesario y todavía no desarrollado diálogo 
de construcción teórica para el estudio sobre los movimientos 
sociales, tanto entre académicos del Sur y del Norte, como 
entre académicos especializados en diferentes regiones”!9! (2). 
El libro se divide en tres partes: una dedicada a la interacción 
entre políticas rutinarias y contenciosas (o entre formas 
convencionales y no convencionales de participación política); 
otra sobre la relación entre las protestas y las oportunidades 
ambientales, económicas y políticas; y una última dedicada a 
nuevos repertorios organizacionales con y más allá de las 
fronteras. 

En el año 2020, The Oxford Handbook of the Sociology of 
Latin America dedicó una de sus secciones a los movimientos 
sociales y la acción colectiva en la región. Además de una 
revisión de la literatura sobre el tema, se presentan capítulos 
dedicados a las cinco familias de movimientos en 
Latinoamérica que han tenido, según Somma (2020), mayores 
consecuencias en términos de cambios sociales: los 
movimientos de trabajadores, mujeres, estudiantes, indígenas y 
de antiglobalización. 

En 2022, Bringel y Pleyers editaron el libro Social 
Movements and Politics in Global Pandemic, uno de sus objetivos 


era construir una sociología comprometida y pública que 
acompañara y contribuyera a las luchas por un mundo más 
justo, haciendo asequible el conocimiento que produce y 
abriendo espacios de articulación entre las universidades y los 
movimientos sociales para la coproducción de conocimiento, lo 
cual se materializa en la política de acceso abierto del libro. En 
este marco, se compilan las experiencias de los movimientos 
sociales relacionados con: la construcción o fortalecimiento de 
la solidaridad, resiliencia y resistencia a la pandemia en 
comunidades, barrios populares y ciudades; las problemáticas 
relacionadas con la pandemia, como las medioambientales, el 
cambio climático, la economía solidaria y la agroecología; el 
feminismo; y los movimientos conservadores o reaccionarios y 
el ciberactivismo. Por otra parte, se presentan los movimientos 
de protesta previos a la pandemia y cómo continuaron sus 
acciones a pesar de la situación sanitaria. 

El Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO) 
cuenta con una importante producción en castellano y con 
acceso abierto sobre los movimientos sociales en América 
Latina, que refleja la acción colectiva más relevante en el 
espacio público regional y sus agendas en la actualidad. En este 
sentido, por medio de diferentes publicaciones es posible 
mapear la agenda de los movimientos sociales y la emergencia 
de la conflictividad social en la región de manera bastante 
actualizada. 

Por último, en el año 2023, Federico Rossi compiló el libro 
The Oxford Handbook of Latin America Social Movements, en el 
que se revisan los múltiples paradigmas existentes para 
comprender América Latina como “región movilizada”, es 
decir, las “principales perspectivas teóricas en el debate sobre 
los movimientos sociales en la región, algo que no ha sido 
hecho nunca antes”!?! (Rossi, 2023, p. 2). Esta compilación 
teórica desarrollada en la primera parte del libro es relevante, 
pues además de recuperar las perspectivas clásicas del campo 


(como el marxismo, la teoría de la movilización de recursos, y 
los procesos políticos, la teoría de los nuevos movimientos 
sociales, la perspectiva relacional e interseccional, el feminismo 
y las teorías queer), incluye un capítulo específico para discutir 
sobre los aportes del pensamiento decolonial en el análisis de 
los movimientos sociales, escrito por Juliana Flórez Flórez y 
Carolina Olarte Olarte. Las cuatro partes siguientes dan cuenta 
de los movimientos sociales en el contexto latinoamericano 
según los siguientes tópicos: principales procesos y dinámicas 
históricas en la región, principales movimientos sociales, 
dimensión ideológica y estratégica de los movimientos sociales, 
y política institucional y movimientos sociales. 

Estas publicaciones son de una enorme relevancia, pues 
nos ofrecen tanto un panorama y un mapa teórico conceptual, a 
nivel global y regional, sobre el campo de los movimientos 
sociales, como un análisis de casos y experiencias desarrolladas 
por ellos en los últimos años. Pero pese a su contundente 
contribución, a excepción de la de Bringel y Pleyers y las de 
CLACSO, aquellas obras que tienen mayor capacidad abarcativa 
se publican sin una política de acceso abierto y con altos costos 
de adquisición, a lo que se suma que están en el idioma inglés. 
Esto constituye un obstáculo para la difusión de las 
experiencias de los movimientos sociales en América Latina 
(propias y de otras latitudes), pero también para el 
acercamiento entre la sociedad civil organizada y la academia. 
Asimismo, produce desigualdades en el acceso al conocimiento, 
lo que puede generar una merma en la capacidad productiva y 
creativa de las universidades, de los centros de investigación y 
los equipos académicos del sur de América. 

Por otra parte, si bien estas publicaciones visibilizan la 
diversidad de experiencias y perspectivas teóricas sobre los 
movimientos sociales, observamos una tendencia a invisibilizar, 
o pormenorizar la utilización de perspectivas críticas 
latinoamericanas en el estudio de los movimientos sociales. De 


este modo, creemos que estas publicaciones han fortalecido, al 
menos por omisión de otras, la validez científica de las 
perspectivas clásicas (paradigma de la identidad, estratégico, 
de la elección racional y los marcos interpretativos), 
focalizando los estudios en ciertos tipos de preguntas y 
problematizaciones, y dejando de lado otras perspectivas 
valiosas para el análisis desde estas latitudes y que permitirían 
visibilizar otras dimensiones de los movimientos sociales. 

El objetivo de este capítulo es, justamente, mostrar las 
potencialidades de lo que entendemos como perspectivas del 
pensamiento crítico latinoamericano para estudiar los 
movimientos sociales, las acciones colectivas, sus demandas, y 
propuestas en nuestra región. Para esto, llevaremos a cabo una 
revisión de las perspectivas mediante las cuales se han 
analizado desde la academia los movimientos sociales, 
haciendo una distinción analítica entre las interpretaciones 
sobre y desde el centro, y las interpretaciones que han 
emergido en América Latina. Posteriormente, describiremos las 
particularidades del pensamiento crítico latinoamericano y 
mostraremos sus posibles aplicaciones analíticas a partir de los 
trabajos realizados en el marco del Programa de Estudios sobre 
Organizaciones de la Sociedad Civil de la FLACSO Argentina. 


Perspectivas teóricas sobre los movimientos sociales 
desde el centro 

El siglo XX, que según el historiador Eric Hobsbawm comienza 
de alguna manera con la revolución bolchevique de 1917, fue 
testigo de la emergencia de grandes movimientos sociales que 
irrumpen en la realidad del norte global en la década de 1960 y 
1970 de la mano de la sociedad posindustrial y de consumo, y 
el avance de la agenda de los derechos humanos, tales como los 
movimientos estudiantiles de Francia de 1968, o los 
movimientos de mujeres y los movimientos por los derechos 
civiles en Estados Unidos, entre otros. Estos “nuevos” sujetos 


colectivos no habían sido considerados por las instituciones 
clásicas de mediación sociopolítica como los partidos políticos 
y los sindicatos, ya que no formaban parte del activismo 
político de la época. La emergencia de estos actores, con 
nuevas agendas políticas y con capacidad de generar acciones 
colectivas novedosas, obligó a la sociedad a poner el foco en las 
desigualdades e injusticias que aún en democracias 
consolidadas se profundizaban. Los resultados y los impactos 
fueron muy dispares y no es el objetivo de este apartado 
realizar un balance, pero sí nos interesa señalar que esto 
repercutió en que desde los centros de investigación científica y 
académica se comenzará a prestar atención a las 
transformaciones sociales que expresaban estos movimientos 
sociales, tanto en términos de las formas de acción colectiva 
como en las identidades y subjetividades que se construían. 

En este marco, los movimientos sociales como objeto de 
estudio fueron abordados por las ciencias sociales hegemónicas 
desde diferentes perspectivas analíticas, en la búsqueda de 
herramientas teóricas que permitieran comprender el fenómeno 
en su compleja relación con el sistema político institucional y 
las pujas distributivas en las sociedades modernas, de consumo 
y pleno empleo desde la mitad del siglo pasado en adelante. La 
sociología política, la ciencia política y la teoría política, entre 
otras áreas disciplinares, propusieron diferentes paradigmas 
teóricos para comprender cómo y por qué la sociedad se 
moviliza y genera acciones colectivas que buscan incidir y 
transformar el orden instituido. Siguiendo a Cohen (1985), 
podemos señalar que la academia europea y norteamericana 
fueron las primeras en poner el foco de estudio en estos 
fenómenos y que abordaron la cuestión desde dos modalidades 
interpretativas muy diferentes. Mientras que la perspectiva 
norteamericana observó a los movimientos sociales como 
actores dentro del sistema político, y, por lo tanto, en sus 
relaciones con el contexto, la perspectiva europea se centró en 


su estudio como sujetos portadores de una identidad, de una 
cultura y de una práctica, y, por lo tanto, en sus relaciones 
internas. Estas dos matrices interpretativas, que posteriormente 
fueron encasilladas en la matriz estratégica (norteamericana) y 
la matriz identitaria (europea), prevalecieron en el abordaje de 
los movimientos sociales tanto en el mundo desarrollado como 
en nuestra región. Esto respondió a la necesidad de dar cuenta 
de procesos sociales estructurales como las transformaciones en 
los modos de producción y reproducción de la vida, y los 
cambios en los sistemas políticos y las formas de mediación y 
representación de las identidades, intereses y agendas. Los 
nuevos movimientos sociales, como las organizaciones 
estudiantiles, las organizaciones de mujeres, los colectivos de la 
diversidad sexo-genérica y el ecologismo, entre otros, fueron 
considerados una expresión de cambios sociales más profundos 
y estructurales, que permitieron la emergencia de estos actores 
colectivos considerados novedosos frente a las clásicas 
mediaciones realizadas por los partidos políticos de masas, 
sindicatos, organizaciones de trabajadores, etcétera. 

La perspectiva norteamericana o estratégica surgió en la 
década de 1970, como respuesta a las limitaciones que 
encontraba entonces la sociología norteamericana clásica del 
estructuralismo de Parsons (1976), o de las teorías del conflicto 
de Coser (1957), para explicar los procesos de movilización y 
acción colectivas en la sociedad de esa época. Según la 
perspectiva estratégica, estas nuevas expresiones sociales no 
responden a “un comportamiento anormal que brota como 
respuesta a los cambios estructurales y a las tensiones que estos 
generan” (McAdam, 1982, p. 48). Más bien nos encontrábamos 
frente a organizaciones socialmente integradas, con objetivos 
claros y estrategias que denotaban una racionalidad en 
términos de medios y fines. Siguiendo a Cohen (1985), esta 
perspectiva que se conoció como Teoría de la movilización de 
los recursos (McAdam, 1982; Tilly, 1978; Tarrow, 1998) 


propuso comprender los movimientos sociales dentro de un 
modelo de conflicto de la sociedad, y por lo tanto enmarcar sus 
acciones dentro de las relaciones de poder y de la búsqueda 
racional de intereses de un grupo social determinado. De esta 
forma, los elementos centrales para entender y explicar la 
acción colectiva de los movimientos sociales fueron las 
asimetrías existentes en la distribución y la apropiación de los 
recursos, y en las oportunidades y la capacidad de organización 
entre los diferentes agentes de un sistema social determinado. 
Influenciados por el clima de época, los científicos 
norteamericanos incorporaron la racionalidad estratégica como 
elemento fundamental para explicar la acción colectiva. Esta 
mirada fue fuertemente criticada por su simplificación de la 
racionalidad de los movimientos sociales como meramente 
instrumental, en una lógica medio-fines, sin incluir en sus 
análisis otros elementos como la cultura, la ideología y los 
lazos afectivos. A su vez, esta perspectiva tendió a ver las 
nuevas demandas y los nuevos actores siempre dentro de la 
lógica del régimen político y cuyo inevitable devenir era su 
incorporación dentro del sistema. En este devenir su relación 
con el ambiente fue fundamental para entender su surgimiento 
y permanencia en el tiempo. 

Los diferentes autores de esta perspectiva acuerdan en 
señalar la importancia de la cuestión relacional en la 
construcción de los movimientos sociales como sujetos 
políticos. El papel de las oportunidades políticas!!%!, del 
repertorio de las acciones colectivas!!!!, de los ciclos de 
protestas!!?!, y de los procesos enmarcadores de la acción!!?! 
fueron claves analíticas fundamentales para explicar estos 
fenómenos sociales. De cara al sistema político ampliado, 
entendido como el Gobierno, Estado y actores políticos, esta 
perspectiva permitió desarrollar un análisis contextualizado de 
los movimientos sociales enfatizando su matriz eminentemente 
política y su participación y relación con todos los actores del 


sistema. Haciendo posible observar la relación de estos con el 
ambiente, esta perspectiva aporta herramientas conceptuales 
para analizar la relación y el impacto entre estos, el gobierno y 
el Estado. Sin embargo, se excluyeron del análisis elementos 
que también fueron fundamentales para analizar esta relación 
política, y que se relacionaron con la construcción de la 
subjetividad social. Estos elementos, en cambio, fueron 
abordados desde la perspectiva europea. 

La perspectiva europea tuvo su raíz teórica en el marxismo 
y en el estructuralismo. Sin embargo, y siguiendo nuevamente 
a Cohen (1985), el paradigma de la identidad (Melucci, 1994; 
Touraine, 1985) se caracterizó por pensar los movimientos 
sociales desde el proceso de descentramiento del conflicto de 
clases como el elemento estratégico-explicativo del cambio 
estructural, y desde el proceso de abandono del Estado como 
locus central de la lucha de poder. La crisis de la sociedad 
industrial y del Estado de Bienestar de posguerra, así como la 
crítica del marxismo estructuralista, enmarcaron el surgimiento 
de una perspectiva que, como contrapunto de la 
norteamericana, puso el énfasis en estos actores como 
construcción de prácticas e identidades divergentes en el 
ámbito de la sociedad civil (Melucci, 1994). Desde una matriz 
claramente gramsciana de la sociedad civil, esta perspectiva 
puso el foco de interés en la forma de organización más que en 
sus medios y sus fines. Emergió así, en palabras de Touraine 
(1985), una nueva modalidad de organización social exclusiva 
de las sociedades postindustriales. De la crisis de la sociedad 
salarial (Castel, 1995) emergieron nuevas demandas, 
vinculadas a la complejización de la cuestión social, que fueron 
canalizadas por los nuevos movimientos sociales. Según este 
paradigma, estos nuevos movimientos sociales se gestaron 
tomando distancia del Estado y de las modalidades político— 
institucionales clásicas. La dimensión cultural y subjetiva 
asumió así, para esta perspectiva, un papel central en el 


proceso de transformación de una sociedad. De esta forma, 
estos nuevos actores sociales se distanciaron de las luchas 
clásicas por la distribución de las riquezas, para centrarse en 
cuestiones referidas a los estilos y la calidad de vida, la 
ampliación de derechos para minorías O derechos 
posmateriales, cuestiones ambientales y de bienes públicos. 

A su vez, esta forma de entender las transformaciones de 
los actores sociales implicó una crítica a la estrategia de 
transformación de la sociedad de arriba hacia abajo. Es decir, 
de acceder al Estado para tomar el poder y desde ahí generar 
los cambios en la sociedad. La perspectiva identitaria centró su 
foco de preocupación en la construcción de una identidad 
colectiva (Melucci, 1999) de actores históricamente situados 
(Touraine, 1985). En este marco, la acción colectiva de los 
nuevos movimientos sociales fue comprendida como un 
proceso identitario, histórico y culturalmente orientado, en el 
que estos debían ser entendidos como construcciones sociales 
que pusieron en juego una amplia gama de procesos, actores, 
sentidos y formas de acción que interaccionan entre sí. La 
capacidad de construir sentidos y significados que hicieran 
socialmente inteligibles los conflictos sociales presentes en las 
relaciones de dominación fueron las condiciones de posibilidad 
para llevar adelante acciones colectivas. Los nuevos 
movimientos sociales fueron entendidos como procesos 
intersubjetivos de organización, en los que el foco de análisis se 
orientó a las relaciones internas y la construcción de una 
identidad colectiva, de una práctica orientada a la 
transformación y de formas de organización distintivas. 

Estas perspectivas aportaron diferentes elementos clave 
para analizar la transformación social a finales del siglo pasado. 
Mientras que la perspectiva de la teoría de la movilización de 
los recursos nos permite enfocarnos en el contexto político y la 
capacidad de acción de la sociedad civil por medio de sus 
organizaciones y acciones colectivas, la perspectiva identitaria 


nos recuerda la importancia de la construcción de un sentido 
de la acción, de una cultura y de una práctica hacia dentro de 
los movimientos sociales. A su vez, desde la mirada estratégica 
se destacan las continuidades con respecto a los repertorios de 
acción presentes en otros momentos históricos, mientras que la 
matriz de la identidad destaca aquellos elementos novedosos y 
que significan una ruptura con las tradicionales organizaciones 
de masas, como las formas de democracia interna, y la 
construcción de subjetividades. Consideramos que estos 
paradigmas hegemónicos, que fueron revisitados y nutridos con 
aportes de diferentes autores de la sociología política, 
presentan claves analíticas que permiten saldar las limitaciones 
de las teorías clásicas de la acción colectiva para el análisis de 
los nuevos movimientos sociales. 

A partir de la década de 1980 la sociología norteamericana 
asistió a un “giro cultural” (Acevedo, 2013) que implicó la 
revalorización de la cultura como marco de la acción colectiva. 
Este enfoque se desarrolló como complementación del abordaje 
causal y del abordaje empirista hegemónicos de la teoría de la 
elección racional, la teoría de los procesos políticos y la teoría 
de la movilización de recursos (Olson, 1992; McAdam et al., 
1999; Tarrow, 1998; Jenkins, 1994). Esta corriente propuso el 
análisis de los “marcos de la acción colectiva”, a partir de las 
premisas del frame analysis de Erving Goffman!!*!, para el 
estudio de los movimientos sociales. Pensando la cultura en 
términos de “marcos”, se focalizó en la producción y el uso de 
esquemas de interpretación que permitieran dar inteligibilidad 
a los contextos de acción colectiva. Conceptualmente inscripta 
en el construccionismo social, la propuesta del frame analysis 
intentó superar las limitaciones de la teoría de la movilización 
de recursos respecto del abordaje de los factores simbólicos de 
la acción colectiva, realizando una apropiación particular de la 
teoría goffmaniana de los marcos (Acevedo, 2013). 

Estos paradigmas interpretativos fueron utilizados por una 


variedad muy importante de estudios empíricos en diferentes 
partes del mundo, dando cuenta de su productividad a la hora 
de explicar o comprender los múltiples y heterogéneos 
movimientos sociales que caracterizaron las últimas décadas. 

Entrado el nuevo siglo, Jasper (2012) nos invita a situar la 
mirada en los micro-fundamentos de la acción y en las 
interacciones cara a cara, incorporando al análisis de los 
movimientos sociales los discursos, los códigos y los límites 
morales, las emociones y los rituales colectivos. Según este 
autor, los estudios culturales (incorporando tanto el frame 
analysis como la perspectiva identitaria) han sido altamente 
“cognitivos” en su mirada sobre los movimientos sociales, 
dejando afuera las emociones fuertes que acompañan a todo 
proceso de movilización y organización. Discutiendo con las 
perspectivas racionalistas de la acción, Jasper (2012) plantea 
que las emociones acompañan toda acción social, 
proporcionando a esta motivación y objetivos y, por lo tanto, 
deben ser consideradas por el mundo académico. Los 
movimientos sociales son influidos por emociones transitorias e 
inherentes al contexto, que a menudo son reacciones a 
acontecimientos o a información, así como por lealtades y lazos 
afectivos más estables. Algunas emociones existen o surgen en 
las personas antes de que se unan a grupos de protesta; otras se 
forman o se fortalecen dentro de la acción colectiva misma. 
Este último tipo se puede incluso dividir en emociones 
compartidas y recíprocas, entendiendo por emociones 
recíprocas los sentimientos que los manifestantes sienten el uno 
por el otro. Esta clave de análisis permite profundizar la mirada 
sobre por qué las personas participan de acciones colectivas y, 
por lo tanto, de movimientos sociales. 

Pleyers (2018; 2019) retomando la pregunta inicial de 
Touraine (1973), se cuestiona si los movimientos sociales 
producen sociedad, es decir, producen y reproducen 
organización social y sujetos, y si las protestas ciudadanas 


como punta del iceberg de estos, cuestionan, amplían o 
fortalecen las democracias. Según Pleyers (2019), la sociología 
de los movimientos sociales, ya sea europea o norteamericana, 
reproduce un sesgo epistemológico al reducir sus estudios a los 
impactos en la política institucional, es decir, a los resultados, 
dejando de lado las prácticas cotidianas y la variedad de 
articulaciones que constituyen los espacios de experiencias. En 
este sentido, el autor llama la atención sobre las falsas 
dicotomías entre la vida privada, el compromiso político de las 
personas, y el mundo virtual y el espacio público (la plaza y la 
calle) en tanto “arenas públicas” en términos de Cefai (2011), y 
propone desplazar la mirada de los actores hacia sus contextos 
de experiencias y las situaciones problemáticas que generan los 
procesos de movilización. 

En esta línea, la sociología pragmática ha realizado aportes 
interesantes desde posiciones antiesencialistas y 
constructivistas (Lemieux, 2018), poniendo en el centro del 
análisis los procesos organizativos y de movilización a partir de 
la premisa de que “el mundo físico y social, en lugar de estar 
considerado como fijo y estable, (...) debe ser sistemáticamente 
contemplado como en acción y en devenir” (Lemieux, 2018, p. 
21). En este marco la sociología pragmática francesa ha puesto 
el foco de estudio en la “cultura de la manifestación” 
considerada como mecanismos de intervención política 
adecuados para influir sobre los gobiernos y los Estados 
(Filieule y Tartakowsky, 2015). También ha destacado que las 
formas de construcción comunitaria desplegadas son “modos de 
involucramiento” específicos, como señala Thévenot (2019), 
para explicar la acción y la participación de los individuos en 
los movimientos sociales, donde la cercanía de las relaciones 
sociales es un elemento explicativo fundamental. Cercanía que 
comúnmente se asocia con el territorio o la comunidad. Como 
señala el autor, “el involucramiento tiende a transformar una 
dependencia en un poder” (Thévenot, 2019, p. 254), y esto 


sucedió durante esta etapa. Desde los movimientos sociales se 
promovieron, así, formas de involucramiento comunitarias o 
territoriales, y de representación legítima de intereses que 
politizaron la participación de los individuos mediante sus 
acciones, construyendo nuevas subjetividades sociales. 

En otro orden de ideas, Castells (2015) plantea que 
estamos frente a una nueva oleada de movimientos sociales en 
la era de la información y las nuevas tecnologías y, por lo 
tanto, es necesario repensar la articulación política de las 
protestas y las demandas, pero señala que estos movimientos 
en red buscan transformar las instituciones desde afuera y que 
los partidos políticos tradicionales ya no son canales válidos y 
eficaces para hacerlo. Es necesario, entonces, repensar la 
representación política de las demandas, las acciones colectivas 
y los movimientos sociales en el escenario actual, donde la 
comunicación es un campo de poder. Al contrario, Laclau 
(2013), desde su perspectiva de los procesos de subjetivación 
política en nuestras sociedades, aporta una forma muy 
interesante para pensar la forma de articulación de las 
demandas sociales a partir de su teoría sobre el populismo. En 
nuestras sociedades conflictivas conviven diferentes demandas 
particulares en el espacio público. La emergencia de una 
demanda particular con capacidad de contener y representar a 
otras demandas es el elemento que caracteriza el momento 
populista, incorporando una disrupción en las relaciones de 
poder de una sociedad determinada. Los movimientos sociales 
contienen y representan diferentes demandas sociales que se 
articulan en procesos políticos situados históricamente. 

Todas estas perspectivas teóricas tienen en común el 
supuesto de que los “nuevos movimientos sociales” son un 
emergente de las sociedades postindustriales y con democracias 
representativas consolidadas, donde el piso de condiciones 
materiales para la reproducción de la vida está garantizado por 
el funcionamiento del Estado aún en su vertiente neoliberal. 


¿Cómo analizar entonces los procesos de movilización y acción 
colectiva en contextos de democracias restringidas o de 
autoritarismos? ¿Qué implicancias tiene pensar los 
movimientos vinculados a la tenencia y producción de la 
tierra? ¿Qué significancia tiene para los nuevos movimientos 
sociales las desigualdades crecientes y la pobreza extrema? 
¿Qué sucede cuando estos actores colectivos tienen fuertes 
vínculos con la política institucional? La academia 
latinoamericana hizo aportes significativos en estas 
problemáticas. 


El análisis de los nuevos movimientos sociales en 
América Latina 

Sobre la acción colectiva en América Latina hay un amplio 
acervo teórico-analítico que aquí describiremos brevemente. 
Nuestro punto de partida son los “nuevos movimientos 
sociales”, que presentan como “novedad” su diferenciación con 
las formas de movilización clásicas asociadas al sindicalismo o 
al movimiento obrero-revolucionario cuyas demandas son 
materiales y su identidad está ligada a la clase y al conflicto 
capital-trabajo. 

En la región, este “novedoso” actor colectivo adquiere 
notoriedad pública a partir de la década de 1980 por su lucha 
contra los regímenes autoritarios y las violaciones a los 
derechos humanos, y por sus reclamos asociados al constante 
deterioro de los niveles de vida, producto de la implementación 
del neoliberalismo en la región. Emerge en el contexto de 
transformaciones en el movimiento sindical, cercenado por los 
regímenes autoritarios, pero también por los efectos de las 
políticas neoliberales de precarización del trabajo y el 
consecuente desempleo (Seoane, Taddei y Algranati, 2018; 
Svampa, 2006; Zibechi, 2003; Somma, 2020; De Piero, 2020). 
Estos movimientos ciudadanos, con múltiples y diversas 
orientaciones y demandas, pedían mayores niveles de 


democratización y que los procesos de modernización 
incorporaran las identidades y las diferencias como parte 
constitutiva de la integración social (Garretón, 2001, citado en 
De Piero, 2020). Se constituyeron “en verdaderos espacios de 
reacción y resistencia a los impactos de las crisis y (...) [en] 
portadores de nuevos horizontes colectivos” (Calderón, 1986%, 
p. 11). No tenían una orientación político-estatal e indicaban la 
obsolescencia de los partidos políticos, cuestionando el 
monopolio de la representación y buscando “sus propias 
identidades culturales y espacios para la expresión social, 
política o de otro tipo” (Calderón, Piscitelli y Reyna, 2018, p. 
25), sobre todo en un contexto donde sus demandas no eran 
escuchadas o procesadas por el Estado. 

Las teorías existentes para el análisis de la acción colectiva 
no podían dar cuenta de la realidad de las nuevas acciones. El 
movimiento obrero sindical y el movimiento revolucionario 
habían sido analizados desde el enfoque  estructural- 
funcionalista y las teorías desarrollistas, en el contexto de los 
procesos de modernización y en función del orden económico, 
estatal o político partidario característico de las décadas de 
1950 y 1960; y desde las teorías marxistas, basados en la lucha 
de clases y el rol del proletariado en la revolución, en un 
contexto de dominación internacional por las potencias 
imperialistas (Somma, 2020). Estos enfoques dejaban fuera la 
comprensión de otras formas de acción colectiva, y por ende, 
impedían visualizar las características particulares de los 
nuevos movimientos sociales, asociadas a cuestiones políticas y 
culturales (Calderón, 1986a; Escobar €: Alvarez, 2018b). Estos 
enfoques, por tanto, eran 


buenos para capturar las tensiones perdurables entre grupos y 
clases en una región muy desigual como América Latina. Pero son 
menos útiles para comprender movimientos no orientados por 
agravios materiales (...) y tienden a ignorar los procesos por 


medio de los cuales los activistas transforman las condiciones 
estructurales en acción colectiva. (Somma, 2020, p. 4) 


Según algunos autores, en este período las y los 
intelectuales latinoamericanos, más que construir enfoques 
teóricos nuevos o acabados, utilizaron herramientas de los 
paradigmas estratégico e identitario para el análisis de los 
movimientos sociales, poniendo foco en la novedad y la 
capacidad de injerencia en la transformación social de estos 
movimientos (Flórez Flórez, 2015; De Piero, 2020; Escobar y 
Álvarez, 2018b; Svampa, 2010; Tapia, 2008; García Linera, 
2009; Zibechi, 2003; Garretón, 2001; Boaventura de Sousas 
Santos, 2000; Hellman, 1992; Calderón y Jelin, 1987; Calderón, 
1986b)!!*!, Además, destacaron su descripción en el contexto 
específico de América Latina, su importante proliferación y su 
gran diversidad, cuestiones que lo distinguían del contexto 
estadounidense y europeo. 

En este sentido, y a contracorriente de los diagnósticos y 
las evaluaciones de la época que describieron a los ochenta 
como “la década perdida” en América Latina dada la crisis 
económica que sufrió, hay quienes la describen como “la 
década ganada”. Precisamente para destacar las múltiples 
formas de organización de las resistencias que muchas personas 
pudieron mantener durante 1980, aunque tal vez menos 
glamorosamente y contra todo pronóstico” (Escobar y Alvarez, 
2018a, p. ix). Esta década ganada “testifica no sólo la 
capacidad de microrresistencias, sino también la capacidad de 
algunos actores colectivos para traducir tales resistencias en 
propuestas e incluso alternativas al poder” (Álvarez y Escobar, 
2018, p. 317). 

Según Seoane, Taddei y Algranati (2018) la utilización de 
los paradigmas identitarios y estratégicos también encontrarán 
sus limitaciones para analizar lo que denominan la segunda 
oleada de protestas y de movilizaciones sociales en América 


Latina, es decir aquellas que emergen hacia fines de los años 
noventa y principios de los dos mil, con la doble crisis 
económica y de legitimidad del neoliberalismo. Dichos 
paradigmas habrían desplazado la problemática del conflicto en 
el análisis de los movimientos sociales, lo que se vio potenciado 
por el triunfo del neoliberalismo en los noventa y su incidencia 
en las ciencias sociales, al punto de que la “nueva racionalidad 
social de mercado” constituyó el pensamiento único o 
conservador para el estudio de la acción colectiva (Seoane, 
Taddei y Algranati, 2018; Seoane y Taddei, 2000). Esto 
significó, por una parte, “la relativa desaparición del estudio 
científico de los conflictos sociales (que constituyó una 
temática central del pensamiento social crítico) conminándolo 
a los ámbitos más marginales de la vida académica” (Seoane y 
Taddei, 2000, p. 61). Por otra parte, un desplazamiento y 
retroceso del “pensamiento social crítico latinoamericano, 
entendido como pensamiento cuestionador de las estructuras 
sociales y los mecanismos de dominación vigentes” (Seoane y 
Taddei, 2000, p. 61). Por último, significó que las protestas y la 
acción colectiva fueran tildadas como desestabilizadoras de la 
racionalidad de mercado o de la democracia formal, o bien 
fueran invisibilizadas tras la preponderancia analítica por 
describir los procesos de globalización, implementación 
neoliberal y crisis económica de la década de 1990 en América 
Latina, desatendiendo el “amplio proceso de resistencia social a 
las políticas neoliberales; así como (...) la conformación de una 
poderosa coalición social dominante capaz de vencer estas 
resistencias” (Seoane y Taddei, 2000, p. 62). 

Ante esta advertencia, diversos autores propusieron 
retomar el análisis del conflicto social mediante una 
recuperación del marxismo y sus conceptos de clase, lucha de 
clases, y de la relación entre las clases subordinadas y el orden 
social dominante, como uno de los elementos determinantes de 
la acción colectiva (Izaguirre, 2003; Seoane, Taddei y 


Algranati, 2009). Así, se propusieron trascender la concepción 
genérica y descriptiva de movimiento social en función de las 
diferencias con el movimiento obrero y sindical, para transitar 
hacia una problematización de la relación entre movimiento 
social y clases sociales, enfatizando “el papel del conflicto o la 
lucha como su principal elemento constitutivo” (Seoane, Taddei 
y Algranati, 2009, p. 14). El conflicto, como el espacio donde 
se constituyen y recrean los sujetos colectivos, “puede 
considerarse como un operador epistémico que permite abordar 
y desenvolver la tensión entre asignarle la prioridad al sujeto o 
la estructura en el análisis sociohistórico” (Seoane, Taddei y 
Algranati, 2009, p. 14). Por último, retoman la importancia del 
análisis de la historicidad de los movimientos sociales y las 
acciones colectivas (Seoane, Taddei y Algranati, 2018; 2009; 
Seoane y Taddei, 2000; Zemelman, 2003; Izaguirre, 2003). 

Un buen ejemplo de este análisis crítico de los 
movimientos sociales son las investigaciones desarrolladas por 
Algranati, Seoane y Taddei en el marco del Observatorio Social 
de América Latina (OSAL-CLACSO). En ellas, proponen un 
análisis de los movimientos sociales desde una perspectiva 
crítica e histórica del conflicto, donde este último se constituye 
en 


una “puerta de acceso” importante a la comprensión de las 
transformaciones estructurales que signan al capitalismo 
latinoamericano y a las dinámicas sociales en que dichas 
transformaciones se inscriben y despliegan. El conflicto, 
entendido como alteración del orden social en curso, permite dar 
“visibilidad” a las tensiones y contradicciones originadas por las 
profundas transformaciones sociales, así como a la trama de 
relaciones de fuerzas y sujetos que estas transformaciones 
suponen. (Seoane y Taddei, 2000, p. 61) 


Por otra parte, la descripción histórica de los conflictos que 


aquejan a América Latina desde el inicio del siglo XXI y en el 
largo plazo permitía identificar la 


aparición de ciertas tendencias y prácticas democráticas que 
nacen y se desarrollan al margen de la lógica institucional pero 
que pueden, en ciertos momentos, generalizarse y universalizarse 
contribuyendo así a la conquista de nuevos derechos políticos, 
sociales y económicos. (Seoane y Taddei, 2000, p. 61) 


Con el pasar de los años hasta la actualidad estos abordajes 
y reflexiones sobre los movimientos sociales en la región se han 
ido complejizando y enriqueciendo con nuevas perspectivas, 
cuestión que abordaremos a continuación. Para ello, 
retomamos las contribuciones de Somma (2020) y Flórez Flórez 
y Olarte Olarte (2023), dos de las más recientes construcciones 
de un mapa teórico-conceptual del análisis de los movimientos 
sociales en América Latina. 

Somma (2020) identifica siete perspectivas en el análisis 
de los movimientos sociales latinoamericanos, elaboradas desde 
la sociología, la ciencia política y, en menor medida, la 
antropología: 1) la perspectiva estructuralista, que analiza la 
emergencia de los movimientos sociales y la utilización de 
tácticas violentas o no violentas, suponiendo que las 
desigualdades estructurales en la distribución de la riqueza, el 
poder y el privilegio llevan a relaciones de dominación y 
subordinación entre los grupos, donde los que están arriba 
quieren preservar su statu quo, y los que están abajo quieren 
subvertirlo (Eckstein, 1989; Wickham-Crowley y Eckstein, 
2015, citado en Somma, 2020); esta perspectiva destaca los 
reclamos de naturaleza material incluso en movimientos sin 
una definición de clase clara, como el movimiento de mujeres, 
de indígenas o de estudiantes (Somma, 2020); 2) la economía 
política, cuya utilización es identificada por Somma desde la 
década de 1990 y que explora cómo la globalización económica 


y la implementación de políticas neoliberales en la región han 
moldeado los movimientos sociales latinoamericanos; 3) el 
contexto político, que analiza cómo el tipo de régimen político, 
los partidos políticos y la apertura de los actores institucionales 
moldea los movimientos sociales en América Latina (Somma, 
2020); 4) la perspectiva de los campos organizacionales, 
focalizada en la relevancia de las organizaciones de la sociedad 
civil (como las organizaciones religiosas o el movimiento 
estudiantil) para los movimientos sociales latinoamericanos 
(Somma, 2020); 5) la de los nuevos movimientos sociales, que 
fue influyente para el análisis de los movimientos sociales 
latinoamericanos a partir de 1980, combinando la teoría 
europea de los nuevos movimientos sociales y los enfoques 
posmodernos de la cultura, enfatizando la importancia del 
lenguaje, el discurso y las identidades (Somma, 2020); 6) la 
perspectiva analítica identificada por el autor con la cultura, 
los marcos y las emociones; y 7) la perspectiva del activismo 
transnacional (Somma, 2020). 

Estas perspectivas, afirma el autor, “tienen claras 
articulaciones con las teorías desarrolladas en el Norte 
avanzado, lo que no es sorprendente dada la globalización de la 
academia en las décadas recientes”!!! (Somma, 2020, p. 14). 
Sin embargo, señala, ha habido importantes desarrollos para 
construir una teoría de los movimientos sociales 
latinoamericana, es decir, adaptada a la realidad de la región y 
sus diferencias contextuales. Entre ellos menciona a Mariestela 
Svampa, Manuel Antonio Garretón, Raúl Zibechi y Diane Davis. 

Juliana Flórez Flórez y Carolina Olarte Olarte (2023), 
haciendo una breve recapitulación de los estudios sobre los 
movimientos sociales en América Latina, se detienen en las que 
denominan las teorías contemporáneas. Aquellas que emergen 
en la década de 1980 por la crisis de plausibilidad de los 
enfoques clásicos (Mendiola, 2002, citado en Flórez Flórez y 
Olarte Olarte, 2023) y que amplían el análisis más allá de la 


lucha obrera, dejando de entender todas las identidades 
sociales desde la categoría de clase y todas las jerarquías a 
partir del capitalismo. Entre estas distinguen tres tipos (Flórez 
Florez, 2010, 2014, citado en Flórez Flórez y Olarte Olarte, 
2023): las teorías disciplinares, que estudian los movimientos 
sociales como actores racionales desde la Teoría de 
Movilización de Recursos, la Teoría de Procesos Políticos, las 
Teorías Identitarias y la Teoría de los Marcos Interpretativos; 
las interdisciplinares, que cruzan fronteras disciplinares para el 
estudio de los movimientos sociales acudiendo a metodologías 
específicas como la etnografía, la georreferenciación o el 
método biográfico; y las transdisciplinares, que “procuran 
colapsar la frontera moderna entre doxa (opinión de activistas 
de los movimientos sociales) y episteme (conocimiento 
científico custodiado por los académicos que los estudian)”, 
mostrando que los movimientos sociales son productores de 
conocimiento crítico (Flórez Flórez y Olarte Olarte, 2023). 
Entre estas identifican los estudios culturales, posdesarrollistas, 
subalternos y poscoloniales, las teorías críticas feministas, la 
ecología política, la geografía crítica y las aproximaciones 
descolonizantes. Sobre estas últimas focalizan su escrito. 

Las aproximaciones descolonizantes parten del supuesto de 
que 


las teorías disciplinares e interdisciplinares, aun cuando son 
críticas de la modernidad todavía son coloniales. Esto, en la 
medida que tienden a llegar al desalentador diagnóstico según el 
cual los movimientos sociales latinoamericanos tienen poco 
potencial para denunciar la crisis de la modernidad, mucho 
menos para ofrecer alternativas a ellas. (Flórez-Flórez y Olarte- 
Olarte, 2023) 


En este sentido, observan tres expresiones coloniales en la 
literatura sobre los movimientos sociales latinoamericanos: 


evaluar las luchas de la región en términos de carencias; 
estratificar los movimientos sociales según el cumplimiento de 
criterios establecidos a priori; y catalogarlos como luchas 
extemporáneas (premodernas) (Flórez Flórez, 2010, 2014, 
citado en Flórez Flórez y Olarte Olarte, 2023). 

Para evitar estas lecturas coloniales, las aproximaciones 
descolonizantes proponen herramientas conceptuales para 
“cambiar los términos del debate” (Mignolo 2003, citado en 
Flórez Flórez y Olarte Olarte, 2023) y promover una lectura 
sobre los movimientos sociales que permita derivar los criterios 
de evaluación de su potencial transformador del diálogo con 
ellos y no sobre ellos (Flórez Flórez y Olarte Olarte, 2023). 
Identifican tres contribuciones de las aproximaciones para este 
cambio: una comprensión de temporalidad expandida (los 
procesos coloniales todavía están vivos en la construcción de la 
Modernidad en la región); una geopolítica del conocimiento 
enriquecida (la región no es objeto de estudio sino un lugar de 
enunciación autónomo y válido para construir conocimiento); y 
una cercanía a los movimientos sociales profundamente situada 
(reconocerlos como productores de conocimiento y desarrollar 
procesos de formación e investigación con ellos). A su vez, 
identifican cuatro tipos de conceptos que permiten cambiar los 
términos del debate: aquellos que amplían la temporalidad de 
las luchas; los que van más allá y contra el Estado; los de la 
diversidad epistémica; y aquellos que expanden los sentidos de 
la lucha. 

En el texto las autoras desarrollan cada uno de estos 
puntos con ejemplos de autores/as y estudios de caso. Además, 
diseñan una genealogía intelectual de las aproximaciones 
descolonizantes con el fin de mostrar que éstas no emergen de 
la nada, sino que son resultado de trayectorias teóricas previas 
que resistieron a las hegemónicas. Finalizan con la revisión de 
las lecturas descolonizantes en las luchas por el territorio en 
América Latina. 


Pensar los movimientos sociales desde el 
pensamiento crítico latinoamericano: la dimensión 
epistemológica y propositiva 

Como señalamos en la Introducción, en este capítulo queremos 
abordar la riqueza del pensamiento crítico latinoamericano 
para pensar los movimientos sociales, como una perspectiva 
analítica que ha sido invisibilizada o pormenorizada en la 
literatura, y que permite abrir otras interrogantes y 
dimensiones sobre las organizaciones de la sociedad civil. 
Como adelantamos en el apartado anterior y como 
describiremos a continuación, esta perspectiva nos invita a 
focalizarnos en la dimensión epistemológica y propositiva de 
los movimientos sociales. Con ello nos referimos, por una parte, 
a los saberes y los conocimientos que utilizan, construyen y 
disputan los movimientos sociales para visibilizar y dar 
significado a sus principales demandas y reclamos. Por otra 
parte, a la sistematización de éstos en proyectos sociales de 
mayor complejidad, como por ejemplo, las propuestas 
legislativas, económicas, territoriales y de defensa de derechos 
en directa relación con las experiencias histórico-culturales de 
quienes componen las organizaciones (Soto Pimentel, 2021; 
Soto Pimentel y Gradin, 2023). 

Para llegar a este punto, en lo que sigue ofrecemos una 
conceptualización del pensamiento crítico latinoamericano. 
Luego, ahondamos en su dimensión epistemológica y 
propositiva, como parte de las interrogantes que esta 
perspectiva nos abre. Por último, mostramos sus posibles 
aplicaciones analíticas a partir de los trabajos realizados en el 
marco del Programa de Estudios sobre Organizaciones de la 
Sociedad Civil de la FLACSO Argentina. 


El pensamiento crítico latinoamericano y el análisis de los 
movimientos sociales 
Siguiendo a Argumedo (2009), comprendemos el pensamiento 


crítico latinoamericano como los aportes y las tradiciones que 
desde una perspectiva autónoma y crítica perciben la realidad 
social de forma distinta a algunas teorías tradicionales que han 
tendido a invisibilizar el aporte de actores colectivos, populares 
y de las clases subalternas al desarrollo de las ciencias políticas 
y sociales, en cuanto se asocian a la opinión. En otras palabras, 
esta perspectiva parte del supuesto de que dentro de las 
ciencias sociales se ha establecido como hegemónica una forma 
normal y universal de adquisición y construcción del saber que 
excluye, como sujetos de conocimiento, las experiencias y los 
saberes de los pueblos del sur y los grupos subalternos por su 
naturaleza supuestamente no racional. 

Rodolfo Kusch explica esta problemática reflexionando 
sobre la distinción entre opinión y conocimiento que existe en 
ciertas pautas sociales: se dice que “para pensar hay que tener 
condiciones personales, conocimiento y método”, y que, 
además, “pensar implica en cierto modo un mejoramiento” 
(Kusch, 2008, p. 20). Así, de Platón a la fecha se ha establecido 
una distinción entre conocimiento (episteme) y opinión (doxa), 
donde la primera se asocia al pensar y a las ciencias, y la 
segunda al pensamiento popular. A diferencia del 
conocimiento, la opinión se considera un juicio difuso e 
indefinido, “inseguro por ser aparente, y esto conduce al afán 
de buscar otro nivel en donde la seguridad se afirme y pase de 
lo aparente a lo esencial” (Kusch, 2008, p. 21). La racionalidad 
científica, en cambio, fundamenta el saber en juicios objetivos 
y verdaderos basados en la realidad, obteniendo allí su 
seguridad y su validez. En consecuencia, afirma Kusch, estas 
pautas sociales han llevado “a despreciar en general la opinión 
en tanto es propia del pueblo” (2008, p. 21). 

Esta clasificación de los saberes populares como mera 
opinión sería entonces lo que habría permeado el carácter 
eurocéntrico que ha predominado en las ciencias sociales: la 
lógica de conocimiento del sujeto racional moderno y sus 


metodologías de investigación basadas en la objetividad y 
neutralidad científica determinan los criterios que hacen 
relevante una u otra corriente de ideas y marcan una línea 
divisoria entre saberes legítimos y no legítimos para entrar al 
debate científico. Esto ha generado un sentido común difundido 
según el cual “determinadas corrientes teóricas son las 
corrientes teóricas; fuera de ellas sólo se dan opacidades, 
manifestaciones confusas, malas copias de las originales” 
(Argumedo, 2009, p. 10). 

A contracorriente de estas posturas, el pensamiento crítico 
latinoamericano cuestiona esta forma de construcción del 
saber, indagando en su relación con las estructuras de 
dominación de nuestras sociedades. Por ejemplo, Walter 
Mignolo (2003) afirma que esta clasificación euro centrada de 
los saberes emerge de una diferencia colonial y no cultural, 
pues deriva de un sujeto que se autoconcibe como superior y 
más avanzado por su naturaleza racional, representante de un 
proyecto civilizatorio que presenta a la “doxa” como saberes 
carentes, atrasados, inútiles, o simplemente como un no saber. 
En esta línea, Lander (2015; 2005) señala que las pretensiones 
de objetividad y neutralidad de las ciencias sociales son los 
principales instrumentos de legitimación y naturalización del 
orden de dominio social capitalista moderno/colonial, y su 
versión más acabada el neoliberalismo. En consecuencia, la 
exclusión de saberes alternativos podría ser una herramienta 
para obstruir sus aportes a la transformación de un modelo en 
crisis que ha mermado las condiciones de vida de las personas 
y del planeta. Para visibilizar lo anterior plantea la importancia 
de preguntarnos: ¿para qué y para quién es el conocimiento 
que creamos y reproducimos? ¿Qué valores y qué posibilidades 
de futuro son alimentados y cuáles son socavados? ¿El 
conocimiento que se produce y reproduce en nuestras 
universidades constituye un aporte a la posibilidad de un 
mayor bienestar y mayor felicidad para la mayoría de la 


(presente y futura) población del planeta o lo contrario? ¿Los 
saberes contribuyen o no a la preservación y el florecimiento 
de una rica diversidad cultural en nuestro planeta, a la 
preservación de la vida, o por el contrario se han convertido en 
un agente activo de las amenazas de su destrucción? (Lander, 
2015). 

El pensamiento crítico latinoamericano se dirige al 
“afuera” donde han sido desterrados los saberes y las 
experiencias de las clases subalternas y los movimientos 
sociales y populares, a fin de visibilizar su aporte para la 
transformación social. Ahora bien, este rescate no pretende 
negar el pensamiento racional científico o subordinarlo a la 
opinión, sino que busca reconocer que si hablamos de opinión 
y conocimiento, “no anunciamos dos distintos modos de 
pensar, sino dos aspectos de un solo pensar” (Kusch, 2008, p. 
21). Por otra parte, no tiene como objetivo visibilizar la 
opinión en un sentido pintoresco sino que se plantea como una 
batalla por reconocer a los actores que lo producen como 
constructores de saberes legítimos y aportes significativos para 
problemáticas que la academia y los gobiernos, durante años, 
no han podido resolver (Escobar, 2014). Como señala Escobar: 


Las propuestas de algunos movimientos sociales (indígenas, 
afrodescendientes, ambientalistas, campesinos y de mujeres) (...) 
están a la vanguardia del pensamiento sobre estos temas (y de 
algunos otros, tales como la autonomía alimentaria, por ejemplo, 
y los modelos alternativos de desarrollo), y (...) no son rezagos 
del pasado, ni expresiones románticas que la realidad se 
encargará de desvirtuar. La mayoría de los conocimientos 
“expertos” desde el estado y la academia sobre estos temas, por el 
contrario, son anacrónicos y arcaicos, y solo pueden conducir a 
una mayor devastación ecológica y social. Han dejado de estar a 
tono con los tiempos. (2014, p. 14) 


En este sentido, se reconoce que “en las tradiciones de las 


clases subalternas no sólo existen sentimientos o intuiciones, 
sino herramientas de fundamentación capaces de cuestionar 
muchos de los supuestos que guían los saberes predominantes 
en la política y en las ciencias sociales” (Argumedo, 2019, pp. 
9-10). Asimismo, como señala Kusch, “lo aparente de la doxa 
contiene algo que brinda seguridad para vivir, aunque podría 
no servir para la ciencia” (2008, 22). La opinión es una fuente 
de significados que dan sentido al existir y, en parte, surgen del 
existir mismo, sirviendo para “clasificar desde un punto de 
vista cualitativo lo que está ocurriendo y legitiman además esa 
valoración” (Kusch, 2008, p. 28). 

Al contrario de las ciencias tradicionales que otorgan 
validez científica sólo a los saberes racionales y reducen los 
movimientos sociales a objetos de conocimiento o informantes 
clave, parte del pensamiento crítico latinoamericano los 
reconoce como sujetos de conocimiento con el mismo estatuto 
de legitimidad para participar del debate público y las políticas 
públicas que el que tienen los saberes construidos en el mundo 
científico o de la clase dominante (Florez Florez, 2015; Flórez 
Flórez y Olarte Olarte, 2023; Soto Pimentel, 2021). 

Ahora bien, este esfuerzo crítico no significa desechar las 
formas de construcción del saber basadas en la racionalidad 
científica, ni desconocer su relevancia, sino cuestionar su 
carácter eurocéntrico para transitar hacia una apertura 
epistemológica de la academia que permita incluir otros 
criterios y otras voces al quehacer científico, reivindicando el 
valor teórico-conceptual de los saberes que han sido 
clasificados como mera opinión (Flórez Flórez, 2015; Flórez 
Flórez y Olarte Olarte, 2020; 2023). Y, en efecto, también estas 
reflexiones contribuyen a afirmar que los movimientos sociales 
no sólo construyen saberes basados en la opinión y la 
experiencia, sino también en las ciencias. 

De este modo, la propuesta del pensamiento crítico 
latinoamericano es, como propone la perspectiva decolonial, 


superar las contradicciones de los dispositivos de saber 
hegemónicos para construir unas ciencias sociales basadas en el 
diálogo de saberes, es decir, en la convivencia en el mismo 
espacio académico de diferentes formas culturales de 
conocimiento, aportando a la legitimación y visibilización de 
las alternativas para la supervivencia planetaria (Castro-Gómez, 
2015). 

En el campo de estudios de los movimientos sociales, esto 
es de relevancia en cuanto el análisis crítico de los saberes de 
estos actores ha sido una arista menos explorada por las 
perspectivas clásicas. En efecto, si bien los paradigmas 
estratégico e identitario, las teorías de la elección racional y de 
los marcos interpretativos, como señalan Della Porta y Diani 
(2015), han sido un aporte fundamental para el desarrollo del 
campo, han tendido a invisibilizar ciertos aspectos complejos y 
ricos del fenómeno de los movimientos sociales. A su vez, 
diversos autores afirman que estos paradigmas han dado por 
supuesta la importancia del conocimiento y sus significados en 
la acción colectiva, aun cuando son esenciales para comprender 
los reclamos y las luchas de los movimientos sociales 
(Simmons, 2014; Snow, 2004). 


Saberes y propuestas situadas de los movimientos sociales 

Analizar los saberes y propuestas desde las perspectivas críticas 
latinoamericanas (Tapia, 2009) nos permite resituar los 
movimientos sociales en el entramado de relaciones de poder y 
en el modelo acumulación de nuestra región, reconociendo las 
“historias locales” por fuera de los relatos de la modernidad 
euro centrista. Estas historias locales se inscriben en la 
perspectiva decolonial y hacen referencia al “surgimiento de 
conocimientos e identidades subalternas en las grietas del 
sistema mundo moderno colonial”, producto de la imposición, 
desde la conquista de América, de “diseños globales dentro de 
los cuales los grupos subalternos han tenido que vivir” 
(Escobar, 2010b, p. 188) y cuyos fundamentos epistemológicos 


hegemónicos tienden a  invisibilizarlos,  negarlos y 
deslegitimarlos (Soto Pimentel, 2017, 2021, 2023). 

De este modo, los conocimientos y las propuestas de los 
movimientos sociales son comprendidos como resistencia y 
confrontación a los proyectos civilizatorios que les son 
impuestos, en un marco político-económico donde los saberes 
hegemónicos, arraigados en las estructuras de poder del orden 
social capitalista y neoliberal, intentan invisibilizar, acallar o 
deslegitimar las propuestas transformadoras de los 
movimientos sociales, para así mantener sus privilegios (Botero 
et al., 2018; Escobar, 2010a, 2010b, 2014; Flórez Flórez, 2015). 
Esto permite afirmar que más allá de los saberes hegemónicos 
que definen la realidad social desde la modernidad, hay un 
mundo pluriverso donde cohabitan diferentes versiones de la 
historia, de los fenómenos sociales, de la economía y de la 
política (Mignolo, 2003, 2007a, 2007b, 2014; Restrepo y Rojas, 
2009). En este sentido, afirmamos que junto a las luchas 
materiales y simbólicas, los movimientos sociales también se 
dan luchas epistemológicas en orden a disputar la hegemonía 
conceptual de los modelos modernizadores y de desarrollo que 
les son impuestos (Soto Pimentel, 2021). 

¿Qué son concretamente estos saberes y propuestas? Un 
ejemplo puede ayudar a clarificar estas reflexiones. Tomemos el 
caso de un movimiento social cuyas luchas están inscritas en la 
resistencia a las reformas previsionales neoliberales impulsadas 
por el gobierno de Mauricio Macri en 2017, el Frente de 
Personas Mayores de Argentina. El Frente basó su resistencia a 
estas reformas en el concepto de persona mayor, que definió 
como personas activas, sujetos políticos y sexuados, con 
derecho a participar de las decisiones de política pública. Esta 
definición tenía como objetivo disputar el concepto 
hegemónico de vejez que los identificaba como personas 
“pasivas”, con el ser “abuelos”, “pobres” u “objetos de 
políticas”, definición que para ellos/as era funcional a reformas 


previsionales que buscaban beneficiar a una minoría sobre la 
base del lucro y la apropiación de los fondos previsionales. 
Como señalaban en las entrevistas, si fueran consideradas como 
personas activas, la clase política no se atrevería a ir contra sus 
ahorros y sus derechos (Soto Pimentel, 2020, 2021). 

Otro ejemplo de la dimensión epistemológica y propositiva 
de los movimientos sociales lo podemos observar en los 
procesos y mecanismos que los movimientos sociales emplean 
para construir saberes y para determinar quiénes son las 
personas legítimas para hacerlo. También en relación con 
movimientos y demandas previsionales, la Coordinadora NO 
+ AFP de Chile entre 2015 y 2019 utilizó diferentes formas 
participativas y horizontales para la construcción de 
conocimientos. Éstas tuvieron como objetivo denunciar el 
fracaso del Sistema de Capitalización Individual para asegurar 
pensiones dignas y cuestionar los sujetos legítimos para diseñar 
modelos alternativos a éste (como el parlamento o el gobierno 
de turno), subrayando que constitucionalmente la ciudadanía 
estaba eximida de hacerlo de manera directa. Entre estas 
construcciones, se sistematizó una propuesta técnica para un 
nuevo sistema de pensiones universal, público, de reparto y 
tripartito, que luego fue transformada en una iniciativa popular 
de ley, para lo cual se contó con el apoyo de instituciones de 
investigación aliadas, como la Fundación Sol. Con estas 
actividades se buscó incidir en la agenda política para 
conseguir la eliminación del sistema privado de pensiones, 
denunciar cómo este beneficiaba a los dueños de las AFP a 
costa del empobrecimiento de las personas jubiladas y 
demandar mecanismos de democracia directa en Chile, para 
que las personas pudieran decidir, sin intermediación de 
representantes que no velaban por sus intereses, sobre asuntos 
públicos que les incumben (Soto Pimentel, 2021, 2023). 

Este entramado conceptual crítico latinoamericano, 
entonces, nos permite abordar el carácter constructivo de los 


movimientos sociales y su capacidad de visibilizar demandas en 
el espacio público y generar propuestas y saberes para incidir 
en las políticas públicas, en la agenda legislativa y la 
transformación de la realidad social (De Piero y Gradin, 2020; 
Gradin y De Piero, 2018; Gradin y Soto Pimentel, 2018a, 
2018b, 2020; Soto Pimentel, 2017, 2021). 


Reflexiones desde el Seminario interno de Pensamiento Crítico 
Latinoamericano (FLACSO Argentina) 

Retomando la preocupación por indagar en la dimensión 
constructiva de los movimientos sociales, y para finalizar este 
apartado, nos gustaría presentar una experiencia analítica que 
hemos desarrollado en el marco del Seminario Interno de 
Pensamiento Crítico Latinoamericano, un espacio de reflexión 
colectiva promovido desde el año 2018 por el Programa de 
Estudios sobre Organizaciones de la Sociedad Civil 
perteneciente al Área Estado y Políticas Públicas de la FLACSO 
Argentina. El Seminario tiene como objetivo, por una parte, 
revisar los principales debates teóricos latinoamericanos sobre 
la relación entre Estado y sociedad civil, poniendo el foco en 
aquellas miradas con una perspectiva crítica que han intentado 
pensar la región “desde sí misma”, es decir, a partir de sus 
propias particularidades históricas, políticas, económicas, 
culturales y geopolíticas. Por otra parte, se plantea la tarea de 
mirar la acción colectiva actual desde el prisma de estas 
reflexiones. En este marco, hemos desarrollado diferentes 
producciones que, a partir del estudio teórico-conceptual de los 
primeros años de desarrollo del Seminario, tuvieron como 
objetivo pensar diferentes movimientos sociales de la región 
desde el pensamiento crítico latinoamericano!!”!, 

Uno de estos trabajos tuvo como objetivo analizar los 
procesos de consolidación del colectivo argentino que agrupa a 
organizaciones de la economía popular, la Central de 
Trabajadores de la FEFconomía Popular y la Unión de 
Trabajadores de la Economía Popular (CTEP-UTEP), para poner 


el foco en su rol en la construcción de la agenda política del 
país y su capacidad propositiva en el debate de ideas, a partir 
de sus propios “saberes” (Soto Pimentel y Gradin, 2023). Para 
ello, desde perspectivas latinoamericanas y  decoloniales, 
observamos la dimensión propositiva de esta organización a 
partir de la sistematización de datos empíricos sobre tres 
espacios de participación en el período 2020 y 2021. Primero, 
identificamos los hechos de protesta protagonizados por la 
CTEP-UTEP en el espacio público, seleccionando aquellos que 
hemos denominado en otro lugar como las “acciones 
propositivas” (Gradin y Soto Pimentel 2020; Gradin, Soto 
Pimentel y Reiri, 2022); es decir, aquellas que visibilizan 
problemas no tematizados en la agenda pública y política o que 
proponen saberes y propuestas alternativas para solucionar una 
problemática social, incidir en las políticas públicas, la agenda 
legislativa y la transformación de la realidad social. Segundo, 
elaboramos un mapa de la participación en la gestión pública 
nacional de los movimientos de la economía popular, 
identificando las entidades en las que están presentes, los 
cargos, y su nivel de responsabilidad dentro de la jerarquía 
estatal, que ocuparon los militantes y el movimiento al que 
pertenecen. Tercero, sistematizamos la agenda legislativa 
impulsada en el Congreso Nacional, determinando los 
proyectos de ley en los que miembros de la CTEP-UTEP fueron 
firmantes o cofirmantes. 

Como resultados de este análisis, entre los más relevantes, 
obtuvimos que de las demandas enarboladas en los hechos de 
protesta, el 47% fueron acciones propositivas, entre las cuales 
se identificaron tres proyectos legislativos (para el acceso a la 
tierra, la protección del medio ambiente y el trabajo de los 
recicladores y la alimentación). Esto permite suponer que en las 
protestas se expresan saberes construidos por las 
organizaciones para describir problemáticas sociales y proponer 
alternativas de solución. En los espacios de gestión pública, la 


participación de militantes de organizaciones de la CTEP-UTEP 
estuvo situada en el Ministerio de Desarrollo Social y en el 
Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, permitiendo 
incorporar en la agenda de estos ministerios las temáticas 
relacionadas con el fortalecimiento de la economía popular, el 
hábitat y la agricultura familiar. En las propuestas legislativas 
identificamos una diversidad de demandas y preocupaciones 
basadas en el reconocimiento y la garantía de derechos 
asociados a lo productivo, pero también incorporando otros 
aspectos de la reproducción de la vida, como la cuestión 
habitacional, la alimentaria, los cuidados, etc. Algunas de sus 
propuestas, además, daban cuenta de otros modos de 
comprender la relación entre los procesos de producción, la 
naturaleza y el medio ambiente, cuestión que se observó en la 
promoción de la agroecología, la protección de la pesca 
artesanal, el acceso al agua como un derecho humano, la 
gestión ambiental de envases y el reciclaje (Soto Pimentel y 
Gradin, 2023). 

En otro trabajo, a contracorriente de quienes afirman 
que la participación de los movimientos sociales en las 
políticas estatales se daría al modo de la cooptación de 
éstos por el Estado, desde el concepto de “fagocitación” de 
Rodolfo Kusch nos propusimos desarrollar la siguiente 
tesis: en esta relación se da un proceso de fagocitación en 
el que ocurre, en realidad, una absorción del Estado por 
parte de los movimientos sociales. Para ello, analizamos 
dos experiencias de educación popular construidas por 
movimientos sociales y que el Estado incorporó como 
alternativas oficiales de educación. El primer caso fue el 
de los bachilleratos de adultos del Movimiento Popular 
Nuestramérica de Argentina y el segundo fue el Instituto 
Universitario Latinoamericano de Agroecología “Paulo 
Freire” (IALA) de Venezuela (Soto Pimentel et al., 2022). 


Como principales hallazgos, encontramos que los procesos 
de oficialización de las experiencias de educación popular no 
implicaron la neutralización de las luchas políticas e 
ideológicas ni una mera transacción de favores, sino que se 
volvieron una herramienta de ellas. Así, por ejemplo, cuando 
luego de una larga lucha, los bachilleratos populares del 
movimiento NuestrAmérica obtuvieron el reconocimiento 
oficial de sus espacios educativos y pudieron emitir títulos, 
para evitar que el Estado impusiera su ideología y su 
burocracia en la gestión de las escuelas, rechazaron recibir 
salarios docentes y tener una relación contractual con el 
gobierno. De este modo, buscaron preservar su autonomía y su 
inscripción política ideológica. En el caso del TALA, que es un 
instituto que emerge de una relación de colaboración entre el 
Estado venezolano y los movimientos sociales, fue el Estado el 
que se propuso recuperar los saberes populares como elemento 
estratégico de desarrollo. Pero ello no significó que el Estado 
interviniera en sus formas de acción, pues si bien aportó 
financiamiento y recursos formativos a los movimientos 
campesinos, el uso de estos y la decisión sobre los contenidos 
curriculares se realizaron de manera horizontal y participativa 
entre toda la comunidad educativa. También se incorporaron 
como docentes del instituto los “Maestros Pueblos”, como una 
forma de validar la experiencia agroecológica del campesinado 
en la formación universitaria. 

Por último, en un tercer trabajo, nos preguntamos cuáles 
podrían ser los aportes, para el análisis de los movimientos 
sociales actuales, de cuatro pensadores latinoamericanos que 
han reflexionado sobre la desigualdad y los sujetos subalternos 
en Nuestra América: José Carlos Mariátegui, René Zavaleta, 
Rodolfo Kusch y Arturo Escobar. Tomando sus preguntas sobre 
la persistencia de la desigualdad en América Latina, los límites 
de la “modernidad” para superarla y el lugar que se les da a las 
y los sujetos subalternos en la transformación social, nos 


propusimos analizar dos tipos de movimientos de Argentina, 
los de la economía popular y los feministas (Martínez Araujo et 
al., 2021). Para ello, desarrollamos la concepción crítica del 
desarrollo y de los protagonistas de su resistencia en Mariátegui 
y Escobar; el concepto de momento constitutivo y crisis de 
Zavaleta; y las nociones de hedor, pulcritud y fagocitación de 
Kusch. Luego, planteamos algunas hipótesis interpretativas 
para ensayar la potencialidad teórica de estos conceptos y 
abordar la emergencia y trayectoria de estos movimientos 
sociales y su potencial como actores de cambio social. 

Aunque no podemos extendernos acá en los argumentos 
teóricos-conceptuales de este artículo, nos interesa compartir 
algunas reflexiones y hallazgos que se derivan de estos y que 
abonan el análisis de la dimensión constructiva de los 
movimientos sociales. Recuperamos de estos autores la crítica 
al argumento que afirma que la frustrada implementación del 
desarrollo en América Latina tiene su causa en las 
características culturales de la región, para afirmar que dicha 
imposibilidad es resultado de las estructuras homogéneas y 
homogeneizantes del proyecto “pulcro” de la Modernidad, que 
niega las cualidades históricas y culturales de las sociedades de 
la región. Lo anterior obstaculizaría el desarrollo e incluso 
establecería las condiciones para no emprenderlo. Por otra 
parte, observamos que las organizaciones de la economía 
popular y las feministas son portadoras de un cuestionamiento 
al modelo capitalista y neoliberal como vía para alcanzar la 
igualdad y el desarrollo, en cuanto éste los y las ha excluido, y 
los/las ha llevado a buscar otras formas de integración social. 
En efecto, la economía popular como actor social y político 
tiene sus antecedentes en la crisis del trabajo asalariado 
producto de las políticas neoliberales de las décadas de 1980 y 
1990, que expulsó a un número creciente de personas de la 
relación capital-trabajo, obligándolas a resolver sus necesidades 
básicas por fuera de esta. Por su parte, la trayectoria y las 


demandas vigentes de los movimientos feministas dan cuenta 
de cómo el sistema económico capitalista ha excluido a las 
mujeres desde sus cimientos, negándoles sus derechos políticos, 
civiles y económicos. Junto con ello, si consideramos estos 
movimientos como expresión de una sociedad abigarrada, 
siguiendo a Zavaleta, podemos pensarlos como sujetos 
históricos de transformación en nuestras sociedades que, en el 
marco de sus propias particularidades y circunstancias 
históricas, intentan reponer sus propias formas de lógicas de 
apropiación política, económica y cultural. De hecho, hasta el 
año 2018 la economía popular había logrado institucionalizarse 
como un movimiento social-gremial en lucha por el 
reconocimiento de los derechos de protección social para los y 
las trabajadoras que estaban por fuera de la relación capital- 
trabajo. En el caso del movimiento feminista, sobre todo a 
partir de 2015 y de las manifestaciones masivas clamando el 
+hniunamenos, este ha mantenido viva la demanda por el fin 
del patriarcado, incluso con conflictos internos dadas las 
demandas por la interseccionalidad y las críticas a la 
colonialidad al interior del movimiento. También ha logrado 
empujar la transformación social en distintas esferas sociales 
como la política, los medios, los hogares, las juventudes, 
etcétera. 


Reflexiones finales 

El objetivo de este capítulo ha sido recuperar los aportes del 
pensamiento crítico latinoamericano para iluminar la 
dimensión constructiva de los movimientos sociales que se 
expresan en sus saberes, y se materializan en demandas y 
propuestas frente a una realidad social compleja y 
profundamente desigual. Una mirada situada en y desde el 
pensamiento crítico latinoamericano nos invita a indagar 
nuevamente en la potencia de los movimientos sociales, las 
acciones colectivas y las organizaciones de la sociedad civil en 


la construcción cotidiana de nuestra realidad, a la vez que 
interpela los límites de nuestras democracias y del desarrollo. 

Para ello, hemos hecho una revisión de la literatura sobre 
el tema que emerge desde el centro y lo propio desde el sur, 
para luego aventurarnos en una definición del pensamiento 
crítico latinoamericano y las preguntas que abre para 
reflexionar sobre la acción colectiva y las organizaciones de la 
sociedad civil en la región. 

A continuación y como cierre, presentamos lo que 
consideramos puntos clave de esta línea de indagación. 

En primer lugar, y como señalamos anteriormente, las 
teorías del centro sobre los movimientos sociales han sido un 
significativo aporte al campo, que ha permitido analizar la 
acción colectiva en la región preguntándonos por su relación 
con el sistema político, la organización e identidad de las 
organizaciones, su cultura, sus marcos de interpretación, sus 
emociones y su relación con el conflicto, en el contexto 
latinoamericano. La aplicación de estas al caso de América 
Latina ha significado, como ya mostramos, un esfuerzo de la 
academia por considerar estas teorías en un marco histórico, 
social y económico diferente al de los “nuevos movimientos 
sociales” que emergieron en Estados Unidos y Europa, 
rescatando cómo las nuevas demandas posmateriales como el 
respeto a la identidad y la inclusión de las diferencias, se 
mixturan con problemáticas asociadas a democracias 
restringidas, el hambre, las condiciones materiales de vida, el 
acceso a la tierra y la desigualdad. 

Más allá de la utilización crítica o euro centrada de estas 
teorías (Flórez Flórez y Olarte Olarte, 2023) —que es un tema 
que el pensamiento crítico latinoamericano pone en debate y 
sin duda es necesario seguir problematizando-, el lugar 
privilegiado que se les ha dado a estas ha tendido a desplazar 
otro tipo de preguntas sobre los movimientos sociales que, 
como hemos postulado acá, el pensamiento crítico 


latinoamericano trae a escena. 

En efecto, el pensamiento crítico latinoamericano permite 
recuperar y preguntarnos por la opinión y la experiencia de las 
y los sujetos subalternos, y su aporte a la construcción de las 
ciencias sociales. En ese sentido, considera que los movimientos 
sociales son sujetos constructores de conocimiento válido para 
entrar al debate científico y de las políticas públicas. Por otra 
parte, observa estos saberes y propuestas como saberes 
situados, es decir, constituidos y emergentes de lógicas de 
poder y dominación que se conjugan con formas de 
silenciamiento de los movimientos sociales y sujetos 
subalternos por parte de los poderes hegemónicos. 

Como observamos en los casos de los movimientos sociales 
analizados, la observación crítica de los saberes y las 
propuestas de los movimientos sociales, comprendidos en el 
contexto de relaciones de dominación y conflicto, nos permite 
identificar otro aporte del pensamiento crítico latinoamericano: 
destacar a los movimientos sociales como sujetos de 
transformación social en sociedades profundamente desiguales, 
mediante propuestas y proyectos alternativos que emergen de 
demandas materiales y simbólicas insatisfechas y que tienen 
por objetivo transformar los mecanismos de exclusión de las 
sociedades latinoamericanas en las que habitamos. 

Lejos estamos de dar por cerradas estas reflexiones. 
Creemos que todavía hay un camino abierto para explorar el 
potencial interpretativo del pensamiento crítico 
latinoamericano que no podemos reducir sólo al ámbito de los 
saberes. Somos conscientes del extenso campo de estudio y de 
acción que integra el universo de los movimientos sociales, y 
creemos que para aportar a los procesos de transformación de 
las injusticias sociales es fundamental recuperar una mirada 
que permita valorar sus aportes epistemológicos y 
metodológicos a la praxis política emancipatoria de nuestra 
región. 
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Introducción 

En este trabajo pretendemos adentrarnos en algunos de los 
aportes conceptuales que desde el marxismo realizan los 
autores bolivianos René Zavaleta Mercado y Álvaro García 
Linera en momentos distintos, pero que se interrelacionan en 
un continuo teórico-práctico de interpretación de la 
especificidad del conflicto social, produciendo categorías y 
conceptualidad útil para estudiar las tensiones y las relaciones 
complejas entre movimientos sociales y el Estado en Bolivia, así 
como también de otras realidades latinoamericanas. 
Intentaremos mostrar la resignificación y aportes que ambos 
realizan sobre el mapa teórico-epistemológico del marxismo, 
desatando nudos analíticos y expandiendo las dimensiones de 
este para el análisis de asuntos opacos que se manifiestan en la 
realidad de la conflictividad y la acción colectiva social de los 
pueblos de la región. 


Consideramos a Zavaleta parte de la secuencia de autores 
ubicados dentro del marxismo crítico latinoamericano, por su 
análisis de la realidad boliviana y latinoamericana en general, 
dotado de pertrechos teórico-conceptuales que parten de un 
marxismo donde la realidad ensancha las categorías para 
sostener el empuje de la liberación. Abordaremos las 
fundamentales nociones de Formación social abigarrada y 
sociedad abigarrada como conceptos y referencias de un mismo 
proceso. FEl concepto de sociedad  abigarrada  gravita 
específicamente en la presencia de un continuo de relaciones 
sociales, concepciones del mundo, modos de producir, lenguas, 
lenguajes y estructuras de autoridad que se sobreponen de 
forma desarticulada con presencia en algunos casos de 
subjetividades sobre la autoridad y autogobierno. La 
conflictividad social interpela los sentidos y alcances de la 
democracia, las condiciones en las cuales se presenta la 
relación entre Estado y sociedad civil, y los grados de 
participación en la construcción del devenir de las naciones. 
Las crisis, por su parte, son tomadas por Zavaleta como método 
de conocimiento, el espacio-tiempo donde se unifica la 
heterogeneidad para dar paso a otras intersubjetividades que 
pueden llegar a instituir momentos constitutivos, los cuales se 
entienden como el conjunto de acontecimientos y procesos que 
fundan la manera de ser de una sociedad por un periodo de 
tiempo largo, son un signo ideológico sobre el cual se levanta el 
tejido social. 

Los aportes teóricos de Álvaro García Linera en relación 
con los movimientos sociales se pueden recorrer desde la 
definición, tipología de la acción colectiva y lugares donde se 
posiciona y argumenta. Le interesa el tipo de acción colectiva 
que persigue modificar algún sistema social o defender 
intereses materiales de manera organizada; nuestro hincapié 
estará en el pliego conceptual desde donde se pueden mirar los 
movimientos sociales, la conflictividad social y el Estado. 


Tendremos una particular valoración por la lectura 
heterodoxa que ambos autores realizan de Marx para examinar 
las particularidades de la sociedad abigarrada boliviana; 
interpretación que creemos puede extenderse a otras naciones 
de la región. Finalmente, nuestra intención procura un camino 
desde un lugar del pensamiento marxista latinoamericano para 
analizar la presencia y la acción colectiva de los movimientos 
sociales y su relación, siempre cargada de tensión, con el 
Estado, lo cual involucra diferentes procesos históricos y 
políticos, particularidades locales, campos disciplinarios y 
reacomodo de fuerzas con el peso de la determinación externa. 


Estado y conflictividad social 
Vemos necesario hacer un recorrido por la relación existente 
entre conflictividad social y Estado desde las nociones que nos 
aporta la teoría marxista, con especificidad en los autores que 
trazan el hilo conductor de este trabajo y sus interpretaciones 
de las formaciones sociales de los Estados periféricos 
latinoamericanos. El sentido de este camino se justifica en 
cuanto accede a repasar las características generales del Estado 
capitalista como instrumento de las clases dominantes, su 
dimensión productiva y articuladora, así como las capacidades 
que le permiten enfrentar el conflicto social por medio de 
tecnologías de cooptación, institucionalización y represión. 
Desde la interpretación marxista, el esfuerzo por entender 
al Estado ha sido una tarea fundamental. Esta intención se 
subsume en la estratégica disputa de poder con los sectores 
dominantes, en tanto racionalidad que se  interpela 
constantemente desde su propia condición de proceso histórico- 
social. Así, pues, la tarea compleja y borrascosa de comprender 
al Estado para el materialismo histórico nos suscribe 
inmediatamente a la historia de cada Estado, direccionando el 
esfuerzo de comprensión por el sendero que marca René 
Zavaleta al señalarnos que “Lo que importa, por tanto, es el 


recorrido de los hechos en la edificación de cada Estado” 
(Zavaleta, 2015a, p. 335). 

Partiendo de Marx y Engels el Estado viene dado por su 
condición de forma superestructural, cuya causalidad proviene 
del modo de producción o modelo de la estructura, de tal forma 
que encierra la manifestación de las  irreconciliables 
contradicciones de clases. En el Manifiesto Comunista señalan 
que “el gobierno del Estado no es más que la junta que 
administra los negocios comunes de la clase burguesa” (Marx € 
Engels, 2000); también delimitan el Estado moderno capitalista 
como la síntesis de la sociedad burguesa, pero esta síntesis se 
constituye de manera compleja cuando asumen que el Estado 
queda sujetado a la sociedad civil como lugar donde se 
presentan las contradicciones y desarrollan los conflictos 
(Marx, 2008); por su parte René Zavaleta lo expresa de este 
modo: 


De ahí que la superestructura estatal parezca (lo que no quiere 
decir que lo sea) independiente: una independencia que ocurre, 
sea colocándose por delante de su base material ... o 
rezagándose... En ambos casos, a nuestro modo de ver, la 
explicación se da no por la independencia del Estado, sino por la 
colocación del momento de eficiencia de la determinación en una 
zona u otra de la sociedad. (Zavaleta, 2015b, p. 84) 


La factualidad que está implicada en la teoría del Estado 
capitalista de Marx y Engels es justamente la osadía del método 
de razonamiento para llegar a la cualidad del Estado por medio 
de la historia, es decir, detectar la homogeneidad presente en la 
sociedad capitalista que viene dada por el modo de producción. 
La vida material de las personas integrantes de la sociedad no 
depende exclusivamente de sus voluntades individuales, sino 
que está determinada por el modo de producción, de donde 
devienen formas y relaciones que condicionan la vida (Marx, 


2008). El Estado no es entonces un instrumento subordinante 
sino subordinado al sistema social visto en su totalidad; a 
saber, las relaciones de producción forman la estructura 
económica de la sociedad, es decir la base material sobre la que 
se alza una superestructura jurídica y política (El Estado). Esta 
relación entre el modo de producción de la vida material como 
condicionante del proceso social, político y espiritual de la vida 
y la sociedad permite explicar el sentido historicista de Marx en 
tanto el Estado como una realidad dependiente de los diversos 
modos de producción. Es comprensible entonces que el 
despliegue teórico de Marx y Engels al concebir al Estado como 
institución superestructural esté enfocado sobre las relaciones 
sociales de producción de las cuales dependen, de manera 
fundamental, la forma y las características que puede presentar 
el Estado (Marx, 2008; Engels, 2006). 

En términos generales, al hablar de Estado en la mayoría 
de los casos, decimos de la maquinaria institucional e ideas que 
van dejando rastros en los cuerpos de los individuos para 
condicionar percepciones del organismo social en su conjunto. 
El Estado en su materialidad es el lado institucional, el aparato 
que claramente vemos sujeto a la estructura, el régimen propio 
de gobierno, que se diseña y rediseña según el clima histórico 
que atraviesa, se adecúa al devenir de cada determinación 
social, toma formas particulares; Zavaleta lo ilustra con el 
siguiente ejemplo: “El Estado inglés es un Estado capitalista; 
pero la monarquía inglesa no es una necesidad o ley del modo 
de producción capitalista, sino un resultado de la historia 
inglesa, o sea, del entrecruzamiento de sus superestructuras 
sucesivas” (Zavaleta, 2015b, p. 83). A la materialidad propia 
del Estado también la complementa lo perteneciente a lo 
simbólico, donde se conectan las creencias y las formas 
valorativas de lo social, la justificación fáctica de lo causal, 
todo el conjunto de formas que amalgaman lo institucional y 
nublan la estructura, en palabras de García Linera: “...el Estado 


como idea colectiva, como sentido común de época que 
garantiza el consentimiento moral entre gobernantes y 
gobernados ... nos referimos al Estado como relación de 
legitimación política o, en palabras del profesor Pierre 
Bourdieu (1987), como monopolio del poder simbólico” 
(García Linera, 2020a, p. 428); envuelta la forma de la 
materialidad y de lo simbólico por la correlación de fuerzas que 
fluye entre las clases y los sectores que conforman la sociedad 
civil. Creemos que Marx lo mira así al referir que 


la totalidad de esas relaciones de producción constituye la 
estructura económica de la sociedad, la base real sobre la cual se 
alza un edificio [úberbaul jurídico y político, y a la cual 
corresponden determinadas formas de conciencia social. El modo 
de producción de la vida material determina [bedingen] el 
proceso social, político e intelectual de la vida en general. No es 
la conciencia de los hombres lo que determina su ser, sino, por el 
contrario, es su existencia social lo que determina su conciencia. 
(Marx, 2008, pp. 4-5) 


Aun cuando la estructura determina a la superestructura, 
no quiere decir que existan por separado o que siempre el 
modo de producción capitalista exista primero y el Estado 
después; es posible que para explicar el complejo asunto de la 
relación base y superestructura, suene de esa forma, con etapas 
y procesos destacados, pero no quiere decir que Marx y Engels 
lo pensaron universalmente así; de ser de esa forma, no 
podríamos explicar los Estados nacionales latinoamericanos 
(como veremos más adelante). En la realidad las cosas son 
diferentes, es el método histórico de análisis de Karl y Friedrich 
lo que nos permite develar las relaciones materiales y 
simbólicas existentes entre la sociedad civil y la 
superestructura; ya bien lo señaló Zavaleta: 


La simultaneidad de la base y la superestructura es el hecho 
central del conocimiento social (porque en el capitalismo no 
existe una parte desintegrada de la otra, así como los individuos 
no pueden existir para sí mismos), o sea que la sociedad existe 
aquí como una totalidad orgánica. (Zavaleta, 2015b, p. 80) 


En esta clave, si entendemos el Estado como una relación 
social histórica compleja (contexto) o como lo aclara García 
Linera, 


de ahí que, de cierta manera, la relación-Estado sea una relación 
paradójica. Por una parte, no hay nada más material, físico y 
administrativamente político que un Estado (monopolio de la 
coerción, de la administración de los impuestos como núcleo 
íntimo y fundamental), pero, a la vez, no hay nada que dependa 
más de su funcionamiento que la creencia colectiva de la 
necesidad (momento consciente) o inevitabilidad (momento 
prerreflexivo) de su funcionamiento. (García Linera, 2020a, p. 
428) 


Observamos la presencia de tres componentes que 
conforman la relación-Estado, el primero estaría representado 
por la relación social existente entre la sociedad civil y el 
aparato propiamente institucional de poder, la forma de la 
determinación que la primera ejerce sobre el segundo y la 
relación inversa. Puede entenderse como la relación política 
que se forma entre las diferentes clases y sectores sociales con 
facultad de influir en las decisiones gubernamentales 
(“coalición política dominante”); otro componente está 
representado por la institucionalidad o, como señala Zavaleta, 
“la materia estatal”, se trata de la maquinaria donde se 
cristalizan las acciones estatales en forma de reglas, 
presupuestos, hábitos burocráticos, impuestos, trámites, 
jerarquías, etc., es la cara más visible del Estado; por último se 


encuentra el Estado como “idea colectiva”, es decir el lugar de 
la legitimación política entre gobernantes y gobernados que 
tiene una expresión en el sistema de gobierno (García Linera, 
2020a); todos ellos constituyen una relación material de 
dominación. 

Ahora bien, la relación entre Estado y sociedad civil se 
expresa frecuentemente en conflicto dada la dinámica de la 
lucha de clases inherente al modelo de producción, esta 
relación compleja que se enuncia a menudo en protesta social 
de las diversas expresiones organizativas de los sectores 
populares contra el aparato o acciones de gobierno en general 
es tratada por este último, fundamentalmente, por medio de la 
cooptación y la represión, pero también se puede ver la mezcla 
de ambos para enfrentar conflictos sociales. La utilización de 
estas formas de tratamiento del conflicto por parte del Estado 
dependerá en términos generales del grado de organización de 
los sectores subalternos o de las capacidades materiales, 
políticas y simbólicas del Estado para enfrentar las exigencias 
de la protesta, por supuesto que unido a la correlación de 
fuerzas a nivel del interior del aparato estatal del sector 
dominante y a lo externo con los grupos subalternos en 
conflicto, puede otorgarse mayor importancia a una estrategia 
o a otra. 

La represión es sin duda alguna mucho más visible que la 
cooptación, deja huellas más claras y profundas en la 
subjetividad de los sectores sociales y organizaciones que son 
víctimas de ella, la cooptación es más sutil, pero expresa 
igualmente una relación del aparato estatal con el conflicto 
social. Entonces la represión y la cooptación son partes de una 
misma forma de dominación que persigue la 
institucionalización del conflicto social, su ubicación dentro de 
los parámetros que el Estado proporciona y que oscurecen las 
contradicciones sociales del modelo, la primera de manera 
directamente violenta o forzada y la segunda por la inclusión al 


consenso social (Cortés, 2008). 

Los climas de conflictividad entre la sociedad civil y el 
Estado atraviesan una amplia paleta de situaciones, la política 
es la corriente por donde fluyen las diferentes formas de 
afrontar los conflictos, es una inmensa arena de lucha donde las 
fuerzas se enfrentan en rigor de alcanzar la preeminencia de 
sus intereses por sobre los de las otras fuerzas en disputa, el 
acuerdo es un momento táctico para avanzar en la estrategia no 
la naturaleza de la política. Con frecuencia la conflictividad 
social en nuestra región desemboca en momentos de violencia 
(largos o cortos, organizados o espontáneos); en primer lugar, y 
con un amplio espectro de acción, más capacidades para 
renombrar su ejercicio (seguridad, control social, protección de 
los bienes, defensa de la propiedad privada y bienes públicos, 
etc.), está el Estado quien, sabemos, ejerce el monopolio de la 
violencia, una violencia históricamente reconocida; y en 
segundo lugar otra violencia, transgresora y no aceptada, 
ejercida por cualquier sector subalterno de la sociedad en 
conflicto con el Estado o con las opacidades que este deja en el 
cuerpo social. La violencia surgida de los sectores o clases 
subalternas tiene la potencia transformadora, pero también 
puede ser conservadora, claramente dependerá de la lectura 
que tengan de la realidad los sectores en conflicto con el 
sistema estatal. En todo caso, cualquiera sea el tipo de 
violencia, el Estado tiene el imperativo de condenar, pues es su 
privilegio y teme el potencial que esta posee para generar 
cambios. 

Pero cuando los conflictos no llegan a la acción directa, 
otras instituciones, no represivas del Estado, funcionan y hacen 
del espacio estatal el lugar para la solución de los conflictos de 
la sociedad civil, y es esto lo que sucede la mayor parte del 
tiempo, por eso tenemos la idea general que es solamente en el 
terreno que facilita el Estado con sus normas e instituciones 
que se resuelven los conflictos, en otras palabras, separados de 


la lucha de clases. A esto se debe la apariencia de neutralidad 
del Estado, su aspecto de zona desvinculada de las 
determinaciones de clase. 

Desde la vereda marxista el conflicto social tiene la 
profunda condición de motor de los cambios. No basta con 
tomar y transformar la máquina estatal, como lo llamó Lenin, 
para transformar la sociedad. La dimensión material del Estado, 
su institucionalidad, es lugar de enfrentamiento, ¿quién lo 
dudaría?; pero hay algo más allá que no sucede de manera 
lineal, de la superestructura a la estructura o de esta a la 
superestructura; es un mecanismo complejo, no ascendente y 
tridimensional. 


Cada cuerpo es la memoria sedimentada de luchas del estado, en 
el estado y para el estado. Y entonces la relación frente al estado 
pasa evidentemente, desde una perspectiva revolucionaria, por su 
transformación y superación; pero no simplemente como 
transformación y superación de algo externo a nosotros, de una 
maquinalidad externa a nosotros, sino de una maquinalidad 
relacional y de una idealidad relacional que está en nosotros y 
por fuera de nosotros. (García Linera, Chávez León €: Costas 
Monje, 2010, p. 14) 


De aquí la potencia transformadora de gran número de 
movimientos sociales, su agrupamiento sobre emergentes y 
problemáticas locales les inscribe en la corriente histórica de la 
lucha de clases con capacidad transformadora, perforando 
constantemente las barreras de la democracia representativa y 
de la inequidad del modelo económico hegemónico. 


René Zavaleta Mercado y las particularidades del 
Estado en América Latina 

Creemos que fundamentalmente para Zavaleta los Estados 
latinoamericanos constituyen la fuerza productora que genera 


la base del modelo capitalista. De tal modo, estos no podrían 
ubicarse solo en la superestructura, sino que tienen una 
posición en la estructura. Esto sucede por cuanto los Estados 
capitalistas de la región devienen de forma implantada, no 
como en la mayoría de los Estados europeos, donde la 
presencia de una nación y un mercado interno se presentan 
como base para el nacimiento y consolidación del Estado 
capitalista; al contrario, es el Estado en nuestros países quien 
va creando los mercados internos. Incluso en los momentos de 
la consolidación de los Estados-nación regionales, la mayoría 
(por no decir todos) carece de una burguesía conformada como 
clase, o en todo caso, tiene una consistencia gelatinosa. El 
mercado interno y la nación misma son producto del Estado, lo 
que le otorga a este último un carácter contradictorio desde la 
fuente marxista, pero posibilita la comprensión de sus fuerzas y 
sus debilidades. 

En Marx son escasas las referencias a los Estados de 
América Latina. Pero el estudio sistemático que diversos 
autores han realizado de sus textos nos refiere a los Grundrisse y 
a la noción de formaciones secundarias, para analizar el 
desarrollo del capitalismo en regiones periféricas. Esta idea 
remite a la existencia de formaciones sociales que en el 
desarrollo del capitalismo no estarían dadas por un proceso en 
el cual las contradicciones sociales propias del modelo se 
desarrollan en su territorio, sino que vienen desde fuera, 
producto de las contradicciones de los procesos de los que son 
dependientes, por esto constituyen un fenómeno de 
implantación; en consecuencia, muchos de los elementos del 
modo de producción no estén presentes, pues no se han podido 
desarrollar, por lo que son introducidos artificialmente. El 
Estado es el aparato clave para que esto ocurra y tiende las 
condiciones para que el capitalismo se consolide; es causa más 
que consecuencia (Cortés, 2008; Marx, 1988, 2007). 

El Estado no solo cumple el papel fundante de establecer el 


modo de producción, como forma histórica va tomando su 
camino de cohesionador social interno, creador de cultura 
nacional y pieza en el concierto de la división internacional del 
trabajo; garantiza imponiendo las condiciones para la 
reproducción del capital, sin el imperativo del desarrollo 
interno de las fuerzas productivas. Son Estados que están bajo 
la presión constante del capital extranjero lo que dificulta los 
mecanismos para lograr bienestar general interno, pero al 
mismo tiempo se fortalece el aparato estatal como esencial 
lugar de disputa para las distintas fracciones del espectro social 
dominante (Zavaleta, 2015a; Cortés, 2008). 

Zavaleta sostiene que el Estado en Latinoamérica juega un 
papel de productor social en el armado de las relaciones entre 
las clases dominantes y sus fracciones o sectores, pero 
asimismo da cohesión a las clases subalternas y populares, pues 
su identidad se va conformando en el transcurso de la 
constitución de la nación desde el Estado. El Estado de esta 
forma es condición precursora del mercado nacional para luego 
ser también quien responde por el funcionamiento de éste y 
garantiza la correcta distribución de las funciones a su interior 
(Zavaleta, 20154). 

Esta caracterización del Estado periférico muestra su 
inconsistencia orgánica producto del proceso de implantación, 
pues la esfera de lo político se constituye en el lugar categórico 
para la reproducción de la dominación sin que las 
contradicciones puedan ser diluidas en otros niveles 
superestructurales o de la estructura, 


la manera abigarrada que tienen las cosas al entrelazarse propone 
por sí misma el concepto de ecuación social o sistema político, 
que es una de las acepciones que daba Gramsci al bloque 
histórico: el grado en que la sociedad existe hacia el Estado y lo 
inverso, pero también las formas de su separación O 
extrañamiento... (Zavaleta, 2015a, pp. 333-334) 


De esta forma, el aparato estatal está en su disposición 
como instrumento con finalidad clasista que implica la forma 
de su relación con la sociedad civil en donde pueden 
presentarse diferentes sistemas políticos, con una robustez 
mayor o menor de la sociedad frente al Estado, es una relación 
en constante movilidad, donde las variaciones de dicha relación 
Estado-sociedad civil están en continuo ajuste y movimiento. 
De igual y persistente forma el Estado es el territorio de la 
disputa social, no solo para las diferentes fracciones de los 
sectores dominantes sino también para las clases subalternas 
que reclaman mayor participación democrática, inclusión 
económica, social y cultural, aun cuando las demandas tengan 
características reivindicativas o sean de carácter local. 


La formación social abigarrada / sociedad abigarrada 
De manera inicial abordaremos las fundamentales nociones de 
Formación social abigarrada y sociedad abigarrada como 
conceptos y referencias de un mismo proceso, tal como lo 
señala Luis Antezana (2009), dependiente una de la otra, 
aplicables en muchos casos de manera indistinta en una 
relación de categorías clave para el análisis de los procesos 
sociales y el devenir histórico de los pueblos latinoamericanos 
como sociedades dependientes y sometidas a una fuerte 
determinación externa. La Formación social abigarrada y la 
sociedad abigarrada se relacionan e interactúan en cuanto que 
la primera refiere al concepto analítico y la segunda a la noción 
descriptiva, pero ambas juegan desde la misma posición un 
soporte para explicar la complejidad de algunas de las 
sociedades heterogéneas latinoamericanas en contraste con la 
intención Hhomogeneizadora del modo de producción 
capitalista; de igual manera persiguen explicar desde dentro de 
las sociedades mismas las tensiones que históricamente marcan 
la conformación del Estado-nación en diferentes países de la 
región. 


La Formación social abigarrada “se trata de la calificación 
mutua de diversidades económico-sociales de tal suerte que, en 
concurrencia, ninguna de ellas mantiene su forma (previa)” 
(Antezana, 2009, p. 132), de manera que permite adentrarse en 
la unidad de la diversidad implicada en una sociedad objeto de 
análisis. Por otra parte, es necesario añadir que el concepto se 
amolda a sociedades producto de procesos de colonización 
como es el caso de los países latinoamericanos donde 
estaríamos en presencia de diversas lógicas civilizatorias 
conviviendo de forma desarticulada y habitando un mismo 
territorio y tiempo histórico, en una relación de fuertes 
tensiones marcadas por la dominación y la exclusión política de 
unas por sobre otras. Luis Tapia (2015) señala que la 
Formación social abigarrada refiere a la herramienta teórica 
para describir “la sobreposición de diversos tipos de sociedad 
que coexisten de manera desarticulada, estableciendo 
relaciones de dominación y distorsión de unas sobre otras” (p. 
10) dentro de un mismo Estado-nación, al tiempo que nos 
permite designar los procesos problemáticos inherentes a la 
producción y reproducción de un orden social determinado, es 
decir, describe conglomerados sociales abigarrados. 

Por su parte el concepto de sociedad abigarrada gravita en 
la existencia o presencia específicamente real de un continuo 
de relaciones sociales, concepciones del mundo, modos de 
producir, lenguas, lenguajes y estructuras de autoridad “cuyo 
rasgo central es la condición de una  sobreposición 
desarticulada” (Tapia, 2015, p. 24), con presencia en algunos 
casos de subjetividades sobre la autoridad y el autogobierno, 
fundados en otros sistemas de relaciones sociales que pueden 
ser incluso anteriores al capitalismo o al menos distinto; en una 
analogía geológica, sería como diversos planos de rocas 
metamórficas, las cuales pueden representar distintos tiempos y 
orígenes. La Formación social abigarrada y la sociedad 
abigarrada son unidades de una noción conceptual compuesta, 


una suerte de constelación de conceptos. 

Dentro de este marco René Zavaleta otorga a las 
sociedades abigarradas algunas características que permiten 
ubicarlas en relación compleja con el Estado, entre las cuales 
podemos señalar algunas: 


a. El Estado en las sociedades abigarradas tiene unidad por 
imposición, representa un plano formal de lo que en 
realidad no está unido más allá que por obligación. 

b. El Estado es débil y en un sentido aparente. La forma de 
unidad que ha logrado obtener la burguesía para su 
hegemonía es el Estado-nación moderno, pero al mismo 
tiempo esta no le otorga a la unificación del Estado en 
tanto tal un mismo valor, pues la unidad es vista 
dependiendo de la fracción o sección del sector social 
dominante al que se pertenece o se reconoce pertenecer, 
y esta característica parece ser clave para entender las 
dificultades en la constitución de los Estados-nación 
latinoamericanos (Zavaleta, 2015a). 

c. Como corolario del punto anterior se puede entrever que 
“la sociedad civil no es sino una enumeración, no está 
vinculada entre sí en lo orgánico” (Zavaleta, 2015c, p. 
129); y además la propia clase dominante carece de 
unificación nacional y clasista. 

d. Otra característica es la inestabilidad que se presenta por 
la aparición de planos de determinación diacrónicos, es 
decir que el Estado carece de continuidad como devenir, 
o de proyecto nacional, forma de devenir histórico 
entendida como cuerpo social homogeneizado por el 
Estado nacional y el modo de producción, ya que esa 
continuidad como devenir es un complemento de la 
unificación en los países del centro o desarrollados. 


Para aproximarse al grado de profundidad y permanencia 
de las diversas formas de relaciones sociales y productivas 


presentes en las sociedades latinoamericanas de forma 
abigarrada, nos trae Zavaleta el concepto de momento 
constitutivo. Este vendría a ser los acontecimientos y procesos 
que fundan la manera de ser de una sociedad por un periodo de 
tiempo largo, son un signo ideológico sobre el cual se levanta el 
tejido social, y estos momentos están ligados a procesos de 
autodeterminación de las masas. 

Los momentos constitutivos son visibles desde el punto de 
vista cognoscitivo por medio de las crisis, desde ellas se puede 
indagar sobre los componentes que fundan el tejido social y a 
su vez abren paso a una nueva posible articulación social. Esta 
mirada tiene fuertes tintes gramscianos, en que la noción de 
crisis se presenta como una expresión de la confluencia de lo 
diverso, el espacio-tiempo donde las contradicciones sociales se 
hacen manifiestas y se revela la heterogeneidad para dar paso a 
otras intersubjetividades que pueden llegar a instituir 
condiciones de modificar el orden social. 

Por otra parte, en el momento de las crisis la masa aprende 
la extensión, eficacia y eficiencia de su poder. Es en la práctica, 
nos señala Zavaleta, que la masa puede medir qué es capaz de 
alcanzar por su propio poder, es la condición que hace visible 
las fuerzas que le permiten romper la inercia social y generar 
cambios profundos (Zavaleta, 2015c). Podemos determinar la 
noción de masa presentada por el sociólogo boliviano como 
propia para las sociedades abigarradas latinoamericanas, con 
más realidad que el propio concepto de clase; en sus palabras 
“la masa es la sociedad civil en acción, o sea, un estado 
patético, sentimental y épico de la unificación” (Zavaleta, 
2015c, p. 139) y su acción puede generar procesos de 
autodeterminación. 

Es importante destacar que la autodeterminación de las 
masas constituye un proceso fundamental en el pensamiento 
zavaletiano, juega en un análisis más general como el principio 
de la historia del mundo y núcleo de la cuestión efectivamente 


democrática, ya que el acto de autodeterminación es un acto 
revolucionario y encarna en sí mismo un momento 
constitutivo. 


La democracia en René Zavaleta 

La propuesta exegética de las sociedades heterogéneas 
latinoamericanas que ofrece René Zavaleta Mercado aporta 
para el estudio de los movimientos sociales y la conflictividad 
social el desarrollo de una interpretación sobre la democracia. 
Esta se plasma específicamente en el texto Cuatro conceptos de 
democracia de 1981, en el cual reúne sus principales ideas en 
torno al debate sobre la democracia que a finales de los años 
setenta se hacía presente en toda la región. El escrito está 
compuesto por cuatro partes: 1) la democracia como 
movimiento general de la época, 2) como representación, 3) 
como problema de la teoría del conocimiento y 4) como 
autodeterminación de las masas; aspectos que no representan 
para Zavaleta lugares distintos O islas, sino planos 
interrelacionados y susceptibles de explicación dentro del 
análisis. 

Sobre nuestros pueblos se ha impuesto la visión de la 
democracia que consiste solamente en la presencia de 
diferentes fuerzas políticas organizadas en partidos y la 
alternabilidad del poder entre ellas por medio de 
procedimientos electorales pacíficos; se da poca importancia a 
los contextos donde se produce la práctica democrática, 
reduciendo a nada o casi nada la participación por otros 
medios no electorales-representativos, obviando cualquier 
insinuación de rotatividad en los cargos, democracia directa, 
rendición de cuentas y revocatorias de mandato, así como 
cumpliendo funciones de gringola para la trama de relaciones 
que se generan producto del capitalismo globalizado, con sus 
respectivas distinciones entre economías hegemónicas y 
periféricas. 


Para el materialismo histórico la realidad del hecho 
político, su territorio vivo en dinámica socio-histórica, es 
siempre fundamental, de manera que el punto de partida para 
pensar la democracia puede encontrarse, tal como plantea Ruy 
Mauro Marini (1991), en la soberanía nacional. La secuencia 
podría ser así: la democracia entendida en la capacidad de 
autodeterminarse se plantea la libertad, pero atendiendo las 
necesidades y las exigencias de los pueblos, por tal razón la 
lucha por la democracia no puede estar separada de la lucha 
por la liberación nacional. Esta manera de entender la 
democracia involucra el reconocimiento de las condiciones en 
las cuales esta se ha desarrollado, a fin de dilucidar la relación, 
siempre tensa, entre Estado y sociedad civil, asunto escabroso 
en tanto antinomia entre el Estado con su estructura jurídica 
que da forma a la sociedad o la sociedad civil inmersa en los 
antagonismos de clase que da sentido y convenciones jurídicas 
al Estado. 

Ya sabemos, lo llevamos en nuestros cuerpos, que las 
posibilidades de la democracia como autodeterminación desde 
la soberanía y atendiendo a lo señalado antes es posible en 
América Latina. El primer ciclo progresista que se abrió en la 
década inicial del presente siglo levantó sus relatos desde la 
soberanía nacional como fundamento para la profundización 
democrática, apostando a la participación y la inclusión de las 
mayorías por medio de su incorporación a la educación y el 
mundo del trabajo, sin acudir al ahistórico relato del consenso 
social. 

Podemos percibir en la propuesta teórico-metodológica de 
Zavaleta un sólido soporte en Marx, así como en Antonio 
Gramsci, Lenin y Trosky, entre los más visibles. Plantea un 
sentido explicativo de la democracia que tiene como centro la 
fuerza movilizadora de las masas, su intersubjetividad, su 
autodeterminación y la acumulación de conocimiento en su 
seno (de la clase); al tiempo que indaga con las crisis como 


método de conocimiento de las condiciones de posibilidad para 
superar las barreras de los modelos de democracia burguesa: 


En el desconcierto absoluto o malestar cósmico que produce la 
multiplicación de los objetos del mundo, los hombres están solos 
en medio de las cosas que se amplían sin cesar. ¿No es verdad 
acaso que esto es ya la soledad de la época, la falacia general de 
su identidad y, en fin, lo que podemos llamar la segunda pérdida 
del yo? 

El conjunto de estos acontecimientos ontológicos desemboca en 
la cuestión de la democracia, que es la medida de la presencia del 
hombre, como una entidad activa frente a la vida, en una época 
cuya señal de esencia es su totalización. (Zavaleta, 2015c, p. 121) 


El primer concepto desarrollado por Zavaleta es La 
democracia considerada como movimiento general de la época. La 
democracia como movimiento epocal es el signo de la 
dominación burguesa en el Estado capitalista, el modelo de 
explotación requiere necesariamente a los individuos libres con 
la finalidad de comprar su fuerza de trabajo e introducirlos en 
la fábrica para la producción, esa libertad es posible cuando se 
reconoce la igualdad entre las personas como esencia de lo 
social, de forma que el capitalismo requiere la igualdad de 
todos como factor clave para la producción, y al mismo tiempo 
las necesidades de la producción se expanden al terreno 
también de lo jurídico; así, la lógica de la fábrica es asimilada 
también por el Estado. 

No refiere Zavaleta a una libertad absoluta, más bien a una 
libertad en gradualidad que confiere el régimen burgués, sobre 
la base de las necesidades que requiere la estructura económica 
para reproducirse; en otras palabras, es una libertad y una 
igualdad a medida del grado de explotación intimado por la 
acumulación de capital. Ahora bien, el reconocimiento de la 
libertad sobrepasa la estructura económica para determinar la 


superestructura, en consecuencia, la dominación burguesa no 
puede darse sin reconocer la libertad formal de hombres y 
mujeres, de modo que la democracia se hace necesaria como 
forma política totalizadora que reconoce la libertad y la 
igualdad entre las personas que participan de la producción; el 
yo da origen al valor y determina también las diversas etapas y 
expresiones de la democracia considerada como movimiento 
general de la época. 
Al respecto Zavaleta nos dice 


que el hombre libre sea el requisito de la supeditación real es ya 
bastante decisivo... Es por tal concepto que puede escribirse que 
la fuerza productiva primaria de este momento de la civilización 
que es el capitalismo es el hombre libre. Es una inferencia 
infalible hacia el espacio de lo colectivo: el hecho mismo de la 
libertad, como una compulsión misteriosa y antes desconocida, es 
una referencia al otro. En consecuencia, no se es libre sino entre 
hombres libres y, en último término, uno sólo es relativamente 
libre si la libertad no es un hecho que comprende a todos los 
hombres del escenario al que uno refiere su existencia. (Zavaleta, 
2015c, p.122) 


De esto deviene que la democracia es un requisito para la 
existencia de la burguesía como clase dominante, que transfiere 
los principios del valor de la mercancía al sentido de la política 
y el gobierno, al promoverse como sujeto y no solo como 
resultado de la acumulación originaria, “¿Por qué se dice, en 
efecto, que el valor es una medida histórico-moral? Porque no 
es una cosa dada sino un resultado, o sea, un movimiento. 
Mientras lo histórico es la separación del momento respecto del 
devenir no discriminado, lo moral es ya la inserción de lo 
humano en el tiempo discriminado” (Zavaleta, 2015c, p. 123). 

La lógica de la fábrica fundamenta la dependencia, es 
escuela de subordinación, por lo cual la democracia (que puede 
signar en momentos un desprendimiento individual por lo 


colectivo) está envuelta, maniatada por la dictadura (expresada 
en la subordinación que impone la lógica de la fábrica), su 
condición histórica dentro del modo de producción está en el 
hecho de que esta lógica jamás sea superada por el 
desprendimiento de lo individual en el colectivo. Se basa, 
entonces, en el consumo de la libertad individual por medio de 
la producción; es decir, la producción capitalista depende de la 
libertad del trabajador, pero al mismo tiempo en el proceso de 
producción va aboliendo esa libertad, “Aquí los hombres no 
sienten su libertad porque la practican, sino porque la pierden 
(pérdida de la libertad en los aspectos pactados y por el tiempo 
pactado)” (Zavaleta, 2015c, p. 124). Pero, en ese proceso 
alienante se presenta (contradictoriamente para el capital) una 
posibilidad de transformación .en el trabajador, una 
oportunidad paradigmática, pues en la razón de la fábrica el 
trabajador exprimido en su libertad va dando paso al 
trabajador colectivo en el momento de la producción. Zavaleta 
considera esto como clave para la conciencia social y por tanto 
un horizonte de autodeterminación. 

En este sentido, en la explotación se produce un 
reconocimiento o autoconocimiento de las y los explotados, lo 
que proporciona al concepto de masa en Zavaleta su acepción 
propia, pues la “libertad como pertinacia de las masas da como 
resultado una libertad global más amplia que la suma de las 
libertades de los individuos, cuya individualidad por lo demás 
no es posible ahora sino en los locus de lo no individual” 
(Zavaleta, 2015c, p. 124). Es un acto de percepción de la 
libertad del otro y por ende de la propia, una trama de 
reconocimiento de libertades, que dan paso a la conciencia de 
clase, en “...ese momento se deja de ser parte y objeto de la 
democracia de los otros para asumir el momento de la 
autorreferencia” (Zavaleta, 2015c, p. 125). 

El segundo concepto se dirige a La democracia como 
representación. Acá Zavaleta se adentra en analizar la 


democracia desde la representación, no en su expresión 
cuantitativa, sino más bien desde su condición cualitativa; es 
decir, como se registra la relación representativa entre sectores 
y clases de la sociedad civil en el Estado y dinámicas del poder. 
Esta relación está enlazada con la unidad que el Estado haya 
podido construir, o con la impresión que da de ello, en tanto 
incorporación de los intereses de las clases a los de la clase 
dominante, pues “El Estado (...) nunca es la forma de la unidad 
de la sociedad, sino la expresión de su diferenciación interna, 
es decir, la forma de dominar del lado dominante de la 
diferenciación” (Zavaleta, 2015c, p. 129). 

El Estado tiene límites para representar a todos los sectores 
y clases sociales, pues es la expresión de la dominación de una 
clase por sobre otras, marcando una limitación para la 
representación igualitaria de los diversos sectores sociales que 
conforman una sociedad. Sin embargo, modernamente es la 
democracia representativa (revelación de la democracia como 
condición de la época) una expresión asociada a la idea de 
Estado-nación como totalidad, que al ser confrontada en las 
sociedades latinoamericanas presenta resquebrajamientos y 
debilidades, pues la heterogeneidad y la desigualdad presentes 
en ellas, producto de la colonización, el sometimiento y la 
explotación, hacen imposible que la representación se realice 
de forma efectiva; en otras palabras, en nuestras sociedades 
donde las desigualdades materiales son estructurales, el Estado 
sólo en apariencia representa a todos los sectores sociales, a lo 
sumo expresa la operatividad de la separación entre sociedad 
civil (por lo demás desarticulada en lo orgánico) y sociedad 
política. La noción de Estado aparente que describe Zavaleta va 
a la incapacidad del Estado de articular los intereses de la 
mayoría de los sectores sociales y en consecuencia excluye 
(principalmente) a los que son objeto de mayor dominación. El 
problema entonces de la representación en la democracia sólo 
puede plantearse en relación con la formación económico- 


social a la que se refiere, ya que la calidad de la representación 
estaría condicionada por el grado de unidad estatal y la 
articulación de los sectores sociales con el mercado de poder. 

El tercer concepto es la democracia como problema de la 
teoría del conocimiento. En este desarrollo Zavaleta busca 
mostrar los mecanismos por los cuales la democracia 
proporciona la información que requiere el Estado y por ende 
la clase dominante para la reproducción de su poder. Entiende 
que es una consecuencia del ser dominante que le permite 
ajustar la superestructura a las tendencias o corrientes que se 
producen en la estructura económica. 


Aquí la democracia se insinúa como un acto del Estado. Entonces 
la conciencia del Estado civil, en esta fase gnoseológica, es sólo el 
objeto de la democracia, pero el sujeto democrático (es un decir) 
es la clase dominante, o sea su personificación en el Estado 
racional, que es el burócrata. La democracia funciona por 
consiguiente como una astucia de la dictadura; es el momento no 
democrático de la democracia. Sólo un ciego puede no ver esta 
valencia del concepto. (Zavaleta, 2015c, p. 134) 


La clase dominante por medio de la estructura vertical que 
subyace en la democracia representativa adquiere los medios 
para conocer el movimiento interno de la sociedad, y para 
Zavaleta esta posibilidad es manejada dentro de la disposición 
de la dominación de clase que conserva la burguesía. En otros 
términos, el sector social en el poder del Estado se vale del 
conocimiento que adquiere de las otras clases por medio de la 
democracia para afianzarse en el poder; lo que explica cómo el 
Estado se muestra dinámico en apariencia con la democracia, 
dentro del constante movimiento social producto de las 
contradicciones de clase. 

Para la clase dominante, la democracia en su condición 
gnoseológica no la inclina a internalizarse en la sociedad, más 


bien le proporciona las formas de cómo hacer que su 
conciencia histórica de clase se convierta en la razón del 
Estado, nutriendo los dispositivos por los cuales los intereses de 
la burguesía se mitifican como los intereses de la sociedad toda, 
y las contradicciones tomen el aspecto de diferencias saldables 
por la presencia de la mediación, que consiste básicamente “en 
la aptitud de convertir las reacciones o mensajes, a menudo 
fragosos, que se producen en el llano de la sociedad en un 
lenguaje político asimilable para el telos clasista del Estado” 
(Zavaleta, 2015c, p. 137). 

Para Zavaleta, el mediador o quien agencia la mediación es 
un actor de la coyuntura, que reúne características de 
funcionario estatal y jefe social, con posibilidades de expresar a 
la sociedad civil en tanto es nacionalizado por ella en el 
contexto de las crisis nacionales; puede ocurrir que cuando los 
mediadores comienzan a desconfiar del Estado para creer en 
ellos mismos como parte de la sociedad o en la idea del cambio 
revolucionario superan el lugar que les otorga la coyuntura. “Es 
correcto decir, por tanto, que todo dirigente es un mediador 
hasta que no se convierte en un amotinado” (Zavaleta, 2015c, 
p. 137). 

Ahora bien, hay momentos en los cuales el Estado no 
dispone de los mediadores en cantidad o cualidad suficiente 
para conocer lo que acontece en la sociedad civil, entonces 
prescinde de las sutilezas de la democracia y se expresa de 
forma autoritaria recurriendo a la violencia como principal 
forma de dominación, son momentos fundamentalmente 
caracterizados por una dominación inestable que solo consigue 
en la dictadura, como forma de gobierno, su manera de 
perpetuarse. 

El acto productivo para el capital, como desarrolla 
Zavaleta en el primer concepto (la democracia como condición de 
la época), requiere del individuo libre, y esta condición la lleva 
también al plano político, constituyéndose en sujeto 


democrático en el nivel de la superestructura. Su libertad no 
está reducida solamente al momento de la producción, así que 
ella debe ser expropiada en la arena ideológica, en el territorio 
de lo extraeconómico, es allí donde la democracia como teoría 
del conocimiento proporciona la posibilidad del conocer lo 
necesario para contener los desbordes de la libertad como 
condición del modelo capitalista, entonces “La libertad, por 
tanto, se transforma en una suerte de agente confidencial del 
capital y el hombre libre en algo así como un espía de sí 
mismo” (Zavaleta, 2015c, p. 135). 

El cuarto y último concepto es la democracia como 
autodeterminación de las masas. A los conceptos anteriores 
Zavaleta confronta la democracia como autodeterminación de las 
masas, con la intención de dar cabida a la reflexión del asunto 
desde la conformación de un sujeto revolucionario que 
provenga de las organizaciones surgidas al calor de la lucha de 
clases. 

Para el autor en primera instancia es clave sacar la noción 
de masa de su evocación de mayoría, pues si esta fuera una de 
sus notas esenciales, estaría atada indefectiblemente a la idea 
de la democracia representativa. La masa debe ser vista en el 
plano de su calidad y no de su mera agregación, toma el sentido 
que refiere Marx en la fuerza de masa como fuerza productiva 
(Zavaleta, 2015c, p. 138). Incluso Zavaleta señala que la masa 
no necesariamente se refiere al número mayoritario de la 
sociedad civil. 


Lo que interesa es que incluso un número no demasiado grande 
de hombres, con sentido de la concentración y algún grado de 
temeridad táctica, puede expresar tendencias que están 
escondidas en el “sueño' de la sociedad. Es cierto por eso que, por 
muchos conceptos, la masa representa a la masa. Una parte de 
ella quiere (querer, equivale a “querer” de modo estatal, a 
voluntad de poder) en nombre de otra o, de alguna manera, 
manifiesta lo que la otra contiene y no conoce aún. Quiere 


decirse con esto que el acto de autodeterminación es un acto 
revolucionario y no un acto legal, de ninguna manera algo 
precedido por un escrutinio sino por lo que se llama mayoría de 
efecto estatal. (Zavaleta, 2015c, p. 139) 


Tiene en mente, sin duda, la imagen de la vanguardia, por 
lo que da importancia a las organizaciones de trabajadores 
como sindicatos, partidos y centrales obreras, pero también 
vemos la presencia de la acción colectiva en tanto 
manifestación de la inconformidad ante las formalidades 
establecidas por la democracia representativa. 

Creemos interesante tener presente esta mirada zavaletiana 
de la masa en el estudio de los movimientos sociales en 
América Latina a partir de la década de los noventa, cuando en 
muchos casos estos asumieron el rol de vanguardias, ya que la 
masa en su autodeterminación es poderosa en tanto proceso 
que persigue superar estructuras de dominación que pueden 
existir en un momento determinado. La historia de las masas, 
nos dice Zavaleta, 


es siempre una historia que se hace contra el Estado, de suerte 
que aquí hablamos de estructuras de rebelión y no de formas de 
pertenencia. Todo Estado en último término niega a la masa, 
aunque la exprese o la quiera expresar, porque quiere insistir en 
su ser, que es el de ser Estado, es decir, la forma sustancial de la 
materia social. Por consiguiente, tenemos aquí un significado de 
la cuestión democrática que se coloca en la antípoda de la 
democracia en su función gnoseológica. Se puede decir que aquí 
se reemplaza la democracia para la clase dominante por la 


democracia para sí misma. (Zavaleta, 2015c, p. 138) 


Si la democracia como conocimiento es el método de la 
clase dominante, en la autodeterminación de las masas tiene la 
sociedad civil su método. Esto también implica que la 


autodeterminación no deviene de manera espontánea o directa, 
requiere del empuje de la vanguardia o bien de un núcleo con 
capacidad de convencer al resto de la sociedad civil sobre la 
direccionalidad de su esfuerzo transformador, el cual aumenta 
en posibilidades durante la manifestación de las crisis del 
sistema que se pretende superar (Zavaleta, 2015c). No es 
imperativo para su efectividad su condición mensural, sino el 
grado de posibilidad que tiene su llamado de alcanzar 
recepción en el soma de la masa, “Incluso si su 
pronunciamiento está compuesto por actos conscientes, la 
verdad de la autodeterminación debe estar dada siempre por 
un grado importante de espontaneidad y creatividad de masa” 
(Zavaleta, 2015c, p. 139). 

Por otra parte, creemos necesario señalar que algunos 
conocedores de la obra de René Zavaleta aproximan hasta casi 
su integración en una sinonimia el concepto de masa con el de 
sociedad civil usado por Gramsci, creo que la bifurcación de 
estos conceptos se da (precisamente) en el grado de 
especificidad que toma la sociedad civil en las sociedades 
abigarradas y por eso el teórico boliviano ingenia la noción de 
masa desde Marx y no solamente hace uso de la idea 
gramsciana de sociedad civil de igual manera las proximidades 
son muchas y refieren a una historicidad de confrontación con 
el Estado. 

Como últimos aspectos destacamos que Zavaleta no 
presenta la masa dotada de un determinismo que garantice una 
perspectiva revolucionaria de por sí, más bien la mira como 
poseedora del potencial necesario para conducir esa 
autodeterminación en un sentido emancipatorio al capital, es 
un principio de acción libertaria para la democracia; es quizás, 
como señala Luis Antezana, “la hegemonía de la diversidad” 
(Antezana, 2009). Y finalmente subrayamos que Zavaleta alerta 
sobre la toma del poder como objetivo final de la movilización 
social, ahí se inclina en consonancia con Lenin cuando expresa 


“Todo el poder a los soviets”, donde la superación de la 
democracia burguesa (representativa) requiere la constante 
organización y reorganización de las clases explotadas en el 
poder del Estado. 


Movimientos sociales, Estado y potencia plebeya 

En las últimas décadas del siglo XX, de la mano de la 
resistencia a la expansión del neoliberalismo, la historia de la 
protesta social mostró como protagonistas otras formas 
organizativas de sectores sociales con nuevos antagonismos a 
las representaciones hegemónicas. Los llamados nuevos 
movimientos sociales, progresiva y en muchos casos 
abruptamente, han abierto otros senderos a la protesta social 
exigiendo reivindicaciones que desbordan la capacidad de las 
tradicionales estructuras centradas en la organización de clase. 
En nuestro continente la conflictividad social ha arrojado 
diferentes planos de reclamo como el género, la etnicidad, lo 
ambiental, pero sin dejar de estar asociada con la exigencia de 
mayor democracia, participación, trabajo, propiedad de la 
tierra, en fin, nuevas subjetividades sumadas a los recurrentes 
reclamos producto de la exclusión generada por el modelo de 
acumulación. 

Ya adelantamos antes alguna consideración de Álvaro 
García Linera en torno al Estado, sin embargo, creemos 
necesario ahondar un poco más al respecto. El matemático 
boliviano refiere siempre al Estado como un conjunto de 
relaciones políticas existentes en un territorio que produce 
sistemas de dominación por medio de la materialización de la 
legitimación política. Esta relación-Estado es siempre un 
proceso histórico en constante movimiento y construcción, que 
manifiesta al menos dos fisonomías: una donde se ponen en 
tensión las fuerzas políticas de las diferentes clases, sectores y 
bloques sociales dominantes con capacidad de influir en las 
decisiones de gobierno (coalición hegemónica); y otra que se 


materializa en la institucionalidad propiamente, la expresión de 
la legalidad, la estructura burocrática, las jerarquías; es decir, 
la maquinaria que produce disposiciones expresadas en 
diferentes procedimientos normativos que le permiten 
mantener la centralidad de las decisiones, el monopolio sobre 
la coerción y los relatos que soportan la articulación social. El 
Estado es una relación de dominación, una correlación de 
fuerzas y una idea dominante de la sociedad. 

La relación-Estado puede registrar diferentes momentos en 
su devenir, hay períodos donde su apariencia es de mayor 
estabilidad debido a la relativa previsibilidad de sus 
procedimientos y acciones, pero también hay etapas en las 
cuales estos procedimientos se tornan inestables porque se ha 
visto alterado el equilibrio entre las fuerzas que sostienen la 
relación de dominación, afligiendo su legitimidad y generando 
momentos que pueden derivar en otra estructura que sostiene 
la forma de la relación-Estado (García Linera, 2020a). Los 
movimientos sociales como signo de la acción colectiva 
presionan sobre la forma Estado buscando oportunidades 
políticas que le permitan alcanzar los objetivos de cambio y 
ejerciendo presión en la profundización de las crisis estatales. 
De aquí que García Linera enfoque su estudio sobre aquellos 
movimientos sociales que entran en la disputa política con las 
élites dominantes por la distribución del poder dentro del 
Estado o al menos aspiran a alcanzar mejores posiciones en la 
relación (Torres y Romero, 2017). 

Entonces para García Linera un movimiento social es una 
forma organizada de acción colectiva que persigue modificar 
sistemas sociales o defender y/o reclamar cierto interés 
material, para lo cual desarrolla acciones de carácter público 
que le permitan alcanzar metas, en sus palabras: “vamos a 
considerar los movimientos sociales como estructuras de acción 
colectiva capaces de producir metas autónomas de 
movilización, asociación y representación simbólicas de tipo 


económico, cultural y político” (García Linera, 2020b, p. 293). 
En esta dirección podemos identificar diferentes aspectos como: 
las condiciones materiales de interacción social que en 
circunstancias especiales de esfuerzo colectivo dieron 
surgimiento a un determinado movimiento social; los objetivos 
manifiestos y no manifiestos de la acción social presentes en los 
discursos del cuerpo movilizado; la presencia de relatos 
simbólicos y culturales del yo colectivo; las tecnologías usadas 
en la acción movilizadora; y las dimensiones políticas sobre lo 
estatal o antiestatal, así como el sentido de la democracia en 
relación con la reivindicación de la igualdad y de lo público 
que entran en las dinámicas de la acción colectiva del 
movimiento (García Linera, 2020b, p. 294). 

Torres y Romero (2017) sostienen tres dimensiones que 
García Linera otorga, con base en Bolivia, a la emergencia y 
definición de objetivos de los movimientos sociales: Primero, 
los movimientos sociales constituyen principalmente 
estructuras de acción política que se manifiestan por medio de 
actividades de protesta, reclamos y reivindicaciones. Segundo, 
los movimientos sociales son capaces de producir 
representación simbólica de otro tipo de economía, cultura y 
formas de hacer política, por lo cual tienen potencia para 
cuestionar la hegemonía a los sectores y clases dominantes. Y 
tercero, la intención de prefigurar otro posible sujeto histórico 
que sea capaz de expandir las determinaciones de la 
democracia liberal, e incluso romperlas, para dar paso a nuevas 
formas democráticas que tengan su centro en justa y equitativa 
redistribución de la riqueza, así como maneras más 
participativas de administración del poder del Estado (Torres y 
Romero, 2017; García Linera, 2020a). 

La intención de García Linera está puesta en la búsqueda 
de nuevos sujetos colectivos con potencialidad de impulsar 
transformaciones sociales y movilizar a los sectores subalternos 
del mapa social boliviano sobre propuestas emancipatorias, 


fundamentalmente por el desplazamiento que sufrieron los 
sindicatos como organizaciones de vanguardia de la 
transformación política y económica. El nuevo sujeto 
revolucionario está expandido en distintos sectores de 
explotados que sufren la acción hegemónica, el espacio de 
trabajo como lugar de encuentro quedó atomizado y 
pulverizado por la desafiliación y la desregulación neoliberal, 
de manera que la desorganización y el individualismo pasaron 
a ser la forma común entre los sectores de trabajadores. Al 
mismo tiempo, en la resistencia del cataclismo neoliberal 
fueron surgiendo modalidades de autoorganización que desde 
la memoria de lucha colectiva reconfiguran caminos para 
disputar poder estatal. 


Las formas, organización de la rebeldía social en 
Álvaro García Linera 

En esta última parte haremos un recorrido por algunas de las 
categorías que el exvicepresidente de Bolivia desarrolló a lo 
largo de su extensa obra analítica en torno a las formas 
organizativas de resistencia, movilización y lucha política que 
se han manifestado en la historia de los sectores explotados del 
país altiplánico. Nos circunscribimos a la forma sindicato, 
forma multitud y forma comunidad como principales 
estructuras organizativas con capacidad de producir 
materialidad social transformadora. 

Las formas como categorías analíticas están dirigidas a 
procesos organizativos que dan materialidad en momentos 
históricos determinados a la acción colectiva en la disputa de 
poder; tanto para Zavaleta como para García Linera y el 
marxismo en general, el esfuerzo está enfocado en las 
organizaciones de las clases explotadas y sus capacidades de 
movilización, emancipación y de generar momentos 
constitutivos para otro orden social. 

La forma sindicato es la característica organizativa que 


toma el movimiento obrero de Bolivia desde las primeras 
décadas del siglo XX hasta mediados de los años ochenta, 
cuando el sindicato se va diluyendo como estructura 
organizativa principal a la vanguardia de las luchas de los 
sectores subalternos, justamente su decadencia está asociada 
con la imposición del modelo de desarrollo neoliberal, la 
empresa mediana y grande va desapareciendo y por tanto el 
lugar de concentración de los trabajadores y trabajadoras se va 
desdibujando con la proliferación de pequeños talleres; otro 
aspecto es la flexibilización del trabajo que cambia la relación 
entre el empleador y los/as trabajadores/as dando al empleo 
una temporalidad incierta, junto al conjunto de las medidas en 
general del modelo financiero marcadas por la desregulación y 
distanciamiento social de las y los ciudadanos. 

El sindicato tiene sus condiciones de posibilidad en un 
modelo de acumulación de capital que depende de la 
permanencia de las y los trabajadores por largo tiempo en un 
lugar de trabajo, lo que da pie a fidelidades, difusión de 
derechos y posibilidades de agrupamiento, y así la célula 
organizativa se conforma en el lugar de trabajo (fábrica, 
empresa, mina, etc.). Precisa García Linera para Bolivia (pero 
sin duda para el resto de la región la situación es igual) que “El 
sindicalismo .emergerá en el escenario como creación 
autónoma, pero también como iniciativa tolerada y luego 
apuntalada por el propio Estado” (García Linera, 2020b, p. 
301), al mismo tiempo, continúa García Linera, “Esta doble 
naturaleza del sindicato, llena de tensiones permanentes, 
contradicciones y desgarramientos que inclinan la balanza 
hacia la autonomía obrera, en unos casos, Oo hacia su 
incorporación estatal, en otros” (García Linera, 2020b, p. 301). 
Esta paradoja no impide que el sindicato se convierta en la 
figura legítima, por varias décadas, para el acceso de los 
derechos laborales y sociales, por cuanto representa la unidad 
orgánica de la identidad obrera. 


El neoliberalismo como modelo de desarrollo y relato 
hegemónico generó el debilitamiento del sindicato como 
mediador y articulador social, pero paralelamente fueron 
emergiendo otras estructuras de acción colectiva que García 
Linera agrupa en la forma multitud. Esta forma ya había sido 
utilizada por Zavaleta Mercado en el análisis de la 
conflictividad social en Bolivia, su definición está vinculada 
con la espontaneidad de la acción que experimenta en algunas 
circunstancias el proletariado boliviano, es decir el concepto 
remite al comportamiento espontáneo, si se quiere ingenuo, del 
proletariado y no al desarrollo de su incidencia en el Estado 
actuando como clase (Zavaleta, 2015d, 2015€e, 20156). Por su 
parte, García Linera toma la forma multitud como bloque de 
acción colectiva que tiene la condición de articular diferentes 
expresiones organizativas de las clases explotadas en torno a 
discursos y cultura simbólica con potencialidad de hegemonía. 
Esta forma constituye una red de organizaciones con diferentes 
grados de autonomía, cuyo eje articulador está en la lucha por 
alcanzar objetivos comunes de manera inmediata o a largo 
plazo, “además es una estructura de movilización capaz de 
integrar a sus propias redes a la dinámica interna de 
deliberación, resolución y acción, a individualidades y 
asociaciones, a fin de emprender la búsqueda de un objetivo” 
(García Linera, 2020b, p. 320). 

La forma multitud desde García Linera tiene la 
interpretación venida del contexto donde actúan los 
movimientos sociales y otras formas organizativas que 
marcaron la conflictividad social boliviana durante el ocaso del 
siglo XX y el alba del XXI algunas de sus características 
propiamente orgánicas están vinculadas con la unidad 
territorial, la coincidencia en el tipo de reivindicaciones 
mayormente direccionadas hacia demandas de servicios y 
derechos públicos, y su configuración como estructuras de 
participación democrática entre sus integrantes. Sus 


componentes son enunciados por el autor en las dimensiones de 
la identidad, ascendencia obrera y capital de solidaridad, soberanía 
y democracia social, institucionalidad y amplitud (García Linera, 
2020b). Ahora bien, la multitud registra debilidades dentro de 
su virtualidad colectiva, pues la continuidad de las luchas se 
presenta material y estructuralmente más compleja de sostener, 
por la dificultad para el seguimiento de las tareas acordadas; 
además, la permanencia en el tiempo de las estructuras 
colectivas o redes se ve constantemente amenazada por el 
surgimiento de nuevos objetivos al interior de las agrupaciones 
que las conforman o la variación de los sentidos interpretativos 
de los objetivos acordados a largo plazo. 

Por último, reseñamos la forma comunidad, que abarca las 
dimensiones de la acción colectiva de la conflictividad étnica 
en la sociedad boliviana. Una característica distintiva de esta 
forma frente a las anteriores es que tiene una trayectoria 
histórica mucho más larga, pues se encuentra presente en toda 
la historia de Bolivia (García Linera, 2020b). Su presencia la 
detecta García Linera al menos en todos los Andes, nos dice: 


La colonización estructuró dos repúblicas: la de indios y la de 
españoles; ambas con legislaciones separadas, pero también con 
funciones sociales diferenciadas: las tierras, el poder político, la 
cultura y el idioma legítimos, el control de las minas, las 
empresas y los negocios en manos de los españoles; en tanto que 
el trabajo servil, el tributo, la obediencia, el lenguaje proscrito, 
los dioses clandestinos y la cultura estigmatizada, en manos de 
los indios. (García Linera, 2020b, p. 341) 


La forma comunidad tiene su representación en el mundo 
indígena contemporáneo como resistencia a las opresiones 
venidas de la forma valor que soporta al resto de las estructuras 
sociales de las naciones andinas y de la región latinoamericana. 
Las tecnologías sociales que se manifiestan en ella pueden 


resumirse en cinco: “Sustitución del poder estatal por un poder 
comunal descentralizado”; “sistema comunal productivo”; 
“democracia comunal y producción de una moral pública de 
responsabilidad civil”; “política de la igualdad”; y “política de 
la identidad y la alteridad” (García Linera, 2020b). La 
democracia comunal constituye un eje articulador de la forma 
comunidad, pues por medio de ella se constituyen acuerdos y se 
traza discursivamente el horizonte de la acción colectiva. 


A modo de cierre 

Para nuestros autores el aparato estatal como relación social se 
constituye con finalidad clasista, la cual determina la forma de 
su relación con la sociedad civil, siendo aquél un constante 
territorio de disputa; en este se encuentran, por una parte, las 
diferentes fracciones dominantes, y por la otra, el cuerpo 
general de clases subalternas, quienes reclaman mayor 
participación. La presión ejercida por estas últimas (de abajo 
hacia arriba) puede canalizarse por medio de diferentes 
expresiones organizativas como los sindicatos y los partidos, 
pero también la acción colectiva toma cuerpo por medio de 
otras formas organizativas en tanto manifestación de la 
inconformidad ante las fórmulas establecidas por los sectores 
dominantes. 

De René Zavaleta las nociones de sociedad abigarrada, 
crisis y masa entendida en su momento de autodeterminación 
nos aportan claves para el estudio y la comprensión de los 
movimientos sociales en América Latina y su relación con el 
Estado. Esto se debe a que la autodeterminación de las masas 
puede devenir en procesos que persiguen superar estructuras de 
dominación. En muchos casos y principalmente en la década de 
los noventa y primera del siglo XXI, estos movimientos 
asumieron el rol de vanguardias de la sociedad civil ante las 
exigencias sociales y políticas de los sectores excluidos. 

Por su parte, Álvaro García Linera busca identificar los 


nuevos sujetos colectivos con potencialidad de impulsar 
transformaciones sociales y movilizar a los sectores excluidos 
sobre propuestas  emancipatorias; ese nuevo actor 
revolucionario emergió tras el desplazamiento que sufrieran los 
sindicatos como organizaciones de vanguardia social y política 
en Bolivia, con el avance del neoliberalismo. Revisamos las 
formas sindicato, multitud y comunidad como principales 
sistemas organizativos de la acción colectiva, con capacidad de 
producir transformación social en la disputa de poder de 
actores de la sociedad civil con el Estado en momentos 
históricos determinados. 

Finalmente, en ambos autores identificamos una labor 
significativa de redefinición del mapa teórico-epistemológico 
del marxismo, desatando sus nudos analíticos y ampliando sus 
dimensiones para interpretar de manera más profunda los 
temas complejos que se presentan en la realidad de los 
conflictos y la acción colectiva de los pueblos en la región, 
haciendo énfasis en las organizaciones de las clases explotadas 
y sus capacidades de generar momentos constitutivos para otro 
orden social. 
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Introducción 

El estudio de los movimientos sociales (MS) en América Latina 
posee una larga tradición en el campo de la sociología, la 
ciencia política y las ciencias sociales en general; y durante las 
últimas dos décadas, se ha desarrollado una prolífica 
contribución en el campo de las teorías y los abordajes 
empíricos como parte del “cambio de época” vivido por los 
propios movimientos sociales latinoamericanos (Svampa, 
2008). 

Podríamos afirmar que la misma condición Nuestra 
Americana —retomando el concepto de José Martí-, de sus 
sujetos y sus realidades, ha dado pie a la emergencia de formas 
organizativas y de acciones colectivas, cuyas particularidades 
se alejan de las categorías analíticas de los modelos clásicos, 
con pretensiones deterministas, de universalización de la 
realidad y por ende, del conocimiento (Fry, 2020). 


Como testimonio de otras perspectivas onto-epistémicas, 
los planteamientos de las epistemologías del sur, los estudios 
decoloniales y  poscoloniales representan un cambio 
significativo en la forma en que concebimos la realidad y el 
conocimiento. Estos guardan en común que no se limitan, entre 
otros fundamentos, a la tradicional dicotomía entre sujeto y 
objeto, sino que por el contrario, se centran en la configuración 
de relaciones entre sujetos y acontecimientos, arraigados en la 
consideración de nuestra existencia como sujetos situados en 
contextos históricos y sociales (Guarin, 2017, p. 29). 

A menudo se los denomina “epistemologías del sujeto”, de 
la conciencia histórica o del presente potencial (Hugo 
Zemelman), filosofías de la liberación (Enrique Dussel), teorías 
de la dependencia y la subalternidad (Aníbal Quijano). Estas 
diversas denominaciones ofrecen claves fundamentales para 
interpretar nuestras realidades, abarcando conceptos como 
historicidad, emancipación, dependencia, subalternidad entre 
algunos de los más amplios y complejos. El estudio específico 
de conceptos tales como “subjetividad colectiva”, “actores 
sociales”, “sujetos sociales” vinculados al análisis de los 
movimientos sociales, se plantea como una posibilidad para 
analizar a dichos fenómenos desde sus propias singularidades 
(Guarin, 2017, p.29). 

Tal como lo planteamos en un texto colectivo anterior 
(Martínez Araujo; Soto Pimentel; Gradin y Di Zácomo, 2020) 
los movimientos sociales y populares de la región, enraizados 
en las diversas y singulares características sociohistóricas de 
América Latina, se esfuerzan por restablecer sus propias lógicas 
de apropiación en los ámbitos político, cultural y económico. 
Este empeño no se ha desarrollado de manera sencilla, sino que 
ha surgido en medio de relaciones marcadas por tensiones 
significativas con las perspectivas del mundo occidental, las 
cuales coexisten con las variadas estructuras sociales y jurídicas 
que existían antes del advenimiento del sistema capitalista, y 


en consecuencia, las disputas por espacios de poder se dan 
desde experiencias de resistencia y de construcción de 
subjetividades colectivas alternativas a las visiones 
hegemónicas de desarrollo, y a las formulaciones clásicas sobre 
el estudio de los movimientos sociales (p.163). 

En este sentido, persiste la urgencia de conocer y analizar 
el derrotero de los movimientos sociales desde la perspectiva 
de los propios sujetos que los conforman, y tal como lo propone 
Retamozo (2008), es necesario preguntarse por las formas en 
que este conocimiento se construye; cuál es el posicionamiento 
político que ocupan las ciencias sociales en la producción de 
dicho conocimiento y cómo se ubica ante las exigencias de un 
saber moderno, cuya racionalidad es de orden neoliberal. 

En un intento por responder a este exhorto, y con miras a 
continuar el debate que autores como Zavaleta (1986, 1988, 
1990, 2015), Mariátegui (2007), Escobar (1999, 2007) y 
Zemelman (1992, 1998, 2002), entre los ya mencionados, 
abrieron sobre los aportes del pensamiento social 
latinoamericano en la construcción de un conocimiento 
situado, en este capítulo deslindamos algunas cuestiones 
fundamentales de la formulación filosófica y epistemológica de 
Rodolfo Kusch (Argentina, 1922 - 1979)!?!, quien propone, en 
un giro epistémico, indagar sobre el modo de ser americano. 
Esta indagación desde el orden ontológico y epistemológico da 
paso a una comprensión compleja, dilemática y tensional sobre 
quiénes y cómo somos las y los que habitamos estas tierras, y 
de qué manera lo hacemos. Su discusión nos podría aportar 
elementos teóricos y herramientas conceptuales para analizar 
los movimientos sociales latinoamericanos desde la perspectiva 
misma de los sujetos que los conforman, sus relaciones y sus 
acciones. 

Para tal fin, iniciamos con una breve exposición de algunos 
de los planteamientos filosóficos de este autor, haciendo 
hincapié en la formulación ontológica sobre el ser y el estar- 


siendo y su vinculación con dos de sus apuestas 
interpretativas, las cuales no son excluyentes entre sí, sino 
que abrevan en la comprensión de esta formulación: la 
cuestión de la naturaleza fundante del pensamiento 
popular americano y la lógica de la negación que conlleva 
este pensamiento. Seguidamente, presentaremos una 
breve revisión del análisis realizado sobre los 
movimientos sociales latinoamericanos en las últimas 
décadas y finalmente intentaremos bosquejar algunos 
apuntes de una epistemología popular para el estudio de 
los movimientos sociales latinoamericanos que parta de 
esta revisión ontológica y epistemológica que propone la 
filosofía de Kusch. 


|. De la profunda americanidad del estar-siendo: 
nociones claves del planteamiento de Rodolfo Kusch 
A lo largo de su trabajo intelectual y de su trayectoria 
biográfica, Rodolfo Kusch va dilucidando, a partir de una serie 
de nociones, cómo comprender el modo de vida americano 
mediante un pensamiento que se ajuste y sea propicio a esa 
realidad. De esta forma, construye una fundamentación 
histórica y ontológica acerca de la diferencia entre la 
experiencia vital europea y americana. En ella residen el ser y 
el estar-siendo. 

Sus trabajos de campo en el noroeste argentino y en 
Bolivia lo condujeron a pensar que la experiencia de América, 
tras el proceso de conquista, colonización y barbarie, había 
generado una situación ontológica y epistemológica particular, 
única, que Kusch caracterizaba como un predominio del “estar” 
sobre el “ser”, diferente a la experiencia europea. Veamos en 
qué consiste esta diferencia americana. 


a. Del ser y el estar siendo en América 


Se diría que el idioma castellano es el único idioma que ofrece 
dos posibilidades de existencia, una es la de ser y la otra es la de 
estar. Todos debemos preferir la primera y despreciar la segunda. 
El castellano parece contener cierto plan moral. 


Rodolfo Kusch, Charlas para vivir en América 


La noción del estar-siendo es clave en la obra de Rodolfo 
Kusch puesto que da cuenta de la forma primordial en que las 
culturas originarias y el pueblo americano viven su relación 
con el mundo. En este sentido, la idea del estar siendo es una 
forma de entender la realidad en la que se vive, en la que la 
identidad es dinámica y está en constante construcción. En 
contraposición a la concepción occidental del ser como algo fijo 
y determinado, el estar siendo es una forma de vivir el ser 
como un proceso en constante cambio y adaptación a las 
circunstancias. 

Por otro lado, la figura del ser moderno es un fenómeno 
que se ha impuesto como un modelo de vida en la sociedad 
actual y que se rige por los valores de la eficiencia, la 
productividad y la competencia. Este ser moderno está alejado 
de las formas de relación con la naturaleza y del sentido de 
colectividad y comunidad que caracteriza a las culturas 
originarias. 

Este ser occidental moderno es una figura que se impuso 
en Latinoamérica por medio del proceso de colonización, y que 
tuvo como corolario la negación de otro modelo de sociedad, 
cuyas particularidades aún persisten y coexisten a lo largo de la 
región. En este sentido, para este autor, la relación entre el ser 
y el estar-siendo como formas de existencia humana en América 
no resulta de una simple oposición sino más bien implica una 
coexistencia temsional del individuo occidental, moderno, 
racional y civilizado, y la del sujeto propio americano 
(encarnado en el indio y en el sujeto de vida popular), quien 


vendría a asumir cualidades opuestas como el ser irracional, 
pobre, con emociones incontrolables (Kusch, 2000a). 

El autor discute, a partir de diferentes constructos teóricos, 
la existencia de una relación dialéctica entre ambas 
conceptualizaciones del individuo americano, cuya resolución 
no implica, tal como lo señalamos, la “síntesis” y “superación” 
al estilo hegeliano, sino que trae de sí una configuración 
existencial dramática que apela entre otras cuestiones a la 
“doble vertiente” del ser y del estar-siendo, que coinciden (co- 
inciden) en la puesta en juego de un sujeto popular, en que el 
estar-siendo propio del habitante americano convive en un 
mismo -—y para sí- ser moderno. Para comprender en 
profundidad esta coexistencia, Kusch nos convoca a que nos 
sumerjamos en lo popular, y para ello debemos dar un “salto 
atrás”, un salto hacia lo popular, es decir, “un salto hacia lo 
embrionario filosófico” (2000b, p.16). 

Estas preocupaciones se encuentran desde los primeros 
escritos de Kusch, quien en su texto “La seducción de la 
barbarie”, publicado en el año 1953, ya apuntaba a esta tensión 
ontológica, problematizando la relación entre estas dos 
racionalidades presentes en América: la occidental, centrada en 
el ser, en el ente, en la cosa, y la indígena y originaria, 
centrada en el estar, en el hábitat, en el domicilio, a la que la 
cultura urbana y académica excluía o negaba su lugar. En sus 
propias palabras, el autor nos describe esta relación: 


El choque que se produjo entre la modalidad precolombina de 
concebir el ser y la española genera el momento actual y para 
comprenderlo no basta quedar en sólo uno de los extremos [...]. 
América yace, como su paisaje, entre dos facetas del ser, entre lo 
indeterminado y lo definido, entre el sentimiento de privación y 
el de plenitud. (Kusch, 2000c, pp. 97 y 99) 


Nuestra comprensión del ser, nos invita el autor, debe ser 


capaz de abordar estas tensiones y esta diversidad, que en 
realidad constituyen una diversidad tanto ontológica como 
vital, sin contradicciones aparentes. 

No fue sino casi diez años después de haber publicado “La 
seducción de la barbarie”, cuando Kusch escribe el más 
conocido de sus textos: “América profunda” (1962). En este 
texto, el autor describe de manera densa cómo la cultura de los 
pueblos originarios es cultura del estar más que del ser (o de lo 
que se es); el estar “encierra todo lo que el quechua había 
logrado como cultura. Supone un estar “yecto” en medio de 
elementos cósmicos, lo que engendra una cultura estática” 
(2000d, p. 110). No obstante, a pesar de su aparente quietud, 
subyace un vasto y profundo dinamismo interior (p. 116), que 
esconde lo que llama el autor una emoción mesiánica, sometida 
a la naturaleza y a la ira de dios, la cual engendra un 
comportamiento espiritual, afectivo, que media en la manera 
de ver las cosas (p. 117). 

Kusch se plantea discernir esto que desde la fenomenología 
se entiende como la esencia, la condición propia de lo 
americano, el ser de esta América nuestra, y en ella va 
desentrañando el problema ontológico del estar 
latinoamericano con respecto al ser. En el texto “De la mala 
vida porteña” publicado en el año 1966, Kusch define al ser 
como una realidad dura, inflexible, lógica y devota al modo 
occidental de relacionar(se) y pensar(se) como lo impuso la 
concepción moderna del ser racional (2000g, pp. 245-247), 
mientras el estar está anudado a la magia sagrada y limpia de la 
naturaleza, a eso que de la vida misma emerge como pureza (p. 
247). En esta idea, el ser tiene que ver, entonces, con el ser 
alguien, mientras que el estar apela a la pura, mera vida, sin 
más. En sus palabras encontramos esta diferenciación: 


Ser se liga a servir, valer, poseer, dominar, origen. Para ser es 
preciso un andamio de cosas, empresas, conceptos, todo un 


armado perfectamente orgánico, porque, si no, ninguno será 
nadie. Estar, en cambio, se liga a situación, lugar, condición o 
modo, o sea a una falta de armado, apenas a una pura referencia 
al hecho simple de haber nacido, sin saber para qué, pero 
sintiendo una rara solidez en esto mismo, un misterio que tiene 
antiguas raíces. (2000d; p. 426) 


En América Profunda Kusch (1962) nos dice que el “estar” 
y el “ser” se relacionan como la raíz y la copa de un árbol, no 
se puede advenir al “ser” sin “estar”. Aunque en apariencia o 
de manera lógica, se muestran opuestos, no son excluyentes: 
“Por una parte, uno es esa frondosa definición que hace de sí 
en el aire, y, por la otra, uno trata de palpar por debajo de sus 
propias raíces que lo sostienen” (p. 426). 

Esta apuesta comprensiva, desarrollada a lo largo de su 
obra, implica concebir la existencia del ser en una relación que 
se tensiona entre la indeterminación de la condición del mero 
estar y lo definido por los objetos que se poseen (o se aspira 
poseer); su existencia se despliega entonces en un vaivén entre 
lo circunstancial o abismal de una vida imbuida en un cosmos 
viviente y la existencia en un mundo desencantado y 
matematizado, proyectado por la vida moderna. 

Esta tensión se vive, no obstante, con mayor dilema en 
tanto que la imposición del proyecto modernizador de las 
sociedades americanas sobre la configuración existencial 
persiste en el diario vivir y, a decir del autor, en su texto 
“Charlas para vivir en América” (2000h), “Entonces, aunque el 
estar (...) sea misterioso, igual tenemos que ser y más aún, ser 
alguien. El hombre (sic), que se precie de tal, tiene que estar del 
lado del ser, no cabe duda” (pp. 480-481). Pareciera entonces 
que en América, anhelamos eliminar el “estar” con el fin de 
alcanzar una existencia pura y acabada, pero al no lograrlo, 
quedamos atrapados en un estado de “ser” incompleto, ya que 
el “estar” nos ata al vivir no más. 


¿En qué consiste este misterio del estar del que nos habla 
Kusch? En su texto “El pensamiento indígena y popular en 
América”, publicado en 1970, Kusch ofrece (a partir de la 
lectura de Slaby y Grossman) seis sentidos distintos del 
estar. En esta explicitación de la ontología del estar, el autor 
señala que el verbo que lo funda se muestra solo como modo 
indicativo: así, encuentra que en general, el verbo estar indica 
ubicación; estado de ánimo; correspondencia; entendimiento; 
duración; y disponibilidad o finalidad (Kusch, 2000a, p. 528). 
Estos atributos del estar dejan de lado, no comprometen, al 
sujeto de la oración, cuya intervención resulta anónima; lo que 
permite presuponer la coexistencia de dos esferas de la 
realidad, o mejor dicho, de un sector de la existencia escindido 
entre lo que está y lo que es, que reparte el mundo entre lo 
definible y lo indefinible. Así, para Kusch, el estar deja caer al 
sujeto de manera transitoria pero efectiva, a nivel de las 
circunstancias, lo que conlleva concebir la realidad del sujeto 
como un vivir no más. En esta última condición nos 
detendremos más adelante, veamos cómo el verbo ser y el 
verbo estar abren la posibilidad de dos modos de pensar, uno 
causal y el otro seminal, que conjugan el pensamiento popular. 


a1. El pensamiento popular americano: su naturaleza fundante 
El problema de lo indígena como estilo de pensamiento asume 


en América dos aspectos, tal como lo señalamos previamente: 
aquel ligado a lo propiamente indígena/originario y aquel 
vinculado con la población que habita ciudades y campos, 
conocida como criolla/ popular, que ya sea por el físico o por 
el estilo de vida se relaciona con la primera. En palabras de 
Kusch (1970): 


Lo que se ha dado a llamar cabecita negra en Argentina, roto en 
Chile o cholo en Bolivia y Perú, no tiene una vinculación directa 
con el mundo indígena, pero sobrelleva de alguna manera 
características que vienen arrastrando de un pasado lejano, las 


cuales en momentos dados, le sirven a esa masa de cohesión 
política, social y cultural en oposición abierta a peculiaridades 
netamente occidentales. (2000a, p. 458) 


Esta condición histórica es clave para entender lo que el 
autor plantea como la naturaleza fundante del pensamiento 
popular americano. En ella, en la naturaleza de este 
pensamiento, reside un imponderable que cuestiona, al tiempo 
que claudica, a un doble estilo de pensar: el regido por la 
voluntad del ser racional, y que en consonancia con la actitud 
científica, la sociología describe como propia de la sociedad 
industrial, y el regido por la afectividad, propia de la sociedad 
tradicional. 

Es así como por un lado, nos encontramos con esta 
poderosa idea sobre la voluntad de ser. En ella, el esfuerzo 
personal que acompaña las decisiones deliberativas del ser 
humano en su diario existir son la base de su pensamiento y le 
confieren las certezas de que el progreso es la meta y se alcanza 
a partir de la acumulación de objetos, de la confianza en 
conceptos abstractos como libertad y en el mantenimiento de 
una actitud racional ante la vida. Es este modo del pensar 
propio del liberalismo nacido de la revolución industrial, 
netamente occidental, el que conduce a la figuración de un 
individuo también puramente occidental. La autonomía y la 
“exaltación de la conciencia” (Kusch, 2000e, p.466) son el 
fundamento del ser y la búsqueda de la libertad como noción 
robustecida, es la búsqueda por la libre disposición de 
propiedades y de objetos materiales, como promesa arraigada 
del progreso. 

Esta voluntad, esta autonomía y esta conciencia 
magnificadas por una cultura y una sociedad industrial no 
admiten falta de lucidez, no hay cabida para la desazón, ni 
para la afectividad como criterios para la comprensión de un 
mundo que es clara y objetivamente material e inteligible. Los 


objetos, que son parte constitutiva de este mundo (occidental) 
por el hecho de ser vistos, resultan garantía para la conciencia; 
de este modo, el pensar racional es un pensar causal, analítico, 
que no requiere salvación sino solución: Todo a nuestro 
alrededor posee una explicación racional causal. 

Por su parte, el modo de pensar indígena, a decir del autor, 
está movido por la afectividad, por un estilo pasivo que concibe 
a la realidad desde un estar así (con su simple pero tremenda 
presencia), ante cuyas dificultades lo que se anima es hacia (la 
búsqueda) de la salvación. Es un pensar seminal, al margen de 
las causas, con miedo a la desintegración vital. 

Seminal en su origen etimológico significa semen, semilla, 
fuente (Kusch, 2000a, p. 481), por lo cual el estilo de pensar 
seminal intenta una restitución de la seguridad ante el mundo, 
cuando éste se ofrece como un  desgarramiento, una 
disgregación. Es a partir de la búsqueda de una superación si se 
quiere dialéctica a una oposición irremediable, insalvable “casi 
siempre mediante la ubicación de la unidad conciliadora en un 
plano trascendente” (p.482), allí donde las causas conscientes 
no son ni necesarias ni suficientes para restituir la conformidad 
existencial. Es en el plano de lo que “se ve crecer y no se sabe 
el por qué” (p. 482) cuando este pensar se da en términos de 
pasividad y de contemplación, abstrayéndose del “patio de los 
objetos” propio del mundo occidentalizado. 

¿Son estos dos opuestos, incompatibles, del pensamiento 
popular americano? Se pregunta Kusch, e incluso nos plantea 
¿son estos opuestos exclusivos del ser americano o entran en el 
plano propio del quehacer cultural occidental, o mejor dicho, 
son patrimonio del ser humano universal? Y en estos modos de 
pensar que coexisten, ¿se vive de manera cotidiana en un 
sistema de soluciones o también se pregunta por un sistema de 
salvación? 

El autor observa cómo el concepto de sujeto moderno y 
sujeto indígena son meras abstracciones y que en tal caso, lo 


que es más conveniente para hablar en términos reales es de un 
sujeto que no es totalmente ni lo uno ni lo otro; que refiere a lo 
que rápidamente se denomina pueblo (donde confluyen clase 
media y campesino) y cuyo estilo se desplaza entre el pensar 
causal y el actuar seminal. 

A modo de síntesis, podemos recuperar las nociones de ser 
y de estar como modos de existencia occidental y popular/ 
indígena cuyas referencias relativas a su ubicación epistémica 
en el mundo abre sendas posibilidades que confluyen 
desgarradoramente en el sujeto americano: el verbo estar 
proviene del stare latino, estar en pie, y conlleva una inquietud. 
El ser, por su parte, proviene de sedere, estar sentado, el cual 
connota un punto de apoyo que nos guía a la posibilidad de 
definir, lo que implica, en palabras de Kusch “Un mundo 
definible, a su vez, es un mundo sin miedo, en cambio un 
mundo sometido al vaivén de las circunstancias es un mundo 
temible” (Kusch, 2000a, p. 529). 

De ahí que la búsqueda de un pensamiento popular surge 
como respuesta a la necesidad de recuperar un estilo de 
pensamiento propio que posibilite comprender el sentido de la 
vida del sujeto americano y poder recobrar, entonces, “una 
conciencia de unidad entre estas hondas contradicciones que en 
América nos desgarran en lo político, en lo cultural y en la vida 
cotidiana” (p. 273). 


a2. La lógica de la negación que conlleva este pensamiento 
La propuesta ontológica de Rodolfo Kusch plantea, 


fundamentalmente, la distinción entre “el ser” y “el estar”. En 
la lógica occidental, “el ser” representa lo objetivo, lo 
verificable y lo observable, mientras que “el estar” aborda lo 
emotivo, lo afectivo y aquello que no puede ser verificado de 
manera objetiva, se devela entonces a partir de la “lógica de la 
negación”. Desde nuestro horizonte de comprensión 
latinoamericano, “el estar” se interpreta como una ontología de 
la afectividad que revela la esencia misma de la existencia. En 


otras palabras, se trata de una ontología existencial que expresa 
la esencia de nuestro ser, revelando el mero vivir, el puro 
existir (Cepeda, 2010). 

¿Pero en qué consiste propiamente esta lógica? Tal como 
lo expresa el autor en su texto titulado “La negación en el 
pensamiento popular” publicado en 1975, el pensamiento 
americano parte de un proceso dialéctico de negación, el cual 
da cuenta de una doble labor: por un lado, la resistencia ante 
un modelo de vida y de pensamiento de origen europeo que le 
niega su propia existencia, y simultáneamente, de un proceso 
de autoafirmación del sujeto americano ante el imperativo 
occidental, que desde la colonia impuso un modo de pensar 
único y que por lo tanto no concibe otra racionalidad posible 
que la suya. 

En este sentido, la negación en América no es un asunto de 
la lógica proposicional (digamos, matemática), sino del orden 
de lo existencial, y el autor nos invita a asumir el pensar a 
partir de lo negado por la positividad occidental. ¿Cómo se 
entiende esta positividad que promueve una lógica de la 
negación en el pensamiento popular? Kusch nos propone, desde 
su formulación filosófica situada en América, reconocer una 
doble conciencia que se proyecta en una “doble vectorialidad 
del pensar” que apunta hacia la lógica del pensamiento 
europeo el cual, a su vez, se ha impuesto sobre la lógica 
indígena americana. En sus propias palabras, nos dice el autor: 


[...] si por una parte nuestra mente se ordena según un vector 
por así decir intelectual, que hace que no vea más que objetos, y 
no decida más que cosas prácticas, por el otro lado hay otro 
vector, de tipo emocional que carga el mundo de signos fastos y 
nefastos, y hasta lo puebla a éste de dioses. Ambos mantienen 
entre sí una relación inversa, y cuanto mayor es la tendencia a 
ver cosas, menos dioses hay, y cuanto más dioses se ven, menor 
será el interés por las cosas. (Kusch, 2000e, p. 617) 


En esta dualidad de la doble vectorialidad del pensar, es 
posible ubicar los modos de existir americano, esto es el ser 
alguien y el mero estar. Al primero se le reconoce en su arraigo a 
una epistemología que concibe al mundo y a la vida como 
cosas; el patio de los objetos; el mero estar, por su parte, niega 
al primero al vincularse con el mundo desde la afectividad 
expresada en ritos y en el vaivén de lo temible. En el texto 
“Una lógica de la negación para comprender a América”, 
publicado en 1973, Kusch plantea que lo emocional o irracional 
no debe entenderse como pura indeterminación, sino que la 
misma posee una lógica propia, igualmente delimitativa y 
positiva, que emerge de una racionalidad invertida y que 
cumple con el papel de proponerse como antagónica respecto 
de la lógica intelectual (2000f, p. 184). Sin embargo, más 
adelante, Kusch insistirá en que lo criollo en América 
constituye la posibilidad de la conciliación de estos dos 
vectores; no existe la corriente positiva de progreso de un 
vector hacia otro, porque no es natural el predominio de uno 
de ellos, sino que es lógico que ambos coexistan. Mientras uno 
se deja estar, el otro tiene el afán de ser alguien (...) y es la 
mediación criolla que insiste en estar para ser en un orden 
irreversible (2000e, p.618). 

Al respecto, hay en Kusch una profunda reflexión acerca de 
cómo en la estructura del mundo americano el acontecer 
predomina sobre la cosa; no obstante, el habitante (popular, de 
las ciudades) trata con insistencia de llenar de cosas este 
mundo móvil, circunstancial. En América construimos nuestra 
posibilidad existencial, transformando al ser alguien en un estar- 
siendo, y éste balancea el ser alguien. El predominio pendular 
de uno sobre otro radica en este vivir entre el acontecer y el no 
acontecer, entre el asedio del patio de los objetos y el vivir 
nomás. 

De allí que Kusch sostenga la importancia de invertir la 
lógica filosófica y científica tradicional de Occidente, expresada 


en la célebre frase de Descartes: cogito, ergo sum, enfatizando en 
la experiencia vivida como la fundante. “En suma, existo y 
luego pienso y no al revés. Primero se da la posibilidad de ser y 
luego pienso. Porque lo que pienso está comprometido y 
motivado por esa posibilidad” (Kusch, 2000€e, p. 612). 

Esta posibilidad de ser, “existo, luego pienso”, es una 
negación de la afirmación original del pensamiento racional. 
De ahí que en América, a partir de esta formulación, 
construimos nuestro pensamiento desde el existir mismo, en las 
circunstancias que vivimos en el estar-siendo. Entonces, nos 
preguntamos con el autor si esta lógica de la negación 
realmente no niega, sino afirma; siendo la afirmación implícita 
de eso que queda como residuo, que escapa a las categorías 
occidentalizadas del pensamiento que no logran captar del todo 
estos modos de existir en el mundo. Por ello, aún siendo una 
negación, no guarda un cierre sino una apertura, fundamental 
para la existencia misma. 


II. Breve revisión del análisis de los movimientos 
sociales latinoamericanos 
A partir de la discusión sobre las nociones de ser y estar siendo 
como ejes fundamentales de la obra y el pensamiento de Kusch, 
nos proponemos delinear algunos elementos clave que nos 
puedan resultar provechosos para comprender los sujetos y los 
movimientos sociales específicamente latinoamericanos, en sus 
configuraciones y sus acciones, desde la perspectiva misma de 
los sujetos que los conforman. Para ello, resulta necesario hacer 
una brevísima revisión del surgimiento y abordajes teóricos de 
los movimientos sociales latinoamericanos a fin de poder, 
posteriormente, esbozar algunas pistas para comprender estas 
particularidades de acción colectiva, desde la filosofía popular 
de Kusch. 

Para esto partimos de la conceptualización general que 
entiende a los movimientos sociales como aquellas expresiones 


y formas de organización social que responden a una serie de 
amenazas surgidas desde la imposición de un modelo 
económico y político, y de un sistema social y cultural que 
genera graves problemas de desigualdad, exclusión y 
vulneración de derechos (Laraña, 1999). Por medio de sus 
acciones, los movimientos sociales intentan mostrar las 
contradicciones y las incapacidades de dicho modelo para 
resolver los problemas que él mismo origina. 

La consideración del problema de la identidad, la cultura y 
la configuración de nuevos sentidos son algunas de las 
dimensiones particulares que caracterizan la emergencia de los 
llamados nuevos movimientos sociales (NMS), que surgen en 
Europa y en los Estados Unidos durante las décadas de 1960 y 
1970 del siglo XX. En el caso de Latinoamérica, producto de los 
regímenes dictatoriales impuestos durante ese período, la 
aparición de los NMS se vio postergada hasta recién entrada la 
década de 1980. 

Para autores como Laraña (1999), entre las características 
principales que poseen estos NMS está el que no responden a la 
estructura de clase tradicional; no cuentan con un estatus social 
claro; poseen pluralismo de ideas y de valores; suelen ser 
pragmáticos y tienden a buscar reformas institucionales que 
mejoren los sistemas de participación democrática en las 
decisiones de interés colectivo, lo que implica una 
democratización de la vida cotidiana y un fortalecimiento de 
las cualidades civiles. Esto a su vez promueve el desarrollo de 
la identidad colectiva, el sentido de pertenencia y la 
autoimagen de sus miembros, así como la construcción de 
nuevos significados de la vida cotidiana a partir de la forma 
colectiva que cobra fuerza (Laraña, 1993). 

Posteriormente, hacia fines de los años noventa, 
empezaron a surgir en América Latina nuevas formas de acción 
colectiva, más fragmentadas y vinculadas a demandas 
puntuales (Svampa, 2009), que asumen la acción directa como 


mecanismo principal de lucha, lo que posibilitó el desarrollo de 
estudios acerca de la protesta como eje central de análisis. 

Llegado el nuevo siglo, la región es protagonista de una ola 
de manifestaciones y acciones colectivas de diversa naturaleza, 
que van desde la guerra del agua y la guerra del gas en Bolivia 
hasta las movilizaciones zapatistas en México y las luchas 
estudiantiles en Chile, y que tienen en común el 
cuestionamiento de los resultados del proyecto neoliberal 
implementado en la región. A partir de estas expresiones, se 
generó una amplia producción teórica, que surgió de distintos 
enfoques y promovió una renovación teórica de los estudios 
latinoamericanos sobre movimientos sociales (Fry, 2020). La 
que nos interesa destacar es aquella relativa a la perspectiva 
teórica crítica, con mirada específicamente latinoamericana, es 
decir, aquella que piensa los movimientos sociales en relación 
con el contexto en el que son producidos, y en este sentido, 
incorporan a América Latina como perspectiva de análisis 
(Falero, 2020). 

A partir de la sistematización realizada por Fry (2020) 
acerca de los elementos que describen estos desarrollos teóricos 
novedosos, se encuentran: a) las críticas al eurocentrismo 
implícito en el análisis de los movimientos sociales de la 
región, desatendiendo las condiciones históricas y la 
especificidad de dichos movimientos; b) los aportes de la 
perspectiva marxista crítica, los cuales contribuyeron a 
reincorporar el conflicto como eje central de la teoría social, 
desplazando así la mirada utilitarista que había sobre los 
movimientos sociales (Modonesi e Iglesias, 2016); c) el análisis 
de los múltiples despojos de los que la región ha sido objeto en 
el contexto neoliberal (Seoane, Taddei y Algranati, 2011); d) la 
reconstrucción de la relación entre academia y el compromiso 
político (Svampa, 2009); e) la generación de nuevos debates y 
conceptos tales como el de la territorialidad como espacio de 
resistencia (Modonesi e Iglesias, 2016; Seoane, Taddei y 


Algranati, 2011; Svampa, 2009); f) la comunidad como 
horizonte político, centrado en la valorización de la vida y de 
la naturaleza (Gutiérrez, 2008); g) las muevas formas de 
participación popular en el espacio público (García Linera, 
2008); y finalmente, h) el concepto de autonomía como una de 
las claves teóricas de la época, al referirse a una doble 
consideración: por un lado, la independencia de los MS frente a 
los gobiernos y partidos políticos; y por otro lado, la capacidad 
de autogestionar sus propias condiciones de vida (Modonesi e 
Iglesias, 2016, c/p Fry, 2020, pp. 20-23). 

En esta apretada síntesis, podemos rescatar la diversidad 
de desarrollo teórico conceptual producido recientemente en 
nuestra región, así como la apertura de nuevos campos para la 
reflexión sobre los movimientos sociales latinoamericanos. Sin 
embargo, persiste aquella urgencia que nos convoca a 
continuar discutiendo sobre la necesidad de construir una 
epistemología propia alternativa que desplace el modelo 
hegemónico eurocéntrico dominante que sobre la acción 
colectiva aún existe. 


1Il. Apuntes de una epistemología popular para el 
estudio de los movimientos sociales 
latinoamericanos 
Tal como lo anunciamos, en esta sección nos proponemos 
delinear algunos elementos clave que nos permitan analizar los 
movimientos sociales latinoamericanos, en sus configuraciones 
y sus acciones, desde la perspectiva misma de los sujetos que 
los conforman, a partir de estas nociones centrales de la 
filosofía de Kusch. Tomaremos como referencia las dimensiones 
ontológicas, epistemológicas y metodológicas para ensayar una 
propuesta de trabajo, siguiendo el esquema presentado por 
Retamozo (2008). 

Las rupturas en el plano ontológico: partiendo del interés 
por resituar el estudio de los movimientos sociales desde una 


consideración socio-histórica, donde intervengan sujetos y 
movimientos, es necesario romper con “las versiones 
positivistas que sostienen implícitamente un realismo 
ontológico ingenuo” (Retamozo, 2008, p.10) y una 
naturalización del mundo social e incorporar la construcción, la 
contingencia, el movimiento y la productividad de los sujetos 
sociales en cuanto al orden social (p.11). 

Siguiendo a Kusch, podríamos decir que desde el punto de 
vista ontológico, los sujetos y los movimientos sociales deben 
ser concebidos, y por ende estudiados, desde su naturaleza 
procesual y relacional, considerando el contexto histórico y la 
experiencia vivencialmente situada, como fundantes de su 
realidad. En este sentido, debemos partir de la inversión de la 
lógica filosófica y científica tradicional de Occidente, dando pie 
a la comprensión del “existo y luego pienso” (Kusch, 2000, p. 
612), y no al revés; esto es, priorizar las experiencias, las 
circunstancias y las contingencias en que estas se dan, como 
abono para la construcción del pensamiento y por ende de las 
categorías de análisis e interpretación construidas por los 
propios sujetos. 

Esta consideración nos permitirá identificar en un primer 
plano qué de la contingencia, de lo que acontece en el proceso 
de construirse como “sujetos colectivos” de un “movimiento 
social”, recae sobre el sujeto y lo interpela en su condición de 
mero estar, en el aquí y ahora. Este proceso de construcción — 
tanto de sujeto como de movimiento- supone para Kusch la 
posibilidad de librarse del asedio de los objetos y anteponer, 
desgarradoramente, lo que el vector emocional proyecta hacia 
la comunidad, hacia lo colectivo del sujeto, para volver, en este 
movimiento pendular, a este mundo material, donde se carece 
de -y se demandan- bienes, derechos, territorios, identidades, 
en la configuración de un horizonte cultural de sentidos. 

Dice Retamozo (2008) que en su estrecha relación con la 
definición epistemológica, explicitar la perspectiva ontológica 


desde esta mirada permite romper con la “consideración de lo 
real como un dato objetivo, exterior e independiente del 
sujeto” (p.11), y posibilita recuperar el lugar protagónico de la 
creación humana tanto en sus propias realidades vividas como 
en las lógicas con las que las piensa, las nombra y produce 
conocimiento. 

La dimensión epistemológica, al estar hermanada entonces 
con esta concepción ontológica de los movimientos sociales, 
debe partir, de acuerdo a Retamozo (2008), de una mirada 
integral, que comprenda esta relación histórico-procesual del 
conocimiento, la realidad y los sujetos, y que por ende, esté 
abierta a las formas históricas de construcción del presente. En 
este sentido, este horizonte epistemológico abandona el interés 
por el control y la predicción de los eventos, propio del modelo 
cartesiano que describe el pensamiento causal, situando su 
interés en la búsqueda de un conocimiento emancipatorio, que 
se deje conducir por este actuar seminal que plantea Kusch y 
que al estar al margen de las causas, recupere un estilo de 
pensamiento propio que posibilite comprender el sentido de la 
vida del sujeto americano. 

Se trata entonces de la posibilidad de desentrañar “una 
lógica de la negación” del sujeto de los movimientos sociales, y 
en ese devenir, sujeto y movimiento se conjugan para sostener 
un pensamiento situado, un conocimiento arraigado al suelo y 
al acontecimiento existencial, donde el mero estar se condice 
con las apuestas del sentir y del actuar en relación con un otro, 
que lo niega en su conformidad existencial. 

¿Qué implicaciones guarda esta concepción 
epistemológica? La defensa, propone Kusch, de la significación 
de la existencia como colectivo, como un pensar grupal, siendo 
que el “nosotres” en su baluarte simbólico representa un 
refugio que proporciona a su vez los rudimentos contextuales 
que configuran la “realidad” y el quehacer de lo cotidiano, en 
una relación de coproducción dramática y permanente. En este 


sentido, el conocimiento acerca de la realidad de los sujetos 
colectivos está estrechamente hilvanado; así, lo contingencial 
de la existencia abona sobre la naturaleza colectiva del pensar 
y, Simultáneamente, el pensamiento va acompasado con el 
andar situado, y en conjunto van configurando el quehacer 
cotidiano, que resuena a su vez en la existencia del estar-siendo. 

En otras palabras, la apuesta epistemológica de una 
investigación de este orden exige no quedar atrapados en el 
mandato positivista de la búsqueda de “contrastación y 
verificación de la realidad” a partir de la identificación y la 
clasificación de atributos externos, cuantificables, mensurables, 
que aportan explicaciones sólo en el ámbito (en el vector) de la 
racionalidad causal de los acontecimientos “objetivamente” 
observables. Se trata de ir más atrás, “hacia lo embrionario 
filosófico” (2000b, p.16) de este juego pendular al que nos 
invita Kusch, y dar cabida a lo imponderable de los bordes de 
lo afectivo, del vivir por vivir nomás, que participa en la hechura 
de una comunidad (de sentidos, de prácticas, de ritos) y, tal 
vez, de un movimiento social. 

Pongamos por caso el estudio de organizaciones de la 
economía popular, sus sujetos colectivos y su expresión como 
movimiento social. Tal como planteamos en un trabajo 
colectivo anterior (Martínez Araujo, Soto Pimentel, Gradin y Di 
Zacomo, 2020), su abordaje epistemológico, desde las 
formulaciones de Kusch, pasa por postular la construcción del 
conocimiento desde las experiencias de resistencia y de 
configuración de subjetividades colectivas, que sean 
alternativas a las formulaciones clásicas sobre el estudio de los 
movimientos sociales (p.169). 

Estas visiones alternativas se corren de una concepción 
dicotómica reduccionista que distingue entre la economía 
formal/racional/organizada/objetiva y la economía popular 
informal/irracional/emocional, para dar paso a una 
problematización desde la propia dialéctica del pensamiento 


popular americano, que respete las complejidades y las 
tensiones que vivencia un sector tan diverso, constituido por 
una pluralidad de prácticas (Gradin, 2018). 

Desde esta visión onto-epistemológica, dichas 
complejidades podrían ser abordadas a partir del estudio de la 
“lógica de la negación” que conforma el pensamiento popular. 
Esto implica poner atención a lo emocional y aparentemente 
irracional de las dinámicas que caracterizan a dichos 
movimientos sociales, para indagar por ende en los modos 
tensionales de copresencia de ambas lógicas, es decir, la 
intelectual y la emocional; la racional y la irracional, las cuales 
animan las formas de pensamiento y existencia dilemática del 
sujeto americano (Kusch, 2000€e). 

Finalmente, en el desarrollo de nuevas formas de teoría, el 
esfuerzo de la investigación debe dirigirse hacia la 
reconstrucción teórica que surja de lo concreto y que, “en un 
proceso de abstracción, pueda considerar relaciones y posibles 
historicidades de los mecanismos de constitución de sujetos y 
subjetividades” (Retamozo, 2008, p.12). De la mano de Kusch, 
insistimos, se debe partir de al menos dos premisas: 1) la 
complementariedad y las diferencias del conocimiento popular 
y el conocimiento científico; 2) el lugar privilegiado de la 
singularidad, la subjetividad y los vínculos con el territorio en 
el conocimiento popular, no como añadidura, sino como 
centralidad en la formulación teórica, que busca preservar y 
valorar las diferencias culturales y geográficas de las 
comunidades y en este caso de los movimientos sociales y sus 
sujetos colectivos. Estas postulaciones permiten descentrar así 
la mirada de las teorías y los modelos clásicos sobre los 
movimientos como instituciones cerradas, y trasladarlas al 
ámbito de la comunidad, con toda la complejidad que esta 
alberga y que se figura como relación pendular entre “el patio 
de los objetos” y el mero estar, que mora en las circunstancias 
indeterminadas del diario vivir. 


A modo de cierre-apertura 

Una lectura detenida sobre el pensamiento de Rodolfo Kusch 
nos hace entender que el objetivo fundamental de su trabajo ha 
sido el de resituar el modo de pensar americano arraigado en la 
experiencia de vida popular e indígena; lo cual significa que su 
propuesta filosófica ha sido la de recuperar un modo de pensar 
situado, que se da en un ámbito de indeterminaciones, y que 
constituido a partir de la “lógica de la negación”, nos permite 
(a los sujetos americanos) negar lo que está dado y poder así 
entrar en la profundidad del trasfondo humano. 

Entrar en la profundidad humana de los sujetos colectivos 
y movimientos sociales latinoamericanos, de la mano de esta 
epistemología popular americana, es posible. La apuesta de 
sentidos que emerge de estos movimientos sociales, en sus 
denuncias y en sus cuestionamientos, coincide con esta otra 
apuesta ontológica que considera la naturaleza procesual, en 
que los actores sociales producen significados, toman 
decisiones, intercambian emociones y construyen autonomía. 
Finalmente, los movimientos sociales apuestan por discutir 
visiones de mundo, valores y estilos de vida que supongan un 
cambio cualitativo, que busque la mejora del estar siendo y no 
del tener (Zubero, 1996). 

Siguiendo a Román (2005), podemos acotar, en este 
intento de cierre/apertura, que los movimientos sociales, y 
especialmente los comunitarios, muestran muchos de los rasgos 
que Kusch le atribuye a la forma de vivir como mero estar en 
América: la reivindicación del espacio territorial como baluarte 
cultural; la importancia del sentimiento de pertenencia 
colectivo y que Kusch calificara como estar aquí, caracterizado 
por relaciones recíprocas, basadas en la solidaridad y la 
cooperación; la identificación con el ambiente y con la 
comunidad, a partir de una “lógica de la negación”, la cual se 
proyecta en el sujeto colectivo con la conciencia y la intuición 
de ser “individuos excluidos por una sociedad de la que no 


pueden esperar soluciones, pero ante la que deben sobrevivir 
cultural y moralmente” (Román, 2005, p.5), son algunas de las 
dimensiones que permiten analizar los movimientos sociales 
desde una epistemología americana, con contornos propios. 

Quedan hilos sueltos por tejer. El compromiso de continuar 
debatiendo sobre los aportes del pensamiento social 
latinoamericano para el estudio y la comprensión de las 
realidades de nuestra región sigue siendo un desafío, que 
implica lograr coincidir, en la producción de conocimiento, las 
propias tensiones que como habitantes de esta América 
profunda nos constituyen como sujetos cognoscentes y 
afectivos y que albergan en nuestras lógicas del pensar una 
doble vectorialidad humana. Se trata de seguir buscando un 
auténtico modo de ser y de estar en estas tierras, para lograr 
conciliar sin reposo las fuerzas cambiantes que nos permitan 
vivir no más. 
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De rupturas y acomodos''! 


Trayectoria organizativa de la Unión de Mujeres 
Demócratas del Meta, Colombia (1953-2023) 


Nicolás Espinel?! y María Juliana Flórez Flórez!*! 


Colombia llega a la segunda década del milenio cargando a 
cuestas 60 años de conflicto armado interno. En distintas fases 
y con variadas intensidades, ese conflicto ha involucrado a 
múltiples actores armados: estatales, guerrillas de izquierda, 
paramilitares de derecha, carteles de narcotráfico y, más 
recientemente, bandas de crimen organizado asociadas a la 
extorsión. Las víctimas han sido alrededor de 9 millones, 
incluyendo 450 mil asesinadas, el 80%, civiles (Comisión de la 
Verdad, 2022). En esta población civil, sobre todo de zonas 
rurales (que cubren la mayor parte del territorio nacional) han 
recaído los crímenes de guerra y de lesa humanidad (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2015). 

Esa larga e ininterrumpida historia de guerra —advierte 
Chernick (1996)-también ha sido una larga y fragmentada 
historia de intentos por negociar la paz. Algunos parcialmente 
alcanzados, otros infructuosos y otros tantos incumplidos. En 
esa historia, el 2016 fue un punto de inflexión: se firmaron los 
acuerdos de paz entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 


Colombia - Ejército Popular (en Adelante FARC-EP) y el 
gobierno nacional, en cabeza del entonces presidente Juan 
Manuel Santos. A partir de ese momento, se instaura 
oficialmente un escenario propicio para que fueran escuchadas 
las organizaciones de víctimas del conflicto armado, que desde 
hace varias décadas venían luchando. Algunas, incluso, 
pudieron participar en las mesas de negociación celebradas en 
la Habana con la aspiración de que sus propuestas fueran 
incorporadas al acuerdo final de paz. Esos acuerdos también 
significaron el reconocimiento de las agendas de 
acompañamiento a víctimas por parte de diversos actores: 
academia, sociedad civil, iglesia de base, agencias de 
cooperación internacional y algunos sectores del Estado. 

El cambio de gobierno nacional en 2018 supuso un 
retroceso abrupto en el cumplimiento de los acuerdos de paz. 
Existe consenso tanto en los análisis estatales como en los de la 
sociedad civil de que hubo un fortalecimiento de poderes 
paraestatales asociados al control territorial y el narcotráfico 
transnacional y que su contracara fue una exacerbación de la 
violencia contra líderes sociales (cfr. Comisión de la Verdad, 
2022; INDEPAZ, 2022). Según reportes de INDEPAZ (2022), a 
lo largo de este gobierno fueron asesinados 957 líderes, 
lideresas y  defensores/as de DDHH. El sistemático 
silenciamiento de estos asesinatos, junto a la militarización de 
la vida cotidiana, la criminalización del derecho a la protesta y 
las denuncias de corrupción asociadas, entre otras cosas, al 
robo de los recursos para la paz, fueron algunos de los 
detonantes de dos paros nacionales. Si las movilizaciones de 
noviembre de 2019 se sintonizaron con las acontecidas por esos 
meses tanto en América Latina y el Caribe como en otros 
lugares del planeta, las de abril de 2021 mostraron la 
persistencia de la lucha. 

Este capítulo es escrito en un clima de “esperanza en vilo” 
por el inicio en el 2022 del primer gobierno de izquierda en el 


país, abiertamente declarado a favor de la paz. Una esperanza 
que también pende de un hilo por los actuales controles de 
actores armados que amenazan de nuevo la vida rural en 
Colombia. El trabajo se suma a las muchas investigaciones que 
durante las últimas tres décadas se han puesto a la tarea de 
reconstruir la historia de organizaciones colectivas del país 
documentando, por un lado, su quiebre, como una de las más 
insidiosas expresiones del conflicto armado, y, por otro, su 
digna persistencia. 

Nos centramos en la historia de la Unión de Mujeres 
Demócratas, inicialmente impulsada por el Partido Comunista 
Colombiano en los años cincuenta para organizar a nivel 
nacional el actuar político de las mujeres y que, más adelante, 
con mayor autonomía, ha ido trazando su propio camino de 
lucha. 

El objetivo del capítulo es analizar la trayectoria 
organizativa de la Unión de Mujeres Demócratas del Meta cuya 
lucha estaría rondando hoy los 70 años. Sería un primer 
acercamiento investigativo a la organización centrado en el 
departamento del Meta y, más específicamente, en la región del 
Alto Ariari donde la organización ha tenido mucha fuerza y, 
además, convergen su agenda de lucha y nuestra agenda 
investigativa. 

Dividimos el texto en cuatro apartados. El primero inscribe 
la tarea de reconstrucción de las trayectorias organizativas en 
la necesidad de contrarrestar el riesgo de deshistorizar las 
luchas, cada vez más presente en Colombia, por la oenegización 
que impregna las dinámicas cotidianas de las víctimas del 
conflicto armado. El segundo expone asuntos del método 
cualitativo que seguimos y los acuerdos con la organización. El 
tercero analiza la trayectoria organizativa de la Unión de 
Mujeres Demócratas del Meta (en adelante, UMD-M) 
destacando el sentido político que bajo cinco formas ha 
adquirido su trabajo: reproductivo, de formación organizativa y 


electoral, comunitario, de representación política y de tejido de 
memoria colectiva. El último apartado asoma el camino 
investigativo por seguir. 


Sobre el riesgo de deshistorizar las luchas en el Alto 
Ariari 

La región del Alto Ariari ha sido una de las más castigadas por 
el conflicto armado en Colombia. La crueldad con la que a 
mediados de los ochenta llegó la violencia a la región no 
ocurrió sobre un manto en blanco, no fue una violencia sin 
razón. En gran parte, fue motivada por el alto nivel 
organizativo (en su mayoría de origen comunista) que desde 
finales de los setenta había convertido a la región en un bastión 
de la vida campesina y que, más adelante, en los ochenta, la 
habían posicionado como un referente de gobierno local 
alternativo con amplio apoyo popular. Muchos sectores 
económicos y políticos tradicionales vieron en la ebullición de 
este movimiento político un enemigo vestido de rojo que 
amenazaba sus intereses. 

A la violencia que, según veremos luego, desembocó en el 
genocidio de un partido político, le siguió en los noventa la 
embestida de los grupos paramilitares y una alta presencia 
estatal marcada por la militarización y la estigmatización de las 
comunidades. Se trató de una estrategia estatal y paraestatal 
basada en el terror ejemplarizante, como lo dejó saber 
recientemente uno de los máximos comandantes de estos 
grupos, Salvatore Mancuso, en audiencia pública ante la 
Jurisdicción Especial para la Paz cuando relató la masacre del 
Aro perpetrada bajo su mando en 1997: “Uno pone en práctica 
no solamente un teatro de operaciones, sino la puesta en escena 
de un teatro de terror”!*!, 

Paradójicamente, la llegada a principios del milenio de la 
política de Seguridad Democrática del entonces presidente 
Álvaro Uribe, fue la época más dura para las comunidades!?.. 


En ese período las fuerzas del Estado lograron efectivamente 
reducir la presencia de la guerrilla con un alto costo: el 
territorio fue literalmente vaciado, dejándolo a merced de 
ejércitos armados y el campesinado estigmatizado, por 
considerarlo afín a las guerrillas. 

Con el componente social de la Seguridad Democrática 
fueron desplegándose en la región intervenciones sociales 
gestionadas por diversas ONG, agencias de cooperación, 
laboratorios de paz, etc., enfocadas tanto en remediar la 
situación de quienes habían sido victimizadas durante el 
conflicto armado, como en insertar dinámicas de progreso en la 
región. El Ariari, como otras tantas zonas rurales del país, fue 
una de las más sobreintervenidas por ese tipo de entidades. 

De ahí la pertinencia de tomar de los debates feministas la 
crítica a la oenegización que hace Sonia Álvarez. La autora le 
cuestiona al feminismo latinoamericano el riesgo de reducir sus 
luchas a las demandas de las ONG en tanto estas pueden 
terminar funcionando como un mecanismo de construcción de 
la sociedad civil dentro de los regímenes de gubernamentalidad 
contemporáneos, con el grave efecto de despolitizar a los 
movimientos sociales (Álvarez, 2001). Siguiendo esta crítica, en 
una investigación previa, “Ser juicioso, portarse bien”. 
ONGización, apropiaciones y usos cotidianos en el Ariari, 
departamento del Meta (Espinel, 2016), propusimos que la 
tendencia a la oenegización de las luchas de la región del Ariari 
tiene el efecto de representar a las víctimas del conflicto 
armado desde unas ideologías de la ausencia que articulan tanto 
el espacio (como territorio vacío) como a los sujetos (como 
entes pasivos, sin historia de lucha); ambas representaciones 
terminan por legitimar la necesidad de intervención de las 
ONG. 

En el primer caso, la representación del territorio como 
espacio vacío, zona violenta y roja se asocia a la ausencia del 
estado o de unos principios civilizatorios que están por llegar. 


En este caso, las ONG reiteran la idea del territorio vacío que — 
en términos de Margarita Serge (2011)- reproduce el Estado 
colombiano al representar como revés de la nación (andina, 
letrada y urbana) a grandes extensiones vacías, salvajes, 
caóticas y en mora de ser integradas a la nación. La paradoja 
de esta representación la explica muy bien un campesino de El 
Castillo cuando aclara que los constantes bombardeos durante 
las operaciones militares del Estado en su guerra contra las 
FARC, efectivamente, fueron una forma del Estado colombiano 
de hacer presencia en una región aparentemente vacía. 

En el segundo caso, la representación pasiva de las 
víctimas reproduce la idea de quienes habitan el territorio 
como salvajes, caníbales sin dios ni civilización, bandoleros, 
criminales, ateos comunistas y otra miríada de formas de 
nombrar que complementan la producción del espacio 
geográfico. Imposible olvidar que, tras los bombardeos a 
campamentos de las FARC en marzo de 2021 en el 
departamento de Guaviare, el entonces ministro de defensa, 
Diego Molano, justificó el haber hecho caso omiso a la 
presencia de menores de edad en el campamento calificándolos 
de “máquinas de matar” !%!, La víctima, como categoría 
producida y performada por el aparato socio-jurídico, al ser 
usada como único referente de quienes sufrieron la violencia 
tiende a eclipsar otras dimensiones de su vida, trayendo el 
grave riesgo de despojarlas de su agencia política. 

Con esta lectura de la doble representación de vacío de 
espacio y sujetos, ampliamos la crítica de Álvarez al considerar 
que la oenegización no sólo despolitiza las luchas, sino que 
además las deshistoriza. Allí donde las ONG colonizan las 
dinámicas cotidianas, pareciera que nunca hubiera habido 
luchas sociales. Como si de un tajo se pudieran borrar las 
luchas de ocupación y apropiación del territorio muy anteriores 
a la entrada de las instituciones de cooperación. A la vez, 
pareciera que las comunidades no tendrían más pasado que el 


de su evento victimizante. La nueva gramática de territorios 
vacíos y sujetos pasivos que trae consigo la oenegización de la 
vida cotidiana en regiones como la del Alto Ariari podría 
terminar siendo funcional a las prácticas de violencia política 
que intentaron borrar las trayectorias políticas de las 
organizaciones. De ahí nuestro interés por contrarrestar ese 
riesgo de deshistorizar las luchas reconstruyendo la trayectoria 
organizativa sostenida por la UMD-M durante siete décadas. 


Asuntos de método y acuerdos con la UMD-M 

El análisis de la trayectoria organizativa de la UMD-M que 
presentamos en este capítulo es el primer paso de un ejercicio 
investigativo mucho más amplio de sistematizar su 
historia. Para darle sentido al ejercicio en su totalidad, fueron 
necesarias muchas conversaciones compartidas —usando la 
expresión de Donna Harraway, 1991- que iniciamos desde 
agosto de 2022 en encuentros puntuales con lideresas de la 
organización y también en eventos institucionales de víctimas 
del conflicto armado celebradas tanto en Villavicencio (capital 
del departamento del Meta) como en municipios de la región 
del Alto Ariari: el Castillo. Como equipo de investigación, 
abrimosreflexiones del sentido y el ritmo de la investigación de 
manera que pudiéramos cuidar tanto el vínculo con la 
organización como el nuestro propio. Algunas de esas 
reflexiones fueron registradas en notas de campo que nos 
permitieron darle forma al análisis presentado. 

También llevamos a cabo tres entrevistas con lideresas de la 
UMD-M para precisar el sentido y el alcance del ejercicio 
general y de esta primera etapa. Asimismo, con el fin de tejer 
vínculos de confianza con la organización, durante un año 
hemos estado haciendo trabajo voluntario como profesores en la 
escuela de alfabetización de la organización (sobre la que 
hablaremos luego); las reflexiones con las alumnas de la 
escuela también sirvieron para contextualizar este ejercicio de 


análisis. Por último, participamos en la última asamblea 
departamental (agosto de 2023) como acompañantes de las 
elecciones internas, momento que aprovechamos para 
presentar el sentido de este ejercicio investigativo. 

Para el proceso investigativo más amplio, acordamos 
seguir un método cualitativo que destaque los sentidos que las 
propias activistas le dan a su trayectoria organizativa, con un 
alcance descriptivo (en tanto buscamos recoger con detalle los 
hitos que marcaron esta trayectoria) y una temporalidad de 
tipo transversal (que en retrospectiva recoja las experiencias de 
las activistas en momentos únicos en los que se propicia su 
resignificación). Ahora bien, para esta primera etapa de 
reconstrucción de la trayectoria organizativa, nos centramos en 
la técnica de documentación de fuentes secundarias. Tales 
fuentes fueron de dos tipos: una, los testimonios recogidos por 
el informe del Centro Nacional de Memoria Histórica y la 
Comisión de la Verdad en el Informe final, especialmente en el 
Capítulo Orinoquia (como se denomina a la gran región donde 
se ubica el departamento del Meta y la región del Alto Ariari); 
la otra fuente secundaria fueron las publicaciones sobre la 
UMD-M recogidas en un estado del arte realizado entre febrero 
y abril de 2023 y para el cual revisamos bases de datos tanto 
académicas como de prensa (escrita, radial y audiovisual). Hay 
que notar que estas últimas constituyen el mayor volumen de 
información!”.. 

Ambos tipos de fuentes son valiosas por reconocer a la 
UMD en la tupida red de organizaciones afectadas por el 
conflicto armado. Sin embargo, arrojan información muy 
puntual ya sea sobre la organización y algunas activistas como 
víctimas del conflicto armado (Cervantes, 2008; Canal Capital, 
2012; CNMH, 2015; Hernández, 2016; CNMH, 2018a; CNMH, 
2018b; Colectivo Socio jurídico Orlando Fals Borda, 2019; 
Torres, 2020; Semanario Voz, 2021; Comisión de la Verdad, 
2022 y Comisión Interclesial de Justicia y Paz, 2022), ya sea 


sobre la escuela de alfabetización y algunos proyectos 
productivos como intento de la organización por reactivarse 
(Semanario Voz, 2017; Corzo, 2022; Peña 2022; Lara, 2023 y 
Ortiz, s.f.). Por eso, la necesidad de que este primer análisis 
logre hilar esas referencias puntuales y sueltas en un relato de 
corte histórico que ofrezca un contexto más detallado y amplio 
del accionar de la UMD-M. Como equipo de investigación, la 
decisión de limitarnos a fuentes documentales también nos 
puso en el ritmo pausado que la organización marca para su 
proceso de auto indagación. 


Análisis. Trabajos políticos en la trayectoria 
organizativa de la UMD-M 

El análisis que presentamos a continuación reconstruye la 
trayectoria organizativa de la UMD-M. Como en una 
investigación previa (con una organización de mujeres de la 
Sabana de Bogotá), nuestro ámbito de análisis fue la trayectoria, 
entendida como: “el entramado de experiencias producto de 
relaciones sociales históricas, no lineales, con rupturas y 
continuidades” (Flórez, Ramón y Gómez, 2019, p. 91). 
Derivamos esa noción de dos campos de estudio. Por un lado, 
con los estudios críticos de las migraciones asumimos que las 
trayectorias, como explica Margarita Echeverri (2010), denotan 
un entramado de relaciones que, en las fronteras de la vida 
cotidiana, con sus respectivos altibajos y en un continuo atar y 
desatar, van tejiendo las experiencias de quienes migran. Desde 
esta idea, además de los logros de la UMD-M, nos interesa 
rastrear los altibajos, tejidos y destejidos que también han dado 
forma a su trayectoria organizativa. Por otro lado, seguimos los 
estudios biográficos para resaltar con Francisca Gutiérrez (2010 
c.p. Gómez, 2015) que la noción de trayectoria es útil al 
mostrar que el compromiso de activistas con una causa 
colectiva no es algo dado por sentado, sino que, muy al 
contrario, requiere un esfuerzo sostenido a lo largo de sus 


vidas!*!. En tal sentido, asumimos que la trayectoria de lucha 
ha sido trazada, pero también arduamente sostenida por las 
activistas. Siguiendo ambas inspiraciones, en esta investigación 
delimitamos la trayectoria organizativa como el ámbito a partir 
del cual proponemos un primer análisis de la UMD-M. 

Como referentes de análisis de esa trayectoria organizativa, 
tomamos las variadas formas que ha adquirido su trabajo 
político. Por trabajo entendemos lo que la gente hace para vivir 
(Gibson-Graham, 2010; Gibson-Graham, Cameron y Healy, 
2017). Con el énfasis puesto en la categoría trabajo buscamos 
compensar la sobrerrepresentación de las víctimas del conflicto 
armado como sujetos pasivos para empezar, más bien, a abrir 
espacios de representación alternativos que destaquen lo que 
han hecho para mantener la vida de la organización y, por 
medio de ella, la de sus territorios. En este punto, nuestro 
análisis es afín al de Gladys Tzul (2016) cuando se toma el 
trabajo colectivo o k'ax k'ol como referente práctico del modo 
como el movimiento Maya de Guatemala articula formas de 
gobierno local capaces de regular el cuidado de los comunes en 
ese territorio. 

Con el foco puesto en el sentido político del trabajo 
buscamos resaltar las múltiples texturas que ha ido adquiriendo 
la trayectoria trazada de manera autónoma y creativa por las 
mujeres de la organización a lo largo de estos años; este énfasis 
es clave considerando que el accionar de la UMD-M suele leerse 
como subsidiario del Partido Comunista Colombiano. 

Así, a partir de estos referentes analizamos la trayectoria 
organizativa de la UMD-M destacando el sentido político que 
bajo cinco formas ha adquirido su trabajo: reproductivo, de 
formación organizativa y electoral comunitario, de 
representación política y de tejido de memoria colectiva. 


Trabajo de reproducir la vida 
Los cincuenta en Colombia fueron años de persecución política 


azuzada por el discurso de la amenaza comunista. Esta 
persecución tuvo como telón de fondo la confrontación armada 
que durante más de tres décadas sostuvieron los partidos 
tradicionales Liberal y Conservador. Efectivamente, durante 
estos años de confrontación las guerrillas liberales más 
radicales y los grupos afines al Partido Comunista Colombiano 
habían ganado terreno social y político en las zonas rurales del 
país. Por eso mismo, la persecución política recayó con más 
fuerza sobre esa población que era principalmente campesina. 
En 1954, el dictador Generalísimo Gustavo Rojas Pinilla 
declaró proscrito el comunismo (mediante el Acto Legislativo 
Número 6). Con esta prohibición política se recrudeció la 
persecución a organizaciones campesinas afiliadas a ese 
partido; sencillamente, las negociaciones con grupos 
guerrilleros de la época excluían la posibilidad de diálogo con 
sectores comunistas. Anular las fuerzas comunistas y liberales 
más radicales de paso favoreció el pacto entre el Partido 
Conservador y los sectores más moderados del Partido Liberal, 
en el llamado Frente Nacional. Con ese pacto se declara el cese 
de la confrontación armada, en plena amnistía se anula 
físicamente a líderes comunistas y liberales radicales, se saca 
del poder al dictador, y ya sin tantas barreras, se establece un 
gobierno de alternancia bipartidista (que dura hasta 1974). 
Ante la violenta respuesta de las fuerzas estatales, en 
especial con la operación lanzada en 1964 contra los 
marquetalianos (grupo alzado en armas que funda la FARC-EP), 
el campesinado organizado se vio obligado a formar las 
famosas columnas de marcha de la colonización armada que muy 
bien describe Alfredo Molano; grupos de gente campesina 
marchó en columna atravesando páramos y selvas húmedas y 
fueron desgajándose en grupos más pequeños para instalarse a 
lo largo del camino: “El objetivo central fue proteger a cientos 
de familias campesinas de los ataques del ejército y refugiarse 
en zonas que, por su tradición, garantizaban su protección” 


(Molano, 1980, p. 286). 

Una de las características esenciales de las columnas de 
marcha fue la presencia de mujeres. Como señala la Comisión 
de la Verdad en su capítulo dedicado a la Orinoquia (2022), 
muchas huyeron con sus hijos, pues sus esposos habían sido 
asesinados o permanecían en las filas guerrilleras para resistir 
el embate militar. Fueron esas familias campesinas rotas por la 
guerra las que principalmente llegaron gotereadas a las 
columnas. De este modo, empezó un proceso de colonización 
hacia el oriente del país que se descolgó por la cordillera y se 
ubicó en sitios como el Alto Ariari, donde fundaron Medellín 
del Ariari. 

Este proceso de colonización permitió -—según Oscar 
Londoño, 1989- ocupar poco a poco tierras baldías, repartirlas 
y organizarse de modo que procuraron, por un lado, formar 
comunidades políticamente afines y, por el otro, garantizar el 
acceso a la tierra; un esquivo deseo que ya había fracasado en 
las tierras más fértiles de las cordilleras acaparadas por grandes 
hacendados. 

Ya instaladas en las nuevas tierras, hubo la convencional 
división sexual del trabajo; mientras los hombres salían a 
buscar trabajo, recorrer grandes distancias para vender sus 
productos o “partijar” (compartir el trabajo) con los vecinos de 
las fincas, las mujeres tendían a permanecer largas temporadas 
en las casas a cargo de tareas de cuidado: cocina, limpieza, 
crianza y atención de mayores y enfermos, partería y sanación, 
entre otros. A la par realizaron tareas de autoabastecimiento, al 
encargarse de huertas, cultivos y cría de animales. Entre una y 
otra, muchas veces sacaron el hacha para abrirse camino en la 
selva y poder agrandar la propiedad. Este conjunto de labores 
son trabajo reproductivo en el sentido reivindicado por ciertos 
feminismos (socialista-marxista, anarquistas y comunitario) de 
garantizar la reproducción material y simbólica de la vida 
humana y no humana. 


Las reflexiones de Silvia Federici (2010, 2013) al respecto 
fueron pioneras en cuestionarle al feminismo de izquierda la 
centralidad que en su lucha tiene en el trabajo productivo como 
única fuente de valor, obviando la riqueza derivada del ámbito 
reproductivo y, por tanto, terreno de explotación y resistencia. 
En esta investigación, diríamos que las tareas rutinarias y 
silenciosas de, una y otra vez, cocinar, limpiar, cuidar, criar, 
cultivar, y Otros trabajos reproductivos que recaen 
principalmente en mujeres, en el Alto Ariari han sido una 
fuente de riqueza tan importante como la derivada del trabajo 
productivo del minifundio campesino reivindicado por 
sindicatos de la región. Como veremos luego, la sobrecarga de 
este tipo de trabajo en las mujeres y su condición no 
remunerada han sido objeto de debate por parte de la UMD-M 
en el ámbito urbano. 

Por el momento, insistimos en el carácter intrínsecamente 
político de este tipo de trabajo. El feminismo comunitario es 
claro al respecto cuando amplía la mirada del marxismo 
ortodoxo al considerar que mucho más radical que la 
contradicción capital-trabajo es la contradicción capital-vida 
(Gutiérrez, Linsalata y Navarro, 2016). Desde esta óptica, la 
lucha política no se orienta solamente a superar la dominación 
del capital sobre el trabajo, sino, de manera mucho más 
amplia, a impedir que la vida sea supeditada al capital. 

Si comenzamos el análisis por esta forma de trabajo, no es 
únicamente porque sea una de las practicadas actualmente por 
las mujeres de la UMD-D. Es, sobre todo, porque, incluso antes 
de su constitución, el trabajo reproductivo llevado a cabo -— 
principal, aunque no únicamente— por mujeres y niñas (que 
luego formaron esa organización) fue sustrato para que se 
garantizara la continuidad de la vida durante el desplazamiento 
de miles de familias campesinas en los sesenta y ya después 
durante su instalación en el Alto Ariari; rearmar los hogares 
perdidos por esa primera expulsión de sus tierras o darles 


continuidad a los vínculos comunitarios (que la gente traía 
consigo, construyeron durante la travesía o crearon al ocupar 
las nuevas tierras) fueron algunas de las complejas tareas 
reproductivas indispensables para configurar un territorio 
propio. 


Trabajo de formación organizativa y electoral 

La literatura especializada en el Alto Ariari asume que la 
persistencia entre la población campesina de las formas 
organizativas del Partido Comunista de Colombia (en adelante, 
PCC) fue un mecanismo que garantizó la consolidación de un 
territorio en las selváticas faldas de la cordillera. Ciertamente, 
bajo la orientación del partido se creó el sindicato agrario 
(SINTRAGRIM), llegaron agrupaciones juveniles (JUCO) e 
infantiles (Pioneritos) y la organización de mujeres que es 
objeto de estudio en este capítulo (UMD). Por ese alto nivel 
organizativo era difícil destejer lo político de lo cotidiano. Así 
lo deja ver el siguiente relato: 


Aquí llegaba uno y lo primero que tenía que hacer era formar 
parte de la Junta de Acción Comunal. Lo segundo, había un 
sindicato agrario, también tocaba que uno hiciera su parte. Yo 
venía de al lado de Viotá; yo trabajé en la Juventud en la JUCO. 
Cuando eso, todo era muy organizado. Por eso el Estado quiso 
acabar con estas regiones, porque eran muy organizadas. 
(Comisión de la Verdad, 2022, p. 78). 


Como parte de este tejido tupido de organizaciones, en 
1953 fue fundada a nivel nacional la Asociación Democrática 
de Mujeres Colombianas que, seis años más tarde, en 1959, 
pasó a denominarse Unión de Mujeres Demócratas (en 
adelante, UMD). Su trabajo estuvo dirigido a la formación 
organizativa y electoral que, en el sentido de Hurtado, Paladino 
y Vommaro (2018), podríamos definir como la inversión de 


esfuerzos, recursos y tiempo para aumentar y enriquecer el 
accionar político; en este caso, el del PCC. Así, además de 
aportar a la militancia, las activistas del partido, tanto 
campesinas como urbanas, contribuyeron a la formación de 
otras mujeres. Las primeras como parte de núcleos familiares 
políticamente organizados; las segundas bajo el signo de una 
formación electoral y, algunas veces, como compañeras de 
líderes de izquierda. Algunas veces, las parejas o familias eran 
enviadas a otros lugares del país a cumplir con estas tareas de 
formación. Bajo esta dinámica, el Ariari y, en general, el Meta y 
el oriente colombiano se convirtieron en referentes de procesos 
organizativos (Comisión de la Verdad, Capítulo Orinoquia, 
2022). 

Aunque de la fundación de la UMD en el departamento del 
Meta (en adelante, UMD-M) no hay registro preciso, sí se 
especifica que entre sus lideresas pioneras estuvieron: Teresa 
Matiz de Prada, Asunción Vargas y Celmira López (CNMH, 
2015). También se sumó Luz Odilia León, quien después sería 
una de las primeras mujeres concejalas de El Castillo 
(Cifuentes, 2006). Ya para la década del sesenta, era común 
que al trabajo reproductivo se superpusiera el trabajo de 
formación organizativa y electoral. 

Esta sobrecarga no estuvo exenta de tensiones con el 
partido. Tal y como indica un documento del Centro Nacional 
de Memoria Histórica (2015), el nacimiento de la UMD se 
entendió como un espacio para que las esposas de dirigentes 
del Partido Comunista “apoyaran” la causa; una comprensión 
que expresa el típico gesto reduccionista del marxismo 
ortodoxo para el cual toda lucha debe subordinarse a la de 
clase. Así lo recoge Vilma Penagos en su libro Mujeres en 
resistencia: 


El Partido creó en el año 60 la Unión de Mujeres Demócratas a lo 
largo y ancho del país y los congresos eran de armas tomar y el 


movimiento campesino incidía mucho en el corazón de esa 
organización. Yo fui su primera secretaria por 20 años. Fue una 
organización poderosa del Partido, no de las mujeres, del Partido. 
(Penagos, 2016, p. 85). 


La subordinación fue especialmente clara en las elecciones 
de 1957, cuando después de varios años de lucha sufragista, las 
mujeres pudieron ejercer por primera vez su derecho al voto. 
Por ese entonces, explican Luna y Villareal (1994), se asumió 
que el trabajo de las organizaciones de mujeres del país — 
incluido el de la UMD- estaría dirigido a formar la opinión 
política de las esposas de obreros y población campesina. Muy 
seguramente no fue un momento fácil para ellas, pues el 
ejercicio de su ciudadanía se limitó a votar, mas no a 
representar. Así, en el caso de la UMD, a la tensión de hacer el 
trabajo de formación organizativa y electoral en un escenario 
anticomunista se pudo haber sumado el sinsabor de la 
instrumentalización en las votaciones. 


Trabajo comunitario 

Los sesenta y los setenta vinieron con sus desfases sobre la 
posición de las mujeres en estas luchas, alejándose 
abiertamente del papel de soporte de los esposos para empezar 
a retar de manera más abierta las estructuras patriarcales 
hegemónicas y, aún bajo tensiones, buscar más autonomía 
dentro del espacio político que brindaba el partido. 

El siguiente relato de Omar Mauricio Velázquez (2019), 
hijo de una pareja socialista activa en la Medellín de los 
setenta, narra una conversación entre su padre y su madre —de 
la UMD- que da cuenta de esta nueva tensión: 


—Oíste [cuentan...] que ustedes van a ir a la marcha. 
—SÍ, ¿por qué? —respondió mi mamá. 
Por un momento, hubo un silencio que solo se rompía con 


los gritos de la plazoleta de La Veracruz, los pitos de los buses y 
el cordón del teléfono con el que mi papá jugaba. 

—¿Por qué se les metió la idea de ir con nosotros a la 
marcha? —continuó mi papá. 

—¿Por qué no? 

—Mirá, te vas... Se van a exponer a un bolillazo, a una 
batida y a esas cosas que son de hombres. 


El relato biográfico de Omar Velázquez continúa evocando 
el “tu-tu-tu” como señal inequívoca del fin de la llamada y el 
recuerdo de una madre resuelta que no solo había tirado el 
teléfono al padre, sino que ese día había comenzado a forjarse 
como líder. El autor también recuerda que luego, en su 
juventud, comprendió el infame apodo que, tal y como nos 
ratificaron las activistas del Meta en su última asamblea, los 
sindicalistas habían derivado de las siglas UMD para referirse 
despectivamente a sus compañeras de lucha: las húmedas. 

Durante estos años, las tensiones internas no impidieron a 
la UMD tener un amplio radio de impacto. Además del trabajo 
reproductivo y del de formación organizativa y electoral, las 
mujeres de la organización desarrollaron trabajo comunitario, 
entendido —en el sentido de Gibson-Graham, Cameron y Healy, 
2017- como labores colectivas que defienden, protegen, 
amplían o crean un bien común. En su trayectoria, las lideresas 
de la UMD-M no sólo participaron, sino que también 
organizaron y lideraron esos trabajos. Específicamente, en el 
Alto Ariari llevaron a cabo acciones comunales y de gestión 
local. Para eso, se afincaron en la experiencia que a principios 
de la colonización habían ganado en las Juntas de Acción 
Comunal: 


A mí como siempre me ha gustado el liderazgo, empezamos a 
organizar grupos de trabajo para el pueblito. No teníamos 
escuela, entonces hicimos la Marcha del ladrillo y entre toda la 
comunidad los cargaban. Unos aportaban ladrillo, otros trabajos, 


con el fin de hacernos una escuela ¡Y la hicimos! (Comisión de la 
Verdad, Capítulo Orinoquia, 2022, p. 78). 


Ya para los setenta la UMD-M tenía sedes en los diferentes 
municipios del Meta y hasta en la capital del vecino 
departamento del Guaviare. En la región del Ariari, los 
municipios El Castillo y Vistahermosa fueron algunos de los 
núcleos de acción más fuertes. El trabajo de formación electoral 
continuó adquiriendo un talante de mayor autonomía, pero 
siempre dirigido a interpelar a la comunidad: 


Me metí en las Mujeres Demócratas. Empezamos a formarnos. 
¿Qué es lo que siempre hemos tratado de buscar a través de 
incidencias de cosas? Un reconocimiento del Estado, una 
igualdad de derechos. No es posible que una mujer trabaje más 
que un hombre y gane menos. No es posible que se le prive de 
tantos derechos que nos han vulnerado. Entonces nosotros 
siempre hemos querido sensibilizar a la comunidad de que la 
mujer también vale, eso es lo que a mí me gusta. (Comisión de la 
Verdad, Capítulo Orinoquía, 2022, p. 79) 


El liderazgo de la UMD-M había contribuido a consolidar 
políticamente el territorio y garantizar la seguridad de quienes 
llegaban a buscar refugio. Se trató de un gran logro 
considerando que en 1978 el gobierno nacional —-en cabeza de 
Julio Cesar Turbay- instauró el Estatuto de Seguridad, como 
régimen penal de seguridad con el que buscó contrarrestar la 
movilización social, tras los exitosos paros cívicos de 1977!?!, 
Fue una respuesta obtusa y violenta del gobierno, que 
evidenció, entre otras cosas, la precariedad del contrato social 
colombiano, el fortalecimiento de los movimientos sociales y la 
creciente influencia de las guerrillas que empezaban a 
imaginarse en el poder. La represión en todo el país, como era 
de esperarse, marcó un período de recrudecimiento y 


radicalización. No en vano fue el momento en que los grupos 
guerrilleros FARC y Ejército de Liberación Nacional (ELN) 
tuvieron un crecimiento más pronunciado. Varias zonas rurales 
del oriente colombiano, incluida la del alto Ariari, atestiguaron 
la llegada de cultivos ilícitos (marihuana primero y coca 
después) y la narcotización tanto de la sociedad como de las 
diferentes capas políticas y productivas. Bajo esas arduas 
dinámicas el sentido político del trabajo de la UMD-M tomó un 
matiz aún más complejo. 


Trabajo de representación política 

En 1984 parecía conjurarse el peligro del Estatuto de 
Seguridad. Ese año se firman los Acuerdos de la Uribe, 
precisamente en el Meta, entre el gobierno nacional del 
presidente Belisario Betancur y las FARC. Ambas partes se 
comprometían a un cese bilateral del fuego y la búsqueda 
conjunta de una salida política al conflicto armado interno de 
Colombia. Como parte de los acuerdos, se propuso fundar el 
partido Unión Patriótica (en adelante, UP) como una 
plataforma que recogería a excombatientes de la FARC y del 
PCC, así como a activistas de múltiples corrientes políticas que 
apoyaban la paz en el país. 

Con el tiempo, ese nuevo partido tomó distancia de la 
dirigencia política del PCC y de la influencia de las FARC al 
abogar por el abandono de la lucha armada. Con el grueso del 
apoyo popular, logró una amplia participación política a nivel 
nacional y rápidamente se convirtió en un referente de 
alternativa política en el país. En el Meta su mayor base fue 
campesina. La UMD entró a apoyar de lleno el proceso de paz y 
en el Ariari sus líderes fueron militantes de la UP. 

Gracias a su articulación con sindicatos agrarios y su 
amplio trabajo comunitario, lograron movilizar y cuidar 
recursos que permitían llevar a cabo las reuniones, las 
movilizaciones y las marchas de la UP. Además, durante este 


período intensificaron su trabajo político con una autonomía 
mucho mayor a la que habían alcanzado en la década previa: 
lograron ocupar cargos del gobierno local. El caso emblemático 
fue el de María Mercedes Méndez, quien logró ganar la alcaldía 
de El Castillo en 1988. Cuando la UP apenas empezaba a 
cosechar sus primeros logros en las justas electorales de 1986 y 
1988, su genocidio a nivel nacional anunció un nuevo ciclo de 
violencia. 

En 1990 diecisiete lideresas de la UMD-M (que militaban 
en la UP) habían caído por balas paraestatales. En 1992, en la 
fatídica masacre de Caño Sibao, fuerzas paraestatales 
asesinaron a María Mercedes Méndez (alcaldesa saliente), 
William Ocampo Castillo (alcalde electo), Rosa Peña Rodríguez 
(tesorera municipal), Ernesto Sarralde (asesor agrícola) y 
Antonio Agudelo (funcionario de la Alcaldía). 

Esta década fue un largo episodio de silencio en la 
trayectoria organizativa de la UMD-M. El vínculo con el PCC se 
hizo tenue, y el fantasma paramilitar permaneció junto con las 
amenazas y el violento control de las comunidades. Fue 
imposible sostener las variadas formas de trabajo, excepto la de 
reproducir la vida. En ese trabajo se concentraron los esfuerzos 
de las activistas. La violencia directa fue reemplazada por un 
ambiente de incertidumbre, la acción colectiva se recogió a sus 
propios espacios, y las lideresas que quedaban se retrajeron a 
sus hogares o limitaron su acción a las veredas y a instancias 
específicas de gobierno local (Juntas de Acción Comunal). 


Trabajo de tejer memoria colectiva 

El genocidio de la UP trajo un doble ejercicio de borramiento 
de la trayectoria organizativa atravesado por el miedo y el 
silencio obligado. Como lo señala uno de los testimonios de la 
Comisión de la Verdad: 


Queda uno desvinculado, más que el miedo mío, era el de la 


gente. A los compañeros les daba miedo recibirlo a uno en su 
casa, y que uno fuera a barrios populares no les gustaba. Decían: 
“acá es que los buscan”. Por la situación llega uno con las manos 
vacías, sin trabajo, no conoce uno a nadie, no tiene amigos en ese 
miedo (...) El terror cumplió en parte su objetivo: las 
organizaciones se desvanecieron en el miedo y las dirigentes 
entonces se fueron alejando y se fue acabando; ya no había 
asesoría, ya no hubo nada. Entonces ya uno se queda quieto. 
(Comisión de la Verdad. Capítulo Orinoquia, 2022, p. 113) 


Bien fuera por el desplazamiento, el aniquilamiento, el 
simple miedo a este o la mera necesidad de sobrevivir, las 
mujeres demócratas dejaron de reunirse, hacer fiestas, 
organizar eventos, formarse, revisar en grupo los estatutos, etc. 
La amenaza de aniquilación que caracterizó a este nuevo ciclo 
de violencia política debe leerse en clave cotidiana. La ruptura 
de la vida diaria, hasta entonces tan impregnada del tejido 
político, supuso también que los procesos organizativos fueran 
casi exterminados. 

Faltaba lo peor. Como ya lo señalamos, con el nuevo 
milenio vino la política de Seguridad Democrática de Álvaro 
Uribe y con ella otra época muy dura. Las operaciones militares 
coordinadas por grupos paramilitares con la fuerza pública 
estuvieron dirigidas a controlar los sitios históricos de las 
FARC, incluidos los de la región del Alto Ariari. 

Desde 2002, en las zonas rurales fueron comunes retenes 
de control de paso instalados por militares y paramilitares. Allí 
se confiscaban alimentos, medicamentos o dinero so pretexto 
de estar destinados a la guerrilla; los retenes también se 
convirtieron en lugares de desaparición de cientos de personas. 
Muchas veces fueron las mujeres las que bajaron de las 
montañas hacia los cascos urbanos para comprar la remesa (el 
mercado de víveres), pues los hombres estaban frecuentemente 
amenazados, bajo acusación de ser insurgentes. La típica tarea 
campesina de caminar los potreros para atender el ganado o las 


siembras significaba un enorme riesgo, pues cualquiera podía 
retenerlos para presentarlos después como guerrilleros muertos 
en combate. La desaparición forzada se convirtió en uno de los 
principales modos de violencia en la región. 

Ni que hablar de los bombardeos y los combates que se 
presentaban sin aviso y obligaban a las familias a refugiarse 
debajo de sus camas o en las orillas de la carretera. Con el 
miedo vino el éxodo forzado a las ciudades y el vaciamiento del 
territorio, quedando solo unas pocas familias. El 6 de febrero 
de 2004, María Lucero Henao, lideresa de la UMD-M, y su hijo 
fueron asesinados en Puerto Esperanza por paramilitares bajo 
la acusación de ser guerrilleros. Ese asesinato fue decisivo para 
el desplazamiento masivo de la población campesina de Puerto 
Esperanza y las veredas cercanas hacia Bogotá, Villavicencio y 
otros centros poblados de la región. En 2009, ex paramilitares 
confesaron que el asesinato se debió a las cartas que la activista 
enviaba a la vicepresidencia exigiendo la presencia estatal para 
contrarrestar el control paramilitar en la región (CNMH, 2015). 

A Villavicencio llegaron familias enteras con lo poco que 
les quedaba empacado en maletas y costales. Se ubicaron en 
invasiones a tierras del Estado que poco a poco se convirtieron 
en campamentos de lona verde y madera, para después 
transformarse en las grandes barriadas populares como La 
Nohora y La Reliquia. Allí también llegaron las ideas que entre 
velas y murmullos sobrevivieron. En esas barriadas, se 
reagrupó poco a poco la UMD-M. En su exilio forzado, las 
sobrevivientes, muchas ya hijas o nietas de las primeras 
fundadoras, en medio de la clandestinidad y el desarraigo, 
sostuvieron el espíritu de la organización. En 2006 empezaron 
a constituirse nuevos comités de trabajo. 

En este punto de la trayectoria organizativa de la UMD-M 
parecía haberse perdido el horizonte político; o más bien, 
parecía que hubieran logrado aniquilarlo. Pero el desarraigo 
organizativo de los noventa y principios del nuevo milenio 


también fue testigo de la conversión de los liderazgos hacia el 
tejido de la memoria colectiva. Muy en sintonía con otras 
organizaciones del país, la figura de las defensoras de los 
derechos humanos y de las víctimas se convirtió en un 
referente de la tarea de tejer la memoria colectiva!?0!, 

En este tránsito, algunas abandonaron por completo el 
ejercicio político y se refundieron en la seguridad del 
anonimato. Otras de las antiguas lideresas empezaron a formar 
e integrarse a redes de apoyo y solidaridad, así como a otras 
organizaciones que visibilizan la situación de la persecución, el 
desplazamiento forzado, la desaparición forzada y la 
precariedad. Empezaron a organizar para tramitar sus 
denuncias y ser reconocidas como víctimas del conflicto 
armado, también empezaron a apoyar mujeres con situaciones 
similares (Ortiz, sin fecha). Se encontraron para empezar a 
tejer y recuperar referentes identitarios de su territorio, así 
como para crear otros en sintonía con la nueva condición de 
haber sido otra vez expulsadas del territorio construido con 
tanto esfuerzo. 

En medio de los reclamos, se encontraron ante la dificultad 
de que algunas no sabían leer ni escribir; una barrera que 
expresa las paradojas patriarcales de haber formado a otras sin 
atender su propia formación. En este momento para la 
trayectoria de la UMD-M, fue clave la alianza con el Colectivo 
Socio Jurídico Orlando Fals-Borda con el que hasta entonces 
habían canalizado reclamos de verdad como víctimas del 
conflicto armado colombiano. Con su solidaridad, en 2018 
abrieron la Escuela de Alfabetización Celmira López; título con 
el que rinden homenaje a una de las fundadoras de la UMD-M. 
Mediante este proceso educativo, ellas y otras mujeres en 
situación de vulnerabilidad han procurado un espacio propio 
para educarse. Entre dictados, lecturas, ensayos, sumas y restas, 
han empezado nuevamente a conversar, reunirse, bailar... La 
escuela también ha sido un escenario para reflexionar 


conjuntamente sobre la sobrecarga en las mujeres del trabajo 
reproductivo; su carácter silencioso, rutinario, simbólicamente 
subvalorado y materialmente no remunerado, ha sido parte de 
los debates de la escuela. Es un punto de su trayectoria en el 
que el trabajo reproductivo comienza a considerarse, como 
bien dice Federici, tanto en un terreno de resistencia como de 
explotación y sufrimiento. 

El trabajo de memoria colectiva también ha incluido la 
búsqueda de familiares desaparecidos. Esta se ha constituido en 
un referente que permite la recomunalización del espacio 
político y la emergencia de nuevos lugares de lucha y defensa 
de sus derechos. Es un espacio profundamente diferente y con 
condiciones de posibilidad muy disímiles de las que 
permitieron la articulación de la UMD-M, pero en donde esta 
encuentra un nicho para actualizarse y re-existir. 


Caminos por recorrer 

A lo largo del texto reconstruimos la trayectoria organizativa 
que durante siete décadas recoge las condiciones de 
articulación de la UMD-M, así como sus rupturas y sus 
reacomodos. Destacamos el sentido político que bajo cinco 
formas adquirió su trabajo: reproductivo, de formación 
electoral, comunitario, de representación política y de tejer 
memoria colectiva. 

Si bien la articulación inicial de la UMD-M se debió al 
PCC, por las complejas texturas que fue adquiriendo su 
trayectoria organizativa, sus diversos trabajos terminaron 
siendo de manera autónoma una piedra angular para producir 
las riquezas políticas en el Alto Ariari; tal riqueza se expresó en 
un fuerte tejido social, así como en la organización del 
territorio a partir de minifundios campesinos con formas de 
administración y gobierno altamente localizadas. Esta mayor 
autonomía no significó una desvinculación del PCC, del cual 
siguieron siendo parte activa. 


El análisis de esta trayectoria organizativa también 
evidencia que algunas de esas formas de trabajo han operado 
superponiéndose con las demás (como el trabajo comunitario y 
el tejido de memoria colectiva); que otras, tras las rupturas, 
han cumplido ciclos dando paso a reacomodos que le han dado 
continuidad al proceso (como la formación electoral y la 
representación políticas); y, finalmente, que una de ellas ha 
sido continua, incluso durante las rupturas, y también sustrato 
de las demás posibilitado así los reacomodos (el trabajo 
reproductivo). 

En un trabajo posterior, ya con fuentes primarias, 
esperamos profundizar en el análisis de esta trayectoria 
organizativa a la luz del propio testimonio de las activistas de 
la UMD-M, así como poner sus relatos en diálogo con el modelo 
de análisis cíclico de despojos y comunes que propusimos para 
mostrar cómo las organizaciones, en este caso del Alto Ariari, 
han logrado crear y defender sus comunes en pleno conflicto 
armado (Flórez, Espinel y Quiceno, 2022). Puntualmente, nos 
interesa conocer los despojos que tuvieron que afrontar las 
mujeres de la UMD-M, así como las prácticas concretas 
mediante las cuales intentaron defender y reconstruir esos 
comunes. 

Darle continuidad a esta indagación será otra forma de 
acompañar a la UMD-M bajo la actual situación de control 
territorial por parte de actores armados que está cobrando 
nuevamente fuerza en varias regiones rurales de Colombia, 
incluida la del Alto Ariari. Ante la violenta subida de 
entonación patriarcal, esperamos que el compromiso de las 
mujeres con trazar su propia historia tenga la centralidad 
política que merecen. 
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Claves analíticas y conceptuales para 
el estudio de las organizaciones 
sociales y su politicidad desde la 

perspectiva de los cuidados 


El caso de la economía popular en Argentina 


Carla Zibecchil!! y Julieta Campanal”! 


1. Introducción 

Los estudios sobre los cuidados son un campo de conocimiento 
de conformación relativamente reciente. El tema comienza a 
ganar relevancia a partir de la década del setenta del siglo XX 
por medio del estudio del trabajo doméstico, y luego, con 
acento en el trabajo reproductivo. Más cercanos en el tiempo se 
han elaborado nuevos marcos conceptuales que han trasladado 
el análisis hacia los cuidados como concepto más amplio (Vega 
y Gutiérrez Rodríguez, 2014). Una de las ventajas de este 
pasaje es que permitió separar dicho campo de lo “doméstico”, 
en tanto los cuidados como categoría de análisis tienen la 
ventaja teórica de que nos permiten retener sus similitudes con 
el trabajo doméstico (invisibilidad, asociación con habilidades 
femeninas, relación con la división sexual del trabajo), pero se 
distinguen por el componente relacional (Carrasco et al., 2011). 


De este modo, nos habilita la posibilidad de incluir los aspectos 
intangibles de las actividades involucradas (Gardiner, 1997) 
como interacción, comunicación y capacidad de escucha 
(Soares, 2012). En ese devenir del debate, y en el caso de 
Argentina, a partir de la centralidad que adquieren los 
movimientos sociales en el contexto de la crisis económica, 
política y social de inicios del nuevo milenio, el estudio del 
modo en que las organizaciones se vinculan con las actividades 
de mantenimiento y reproducción de la vida se vuelve un 
campo fértil para el abordaje de la intervención social y la 
acción política. 

En este capítulo buscamos elaborar una propuesta analítica 
para el estudio de las organizaciones sociales, su accionar 
político y su relación con los modos de provisión de cuidado 
comunitario. En función de esta propuesta analizaremos un 
estudio de caso vinculado a las organizaciones sociales de la 
economía popular!?!. Esta línea de investigación se inscribe en 
el creciente protagonismo que la cuestión de los cuidados y de 
la economía popular ha adquirido tanto en el campo académico 
como de las políticas públicas, buscando contribuir al análisis 
integrado de dichos fenómenos. 

En función de estos objetivos, el capítulo se organiza en 
tres secciones. En el primer apartado, nos introducimos en el 
modo en que la literatura específica ha estudiado a los 
movimientos sociales y su accionar político, y las experiencias 
de cuidado comunitario. En este recorrido nos nutrimos de 
diversos marcos conceptuales, tradiciones teóricas y líneas de 
trabajo, recuperando aportes analíticos y antecedentes 
empíricos vinculados a los cuidados, los movimientos sociales y 
la acción colectiva, la economía popular y el Estado, desde 
diversas disciplinas (la sociología, la antropología, la 
economía). Como veremos, el abordaje de la intersección entre 
el accionar de las organizaciones, la provisión de los cuidados y 
los procesos de politización —emergente entre ambos- son de 


más reciente desarrollo. Por tal motivo, en la segunda sección, 
nos proponemos presentar y desarrollar algunas claves 
conceptuales y analíticas para el estudio de las organizaciones 
sociales y su politicidad desde la perspectiva de los cuidados. En 
el tercer apartado realizamos un análisis empírico sobre los 
cuidados en la economía popular en Argentina en función de 
nuestra apuesta analítica. Como veremos más adelante, el 
estudio de caso de la economía popular se basa en algunos 
rasgos que lo vuelven pertinente para nuestro propósito. Como 
elementos importantes podemos mencionar la particularidad de 
sus formas organizativas, de su repertorio de acción política, su 
innegable protagonismo en el campo de los movimientos 
sociales en Argentina, sus estrategias específicas vinculadas con 
el cuidado comunitario de las infancias, entre otros aspectos 
que se desprenderán del análisis. En el último apartado 
ofrecemos algunas reflexiones finales en torno a las 
dimensiones y las características de este proceso emergente de 
politización de los cuidados como una “hoja de ruta” que seguir 
explorando a partir del prisma analítico propuesto. 

La metodología utilizada es de tipo cualitativa. Por una 
parte, nos basamos en una sistematización bibliográfica de 
investigaciones y estudios sobre el tema. Por otra parte, el 
análisis empírico se apoya en una triangulación de entrevistas 
en profundidad, observaciones, fuentes documentales y 
declaraciones públicas producidas por las organizaciones 
sociales y actores estatales, entre otros insumos. Las entrevistas 
fueron realizadas entre los años 2020 y 2022 a referentes de 
organizaciones sociales que integran la Unión de Trabajadores 
y Trabajadoras de la Economía Popular (UTEP), responsables 
de las ramas sociocomunitarias, de las áreas de niñez e 
infancias, referentas de géneros y coordinadoras de espacios de 
cuidados gestionados por las organizaciones. 


2. Discusión de la literatura: de la protesta a la 


politicidad de los cuidados!*! 

En América Latina las iniciativas asociadas al trabajo 
comunitario han estado fuertemente vinculadas a la lucha por 
el sostenimiento de la vida frente al ajuste social y reformas 
estructurales de las políticas neoliberales que atravesaron la 
región. Esto ha dado lugar a concepciones que algunas autoras 
consideran como “paradójicas” (Vega y Buján, 2017) ya que si 
bien muchas mujeres lideraron movimientos políticos que 
amortiguaron los efectos de las políticas de ajuste estructural y 
se registró una mayor participación de las mujeres en el espacio 
público, de manera convergente se produjo una delegación de 
responsabilidades de los cuidados y del trabajo reproductivo 
desde los estados hacia ellas. En este contexto, diversos trabajos 
documentan experiencias como la creación de nuevas redes de 
apoyo entre mujeres para atender necesidades de cuidado a 
nivel barrial que han sido inseparables de otras iniciativas 
comunitarias (ollas populares, comedores comunitarios, 
guarderías) (Molyneux, 2001). Muchas de estas formas de 
participación fueron creadas desde el Estado o bien cooptadas 
por medio de programas, como es el caso de las madres 
comunitarias de Colombia (Buchely, 2015) y las “barriadas” de 
Lima en Perú —sostenidas mayoritariamente por mujeres- que 
fueron institucionalizadas mediante el Estado (Rosseau, 2012); 
al igual que el proceso de captación de las mujeres que 
participaban como voluntarias en los comedores de Perú 
durante el gobierno de Fujimori (Molyneux, 2007); entre otras 
experiencias. 

En Argentina este fenómeno tuvo algunas particularidades 
que es preciso atender. En un primer momento, el estudio de la 
participación de las mujeres en los movimientos sociales estuvo 
fuertemente signado por los fenómenos de protesta (Paura y 
Zibecchi, 2014). La visualización de este fenómeno dio lugar al 
reconocimiento de la posición que las mujeres habían ocupado 
en los cortes de ruta y en las protestas populares. Por ejemplo, 


el encuentro entre biografías femeninas y los dos episodios más 
importantes de la protesta popular en los noventa: el 
Santiagueñazo y el movimiento de vecinos que se produjo en 
Cutral-Có.!?! En la intersección entre el itinerario femenino de 
las dos mujeres —-en sus búsquedas de reconocimiento- y la 
protesta colectiva, la participación femenina pudo ser 
comprendida en ese contexto. Así, se visibiliza que los modos 
de experimentar y dar sentido a las protestas están moldeados 
por las biografías, que a su vez están inscriptas en la historia 
local y el contexto en que transcurren. En los itinerarios de las 
mujeres que participan en la protesta colectiva se observa que 
las demandas iban más allá del reclamo material (trabajo, 
salarios) e incluían la búsqueda de reconocimiento y de 
respeto. Esa búsqueda imperiosa se explicaba, a su vez, por la 
situación de sumisión y de sufrimiento ocasionada por la 
opresión sexista que marcaron sus biografías (Auyero, 2004). 
Otras líneas de análisis propusieron no reducir el universo 
de sentido de las organizaciones de desocupados a la protesta 
para dar cuenta del despliegue de un conjunto de acciones 
hacia el interior de las organizaciones en los barrios. En este 
sentido, estas investigaciones, empíricamente orientadas, han 
efectuado importantes aportes conceptuales y reconocimiento 
de las múltiples relaciones entre la acción colectiva de los 
movimientos, la politicidad y la sociabilidad local (Manzano, 
2004; D'Amico, 2009; Vommaro, 2016; Seman y Ferraudi 
Curto, 2013; Quiros, 2006). En la Argentina, los procesos de 
politicidad de los sectores populares han sido definidos como un 
“conjunto de sus prácticas, su socialización y su cultura 
política” (Merklen, 2010, p. 42), evitando los preconceptos que 
suelen preponderar en los análisis políticos, como que los 
sectores populares “acceden a la política” o “entran en contacto 
con la política”. Por el contrario, sostiene Merklen (2010), 
pensar en términos de politicidad exige admitir que todo sujeto 
es per se un sujeto político y que “lo político” no puede aislarse 


de otras esferas de la vida social. La clave para abordar estos 
interrogantes estuvo planteada, en su comienzo, por premisas 
teóricas en las que los/as especialistas parecen coincidir. En 
primer lugar, un lugar clave lo ocupa el concepto de inscripción 
territorial, donde el centro organizativo es el barrio y se 
constituye en el sustento de acciones colectivas (Merklen, 2010), 
permitiendo comprender las prácticas cotidianas de las 
organizaciones como parte de entramados locales más amplios 
(Ferraudi Curto, 2011). En segundo lugar, mostraron que la 
noción de trabajo resulta productiva para pensar la 
participación en tanto permite dar cuenta de una actividad que 
es regulada por tiempos de tareas realizadas de manera 
colectiva en merenderos, huertas, comedores, que producen 
bienes —tanto políticos y sociales como materiales- y que 
ayudan no sólo a reproducir la organización cotidiana sino 
también la movilización de las organizaciones. En tercer lugar, 
nos prevenían de una cuestión central: lo que se visibilizaba en 
la ruta (el corte, la protesta) debía ser comprendido a partir de 
una sociabilidad que se construía en y desde los barrios 
(Svampa y Pereyra, 2003). 

De este modo, investigaciones etnográficas efectuaron un 
desplazamiento de la protesta, que tenía frecuentemente como 
foco de observación el corte de ruta, para comenzar a producir 
etnografías en los barrios, observándose cómo los espacios en 
las casas se configuraban como lugares para “contraprestar”!*! y 
los ritmos y tiempos domésticos comenzaban a estar pautados 
no sólo por los cortes de ruta sino además por las 
contraprestaciones impuestas por los programas sociales 
(Manzano, 2004).!7! Los aportes de estas investigaciones fueron 
invalorables. Como destaca Vommaro (2016), los trabajos sobre 
acción colectiva y protesta permitieron resaltar la dimensión 
activa de la política de los sectores populares. Por otro lado, los 
estudios sobre vínculos políticos territoriales se ocuparon de 
analizar tanto la dimensión conflictiva como la creativa que la 


categoría de “clientelismo” tendía a soslayar. En consecuencia, 
la productividad en torno a los planes (qué se produce y se 
hace con las contraprestaciones y condicionalidades) comenzó 
a ocupar un lugar clave en las investigaciones sobre el tema. 

De manera convergente a las indagaciones sobre el 
fenómeno de los movimientos sociales en la Argentina, 
comenzó a documentarse el lugar de las mujeres en la trama de 
los emprendimientos colectivos (Di Marco, 2003), sus redes y 
acciones específicas (Causa y Ojam, 2008), entre otros aspectos 
que permitieron el reconocimiento de la participación femenina 
y sus actividades de sostenimiento en los barrios. Lejos de la 
dicotomía que en un principio parecía plantearse (las mujeres 
en los barrios cuidando y los varones en el corte de ruta), la 
literatura mostró que mujeres y jóvenes también participaban 
en los “episodios” de protesta, al mismo tiempo que las mujeres 
comenzaban a coordinar espacios de producción o toma de 
decisión que pronto implicaron reconfiguraciones en cada 
organización (Cross y Freytes Frey, 2007; Bidaseca, 2003). 

Sin embargo, el abordaje de la intersección del accionar de 
las organizaciones territoriales, la provisión de los cuidados y 
los procesos de politización —emergentes—- son más recientes. 
Algunos aportes pueden registrarse desde los trabajos que 
abordan la provisión de cuidado en espacios comunitarios. 
Fournier (2017) destaca que en la genealogía de las 
organizaciones y de quienes las conforman e impulsan aparecen 
entrecruces de vecinas, familiares, amigos, parroquias, luchas 
previas, reuniones y madrinazgos y que se trata de iniciativas 
creadas “desde abajo” con un fuerte impulso colectivizante 
(Fournier, 2017), que proveen de relaciones de cuidado en 
territorios urbanos empobrecidos. Por su parte, Zibecchi (2015) 
muestra que las nociones de cuidados y de cultura de trabajo 
tienen vínculos estrechos que se manifiestan 
fenomenológicamente de diversas formas: a) la construcción y 
el mantenimiento de la infraestructura de cuidado (por 


” 


ejemplo, “hacer el jardincito”, “sostener la cultura de trabajo”); 
b) la creación de estos espacios, que permite que muchas 
mujeres participen desempeñando diversos roles y funciones 
(coordinadoras, cuidadoras, educadoras populares, cocineras, 
entre otras) generando trabajo; c) la posibilidad de que los y las 
niñas estén cuidados mientras que sus progenitores o familiares 
a cargo realizan diversos trabajos vinculados a la economía 
popular o a proyectos gestionados desde los movimientos; d) la 
transmisión de valores y visiones del mundo propia del 
movimiento y que formaría parte de su moralidad!*., 

Estudios etnográficos más recientes conectan y enmarcan 
estas iniciativas de cuidado a procesos más amplios que se 
producen en las organizaciones sociales vinculadas a la 
economía popular, desde perspectivas novedosas. Las mujeres 
cuidadoras frecuentemente se identifican con este “hacer juntos 
o juntas” que se define y se negocia en el día a día bajo formas 
creativas y también disputadas (Fernández Álvarez, 2016), 
generando cooperativas de cuidado  (Sciortino, 2018); 
mostrando una estrecha relación entre las iniciativas de 
cuidado colectivo y “la política” (Pacífico, 2017) y la 
centralidad que adquieren las necesidades de cuidados en los 
procesos de formalización del trabajo en la economía popular 
(Campana, 2021). 

Como puede observarse, existe un amplio corpus de 
investigaciones que, por un lado, abordan el accionar de los 
movimientos sociales, su sociabilidad y politización; por otro 
lado, encontramos trabajos que estudian el fenómeno de los 
cuidados comunitarios. Sin embargo, la confluencia entre 
ambas líneas de trabajo es más reciente. Esta zona menos 
explorada abona nuestro argumento analítico en torno a la 
relevancia de observar el proceso de politización y su vínculo 
con las iniciativas de cuidado colectivas a nivel comunitario. 
Ahora bien ¿cómo abordarlo? ¿Qué relaciones teóricas y 
analíticas pueden establecerse entre los procesos de politicidad 


popular y las iniciativas de cuidado comunitario llevadas 
adelante por las organizaciones? ¿El/los Estado/s!”! participa/ 
n en los procesos de politización de los cuidados? Si es así, 
¿cómo se actualiza la relación entre el/los Estado/s y la 
economía popular en la provisión de cuidados? ¿Sobre qué 
elementos se sustenta esta politicidad popular? 


3. Argumento analítico 

En este apartado se desarrollan algunas claves conceptuales y 
analíticas para el estudio de los movimientos sociales y, en 
particular, del fenómeno más bien reciente de las 
organizaciones sociales y gremiales de la economía popular, 
desde la perspectiva de los cuidados. Para ello estructuramos 
un conjunto de ejes analíticos que consideramos relevantes 
para un abordaje que -—desde una perspectiva relacional- 
busque dar cuenta de la complejidad de las prácticas y las 
estrategias que estas organizaciones despliegan y que permita 
captar los procesos de politicidad popular que se van 
moldeando. 


3.1. Una mirada ampliada sobre los cuidados: supervivencia y 
sostenibilidad de la vida 

En tanto se busca abordar la forma bajo la cual las 
organizaciones sociales se conectan con las actividades de 
mantenimiento y reproducción de la vida, resulta central no 
circunscribir las estrategias de las organizaciones a la 
supervivencia y reproducción biológica (aun cuando surjan 
originalmente con ese objetivo). Esta mirada ampliada de las 
actividades que desarrollan los actores busca identificar 
prácticas vinculadas a la construcción de vida social y una 
heterogeneidad de estrategias que incluyen actividades 
productivas, prácticas sociales, subjetividades e infraestructuras 
(Castronovo, 2018) que trascienden los espacios laborales y 
dan lugar a una diversidad de formas colectivas para sostener 
la vida (Señorans, 2020). 


Para comprender estos fenómenos más allá de la mera 
supervivencia se propone recuperar una definición amplia de 
cuidados, vinculándolos a todas aquellas actividades que 
buscan “entretejer una compleja red del sostenimiento de la 
vida” (Fisher y Tronto, 1990, citado en Aguirre et al., 2014) y 
contribuir al bienestar de las personas. Así, desde una 
perspectiva relacional, los cuidados se conectan con la 
sostenibilidad de la vida (Carrasco y Díaz Corral, 2017), a la 
vez que las organizaciones sociales se vinculan con estas 
actividades de reproducción social y producción de bienestar. 
La perspectiva de la sostenibilidad de la vida habilita a pensar 
la interacción entre el cuidado de las personas y el cuidado del 
entorno y de la comunidad, entre el cuidado de niños y niñas y 
el de las familias, entre el cuidado de las infancias y el de los 
trabajadores y trabajadoras de manera interdependiente. 

Los cuidados son una necesidad multidimensional ya que 
trascienden la búsqueda de la mera reproducción para 
constituirse como un pilar fundamental hacia el sostenimiento 
de la vida en un sentido ampliado. Esta primera consideración 
implica reconocer la contribución social de estas prácticas al 
bienestar y al sistema económico. Los cuidados incluyen de este 
modo una dimensión material —un trabajo-, una dimensión 
económica —un costo—, y una psicológica —un vínculo afectivo- 
emotivo- (Aguirre et al, 2014). Asimismo, es posible 
desagregar los cuidados en tareas específicas que contienen 
estas dimensiones material-económica-afectiva mencionadas. 
Primero, aquellas que ponen las precondiciones materiales del 
cuidado, y que serían más fácilmente reconocibles con el 
término de trabajo doméstico (cocinar, limpiar). En segundo 
lugar, los cuidados directos que involucran interacción concreta 
con personas, la atención específica a los cuerpos y las 
emociones. Y, finalmente, las tareas de gestión mental, que 
implican el control, la evaluación o supervisión del proceso de 
provisión de cuidados y su planificación (Pérez Orozco, 2014). 


Visibilizar el rol de los movimientos y las organizaciones 
sociales en esta compleja articulación de tareas se vuelve 
central para comprender el modo en que los sectores populares 
y de la economía popular buscan resolver estas necesidades de 
cuidados. 

Desde el enfoque analítico propuesto, nos interesa también 
recuperar ciertos postulados de la economía feminista y la 
economía del cuidado (Pérez Orozco, 2006, 2014; Carrasco, 
2013) y de los estudios etnográficos (Fernández Álvarez, 2016; 
Pacífico, 2017; Señorans, 2020; Magliano, 2013), que proponen 
suprimir las dicotomías con que se construyen ciertas 
categorías tales como  productivo/reproductivo, trabajo/ 
cuidados, público/privado, formal/informal. La propuesta 
analítica, entonces, plantea la importancia de poner en 
suspenso algunas dicotomías propias de las formas de 
pensamiento dominantes  (“público/privado”;  “trabajo/ 
necesidad”) para el estudio de las experiencias y de los sentidos 
que adquieren los cuidados comunitarios impulsados por y 
desde las organizaciones sociales. 


3.2. El análisis relacional: el ámbito comunitario como un actor 
social proveedor de bienestar 
El concepto de organización social del cuidado (Rodríguez 
Enríquez y Pautassi, 2014) alude al modo en que los cuidados 
se producen y distribuyen socialmente entre diferentes actores 
y espacios sociales: familias, Estado, mercado y organizaciones 
comunitarias. Cabe destacar que el espacio comunitario ha sido 
estudiado en menor medida —y más recientemente— en relación 
con otros actores que integran la organización de los cuidados. 
Sin embargo, ha sido una esfera con un protagonismo creciente 
en el sostenimiento de la vida y un actor fundamental para 
habilitar procesos de colectivización de la reproducción social 
en los territorios y en relación con el trabajo en la economía 
popular, tal como lo ha demostrado la literatura del tema. 

A un nivel social, el concepto de organización social del 


cuidado nos permite analizar conexiones entre espacios de 
cuidado desde un enfoque relacional que incluye a los diversos 
actores que accionan en las formas de provisión de cuidados, 
pero también desde una perspectiva de las relaciones de poder 
y las tensiones que se generan. Por medio de este concepto, la 
vida cotidiana se transforma en escenario y espacio social de 
relevancia para analizar los modos y las tensiones en que estos 
cuidados se proveen, gestionan y distribuyen. Adicionalmente, 
los cuatro actores mencionados guardan vinculaciones 
específicas con respecto a la provisión de los cuidados que 
varían según el momento histórico, la disponibilidad de 
recursos, el modelo de desarrollo imperante, el modelo de 
bienestar priorizado, y los sectores socioeconómicos a los que 
van dirigidos dichos cuidados, entre otras variables, lo que 
construye en cada momento una estructura relacional diferente. 

Otra premisa central en el análisis es efectuar un estudio 
situado y contextualizado en el cual las organizaciones 
territoriales de cuidado se desenvuelven. Por caso, para los 
sectores de la economía popular existe habitualmente una 
imposibilidad de comprar servicios de cuidados por medio del 
mercado, dados su situación de desventaja en la jerarquía 
social (Roig, 2017) y sus bajos ingresos (Chena, 2017), entre 
otras dimensiones de desigualdad (Cappa y Bertelotti, 2021). 
Esta vinculación entre el acceso a los cuidados y la posición 
socioeconómica de diferentes grupos sociales implica, en la 
práctica, que los grupos de menores ingresos y en situación de 
vulneración social encuentran mayores obstáculos para 
organizar su vida cotidiana garantizando los cuidados 
necesarios por fuera de las familias como ámbito principal de 
dicha provisión, toda vez que la oferta estatal de cuidados se 
presenta como deficiente en relación con la demanda existente. 
Es preciso tener siempre presente, entonces, que la 
organización social del cuidado existente genera en mayor 
medida una reproducción de las desigualdades y una 


profundización de estas, tanto en términos de ingresos como 
desde una perspectiva de género (las mujeres son las 
principales cuidadoras del ámbito familiar)!!0!, 

A un nivel microsociológico, nos interesa también 
recuperar la categoría analítica de estrategias de cuidados. El 
concepto de “estrategia” ha sido ampliamente utilizado como 
un recurso heurístico privilegiado por las ciencias sociales. Si es 
acompañado con algunas prevenciones epistemológicas, es 
adecuado para investigar las prácticas sociales de los/as 
protagonistas en su vida cotidiana, en especial en lo que 
respecta a la “articulación” de responsabilidades familiares y 
laborales, en la medida que articula la agencia —en el sentido 
de acción de los agentes- sin perder de vista factores 
estructurales (Tobío, 2002) vinculados a sus condiciones de 
existencia. Más específicamente, se denominan como 
estrategias de cuidados los arreglos resultado de factores 
estructurales, culturales, y de agencia individual-familiar 
(Batthyány et al, 2017) mediante los cuales las familias 
combinan recursos de tiempo, espacio, dinero y distribuyen —o 
no- las responsabilidades de cuidados entre sus propios 
miembros y los diferentes actores (Estado, mercado y 
organizaciones comunitarias). Como ya anticipamos, son las 
mujeres quienes articulan y se responsabilizan de llevar estas 
estrategias adelante (entre el espacio comunitario, laboral y 
familiar). El modo en que combinan estos recursos configura 
estrategias de cuidados específicas que permiten —-o no- su 
acceso al mercado laboral. Creemos que tal concepto -— 
generalmente utilizado a nivel individual o familiar- puede 
extrapolarse a un nivel más amplio de agregación social y 
observar las estrategias de cuidados impulsadas desde y por la 
economía popular. 


3.3. Porosidad y capilaridad de las relaciones con el/los Estado/ 
Ss 


Además, nuestro argumento analítico se sustenta en la 


concepción teórica de que las organizaciones territoriales 
ocupan un lugar central en la capilaridad social del Estado. Este 
planteo nos habilita a observar los procesos interpretativos del 
Estado y a no perder de vista el nivel de la interacción y de los 
efectos concretos de sus políticas en el terreno con los actores 
no estatales (Zibecchi et al., 2022). En continuidad con esta 
propuesta, Morgan y Orloff (2017) proponen la metáfora de las 
“muchas manos” del Estado para dar cuenta de la complejidad 
y la multiplicidad de actores e instituciones dentro de él, la 
relevancia de mirar a los actores no estatales, la existencia 
permanente de disputas sobre el significado, el propósito y los 
recursos del Estado, y su fuerza de estratificación social. Estas 
propuestas complejizan la mirada de la acción estatal 
alejándonos de ciertos enfoques más tradicionales que suelen 
mirar por un lado al Estado, y por otro a la sociedad civil. En la 
provisión de cuidados comunitarios estos límites se borran 
permanentemente y resulta posible observar la complejidad de 
los entramados que se tejen entre los espacios de cuidados y 
una multiplicidad de actores estatales y dispositivos de 
intervención estatal (instituciones, programas, políticas). 

Para mirar esta interacción entre Estado y organizaciones 
en relación con los cuidados, la reproducción social y el 
sostenimiento de la vida, proponemos retomar también los 
aportes de Das y Poole (2008) para pensar en “los márgenes” 
como espacios de creatividad donde se instituyen formas de 
acción económica y política alternativas. En este punto 
destacamos los aportes de Shore (2010) al reflexionar sobre que 
las políticas públicas habilitan nuevas subjetividades y 
construyen nuevos sujetos políticos. Además, recuperamos los 
argumentos de Gupta (1995) que concibe que la construcción 
del Estado y el modo en que llega a ser imaginado es producto 
de relaciones y procesos contradictorios que no se reducen a 
una dicotomía colaboración/resistencia y que no pueden 
subsumirse a posiciones estrictamente “dentro” o “fuera” del 


Estado. 

Esta propuesta nos habilita, entonces, a dejar en suspenso 
la dicotomía “sociedad civil-Estado” para pensar que tanto la 
acción colectiva de las organizaciones como el Estado no 
pueden plantearse como bloques separados, sino que se van 
constituyendo mutuamente y de manera dialógica. De este 
modo, las formas de intervención estatal —por medio de 
programas, políticas- son de alguna manera respuesta a las 
demandas del movimiento, pero, al mismo tiempo, van 
modelando la vida cotidiana y la organización colectiva 
(Manzano, 2004), su sociabilidad y politicidad. Es decir, que nos 
abre un intersticio, una “puerta de entrada” para observar la 
acción colectiva, las estrategias de cuidado y los procesos de 
politicidad emergentes o latentes. 


4, Estrategias de cuidados y politicidad en la 
economía popular 

En este apartado proponemos un abordaje empírico a partir de 
las categorías propuestas, con énfasis en tres dimensiones que, 
en la práctica, se dan de forma conjunta: a) las estrategias de 
cuidados desplegadas por la economía popular organizada; b) 
las estrategias políticas articuladas en relación con los cuidados 
(vinculación con el Estado; estructuración orgánica!!!! de estas 
actividades de cuidados; roles estatales de quienes integran 
estas organizaciones, vinculados a las políticas públicas en este 
campo; discursos sobre los cuidados y reivindicación del 
derecho a los cuidados); c) el proyecto político (la construcción 
de una renovada agenda de demandas sobre los cuidados en la 
economía popular y su articulación con la agenda más amplia 
de dichas organizaciones). 


4.1. La economía popular como categoría económica y política 
Siguiendo la definición propuesta por el Observatorio de 
Coyuntura Económica y Políticas Públicas (OCEPP, 2021), dos 


aspectos centrales definen las actividades que se desarrollan en 
el marco de la economía popular: i) inexistencia de relación 
laboral asalariada; ii) actividad trabajo-intensiva con bajo nivel 
de productividad. Se trata de trabajadores sin patrón, excluidos 
del mercado de trabajo tanto formal como informal, que 
realizan actividades intensivas en mano de obra en condiciones 
precarias y excluidos de una cobertura plena por parte del 
sistema de seguridad social, es decir, sin derechos laborales. 
Estos trabajos fueron, en sus orígenes, una reacción defensiva y 
una estrategia de supervivencia frente a la exclusión impuesta 
por contextos de avance del neoliberalismo y de crisis 
(ilustrada en el conocido caso de los cartoneros!!?!). Sin 
embargo, esta situación se ha vuelto persistente en el tiempo, y 
el sector de la economía popular se constituyó en un rasgo 
estructural del mercado de trabajo argentino!!3!, 

En complemento o como contrapartida de esta definición 
económica en tanto categoría ocupacional perteneciente al 
mundo del trabajo, una novedad del fenómeno de la economía 
popular es la conformación de organizaciones sociales con 
características gremiales que luchan por que estos trabajos 
precarios se transformen en trabajos con derechos. Los 
trabajadores de la economía popular se han organizado bajo 
formas novedosas que combinan características de los 
movimientos sociales, por una parte, y de las organizaciones 
sindicales y gremiales, por el otro, tal como es el caso de la 
Unión de Trabajadores y Trabajadoras de la Economía Popular 
(UTEP). Fernández Álvarez (2018) refiere en este sentido a una 
“conceptualización de economía popular como categoría 
política reivindicativa” (p. 31). 

Si bien el análisis del surgimiento y las características de 
estas organizaciones no es el objeto del capítulo, estas 
conceptualizaciones -que coinciden en mayor medida con las 
definiciones que realizan los propios protagonistas (Grabois y 
Pérsico, 2014)- resultan relevantes para comprender el actor 


que proponemos para el análisis. La economía popular se ha 
presentado mayormente dispersa en actividades de carácter 
individual-familiar. Si bien esta tendencia se mantiene, los 
procesos organizativos demostraron ser centrales para la 
conquista de derechos, la formalización del trabajo y la mejora 
de las condiciones de vida de esta población. En la cuestión de 
los cuidados, esta organización colectiva es fundamental. 


4.2. Estrategias de cuidados en la economía popular 
Las características del trabajo en la economía popular 
(precario, sin derechos laborales básicos como licencias, 
desarticulado de las prestaciones del sistema de seguridad 
social, muchas veces con jornadas extensas o en horarios no 
habituales) y la posición socioeconómica de quienes componen 
ese universo (reducidos ingresos, con mayor incidencia de la 
pobreza, imposibilidad de pagar por cuidados privados en el 
mercado, situaciones de déficit habitacional y de acceso a 
bienes e infraestructuras sociales básicas) genera necesidades 
de cuidados específicas. Esto explica en parte el hecho de que 
la economía popular sea una economía mayormente feminizada 
en la que las mujeres adquieren protagonismo en aquellas 
actividades vinculadas a los cuidados, no solo en el trabajo 
doméstico sino también en la multiplicidad de espacios 
sociocomunitarios existentes en los territorios: merenderos, 
comedores, ollas populares, centros de cuidado infantil, entre 
otros. Según los datos del último informe del Registro Nacional 
de Trabajadores de la Economía Popular!!*! (ReNaTEP, 2022), 
el 58% de las personas inscriptas en dicho registro son mujeres. 
A la vez, en el sector de servicios sociocomunitarios!!"! se 
inserta el 27,7% de las personas registradas, ubicándose como 
la segunda rama de actividad según cantidad de trabajadores/ 
as. 

Estos datos ejemplifican el hecho de que la economía 
popular no se reduce a la esfera económica y del trabajo de 
producción de mercancías, ni a estrategias de subsistencia y 


reproducción biológica sino que, como señala Señorans (2020), 
sus prácticas trascienden esos espacios laborales y construyen 
una diversidad de formas colectivas de sostenimiento de la 
vida, donde los trabajos sociocomunitarios y de cuidados son 
centrales. El estudio de la economía popular desde una 
perspectiva que integre el trabajo de producción de mercancías 
con la cuestión de los cuidados y cómo estos se resuelven se 
torna relevante toda vez que estas estrategias de cuidados 
desplegadas desde las organizaciones son en mayor medida 
condición de posibilidad para la formalización del trabajo en el 
sector (Campana, 2021, 2022). 

El enfoque relacional que hemos propuesto, visibilizando 
las desigualdades existentes en el acceso a servicios e 
infraestructuras de cuidados, y con foco en los actores que 
intervienen en la provisión de estos, nos lleva a visualizar que 
las estrategias de cuidados que despliegan las organizaciones de 
la economía popular se sitúan en una organización social del 
cuidado específica que genera nuevas dimensiones de 
exclusión. En primer lugar, se trata de una población que no 
posee habitualmente los ingresos suficientes para pagar por 
cuidados privados en el mercado. Esto se combina con un 
déficit en la oferta pública estatal de cuidados, 
fundamentalmente en la primera infancia, pero también en las 
propuestas educativas de doble jornada y para el contraturno 
de la jornada escolar para las infancias y adolescencias en edad 
de escolarización obligatoria. Por lo tanto, en mayor medida, 
esta población desarrolla estrategias de cuidados de tipo 
familiarista que recaen principalmente sobre las mujeres, 
articuladas con diversas acciones complementarias frente a la 
ausencia de estrategias principales que brinden una respuesta 
integral a las necesidades de cuidados existentes. 

La familiarización de los cuidados en estos sectores 
socioeconómicamente relegados se constituye como un nudo 
crítico que profundiza las desigualdades existentes. Por 


ejemplo, cuando las mujeres no logran insertarse en actividades 
laborales —en tanto deben garantizar las responsabilidades de 
cuidados en los hogares—, reduce la posibilidad de obtención de 
ingresos de las familias; o cuando los niños y niñas asisten a los 
espacios de trabajo de los adultos, o bien permanecen solos en 
las casas de modo que los adultos puedan realizar actividades 
laborales, impactando en sus derechos en situaciones de 
pobreza infantil, entre otros tantos casos que podrían 
mencionarse. Por otra parte, las necesidades de cuidados en la 
economía popular varían según la rama de actividad en la que 
se inserten las familias. Por ejemplo, en la rama cartonera se 
trabaja generalmente por la tarde y la noche, en horarios en los 
que no hay oferta estatal de cuidados para las infancias; en la 
rama textil se trabaja en jornadas muy extensas, incluyendo 
feriados y fines de semana; entre otros casos posibles. En 
síntesis, existen necesidades específicas vinculadas con las 
formas de trabajo en la economía popular, que requieren 
respuestas también específicas. 

Esta configuración de la organización social del cuidado y 
su impacto diferencial en las mujeres y familias en contextos de 
pobreza genera estrategias colectivas por parte de los 
trabajadores y trabajadoras, y de las organizaciones sociales en 
las que se nuclean. Una respuesta colectiva a estas necesidades 
de cuidados es la génesis de un creciente número de espacios 
de cuidados comunitarios gestionados por estas organizaciones. 
Estos espacios se conforman intentando dar respuesta a las 
problemáticas del sector: proponiendo una oferta en horarios 
en los que no hay oferta escolar, adaptando su funcionamiento 
a las características de otras ramas de producción, situándose 
en las cercanías de los polos productivos y de los puntos de 
encuentro de las cooperativas, o en las zonas en las que residen 
mayormente los trabajadores, ofreciendo propuestas de 
cuidados para el contraturno del horario escolar como 
complemento de la educación formal, entre otras cuestiones. 


Cabe recordar que si la economía popular se encuentra 
mayormente dispersa en actividades de carácter individual/ 
familiar (el 60,4% de las personas registradas en el ReNaTEP 
indican trabajar de este modo), en el caso del trabajo 
sociocomunitario esta relación se invierte, primando el carácter 
colectivo de ese trabajo (según el ReNaTEP, el 76,2% de los/as 
trabajadores/as de servicios sociocomunitarios declara trabajar 
de manera colectiva frente a apenas un 23,8% que lo hace de 
manera individual). Esto muestra el carácter colectivo de los 
cuidados, como hemos destacado en el marco analítico 
propuesto. 

La génesis y el desarrollo de estrategias de cuidados 
comunitarias en la economía popular tiene diversos impactos. 
Como señalamos en un trabajo previo (Campana y Rossi 
Lashayas, 2022), estos espacios permiten: i) que los 
trabajadores y trabajadoras de la economía popular puedan 
salir a trabajar y generar un ingreso al tener garantizada la 
atención de demandas de cuidados, principalmente en el caso 
de las mujeres que son las que mayormente se quedan en los 
hogares a cargo de las responsabilidades de cuidados sin 
remuneración; ii) aumentar los ingresos de las familias, en 
tanto todos los miembros adultos pueden desplazarse a la 
actividad laboral; iii) disminuir situaciones de trabajo infantil; 
iv) garantizar a los niños, niñas y adolescentes lugares dignos 
para el desarrollo pleno de la niñez; v) generar nuevos trabajos 
para las familias de la economía popular, mayormente para las 
mujeres, que se insertan como trabajadoras en estos espacios de 
cuidados (en diferentes tareas: educadoras populares, limpieza, 
cocina, entre otras). 

Algunos de estos espacios de cuidados se enmarcan en 
políticas públicas como los Espacios de Primera Infancia (EPI, 
política del Ministerio de Desarrollo Social de Nación); otros no 
lo hacen, aunque se vinculan con múltiples políticas para su 
sostenimiento cotidiano. Existen espacios con una inscripción 


barrial o territorial, y otros vinculados a ciertas ramas de 
trabajo (espacios de cuidados específicos para hijos e hijas de 
familias cartoneras, por ejemplo, con horarios adaptados a ese 
trabajo). Sin embargo, más allá de las variantes, lo que se 
visualiza es una creciente estructuración como estrategias 
colectivas y orgánicas!!%/. Con esto nos referimos a que la 
génesis en el marco de una organización social de la economía 
popular les otorga a los espacios características específicas 
vinculadas con el trabajo en el sector, con sus luchas y sus 
reivindicaciones, y también, como veremos, con sus formas 
organizativas. Las caracterizamos como “colectivas”, porque 
estas estrategias surgen de un proceso de organización de los 
trabajadores y trabajadoras de la economía popular en la 
búsqueda de garantizar sus derechos y los de los niños y niñas. 
Por medio de prácticas colectivas y comunitarias generan 
desplazamientos desde estrategias familiaristas- 
complementarias e insuficientes para mejorar las condiciones 
de precariedad del sector y avanzar en procesos de 
formalización del trabajo, hacia estrategias colectivas que 
permiten compatibilizar el trabajo y los cuidados en la vida 
cotidiana. Con “orgánicas” buscamos destacar que la 
inscripción de estos espacios de cuidados en organizaciones 
sociales de la economía popular no se presenta como una mera 
formalidad sino como un rasgo relevante de estas experiencias. 
La importancia de esta pertenencia orgánica se advierte, por 
ejemplo, en los diagnósticos que se formulan, en que las 
necesidades de cuidados aparecen en relación directa con las 
formas específicas de trabajo y de vida en el sector de la 
economía popular. También se observa en las características y 
en los modos de funcionamiento de los espacios de cuidados, 
tanto en términos de la operatoria cotidiana como de la 
construcción de una identidad atravesada por los procesos de 
organización y de luchas llevados adelante por los 
trabajadores/as y las cooperativas. Otros ejemplos de la 


centralidad que adquiere esta pertenencia orgánica la 
encontramos en el relevante rol que asume “la organización” 
en la disputa con el Estado por los recursos para el 
funcionamiento de estos espacios de cuidados, así como 
también en la participación de “la militancia” para el 
sostenimiento de estas estrategias. 


4.3. Estrategias políticas en relación con los cuidados 

En las estrategias políticas articuladas en relación con los 
cuidados se destaca, en primer lugar, la centralidad que 
adquiere la vinculación con el Estado para el sostenimiento 
cotidiano de estas experiencias. La génesis y el desarrollo de 
estrategias colectivas y orgánicas de trabajo y de cuidados en la 
economía popular se articula de modos diversos con el Estado 
(en sus diferentes niveles, instituciones, dispositivos, actores y 
programas). Desde estos espacios de cuidados surgen 
motivaciones específicas para estas articulaciones. En primer 
lugar, en función de la necesidad de obtener recursos para el 
funcionamiento de estas estrategias, tales como equipamiento, 
infraestructura, materiales lúdicos y pedagógicos, alimentos, 
recursos para remunerar a quienes allí trabajan, entre otros. 
Una característica de estos espacios de cuidados es que no se 
financian por medio de una fuente única, sino que realizan de 
forma permanente una búsqueda activa de políticas, 
programas, convenios, convocatorias específicas para 
proyectos. De este modo, desde las organizaciones se articula 
un conjunto de políticas mayormente dispersas (y muchas veces 
superpuestas) para lograr este sostenimiento: convenios con los 
gobiernos locales; políticas y programas para la apertura de 
nuevos espacios o el fortalecimiento de los existentes (a veces 
en modalidad de transferencia monetaria por proyecto para un 
período determinado -como en el caso de los Espacios de 
Primera Infancia o EPI-; o en forma de becas por niño/a —un 
ejemplo son las Unidades de Desarrollo Infantil o UDI-; entre 
otros); la presentación de proyectos específicos en 


convocatorias del Estado en sus diferentes niveles; la 
negociación permanente de convenios para la provisión de 
alimentos para estos espacios de cuidados. “Para sostener un 
solo espacio tenés que tocar muchísimas puertas para buscar 
recursos”, afirmaba en una entrevista una referente de las 
construcciones de niñez y  sociocomunitarias de una 
organización social que integra la UTEP. Por su parte, una 
compañera referenta de los trabajos sociocomunitarios y de 
cuidados destacaba: 


No hay nada que se financie únicamente con un programa, todos 
tienen como un poquito de cada lado. Y lo que cuesta más es 
obviamente el sueldo, que no es digno, para ninguna compañera 
que realiza la tarea a comparación de todo lo que hace. Y después 
todo lo que es el material didáctico es carísimo y no se puede 
comprar. 


En el marco de las relaciones con programas, podemos 
mencionar el cobro por parte de algunas trabajadoras de los 
espacios de cuidados del Salario Social Complementario 
(Programa Potenciar Trabajo!*”!). En relación con este punto, 
cabe destacar que una particularidad del trabajo de cuidados y 
sociocomunitario en la economía popular es que —a diferencia 
de otras ramas, como la textil, la cartonera, etc.-, no se generan 
mercancías o servicios para vender (se producen cuidados, 
bienestar y acceso a derechos). En consecuencia, quienes allí 
trabajan (fundamentalmente mujeres) no cuentan, 
frecuentemente, con otro ingreso más que el Salario Social 
Complementario (SSC) por el trabajo que realizan. De allí la 
centralidad de esta transferencia de ingresos para las 
cuidadoras y educadoras de la economía popular. 

Asimismo, las organizaciones establecen desde estos 
espacios de cuidados vínculos con la institucionalidad estatal 
como “puente” para el acceso a derechos y para la resolución 


de problemáticas sociales emergentes en las familias. Siguiendo 
la perspectiva ampliada y de la sostenibilidad de la vida que 
hemos propuesto como marco analítico, se destaca que el rol de 
las organizaciones sociales en las actividades de reproducción 
social alcanza a los niños y niñas, pero también a las familias y 
a la comunidad de la economía popular. Más allá de la 
alimentación —que se brinda por medio de las distintas comidas 
que se ofrecen—, de los cuidados directos y de las propuestas 
socioeducativas, lúdicas y de recreación, estos espacios de 
cuidados se enfrentan a una amplia diversidad de 
problemáticas, tales como violencia de género, violencia 
intrafamiliar, desnutrición, problemas de aprendizaje, 
situaciones de abuso, consumos problemáticos. A su vez, se 
acompaña a las familias en la realización de trámites para la 
solicitud de programas, subsidios y becas, se brinda asesoría 
legal, se ayuda en la gestión de turnos, entre otras tantas tareas 
que dan cuenta de cuidados integrales y ampliados como 
característica del sector. Mediante esta labor, las 
organizaciones sociales y los espacios de cuidados se vinculan 
con instituciones y programas estatales: centros de salud 
barriales para la atención de la salud y la solicitud de turnos 
médicos; la Administración Nacional de Seguridad Social 
(ANSES) con el propósito de ayudar a las familias en trámites 
vinculados con diferentes programas (la Asignación Universal 
por Hijo o pensiones por discapacidad); el Ministerio de 
Desarrollo Social, para acompañarlos en trámites de programas 
como el Potenciar Trabajo o subsidios habitacionales; el 
Ministerio de Educación, con el objeto de solicitar becas y 
vacantes; entre otras. De este modo, se tejen articulaciones de 
manera cotidiana que colocan a las organizaciones y a estos 
espacios de cuidados como “puente” para el acceso a derechos. 


Más allá de ser un espacio de cuidados también atiende otras 
urgencias que tienen que ver con la comunidad de los 


trabajadores y trabajadoras y con la comunidad de todas las 
familias. (Entrevista a una integrante del equipo de coordinación 
de un centro infantil de una organización perteneciente a la 
UTEP) 


Yo no sé si exceda a la tarea de cuidado. Creo que en nuestro 
caso la incluye, que es parte de nuestra tarea del cuidado. No 
quiero que suene muy paternalista, pero en cierto sentido, como 
extender nuestras tareas de cuidado hacia la comunidad o hacia 
las familias, en el sentido de que esto, muchas veces somos 
puentes con las escuelas, puentes con el CESAC, puente con 
ANSES. Tenemos un equipo técnico que tiene una psicóloga, una 
psicopedagoga, y una trabajadora social, y desde ese espacio 
hemos tramitado subsidios habitacionales, DNI, AUH, como que 
son todas cuestiones que quizás no responden a la idea clásica de 
cuidar, pero que para nosotras siempre fueron parte de nuestra 
tarea más cotidiana. (Entrevista a la coordinadora de un centro 
infantil de una organización perteneciente a la UTEP) 


Además de las múltiples articulaciones con actores 
estatales y programas, otro elemento por destacar en relación 
con las estrategias políticas es la integración reciente de las 
actividades de cuidados como un sector específico en las 
estructuras de las organizaciones. Esta estructuración orgánica 
se da en diversas modalidades. Por ejemplo, el Movimiento de 
Trabajadorxs Excluidxs articuló una “rama sociocomunitaria” 
al interior de su orgánica, con una instancia de coordinación 
específica para los diferentes Centros Infantiles de Recreación y 
Aprendizaje (CIRA), como denominan a sus espacios de 
cuidados. El Movimiento Evita, por otra parte, optó por 
articular una Red de Infancias Libres, donde se nuclean los 
espacios de cuidados de la organización distribuidos por todo el 
país. Esta incorporación de los cuidados en las orgánicas 
muestra una jerarquización de dichos trabajos al interior de las 
organizaciones, de las compañeras que los coordinan y que los 
impulsan, y de las propias trabajadoras que los llevan adelante. 


La noción del cuidado como un trabajo se extiende en las 
organizaciones de la economía popular y habilita nuevos 
debates, por ejemplo, sobre las condiciones en las que se 
realiza dicho trabajo, la necesidad de que este sea remunerado 
y con derechos, y también sobre el modo en que estas tareas se 
priorizan en las propias organizaciones: 


Que el cuidado es trabajo sí es algo que la organización me 
parece que labura, mismo estos espacios [de cuidados infantiles] 
necesariamente tienen que trabajarlo, porque las compañeras que 
son educadoras populares y que son cuidadoras de niños y niñas 
son pensadas como trabajadoras, reciben una remuneración, 
tienen horarios de trabajo, digamos es una tarea como estar en 
un Polo [cooperativa textil] y ser costurera. Eso me parece que es 
algo que la organización construyó y que estos espacios digamos 
refuerzan y contribuyen a esa idea de que se piense que el 
cuidado es trabajo (...) hay una fuerte... una tarea y una 
dedicación y un compromiso sobre todo de las áreas de mujeres 
del movimiento y de las compañeras mujeres, de que eso sea 
reconocido como un trabajo. (Entrevista a la coordinadora de un 
centro infantil de una organización perteneciente a la UTEP) 


(...) hace un tiempo la prioridad es que las compañeras que 
están en cuidados tengan doble salario [hace referencia al Salario 
Social Complementario y, en particular, al complemento recibido 
por medio del programa “Nexo”]. Hace un tiempo que la 
prioridad son las trabajadoras de cuidados, todas las trabajadoras 
del cuidado tienen que tener doble salario. Se pudo hacer un gran 
avance en un montón de espacios con eso. Pero bueno, nunca es 
suficiente. Como las tareas de cuidados siempre son relegadas al 
corazón, al amor... ¡Somos trabajadoras! (Entrevista a la 
coordinadora de un centro infantil y referente de la mesa de 
niñez de una organización perteneciente a la UTEP) 


Son trabajos que tienen que ver con la reproducción 
de la vida y que en momentos extremos es lo más 


importante. A veces uno se pierde en los ritmos y el 
sistema en el que estamos, pero son tareas 
fundamentales. Si no existen estas tareas de 
reproducción de la vida, dar de comer, cuidar, no 
existe nada. (Entrevista a referente de las 
construcciones de niñez y sociocomunitarias de una 
organización perteneciente a la UTEP) 


Como señalan Paura et al. (2022), se destaca la 
importancia adquirida por la economía popular como área de 
intervención de la acción estatal, reflejado en la composición 
de los organigramas, el presupuesto y el propio diseño de los 
programas.!!%l Esta creciente institucionalización de la 
economía popular en las estructuras estatales es acompañada 
con una creciente participación de estos actores en los 
organigramas. Por ejemplo, la creación de una Dirección de 
Cuidados Integrales en el Ministerio de Desarrollo Social y la 
participación de referentes e integrantes de las organizaciones 
sociales desde roles estatales vinculados al diseño y la 
implementación de políticas públicas para el sector. Desde estas 
nuevas áreas estatales se implementó un conjunto de políticas 
que articulan las dimensiones del trabajo y los cuidados, tales 
como el Potenciar Trabajo (y una línea específica de este para 
las trabajadoras sociocomunitarias!!?!); el pago de un adicional 
a las trabajadoras sociocomunitarias en el difícil contexto de 
pandemia; iniciativas de capacitación y certificación de saberes 
vinculados al cuidado; el Registro Nacional de Trabajadores/as 
de la Economía Popular (ReNaTEP), que permitió la 
construcción de información pública sobre el trabajo 
sociocomunitario y de cuidados en la economía popular. 

El análisis expuesto no agota las complejas relaciones que 
se establecen con el Estado a partir de estas estrategias 
colectivas de cuidados. Sin embargo, da cuenta del modo en 


que estas construcciones no se encuentran estrictamente “por 
fuera” o “por dentro” del Estado, sino que las fronteras se 
manifiestan en su porosidad, tienden a borrarse, o bien a 
correrse, a transformarse, por medio de las acciones colectivas 
en la economía popular y de la capilaridad existente en las 
relaciones con el Estado y con las políticas y programas. 


4.4. Los cuidados en el proyecto político y la agenda de 
demandas 

Por último, interesa destacar la dimensión del “proyecto 
político” en torno a los cuidados, es decir, la construcción de 
una renovada agenda de demandas vinculada a ellos y su 
articulación con la agenda más amplia de las organizaciones. 
La multiplicación de las experiencias de espacios de cuidados, 
la estructuración orgánica de dichas actividades y su 
visibilización y jerarquización al interior de las organizaciones 
han tenido como correlato la reciente construcción de una 
agenda de demandas específica sobre los cuidados. Un primer 
análisis de este proceso nos permite identificar demandas 
relativas a: a) los espacios de cuidados y los recursos y 
condiciones materiales con los que allí se cuida; b) el cuidado 
como un trabajo y, en este sentido, las condiciones laborales en 
que se cuida; c) las necesidades de cuidados en relación con el 
trabajo en la economía popular, las características de ese 
trabajo y su vínculo (o alejamiento) con el sistema de 
protección social; d) un Estado que garantice la cobertura 
integral de cuidados (ampliando la oferta pública y 
fortaleciendo los espacios comunitarios). 

En relación con las demandas específicas relativas a los 
espacios de cuidados y a los recursos y condiciones materiales 
con los que allí se cuida, la coordinadora de un espacio de 
cuidados destaca que 


hoy en la actualidad no hay ninguna política pública que abarque 
las infancias de la economía popular, creo que de ninguna 


infancia, pero sobre todo de la economía popular no hay ni un 
convenio que abarque infraestructura, que tenga insumos... 
porque cuidar a pibes no es solo “lo tiro ahí, le doy de comer y 
un par de juguetes”, tiene que tener un lugar adecuado [...] No 
hay una política que incluya la infraestructura, el insumo, el 
material, y sobre todo sueldos dignos, porque sino las 
compañeras... siempre las tareas de cuidados son muy relegadas 
[...] Los programas que hay más allá de la beca te dan 
financiamiento solo al principio y para empezar, y es re poca 
plata [...] Y sobre todo que todo los lugares tienen el problema 
de no tener espacio físico propio, o son alquilados, o son 
prestados o son conveniados. 


En los relatos se destaca la demanda de propuestas de 
cuidados que contemplen las características particulares del 
trabajo en la economía popular (horarios nocturnos de trabajo, 
jornadas extensas, entre otras): 


La necesidad de pensar en espacios de cuidados para el sector 
amerita que se piense de forma integral, que se puedan reforzar 
las edades de niños de 45 días hasta los 17 o 18 años, porque 
cuando las familias salen a trabajar necesitan resolver el cuidado 
de todos, no solamente de los niños más chiquitos, y muchas 
veces eso implica que no sean horarios de colegio o escuelas, ya 
sea porque el trabajo que desarrollan las familias tiene un horario 
particular como el turno noche en cartoneros, o ya sea porque la 
producción textil lleva por lo menos 8 horas y en muchos casos 
no existen escuelas de jornada completa entonces los niños 
necesitan ir al contraturno del colegio... pensar un poco de 
manera más integral las edades. 


La cuestión de pensar los cuidados “de forma integral” se 
expresa también en el cuestionamiento a la existencia de una 
multiplicidad de políticas dispersas que, desde las 
organizaciones, intentan articular de forma creativa para el 


sostenimiento de los espacios: 


Lo que todos pensamos que hay que hacer es agrupar lo existente 
para que haya una única ventanilla, una única fuente de 
financiamiento y no cositas chiquitas por separado. 

Se necesita un programa que sea integral y que pueda 
realmente tener un presupuesto digno para las trabajadoras de los 
espacios que siguen quedando muy atrás. Que haya programas 
integrales nacionales que puedan dar respuesta a salarios dignos, 
a equipamientos, a insumos, y que se vaya visibilizando cada vez 
más este tipo de experiencias. 


Respecto de las demandas vinculadas con el cuidado como 
un trabajo y con las condiciones laborales en que se cuida, la 
mayor preocupación es la necesidad de reconocimiento salarial 
de estas tareas: 


Algo que siempre se reclama desde las trabajadoras de los centros 
infantiles es que pueda existir un reconocimiento específico para 
las trabajadoras del cuidado por esta diferencia que existe con 
otros actores de la economía popular que es, bueno, nosotros 
promovemos el Salario Social Complementario, entonces, por 
ejemplo, un cartonero puede vender su material, aun así no llega, 
y necesita un complemento. En el caso del trabajo de cuidados, 
de servicios, no hay nada que complementar. El salario social 
debería ser un salario integral y debería haber un piso de ingreso 
económico por todo ese trabajo que es muy importante, muy 
valioso, muy productivo en términos sociales, pero que no se 
mide en plata y debería haber algún plus de reconocimiento por 
ese trabajo de cuidados que permita llegar a un ingreso digno. 


Este reclamo de reconocimiento salarial de las trabajadoras 
sociocomunitarias y del cuidado aparece vinculado a los 
desafíos de aquellas compañeras que se insertan en espacios 
institucionales de gestión estatal de políticas públicas para el 


sector: 


De hecho la Dirección (de cuidados del MDSN) tiene el desafío de 
no solo hacer reconocimiento simbólico, que es algo que pasa 
mucho en las instituciones que trabajan con esta temática, que se 
hacen formaciones, conversatorios para discutir la importancia de 
las tareas de cuidados, y se hace un reconocimiento simbólico 
que está buenísimo, pero falta la parte del reconocimiento 
económico, poder realmente pensar en reconocer el sueldo de las 
compañeras, invertir plata en sus condiciones de trabajo, esa es 
para mí la mayor dificultad. 


El pedido de reconocimiento y remuneración se refleja en 
múltiples propuestas de las organizaciones. En algunos casos, la 
demanda de un “Salario Básico Universal” es apropiada por 
estas trabajadoras desde una perspectiva de los cuidados, como 
una política que podría garantizarles un piso de ingresos, dada 
la especificidad de la actividad que realizan. Un hito ha sido 
que, en el marco del Paro Internacional Feminista del 8 de 
marzo del 2022, desde la rama sociocomunitaria del 
Movimiento de Trabajadorxs Excluidxs se sostuvo como 
consigna la demanda de un “Salario Básico Universal para 
garantizar una remuneración al trabajo doméstico y de 
cuidados para todas, no solo para las que estamos 
organizadas”. Por su parte, desde la organización Barrios de Pie 
se desarrolló durante el año 2023 una campaña titulada 
“Cuidar es Trabajo”. Por medio de ella se ha visibilizado el 
cuidado comunitario como un trabajo, a partir de la 
elaboración del informe “Estado de situación de los espacios 
comunitarios y el trabajo de cuidado en los Barrios Populares 
del AMBA” realizado por la Universidad Popular de Barrios de 
Pie. Este informe acompaña un proyecto de ley presentado en 
el Congreso Nacional por una diputada que integra esa 
organización social y propone, entre otros puntos, la creación 


de un salario básico para trabajadoras/es del cuidado 
comunitario. 

Como hemos analizado, desde la economía popular y sus 
organizaciones se crean y hacen políticas. Estas se vinculan con 
el Estado no solo en tanto cubren espacios que deja vacíos o 
vacantes, sino en la enorme potencialidad de estas para ser 
replicadas desde la política pública. Las estrategias 
comunitarias y colectivas se presentan desde la mirada de sus 
protagonistas como posibles soluciones o respuestas a sus 
necesidades, y en este sentido buscan ser reconocidas por el 
Estado. Para las organizaciones no son alternativas transitorias, 
por lo tanto el objetivo no es reemplazar estas estrategias por la 
acción del Estado, sino fortalecerlas y multiplicarlas. De este 
modo, se pone en juego el “proyecto político” vinculado a los 
cuidados en la economía popular. 

Por último, la creciente politización de los cuidados en la 
economía popular puede analizarse a partir de su inclusión en 
la agenda más amplia de demandas del movimiento. En ese 
sentido, la “Ley General de Tierra, Techo y Trabajo”, nombre 
con el que las organizaciones sociales han denominado al 
pliego con las reivindicaciones más urgentes para el sector, 
incluye entre sus diez capítulos uno dedicado específicamente a 
los “espacios sociocomunitarios y educativos, tareas de cuidado 
y promotoras de género”, en el que se incluyen como demandas 
el reconocimiento de trabajadoras de cuidados y promotoras de 
género, la creación de espacios comunitarios para niños, niñas 
y adolescentes, y el reconocimiento a la educación cooperativa, 
comunitaria y de gestión social. Este pedido en relación con los 
cuidados forma parte de los diez ejes planteados en el marco de 
la Marcha de San Cayetano cada año desde el 2021, en 
declaraciones de la UTEP con motivo del Día del Trabajador y 
la Trabajadora el 1% de mayo, y se sintetiza en la propuesta de 
una “Ley Integral de Cuidados Comunitarios”. En relación con 
esta última, diputados y diputadas que integran diversas 


organizaciones sociales de la economía popular han 
acompañado como firmantes el Proyecto de Ley “Sistema 
Integral de Protección del Trabajo de Cuidado Comunitario” 
presentado en el Congreso Nacional. 

Además, la cuestión de los cuidados aparece como una 
demanda específica vinculada a las ramas de producción de 
mercancías. Por ejemplo, en la siguiente declaración del 10 de 
agosto de 2021, la rama textil del MTE-UTEP incorpora la 
demanda de espacios de cuidados como parte de los reclamos 
vinculados con los derechos laborales en el sector textil, un 
proceso que comienza a visualizarse en otras actividades: 


Marcha de San Cayetano por Tierra, Techo y Trabajo. El sábado 7 
de agosto fuimos parte de la contundente y masiva movilización 
de los trabajadores y trabajadoras de la economía popular por 
nuestra agenda de Tierra, Techo y Trabajo. Como Rama Textil del 
MTE llevamos nuestra consigna “La Casa para habitar el Polo 
para trabajar”, así como la demanda de espacios de cuidado para las 
infancias de las familias trabajadoras textiles, y también nos 
sumamos a los reclamos de vivienda digna y trabajo para todas y 
todos. Caminamos desde Liniers hasta Plaza de Mayo para gritar 
que necesitamos un salario básico universal, el fortalecimiento de 
la economía popular a través de créditos y trabajo con derechos. 
Que la economía se ponga al servicio del pueblo, empezando por 
los últimos, ¡que somos nosotras y nosotros! 


En una publicación en redes titulada “El hambre y las 
niñeces no pueden esperar”, en noviembre del 2022, la UTEP 
reclama políticas públicas para el sostenimiento de los espacios 
de cuidados: 


En reunión nacional del secretariado de la UTEP quedó 
manifiesto el estado de preocupación frente a la falta de 
respuestas del Estado ante la grave situación alimentaria y el 
desfinanciamiento en espacios de niñez en los barrios populares 


de todo el país. [...] Nuestras organizaciones vienen luchando 
hace tiempo contra el hambre, el trabajo infantil y por espacios 
adecuados para los niños y las niñas mientras sus padres y sus 
madres trabajan en las diferentes ramas de la Economía Popular. 
Pero es urgente que el estado profundice con políticas públicas 
estas experiencias. 

Cabe destacar que el Plan de Desarrollo Humano Integral que 
impulsaron organizaciones de la economía popular junto a 
organizaciones sindicales y otros actores desde el año 2020 
comprende, entre otras cuestiones, un conjunto de propuestas de 
políticas públicas y programas estatales relativos a los cuidados y 
a los espacios sociocomunitarios. 


5. Reflexiones finales 

Como vimos, la perspectiva de los cuidados en diálogo con los 
estudios sobre  politicidad popular permite reconocer 
conceptualizaciones y formas de abordaje para el análisis del 
accionar colectivo de los movimientos sociales que es preciso 
atender. El recorrido efectuado nos lleva a la afirmación de que 
la politicidad de los cuidados se presenta como un fenómeno 
complejo, contingente y emergente. A un nivel analítico, desde 
nuestro estudio pudimos identificar algunas dimensiones y 
características de este proceso como una “hoja de ruta” que 
debemos seguir explorando: 


+ La mirada ampliada de los cuidados es fundamental para 
advertir que los espacios de cuidados colectivos y 
comunitarios no se vinculan únicamente con las 
infancias, con los niños y niñas que allí asisten, sino que 
cumplen un rol fundamental para las familias en 
contextos de importante precariedad y vulneración de 
derechos. Dejar en suspenso las dicotomías público/privado, 
trabajo/cuidados, remunerado/no remunerado, entre otras, 
permite registrar que los cuidados son una actividad 
central para el sostenimiento de la vida, a la vez que 


forman parte de proyectos colectivos más amplios 
vinculados con el mundo del trabajo, la economía y lo 
político. A la vez, esta propuesta analítica habilita a 
estudiar conjuntamente la producción y reproducción (o, 
mejor dicho, la producción de mercancías y los cuidados) 
como procesos fuertemente articulados en el marco de la 
economía popular y sus organizaciones, donde la 
sostenibilidad de la vida se torna, como hemos visto, 
inescindible de las formas de trabajo y de las condiciones 
-—de desprotección— en que ese trabajo de realiza en el 
sector. 

La ubicación a nivel social de las organizaciones 
comunitarias —por caso, de la economía popular—- como 
parte de la organización social del cuidado y en un plano 
microsociológico las estrategias de cuidado colectivas que 
sus actores despliegan nos habilitaron reconocer vínculos 
entre cuidado y política en ambos niveles. Por un lado, 
visualizar la relación permanente del sector 
sociocomunitario con el/los Estado/s y las familias. Por 
otro lado, registrar estrategias de cuidado colectivas y 
relaciones que construyen con actores estatales y diversos 
mecanismos de intervención estatal. El saber práctico que 
las organizaciones y quienes allí trabajan construyen 
sobre los actores estatales, las políticas y programas, y la 
propia burocracia es central para la comunidad de la 
economía popular (acceder a turnos médicos, solicitar 
vacantes en las escuelas, tramitar un subsidio 
habitacional, darse de alta en un programa de 
transferencia de ingresos, denunciar casos de violencia de 
género, o de abuso infantil, entre otros múltiples 
ejemplos). 

La reivindicación de los “derechos al cuidado” o del 
reconocimiento de que “cuidar es trabajar” politiza 
relaciones sociales consideradas privadas o naturales, 


poniendo en cuestión los límites instituidos entre lo 
privado y lo público, y entre lo natural y lo social. Como 
destacan Pecheny y Petracci (2006, p. 44): “La 
politización pasa entonces por mostrar que relaciones 
consideradas privadas están en realidad atravesadas por 
una dimensión política y que relaciones percibidas como 
naturales son en realidad construidas social e 
históricamente. Dicho de otra manera, la politización 
implica reconocer la contingencia de un conjunto de 
relaciones sociales que son ideológicamente construidas 
como necesarias — ¡.e., que no pueden ser de otra 
manera”. Al mismo tiempo, la conjugación de criterios 
individuales y colectivos para construir soluciones a las 
situaciones problemáticas que se les presenta en el marco 
de dichas relaciones, configuran así subjetividades 
colectivas y proyectos en común (D'Amico, 2009). Esta 
conjugación es particularmente importante en materia de 
resignificar experiencias de cuidado -siempre abiertas a 
procesos de politización, en tanto las protagonistas 
tienen la posibilidad de inscribir la experiencia 
individual en un proyecto colectivo mayor y otorgar un 
nuevo sentido. De manera recursiva, se destaca también 
el protagonismo que adquieren estas formas colectivas y 
comunitarias de resolución de los cuidados para la 
consolidación de procesos organizativos en torno a la 
producción y para un accionar político más amplio, un 
proyecto político mayor. 

Se trata de una politicidad anclada en la experiencia de 
cuidar que también genera una sociabilidad popular 
específica en torno al cuidado. Nuestro caso nos habilita 
iluminar algunas cuestiones vinculadas a ciertas 
regulaciones morales —la responsabilidad de cuidar!2%! a 
las infancias- que ordenan las relaciones dentro de las 
organizaciones (por ejemplo, la responsabilidad de cuidar 


mientras los progenitores trabajan). Entonces, es 
precisamente en la trama cotidiana en donde se pueden 
rastrear relaciones de cuidados en las cuales se observa 
una sociabilidad específica vinculada a los cuidados 
donde circulan ayuda, bienes, servicios fuertemente 
marcados por valores propios de la organización. 

* Por medio de nuestro prisma analítico observamos los 
modos en que cierta semántica de los cuidados permea y 
atraviesan las prácticas y estructuras de las 
organizaciones, sus discursos y demandas como el 
“derecho de las infancias a ser cuidadas”, “el cuidado 
como trabajo”. Esta semántica de los cuidados acompaña 
prácticas, incluso va ganando grados de institucionalidad 
creciente: está dejando de tener un papel secundario o 
relegado para constituirse en una “rama” de actividad, en 
una “red”, con espacios de coordinación específicos, 
configurando agendas y demandas involucradas. La 
cuestión de los cuidados comienza a atravesar los 
discursos y la agenda reivindicativa más general del 
movimiento (es uno de los 10 ejes del programa “Ley 
General de Tierra, Techo y Trabajo” de la UTEP; 
aparecen presentes en los discursos de fechas centrales 
del movimiento como la Marcha de San Cayetano en la 
que confluyen estas organizaciones; sus referentes 
impulsan y acompañan proyectos de ley vinculados con 
los cuidados comunitarios; etcétera). 


En relación con el último punto de nuestra “hoja de ruta”, 
cabe señalar algunos hallazgos. Abordar los modos en que se 
resuelven los cuidados en las organizaciones y cómo se 
imbrican con la política y los procesos de politicidad desde una 
perspectiva relacional resultó ser un punto de vista estratégico 
en dos aspectos. Por un lado, porque permite registrar que las 
formas de intervención estatal son, de alguna manera, 


respuesta a las demandas históricas de los movimientos y que, 
a su vez y de manera dialógica, van modelando la vida 
cotidiana en los barrios. A fines de los noventa o comienzos del 
siglo XXI la contraprestación laboral de los programas de 
empleo de emergencia o de transferencias condicionada 
confluyeron en una transformación de los espacios barriales 
liderados por mujeres (guardarropa comunitario, copa de leche, 
guarderías y jardines comunitarios) donde los cuidados 
estuvieron siempre presentes, aunque menos visualizados 
(Zibecchi, 2013). Actualmente, en cambio, nos encontramos 
con una forma de intervención estatal distinta que ha dado un 
lugar específico a la economía popular como un principio 
orientador. Por tratarse de un fenómeno totalmente actual, 
queda abierta para futuras líneas de investigación la 
configuración específica de estos dispositivos estatales en los 
territorios y en la vida cotidiana. 

Por otra parte, puede registrarse la creatividad de los 
actores de la economía popular que se manifiesta en las 
estrategias de cuidados colectivas y comunitarias, y en el modo 
en que estas buscan adaptarse a las formas de trabajo en el 
sector (sus horarios, su localización, sus dinámicas, sus 
características diferenciadas según rama de actividad). Además, 
esta creatividad se observa en la articulación con un amplio 
abanico de instituciones, actores estatales (ubicados en 
diferentes niveles) y políticas -nayormente dispersas y muchas 
veces superpuestas— con las que las organizaciones sociales (y 
principalmente las mujeres que impulsan, coordinan y trabajan 
en los espacios sociocomunitarios de cuidados) se vinculan para 
su sostenimiento cotidiano. Lejos de una búsqueda de 
romantizar esas experiencias, muestran cómo el uso creativo y 
los sentidos que se les otorgan a las políticas y los programas 
permiten construir nuevas categorías de demandas y nuevos 
sujetos políticos. 

Finalmente, el análisis de las actividades y estrategias de 


cuidados en relación con la dimensión de las estrategias políticas 
y del proyecto político implicó indagar en una diversidad de 
iniciativas y concepciones de los actores que si bien no agotan 
el creciente repertorio de acciones y posicionamientos 
vinculados con los cuidados en la economía popular, sirven de 
ejemplo para visualizar cómo la dimensión de los cuidados y el 
sostenimiento de la vida ya no se circunscribe a las 
experiencias específicas, o a quienes las llevan adelante 
(principalmente mujeres), sino que comienza a atravesar la 
agenda más amplia del movimiento. En este sentido nos 
referimos a una creciente politicidad de los cuidados y a una 
construcción de agendas renovadas, procesos en los que 
interesa en particular continuar indagando en el marco de 
investigaciones más amplias en curso. 
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Como desarrollaremos posteriormente en el tercer apartado referido al 
estudio empírico de este actor, con el término “economía popular” nos 
referimos al sector de trabajadores y trabajadoras sin patrón, excluidos 
del mercado de trabajo tanto formal como informal, que realizan 
actividades intensivas de mano de obra, en condiciones precarias y 
excluidos de derechos laborales fundamentales. En Argentina, estos 
trabajadores y trabajadoras se han organizado crecientemente, 
construyendo organizaciones sociales y gremiales que luchan por 
transformar estos trabajos precarios en trabajos con derechos. Las 
organizaciones de la economía popular se han constituido así en un actor 
económico, social y político relevante en la arena pública. « 


. En este apartado se sigue de manera sintética lo desarrollado en Zibecchi 


(2022 y 2021). « 


. El “Santiagueñazo” se produjo en 1993 y se trató de un levantamiento 


popular que logró la renuncia del gobernador en un contexto de crisis 
política, social y económica sin precedentes, que incluyó el cese de pago 
de salarios a los trabajadores estatales. Se considera que fue un 
importante antecedente como método de lucha de los piquetes y cortes de 
ruta. La protesta de Cutral Có sucedió en 1996 en Neuquén, por los 
despidos masivos producidos por la privatización de la empresa estatal 
Yacimiento Petrolíferos Fiscales y Gas del Estado (YPF), se la considera el 
inicio del movimiento piquetero en Argentina. « 


. Más allá de las particularidades de su diseño, los programas sociales y los 


nuevos modos de intervención estatal en el mundo popular promueven un 
tipo de sociabilidad política asociada al trabajo, las contraprestaciones y 
las condicionalidades que articula la participación política y las tareas 
sociales reguladas de múltiples formas (Vommaro, 2016). « 


. En la Argentina, durante los años noventa se implementaron programas 


sociales focalizados para varones y mujeres “desocupados/as”, tales 
fueron los casos del Programa Trabajar, Servicios Comunitarios, Programa 
de Empleo Laboral, entre otros. Se caracterizaron por imponer 
contraprestaciones laborales de mano de obra intensiva y con una fuerte 
división genérica. Los programas para varones planteaban 
contraprestaciones como actividades de zanjeo, saneamiento y 
construcción, y en el caso de las mujeres atención en organizaciones 
sociales comunitarias (por ejemplo, merenderos, comedores, jardines 
comunitarios). « 


. Siguiendo a Santillán (2009), la premisa analítica es que todo cuidado, 


proceso de crianza y educación de los/as niños/as —-en particular, de 
aquellos presentes en los sectores subalternos- es una cuestión en 
creciente politización. De este modo, referentes barriales de diversa 
índole (cuidadoras, educadores populares, representantes de la Iglesia) 
recuperan nociones del cuidado infantil que pueden coincidir con las 
dominantes pero que son capaces de reformularse por medio de lo local y 
de manera intersticial, no necesariamente formal ni oficial. « 


. La decisión de referir a “el/los Estado/s” en plural se fundamenta en dos 


sentidos. Por una parte, en Argentina existen diferentes niveles de 
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gobierno con competencias nacionales y subnacionales (provinciales, 
locales). Por otra parte, como mencionaremos a continuación, se busca 
dar cuenta de la multiplicidad de actores e instituciones que existen al 
interior del Estado. « 

En este punto la perspectiva de la interseccionalidad nos habilita a 
reflexionar sobre el modo en que el género, la clase social y la 
nacionalidad articulan experiencias de vidas específicas, respuestas y 
estrategias bien diferenciadas. Para un mayor desarrollo de este tema, 
véase: Crenshaw (1995); Brown, (1995); entre otros. « 

Con “estructuración orgánica” nos referimos al modo en que las 
actividades de cuidados comienzan a ocupar espacios específicos y 
formalizados en la estructura de las organizaciones sociales (como una 
“rama” de actividad, como un “área” sociocomunitaria o de cuidados, con 
la constitución de “mesas” de articulación e instancias de coordinación de 
los espacios vinculados a estas actividades, la construcción de “redes”, 
entre otras formas que adquiere esta estructuración). « 

Como señala Sorroche (2015) para el caso argentino en el contexto de la 
crisis de inicios del nuevo milenio, los niveles de desocupación llevaron a 
que la recuperación de materiales de la “basura” para generar un ingreso 
a partir de su venta se configurara como una práctica recurrente entre los 
sectores de desocupados, señalando que, adicionalmente, este no fue un 
fenómeno restringido a Argentina sino que puede verificarse en otros 
países de la región latinoamericana con otros nombres (catadores, 
pepenadores, chamberos, cachureros, recicladores). Sobre este fenómeno 
en Argentina, Maldovan Bonelli (2014) destaca que “la presencia masiva 
de los cartoneros en las calles se presentaba, a inicios de la década 
pasada, como una de las principales expresiones de la crisis económica y 
social por la que el país estaba atravesando” (p.74). « 

La economía popular abarca actualmente un conjunto amplio de 
actividades: cartoneros, carreros y recicladores, textiles, trabajadores 
rurales y de la tierra, construcción, vendedores de la vía pública, 
sociocomunitario, entre otras. « 

El Registro Nacional de Trabajadores y Trabajadoras de la Economía 
Popular (ReNaTEP) se implementó desde la Secretaría de Economía Social 
del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, Secretaría conformada 
por diversos referentes e integrantes de organizaciones sociales de la 
Economía Popular. Tiene como objetivo principal “registrar a quienes 
trabajan en el sector de la economía popular en su conjunto y generar 
datos unificados que permitan dar cuenta de las características de la 
población, las formas de organización de las unidades productivas, la 
distribución territorial y las ramas de actividad en las cuales desarrollan 
sus tareas para poder pensar, planificar y desarrollar políticas públicas 
destinadas a este sector”. « 

En la rama de servicios socio-comunitarios pueden inscribirse aquellas 
personas que se reconocen como trabajadores/as en comedores y 
merenderos comunitarios, promotor/as de género de salud, acompañantes 
en la reinserción de liberados/as o recuperados/a, cuidadores/as, 
trabajadores/as en ámbitos socio-educativos, de cultura comunitaria, 
vinculados al deporte y la recreación, como así también quienes se 
desempeñan en medios de comunicación comunitaria (ReNaTEP, 2021). « 
Para un mayor desarrollo, véase Campana (2021). « 

Dicho programa tiene como objetivo contribuir a mejorar el empleo y 
generar nuevas propuestas productivas, con el fin de promover la 
inclusión social plena para personas que se encuentren en situación de 
vulnerabilidad social y económica. Los y las titulares del programa 
pueden optar por cumplir su contraprestación con su participación en 
proyectos socio-productivos, socio-laborales y/o socio-comunitarios. Se 
implementa a través de una transferencia de ingresos (Salario Social 
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Complementario) a trabajadores y trabajadoras destinatarias del 
programa, transferencia que es directa y personalizada a través de la 
puesta en disponibilidad de una tarjeta bancaria. El monto de la 
transferencia equivale al 50% del Salario Mínimo Vital y Móvil. « 

Se observa un sostenido proceso de institucionalidad social de la 
economía social, solidaria y popular que puede ser abordado desde ciertas 
expresiones programáticas enfocadas en promover al sector (medidas 
específicas, programas, registros); mutaciones de los organigramas que ha 
dado lugar a áreas y oficinas que promocionan la economía social y 
solidaria en su conjunto; y desde sus burocracias especializadas en el 
marco de un proceso en el cual sus principales referentes comienzan a ser 
responsables de secretarías y áreas de coordinación de la administración 
nacional y subnacional (Paura, et al., 2022). « 

El “Potenciar Trabajo” presenta la novedad de reconocer el trabajo 
sociocomunitario de cuidados como una de las formas posibles de 
contraprestación para la inserción en el programa. « 

Carol Gilligan (2013) desarrolla los primeros análisis que darán paso a las 
teorías del cuidado destacando el rol de la responsabilidad, no desde la 
óptica liberal de la justicia, sino como un elemento que desarrollan los 
actores morales insertos en relaciones concretas de interdependencia y 
que constituye una dimensión central de la ética del cuidado. Como 
destaca Borgeaud Garciandía (2020), esta responsabilidad no es un 
concepto abstracto sino que se integra a los vínculos que tenemos con los 
demás. De este modo, las relaciones de cuidado implican obligaciones 
morales que se asumen, ignoran, delegan, olvidan, priorizan, descuidan 
etc., y que pueden entrar en tensión. « 


Una relación complicada! 


Movimientos feministas y partidos políticos en Chile, 
entre la cooptación y la marginalización 


Lucía Miranda Leibel”! 


Introducción 

Los ciclos de protestas y movilización feministas han sido 
recurrentes tanto en Chile como en el mundo, lo que ha 
permitido afirmar que se trata de uno de los movimientos 
sociales de más larga tradición (Kirkwood, 1986; Valdés y 
Weinstein, 1993; Baldez, 2002; Franceschet, 2003; Rios, Godoy 
y Guerrero, 2010), que han visibilizado sus demandas incluso 
en periodos de dictadura (Valdés, 2000, p. 5, para el caso 
chileno; Pérez Serrano y Rubio, 1999, para el caso español; 
Borner et al., 2009 para el caso argentino). 

El estudio de los movimientos feministas y de mujeres 
actuales (desde los últimos ciclos de protesta, de 2017 a 2019) 
está empañado por dos grandes baches: uno, la falta de 
exploración de las dinámicas internas (el aspecto 
organizacional) de los movimientos; y dos (íntimamente 
conectado a lo anterior), la relación entre los movimientos 
feministas y los partidos políticos en el proceso de posicionar 
las demandas de género (Miranda y Pizzolati, 2024). 


Al conocerse cómo se dan las dinámicas internas de 
negociación y acuerdos dentro de los movimientos feministas, 
se obtiene una herramienta útil a partir de identificar qué tipos 
de liderazgos prefieren, o cuáles estrategias aplican para lograr 
acuerdos, permitiendo comprender mejor la disposición de las 
activistas a incorporarse en partidos políticos para posicionar 
institucionalmente las demandas de género. 

La comparación de trabajos preliminares en los diferentes 
polos universitarios de Chile permitió identificar que persiste 
una organización interna del Movimiento Feminista segregada 
en ramas que generan tensiones y reagrupaciones en función de 
la coyuntura (Miranda y Roque, 2021; Miranda y Pizzolati, 
2024). Luego de las crecientes olas de movilizaciones 
feministas, tanto las vividas durante el retorno de la 
democracia (década de 1990) como las observadas para la 
“Primavera Feminista” durante 2018, se percibió que la 
relación de las activistas feministas con los partidos políticos 
variaba por tipo de rama feminista de pertenencia (Miranda y 
Pizzolati, 2024). Lo anterior lleva a preguntarse qué clase de 
vínculos desarrollaron las diferentes ramas feministas en Chile 
con los partidos políticos. La hipótesis que guía esta 
investigación es que los avances y los retrocesos en la conquista 
de derechos para las mujeres son más devastadores cuando no 
existe una articulación institucional de las demandas feministas 
por medio del rol que cumplen las “femócratas”!*!, las mujeres 
que ocupan cargos en la administración pública estatal en pos 
de la defensa y la reivindicación de la autonomía feminista 
(Franceschet, 2003); asimismo, debe considerarse que la 
capacidad de entrada de las feministas en la institucionalidad 
estatal está mediada por la relación que mantengan con los 
partidos políticos. 

Para responder esta pregunta el trabajo se organiza en 
cuatro secciones: un primer apartado que revisa la teoría en 
torno a la orgánica feminista; un segundo apartado que revisa 


la literatura sobre la base de la relación entre los movimientos 
feministas y los partidos políticos; un tercer apartado 
metodológico; y un cuarto con resultados y conclusiones. 


Las dinámicas al interior de los movimientos 
feministas 

Los movimientos feministas nunca han sido uno solo sino 
muchos (Mansbridge, 1995, p. 32). Investigaciones sobre 
períodos anteriores de intensa movilización feminista 
(Kirkwood 1986; Safa 1990; García Castro y Hallewell 2001; 
Ríos Tobar et al. 2003; Forstenzer, 2017) concluyeron que los 
movimientos feministas chilenos, al igual que otros 
latinoamericanos, se componían mayoritariamente de 
corrientes autónomas y militantes (Álvarez, 1994 para el caso 
brasilero; Kirkwood, 1986; Ríos et al. 2003 para el caso 
chileno; Codina Canet, 2020; Luna, 2021 o Lanbroa, 1993 para 
el caso español). Cada rama al interior del movimiento 
presenta diferentes lógicas de organización interna que las hace 
tensionar entre sí. 

Kirkwood (1986), para las movilizaciones de 1970 en 
Chile, identificó dos grupos dentro del movimiento de mujeres 
que lidiaban con el objetivo de la emancipación femenina de 
diferente forma. Por un lado, estaban las “políticas”, y por otro, 
las “feministas”. La taxonomía dada por Kirkwood en 1986 será 
posteriormente retomada por otras autoras: Ríos et al. (2003) 
hablarán de las “políticas” versus las “autónomas”; o las 
“militantes” versus las “independientes” (Forstenzer, 2011). Se 
le daba diferente nombre, pero todos los trabajos coinciden en 
definir que unas se integraban (militaban) en los partidos 
políticos y otras no. 

Las tensiones entre autónomas y militantes responden al 
tradicional debate feminista respecto a estar “dentro” o “fuera” 
de la institucionalidad política (Banaszak, 2010). Los trabajos 
más recientes de Miranda y Roque (2019 y 2021) demuestran 


que dichas ramas feministas al interior del movimiento no solo 
desarrollan lógicas diferenciadas respecto de cómo se vinculan 
con los partidos políticos, sino de cómo se organizan en general 
y qué estrategias aplican para posicionar sus demandas en la 
agenda pública. 

Es útil que la clasificación por ramas feministas sea 
realizada a partir de la identificación de una serie de 
indicadores dentro de la dimensión organizacional con respecto 
a: 1) el tipo de estructura que desarrollan (horizontal versus 
vertical), 2) las lógicas de deliberación para llegar a consensos 
(impositiva versus deliberativa) y 3) el vínculo con los partidos 
políticos  (reconociéndolos y  militando en ellos; 
reconociéndolos como interlocutores, pero sin militar versus el 
total rechazo). 

Sobre la base de lo anterior, las militantes se caracterizan 
por desplegar una orgánica política más tradicional con 
estructuras jerárquicas y fuertes vínculos con los partidos 
políticos. Las autónomas tendieron a tener una estructura 
orgánica más horizontal que si bien aceptaba la afiliación a 
partidos políticos, carecía de una participación por medio de 
estos, impulsando una lógica más deliberativa al interior de las 
asambleas. 

Estudios desarrollados durante las movilizaciones 
estudiantiles feministas de 2018 identificaron, junto a las dos 
corrientes características del movimiento feminista de las 
décadas de 1970 y 1990, la presencia de un tercer grupo de 
feministas al que se decidió llamar “performáticas”, por su 
énfasis en el despliegue de perfomances y su vinculación con el 
arte (Miranda y Roque, 2021). Las performáticas, en 
comparación con las militantes y las autónomas, también 
adoptan una estructura predominantemente horizontal y 
desestructurada en la toma de decisiones (más cercana a la 
lógica desarrollada por las autónomas); sin embargo, rechazan 
cualquier forma de participación político partidista!?!. 


Una tercera rama, híbrida entre las dos predominantes, ya 
había sido identificada en Chile durante la década que 
transcurre entre 1990 y 2000, la cual también mantenía 
relativa distancia respecto de la disputa ideológica entre la 
autonomía y la institucionalidad (Ríos, 2003, p. 35); sin 
embargo la “diferencia más sustantiva entre las diferentes 
ramas al interior del movimiento, parecen estar vinculadas más 
con la selección de estrategias políticas que con la 
confrontación entre proyectos feministas” (Ríos, 2003, p. 24). 
La manera en que se estructuran, toman las decisiones y se 
vinculan con los partidos políticos por rama de pertenencia fue 
objeto de exploración durante el trabajo de campo postdoctoral 
desarrollado en Chile entre 2018 y 2021. En él se entrevistó a 
más de 40 feministas estudiantiles pertenecientes a los cuatro 
polos universitarios más importantes del país: Región 
Metropolitana, Valparaíso, Concepción y Valdivia. La tabla que 
figura a continuación describe de manera gráfica cómo se 
articula internamente cada rama feminista. 


Tabla 1. Clasificación de la orgánica interna por rama feminista 


APN PA 
Esta acoso nculos con 


Orgánica política 


Tetas 


Fuente: Elaboración propia sobre la base de lo observado durante las entrevistas y el trabajo de campo. 
La identificación de ramas al interior de los movimientos 


ha sido transversal en la región latinoamericana y en España. 
Militantes versus Autónomas han estado presentes tanto en 
Chile, como en España, Brasil o Argentina. En el marco de un 
proceso constituyente que vino a revisar el pacto social y sexual 


sobre el que se constituyó la sociedad chilena, haber contado 
con una Asamblea paritaria supuso a todas luces una 
oportunidad para observar cómo las lógicas tradicionales de 
dominación masculina son revisadas (Franceschet y Thomas, 
2015). Fue una oportunidad perdida para lograr que se 
asegurara el reconocimiento y la garantía de los derechos de las 
mujeres chilenas de manera transversal, es decir, incluyendo a 
aquellas que el Estado siempre ha dejado más al margen 
(Friedman y Tabusch, 2019; Thomas, 2019). Los resultados, 
luego de la victoria de ambos rechazos a la primera versión 
constitucional en septiembre de 2022, y a la segunda versión 
de corte altamente conservador, el 18 de diciembre de 2023; 
hicieron peligrar asunciones básicas en materia de autonomía 
de las mujeres que dábamos por sentadas. 

El desafío pendiente está ahora en identificar en qué 
medida se reconoce a las mujeres no solo como objeto sino 
como sujetos de derechos (Pousadela, 2013). El rol de las 
“femócratas” (entendido como las feministas dentro de la 
institucionalidad estatal, lo que ayuda al progreso en materia 
de derechos de las mujeres) es clave en este sentido (Zaremberg 
and Rezende de Almeida, 2021; Friedman and Tabush, 2019); 
así como la superación de las tensiones internas entre las ramas 
feministas para lograr la agregación de intereses y demandas 
feministas por medio de los partidos políticos. 

La importancia de estudiar la trayectoria de las activistas 
feministas en su relación con los partidos políticos radica en 
dejar de reproducir un conocimiento distorsionado e 
incompleto respecto de cuánto pueden influir los movimientos 
feministas y de mujeres en el progreso de la igualdad de 
género. Como existe un vacío en las investigaciones sobre las 
dinámicas internas en los movimientos feministas actuales, esta 
investigación significa un aporte al estudio de los movimientos 
sociales en general y de la manera en que las mujeres articulan 
sus demandas con los actores políticos partidarios en particular. 


El vínculo entre movimientos feministas y partidos 
políticos 

El movimiento feminista en Chile tiene una larga trayectoria. 
Los ciclos de movilización han sido registrados y analizados por 
su capacidad de generar cambios culturales e institucionales 
(Jaquette, 1994). La presión que las organizaciones feministas 
y de mujeres han ejercido (tanto por medio de la larga 
trayectoria de movilización, como gracias a su articulación con 
la élite y la institucionalidad política) ha permitido grandes 
conquistas de derechos. Durante los siglos XX y XXI se 
identifica en primer lugar el voto femenino como una de dichas 
conquistas, y en segundo lugar, el logro de la paridad para el 
proceso constituyente (Figueroa, 2021; Andrade y Miranda, 
2020191, 

El 2018 significó un hito para el Movimiento Feminista 
luego de que activistas de distintas universidades tomaran sus 
casas de estudio (en algunos casos por más de cuatro meses). 
La movilización llamada Primavera Feminista coincidió con 
una secuencia de despertares feministas en la región; sin 
embargo, el proceso de movilizaciones vividas en Chile fue la 
única que surgió en el seno de las universidades (Ponce, 2020). 

Los derechos de las mujeres en relación con las tres 
dimensiones de la autonomía (toma de decisiones, física y 
económica) han estado yendo y viniendo en el avance de su 
conquista. Los movimientos de mujeres han desarrollado ciclos 
similares en el adelanto y retroceso de posicionamiento de sus 
demandas. La falta de vínculos estables entre el Estado y la 
sociedad han provocado que los avances logrados sufran 
regresiones cuando se produce un cambio de color político en 
los gobiernos (Friedman y Tabush, 2019, p. 3). Se ha visto que 
dichos retrocesos son más importantes donde no existe la 
presencia de femócratas a nivel institucional y más leves donde 
las femócratas han logrado posicionar una agenda transversal 
más allá de los cambios de color político gubernamental. 


La relación entre los partidos políticos y los movimientos 
sociales ha sido siempre complicada (Palacios Valladares, 
2021). Específicamente los movimientos feministas han tenido 
miedo a la cooptación (IIgenfritz da Silva, 1981; Ríos Tobar, 
2003), la traición (Tabak y Sanchez, 1981) o la marginalización 
(Álvarez, 1994, p.37). 

Los partidos políticos han tenido tradicionalmente 
dificultades para integrar a las mujeres en sus bases, y cuando 
lo han hecho, ha sido con fines estratégicos en vías de ganar 
apoyos sin representar los intereses de las mujeres. Cuando el 
movimiento feminista y de mujeres ha tenido acogida entre los 
partidos, ha sido con los partidos ubicados a la izquierda del 
espectro ideológico o con las agrupaciones que tienen puntos 
de vista progresistas acerca de los roles de género y la igualdad 
de género (Basu, 2005; Beckwith, 2000; Kabasakal Arat, 2017; 
Sahin-Mencutek, 2016; Sharrow et al., 2016; Tremblay, 1993). 

Para identificar la lógica de interacción entre movimientos 
sociales y partidos políticos, es importante clasificar las 
diferencias que los movimientos feministas presentan respecto 
de los movimientos de mujeres, pues en función del tipo de 
demandas (de tipo estratégicas y ausentes totalmente de 
sexismo o de tipo prácticas amparadas en el sexismo benévolo) 
generarán más o menos resistencia respectivamente en los 
partidos políticos cuya conformación  valórica es 
eminentemente patriarcal. 

Según Beckwith (2005), los movimientos de mujeres se 
caracterizan por “la politización de su experiencia de vida 
como mujeres” (Beckwith, 2005). El carácter de las 
reivindicaciones de este tipo de organizaciones se basa en que 
las protagonistas son madres, hijas, hermanas o esposas “de”; 
es decir, son escuchadas en la medida en que sigan 
reproduciendo los roles tradicionales que las legitiman 
socialmente. 

Por otra parte, los movimientos feministas se caracterizan 


por buscar que las instituciones estatales sean redefinidas desde 
una perspectiva de género, es decir, resignificar el género. En 
sus bases y objetivos buscan romper con los estereotipos de 
género a partir de la creencia de que las mujeres están 
oprimidas o en desventaja en comparación con los hombres y 
que dicha opresión es ilegítima (Weldon, 2002). Los 
movimientos feministas “en cuanto a movimiento social y 
sistema de ideas, impugnan las estructuras y las relaciones de 
poder que producen la subordinación femenina” (Molyneux, 
2003, p. 128). 

Más allá del punto de vista ideológico, la relación entre 
movimientos feministas y partidos políticos está cruzada por 
varios factores vinculados a cada movimiento, la estructura de 
oportunidades políticas y la institucionalización de los partidos 
políticos de cada país. Existen muchas investigaciones que 
analizan la participación electoral de las mujeres, el fomento de 
candidatas mediante acciones afirmativas como las cuotas de 
género, la creación de partidos de mujeres y las asociaciones de 
estas con partidos tradicionales (Lovendusqui, 2010; Piscopo, 
2014). 

Lo que queda claro es que hay varios factores relacionados 
con los movimientos, los partidos y su relación que hay que 
considerar en el análisis de los movimientos feministas y los 
partidos políticos. Estos factores están condicionados por el 
contexto  socio-político de cada país, demostrando la 
complejidad de la relación entre movimiento social y partido 
político. 


Las ramas feministas y la militancia en los 
movimientos 

Los partidos políticos y los movimientos sociales registran 
lógicas diferenciadas de organización, debido también a los 
diferentes motivos por los que se conforman. La relación entre 
ambos tipos de organizaciones es inherentemente tensa: 


mientras por un lado los partidos políticos ayudan a construir 
coaliciones más amplias y ganar influencia institucional, por 
otro lado también significan una amenaza de desmovilización y 
burocratización para los movimientos sociales (Palacios- 
Valladares, 2016), en especial para los movimientos feministas 
que buscan desafiar los patrones establecidos de dominación 
masculina. 

Las distintas vocaciones de ambas agrupaciones se deben a 
su origen y definición. Barozet (2016, p. 22) destaca la 
definición de partidos políticos dada por Duverger, pues resulta 
de especial pertinencia en este sentido, dado el énfasis en la 
estructura y en la naturaleza de su organización que el autor 
da; según Duverger (1957) los partidos son definidos como 
“asociaciones formalizadas mediante estatutos que agrupan 
ciudadanos en torno a un programa político o una ideología, 
generalmente con el fin de conquistar o ejercer el poder a 
través de la conformación de cuadros políticos, quienes tienen 
vocación para representar a los ciudadanos” (Barozet, 2016, p. 
22). 

La decisión de una feminista de aliarse con un partido 
político puede ser complicada en sí misma ya que las activistas 
tienen opiniones negativas sobre los partidos políticos y 
expresan su preferencia para asociarse con políticos 
individuales en lugar de con un partido específico (Evans, 
2016). Si un movimiento decide crear una alianza con un 
partido político, la literatura ha notado la multitud de 
cuestiones que las feministas tienen que considerar y los 
debates que emergen como resultado de esta situación (Bergés 
y Espinar-Ruiz, 2020; Lacombe, 2014). 

En Nicaragua, el movimiento feminista entró en un debate 
acerca de una alianza con el partido Movimiento de 
Renovación Sandinista (MRS), lo que resultó en la división del 
movimiento en dos grupos distintos. Esta polémica reveló 
diferentes visiones acerca de la estructura de la organización, el 


marco de acción feminista y la autonomía del movimiento; 
destacando la dificultad de establecer un ámbito de acción 
feminista (Lacombe, 2014). 

Crear una identidad colectiva en un movimiento puede ser 
difícil y resultar en la fragmentación del movimiento feminista, 
como demostró el caso de Nicaragua. En España, algo similar 
ha ocurrido entre las activistas que se han unido al partido 
Podemos. Las tensiones se nutren de las diferentes 
concepciones dentro del feminismo; principalmente 
distinguidas por la idea de despatriarcalizar la política con las 
bases feministas versus una feminización de la política a partir 
de un enfoque institucional (Bergés y Espinar-Ruiz, 2020). 

Existen autoras que consideran que dicha falta de 
unificación sobre los marcos ideológicos y de acción colectiva 
puede ser perjudicial para la promoción de reivindicaciones 
feministas en el ámbito político. Por ejemplo, Kimberly Cowell- 
Meyers (2014) sugiere que fijar una identidad colectiva fue 
clave en la creación del partido Northern Ireland Women's 
Coalition (La Coalición de Mujeres de Irlanda del Norte -— 
NIWC), que logró mayor inclusión de las mujeres en los 
procesos de toma de decisiones. 

En Chile, durante el proceso de recuperación democrática, 
las feministas se unificaron en torno a un marco de demandas 
de género compartidas como madres politizadas para crear 
alianzas con los partidos prodemocracia durante la transición 
democrática (Franceschet, 2004). De esta manera, llegar a un 
acuerdo sobre la identidad colectiva y la ideología puede 
beneficiar a los movimientos feministas en el establecimiento 
de una relación con un partido. 

Un punto clave en la creación del marco estratégico del 
movimiento feminista es el tema de la autonomía versus la 
integración. Hay una tensión entre preservar la independencia 
del movimiento y evitar el riesgo de cooptación versus 
colaborar con un partido o el Estado para tener la oportunidad 


de posicionar sus reivindicaciones y evitar la marginalización 
de su movimiento (Basu, 2005). Los movimientos feministas 
han adoptado varias posiciones en cuanto al nivel de 
integración con el ámbito político, y los estudios han destacado 
el éxito de movimientos fuertes que mantienen algún nivel de 
autonomía (Basu, 2005; Burridge, 2020; Franceschet, 2004). 

Las feministas salvadoreñas aplicaron como estrategia lo 
que Daniel Burridge (2020) denomina “la colaboración crítica”, 
una forma de co-gobernanza para impulsar la equidad de 
género manteniendo su autonomía. En Chile, la estrategia de 
doble militancia —insertarse en el partido político a la vez que 
seguir siendo parte del Movimiento Autónomo Feminista— 
facilitó el cambio institucional con respecto a algunas de las 
demandas feministas (Franceschet, 2004). Sin embargo, hay 
trabajos que consideran que la autonomía también puede ser 
perjudicial para el progreso y el éxito del movimiento (Basu, 
2005; Deo, 2012; Franceschet, 2004; Monteiro y Ferreira, 
2016). 

En la India, Nandini Deo (2012) argumenta que el 
movimiento feminista no puede avanzar en el posicionamiento 
de sus reivindicaciones por medio de la política electoral dado 
que se ha alejado de los partidos. En Portugal, el 
distanciamiento entre las feministas y los partidos ha dado 
como resultado un feminismo estatal que es incapaz de 
implementar las políticas de equidad de género (Monteiro y 
Ferreira, 2016). De este modo la autonomía es un componente 
clave pero complicado en el establecimiento de la relación 
movimiento-partidario. 

Es importante considerar los marcos estratégicos e 
identitarios de los movimientos feministas, así como numerosos 
estudios han señalado también el rol del contexto político y la 
estructura de las oportunidades políticas (Basu, 2005; Cowell- 
Meyers, 2014, 2017; Franceschet, 2004; Negrón-Gonzales, 
2016). De hecho, los movimientos y lo eficaz de sus estrategias 


no son identidades independientes sino que están 
condicionados por la estructura de oportunidades políticas y 
por el hecho de que los partidos políticos anticipen o no 
beneficios electorales frente al hecho de integrarse con el 
movimiento (Franceschet, 2004). 

Las transiciones políticas parecen abrir espacios y crear 
oportunidades tanto para los movimientos feministas como 
para los partidos políticos (Cowell-Meyers, 2014; Franceschet, 
2004). Por ejemplo, en América Latina, partidos 
revolucionarios se han aliado con el movimiento feminista 
durante la transición del poder en Brasil hacia el Partido de los 
Trabalhadores (Partido de los Trabajadores - PT) en 2003, 
dando lugar a que la alianza del partido con el movimiento 
feminista tuviera influencia en los más altos niveles del poder 
estatal (Levy, 2012; Molyneux, 1984). La creación de partidos 
nuevos también puede impulsar la atención que los partidos y 
la sociedad prestan a las demandas feministas (Cowell-Meyers, 
2014). Esta situación parece reflejar más claramente la posición 
de las feministas militantes en Chile, para con los partidos de 
reciente creación, como Revolución Democrática O 
Convergencia Social (fundados en 2012 y 2018 
respectivamente). Es importante destacar que las feministas 
militantes de la Pontificia Universidad Católica (PUC) también 
mostraban cercanías con la Nueva Acción Universitaria (NAU) 
(como organización político partidaria incipiente a nivel 
universitario). 

En 2005, en Suecia, a pesar de su ideología política todos 
los partidos han llegado al consenso de la necesidad de abordar 
la igualdad de género en la sociedad después de la llegada del 
partido Iniciativa Feminista (F!) cuyo principal objetivo es 
apoyar políticas que cambian las estructuras del poder para 
crear más equidad de género. 

Estos motores de cambio feminista no siempre surgen 
dentro del sistema político nacional. La Unión Europea era un 


aliado clave del movimiento feminista, y presionaba al partido 
gobernante Adalet ve Kalkinma Partisi, abreviado como AKP 
(Partido de la Justicia y el desarrollo, un partido de derecha), 
de Turquía, para adoptar las políticas feministas y cumplir con 
las obligaciones del tratado del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en 
inglés) durante su proceso de solicitud de adhesión a la Unión 
Europea (Negrón-Gonzales, 2016). En suma, existe una miríada 
de oportunidades políticas y alianzas estratégicas que pueden 
alentar el avance de las demandas del movimiento. 

A pesar del hecho de que pueden existir oportunidades, la 
mayoría de los contextos políticos presentan desafíos para la 
inserción de las demandas feministas en la política electoral. En 
Asia del Sur y Turquía, los partidos basados en la religión o la 
casta en general tienen una enorme capacidad para movilizar a 
las mujeres. Sin embargo, la movilización de las mujeres no 
necesariamente resulta en avances de sus derechos. 

La literatura demuestra que estos partidos no apoyan 
políticas progresistas ni emancipadoras que aborden las 
estructuras de desigualdad de género en la sociedad (Basu, 
2005; Hasan, 2010; Kabasakal Arat, 2017; Negrón-Gonzales, 
2016). No obstante, hay que considerar también la ideología de 
los partidos étnicos y religiosos. Zeynep Sahin-Mencutek (2016) 
encuentra que en Turquía el Partido Paz y Democracia (BDP en 
turco: Baris ve Demokrasi Partisi), etno-nacionalista, ha 
desembocado en un partido que apoya la autoafirmación de las 
mujeres y su toma de puestos de poder gracias a la interacción 
entre características tanto de su ideología izquierdista como del 
movimiento etno-nacionalista kurdo. 

Finalmente, cuando los movimientos feministas y los 
partidos crean una alianza, se ha demostrado que es difícil para 
los movimientos posicionar sus demandas de manera que 
implique un progreso para la emancipación de la mujer 
(Molyneux, 1984). En el caso español se puede observar que a 


pesar del hecho de que varias activistas feministas se han 
integrado al partido político en el gobierno, logrando la 
utilización de un discurso feminista y la inclusión de políticas 
feministas en la agenda política de Podemos, las dinámicas y 
las normas del partido continuaron siendo patriarcales, y los 
hombres siguieron ocupando las posiciones más altas de poder 
(Bergés y Espinar-Ruiz, 2020; Kantola y Lombardo, 2019). 

Por consiguiente, no es el contexto político lo que permite 
lograr un cambio por completo en las estructuras de poder 
respecto al género. Del mismo modo, las feministas brasileñas, 
estrechamente vinculadas con el Partido de los Trabajadores, 
creyeron que podrían mejorar su influencia en las políticas 
públicas y trasladar varias demandas a la legislación mediante 
su relación con el partido. Pero también reconocen que esta 
relación reducía el debate crítico y su influencia estaba 
limitada en ciertas áreas (Levy, 2012). Como demuestran estos 
casos, aun cuando las activistas feministas han decidido 
trabajar dentro de un partido político, las tensiones entre 
autonomía e integración se han perpetuado en la lucha por 
posicionar las demandas feministas y conquistar la verdadera 
equidad de género. 


Datos y tendencias preliminares 
El proceso de recolección de datos empíricos se desarrolló en 
dos etapas: una primera etapa consistió en la realización de 
observación etnográfica y entrevistas en el marco de las 
asambleas celebradas por las estudiantes al interior del campus 
San Joaquín de la Pontificia Universidad Católica (PUC) entre 
mayo y noviembre de 2018. Se asistió a un total de cinco 
asambleas, lo que permitió estar al corriente de las intenciones 
con respecto a tomar la Casa Central de la PUC. 

Durante la llamada “Primavera Feminista”!”! también se 
asistió a, y se observaron, tres de las marchas organizadas con 
grupos de otras universidades, lo que permitió tomar contacto 


con voceras y activistas feministas pertenecientes a otras 
universidades de la Región Metropolitana, a las cuales se 
entrevistó entre septiembre de 2018 y junio de 2019. A lo largo 
de esta primera etapa se entrevistó a un total de 27 feministas 
estudiantiles pertenecientes a diferentes carreras de la PUC, de 
la Universidad Diego Portales (UDP), de la Universidad de 
Chile (UCH) y de la Universidad de Santiago (USCH). El rango 
de edad de las participantes era de 19 a 36 años, las cuales en 
ese momento se encontraban cursando estudios de pregrado. 

La segunda etapa en el proceso de recolección de datos se 
inició en el año 2020 e implicó tomar contacto y entrevistar a 
algunas de las feministas que comenzaron La Primavera 
Feminista con la toma de la Facultad de Filosofía de la 
Universidad Austral en Valdivia. También se entrevistaron 
feministas de distintos campus universitarios en Concepción y 
en Valparaíso, 12 entrevistadas que sumaron 39 entrevistas en 
total. Las entrevistadas fueron seleccionadas mediante la 
técnica de bola de nieve. 

Las conversaciones se realizaron en lugares elegidos por las 
mismas entrevistadas a poca distancia de los campus 
universitarios respectivos, duraron entre 30 y 90 minutos y 
fueron grabados en audio y transcritos íntegramente. Todos los 
datos han sido anonimizados. La pauta de entrevista estuvo 
estructurada en torno a tres dimensiones de análisis que 
buscaban ahondar: 1) en los aspectos valóricos e ideológicos 
que asociaban al hecho de considerarse feministas, 2) las 
lógicas de organización y articulación (así como la pertenencia 
o no a partidos políticos) desarrolladas al interior del 
movimiento estudiantil feminista y 3) las estrategias adoptadas 
para la visibilización de las demandas. 

A efectos de este capítulo, se estará utilizando la 
información provista por las entrevistadas en torno a su visión 
de los partidos políticos y su disposición a incorporarse en sus 
filas a partir de la rama feminista de pertenencia. 


Los resultados de investigaciones previas en la materia 
muestran que las feministas se organizan de manera distinta en 
función de la rama de pertenencia (Kirkwood, 1986; Ríos et al., 
2006; Miranda y Roque, 2019). A su vez se observa que la 
disposición a vincularse (o no) con los partidos políticos está 
mediada por la asunción de una lógica organizativas más o 
menos jerárquica. A continuación, a partir de extractos 
obtenidos de las entrevistas aplicadas a las feministas 
estudiantiles entre 2018 y 2020, se describe cómo es la 
disposición a vincularse con los partidos políticos por rama de 
pertenencia. 


Tabla 2. Posiciones frente al vínculo con los partidos políticos por rama feminista de 
pertenencia 
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las veo como en esta área malxista más, más ortodoxa por decirlo agí, y de a poco me fui metiendo 
en el feminismo...”. 


Fuente: Elaboración propia sobre la base de las entrevistas realizadas durante el trabajo de campo. 


Las diferentes disposiciones hacia los partidos políticos por 
rama feminista de pertenencia, que los extractos de las 
entrevistas arriba presentadas demuestran, tienen un correlato 
y son coherentes con las diferentes disposiciones a negociar (o 
no) entre feministas que se han registrado en procesos políticos 
de envergadura que ha vivido Chile. Un ejemplo claro de lo 
anterior es presentado por Cuadros (2022), quien analizó la 
estrategia del movimiento feminista para incidir en la 
convención constitucional. Durante su trabajo de campo, la 
autora recogió varias declaraciones de sus entrevistadas que 
venían a reafirmar: 1) que el proceso constituyente contó con la 
participación de feministas autónomas, militantes (o 
institucionales) y performáticas (o movimentistas); 2) que a 
pesar de tener acuerdos respecto de las demandas feministas, 


existían tensiones sobre cómo plasmarlas o reconocerlas; 3) así 
como en las estrategias de negociación para llegar a consensos. 
Uno de los temas donde dicha tensión se hizo evidente fue 
respecto del derecho al aborto!!0!, 


Reflexiones finales 

Los movimientos sociales son definidos como los “desafíos 
colectivos planteados por personas que comparten objetivos 
comunes y solidaridad en una interacción mantenida con las 
élites, los oponentes y las autoridades” (Tarrow, 2012, p. 38). 
En el estudio de los movimientos sociales se identifican ciertos 
aspectos clave que permiten clasificarlos en: las oportunidades 
políticas, las estructuras de movilización, y los marcos o 
procesos enmarcadores. En el primer aspecto se considera que 
el “entorno político en el que se encuadra el movimiento sigue 
determinando, con fuerza, el conjunto de oportunidades y 
limites que determinarán su desarrollo posterior” (McAdam, 
McCarthy y Zald, 1999, p. 35). 

Los movimientos de mujeres clasificados por olas a nivel 
mundial (normalmente en países desarrollados) no coinciden a 
la perfección con lo que ocurre en América Latina (Femenías, 
2009; Lamadrid Alvarez 8: Benitt Navarrete, 2019). En Chile la 
segunda ola de feminismo global irrumpe con más de una 
década de desfase (Lamadrid Alvarez € Benitt Navarrete, 2019; 
Cortés y Retamal, 2017). A lo anterior se suma el hecho de que 
tradicionalmente las demandas de las mujeres de los países del 
sur (dados sus contextos y sus historias particulares) han sido 
diferentes a las demandas de las mujeres de los países del norte 
(Basu, 2000, p. 71; Chow, 1996; Femenias, 2009). Los tipos de 
demandas esgrimidos por los movimientos de mujeres son 
clave, pues permiten distinguir aquellos que tienen demandas 
de específico interés para las mujeres de aquellos que desafían 
el patriarcado y la consecuente subordinación de las mujeres 
sobre la base de género (Beckwith, 2007; Rein, 2011, p. 28; 


Ríos et al., 2010; Weldon, 2002). 

Las masivas movilizaciones feministas de 2018 junto con 
su posicionamiento en cargos constituyentes para el proceso 
que culminó en septiembre de 2022 demostraron lo 
determinante del rol de las feministas mediante su acceso a 
cargos de representación. Si bien los partidos políticos son 
imprescindibles para la democracia (Schattschneider, 1942), 
sin feminismo tampoco hay democracia (Kirkwood, 1986). En 
este sentido, no se puede obviar que los partidos políticos 
tienen dificultades para captar a las nuevas generaciones 
“porque sus prácticas internas tienden a excluir a los jóvenes, 
particularmente a las mujeres, o a no dejarles paso hacia 
instancias de mayor responsabilidad, además de centrifugarlos 
cuando dejan de ser jóvenes” (Barozet, 2016, p. 32). 

Los movimientos sociales han sido fundamentales para la 
expansión de derechos en el mundo occidental. El derecho a la 
huelga o a tener vacaciones no sería hoy reconocido sin la 
presencia de la política contenciosa. De igual manera, durante 
el proceso constituyente anterior, los movimientos feministas 
fueron clave para que se incluyeran en el proyecto las llamadas 
“demandas históricas” que contemplan (entre otras) la materia 
en derechos sexuales y reproductivos, vida libre de violencia, 
cuidados o el reconocimiento y la garantía de las demandas 
LGTBIQ +. 

Los movimientos feministas y los partidos políticos han 
mantenido canales de diálogo (de manera más o menos 
intensa) desde el inicio de los tiempos (Hanagan, 1998; 
Casquette, 2001; Puricelli, 2005). Los movimientos feministas 
latinoamericanos en sus orígenes durante 1870 y 1914 
establecieron lazos estables con los partidos progresistas de la 
época, entre ellos el partido liberal y el partido obrero 
(Casquette, 2001, p. 199). En Chile, a partir tanto de lo que se 
pudo observar con el trabajo de campo realizado durante las 
amplias movilizaciones feministas de 2018, como de lo que se 


desprendió de lo ocurrido durante el proceso constituyente 
2021-2022, las feministas militantes encuentran simpatía en 
partidos políticos de izquierdas. A su vez se pudo comprobar la 
vigencia de las diferentes ramas feministas en el hecho de que 
si de alguna manera durante la recuperación democrática de la 
década de 1990 se sostuvo que fueron las militantes las que 
posicionaron sus estrategias de manera predominante (Ríos et 
al., 2003), en el último lustro fueron las performáticas las que 
consiguieron mayor visibilidad, mientras que las autónomas 
equilibraron la manera de llegar a consensos (Miranda y 
Pizzolati, 2024). 
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. Las femócratas están encargadas de implementar las políticas de género 


mediante las instituciones del Estado a la vez que canalizan las demandas 
provenientes de los Movimientos Feministas (McBride y Mazur, 2010; 
Mazzini, 2019).+ 


. Como casos comparados; la argentina Gago (2019) analiza las dinámicas 


internas y las estrategias de negociación aplicadas por las feministas a 
nivel organizacional; mientras que Manzano (2019) identifica los partidos 
políticos con los que las feministas dialogan o articulan. « 


. Confederación de estudiantes de Chile. « 


Nueva Acción Universitaria. « 


. Revolución Democrática. « 
. La, todavía, vigente Constitución chilena ha sido criticada por su falta de 


legitimidad de origen desde la recuperación de la democracia (Garretón, 
2010). Luego del llamado “estallido social” ocurrido en 2019 con la 
demanda principal por un cambio del modelo neoliberal a uno de Estado 
social, un plebiscito fue convocado en 2020, en el que la ciudadanía 
apoyó ampliamente la realización de un proceso constituyente totalmente 
ciudadano y paritario. El resultado final fue rechazado el 4 de septiembre 
de 2022, dando lugar a un proceso constituyente que fue también 
rechazado en la votación de diciembre de 2023. « 


. Para conocer y profundizar las demandas, orgánicas y política del 


Movimiento Estudiantil Feminista, se sugiere leer Miranda y Roque 
(2019, 2021) y Miranda y Pizzolati (2024). « 

“(Durante el proceso) convivieron las feministas activistas provenientes 
de movimientos sociales, como Alondra Carrillo (por los Movimientos 
Sociales Constituyentes); las feministas que militaban en partidos 
políticos, como Giovana Roa (Frente Amplio); [...] las feministas cercanas 
a organizaciones de la sociedad civil y ONG, como Tammy Pustilnick; y 
las feministas indígenas, como Elisa Loncón y Rosa Catrileo (por Escaños 
Reservados)” (Cuadros, 2022, p. 98). « 


Educar y cuidar 


Educación Popular, movimientos sociales y 
pedagogías feministas 


Jessica Enith Fajardo Carrillo!'! 


Introducción 

Las comunidades en América Latina experimentan una 
pluralidad de prácticas organizativas alrededor de la Educación 
Popular y las pedagogías feministas. Sin desconocer las 
limitaciones y las dificultades que atraviesan, sabemos que 
responden a las problemáticas de cobertura de los sistemas 
educativos nacionales, profundizadas por la crisis del modelo 
neoliberal y por la pandemia del COVID-19. Basta con caminar 
los territorios para percatarse de la crisis y sus efectos en las 
niñeces, las juventudes y aquellas adulteces excluidas de las 
escuelas. Bajo este contexto se potencian y expanden escenarios 
de disputa y conflictividad social, una dialéctica que encuentra 
su síntesis en la institución y constitución de nuevas 
subjetividades políticas y otros proyectos educativos. Los 
“estallidos sociales” sucedidos entre los años 2019 y 2023!?!, el 
fortalecimiento del movimiento feminista latinoamericano y las 
luchas por la educación pública, comunitaria y popular son una 
muestra de esta dinámica. 


En este capítulo procuramos comprender qué motiva a los 
movimientos sociales por la Educación Popular y sus formas de 
organización territorial. Para ello, entendemos estas 
experiencias como procesos que irrumpen en la cotidianeidad y 
donde se reconstruye la vida social. Allí se tejen redes de 
cuidado ante las formas de reproducción y producción del 
capital, algo que debe ser visto en los estudios sobre los 
movimientos sociales y que educadoras populares como 
Claudia Korol (2020) y Roxana Longo (2020) se han tomado el 
trabajo de exponer y reflexionar. Analizamos la relevancia de 
los enfoques de las pedagogías feministas entre las experiencias 
de Educación Popular, además de visibilizar las formas de 
reproducir sus luchas, en diferentes contextos. Según Korol 
(2020), las pedagogías feministas apuntan a la dimensión 
cultural de las reivindicaciones feministas. Es una crítica a las 
miradas que se reducen a la “economía y los modos de 
producción de mercancías, de plusvalía, de riqueza, sin analizar 
la manera en la que se crea la totalidad de la vida” (Korol, 
2020, p. 21). Con esta pedagogía, se busca superar la dicotomía 
entre “producción de mercancías y reproducción de la vida” y 
visibilizar el lugar de las mujeres y las disidencias sexo- 
genéricas en la “vida social”. De este modo, se crean 
“movimientos en los que se anticipa la experiencia de otros 
modos de relacionarnos y con la constatación de que para crear 
ese mundo nuevo se requiere una profunda transformación de 
la cultura violenta de poder” (Korol, 2020, p.22). 

La agenda feminista anidó pedagógicamente en los 
territorios para debatir acerca del cuidado, la soberanía 
alimentaria, de los cuerpos y los territorios, las formas de 
exclusión y racialización, la crisis ambiental, la explotación 
laboral de feminizadas y disidencias sexo-genéricas y la 
violencia de género. A lo largo de este capítulo nos 
preguntamos cómo las experiencias fundamentadas en las 
pedagogías feministas abren los debates de la Educación 


Popular. Para responder al interrogante partimos de dos 
dimensiones. Primero, la dimensión histórico-pedagógica nos 
permite definir qué entendemos por Educación Popular, 
conectar con un hecho del pasado y representar la apertura 
pedagógica de aprender, enseñar y transformar desde la tierra y 
el trabajo. Segundo, abordamos la dimensión político-territorial 
para acercarnos a las reconfiguraciones que traen las 
pedagogías feministas desde los cuerpos y territorios. Durante 
el desarrollo de estas dos dimensiones se cruzan los conceptos 
de “educación comunal”, “enseñanza única”, “cuerpos- 
territorios” y “ética del cuidado”, desde el trabajo de autoras y 
autores como Fabián Cabaluz Ducasse (2022), Silvia Rivera 
Cusicanqui (2010), José Carlos Mariátegui (2014), Kristin Ross 
(2016) y Verónica Gago (2019). 

La metodología se centra en un análisis teórico y 
documental de experiencias de Educación Popular 
fundamentadas en las pedagogías feministas y sistematizadas 
por movimientos sociales de mujeres en Venezuela, Paraguay, 
Colombia y Argentina. Para ello, construimos un marco 
conceptual e histórico, al definir Educación Popular y su 
vínculo con los movimientos sociales. En esta línea, en primer 
lugar presentamos el análisis histórico de la Escuela Ayllu de 
Warisata en Bolivia (1931-1963), que nos permite ver la 
relación entre el movimiento indígena andino, la Educación 
Popular y la reproducción del movimiento social 
latinoamericano desde la tierra y el trabajo. Además nos 
introduce a la conceptualización pedagógica de la “educación 
comunal” (Ross, 2016) y la “enseñanza única” (Mariátegui, 
2014). 

En segundo lugar, nos acercamos al debate de las 
pedagogías feministas y a la noción de “cuerpos-territorios” 
(Gago, 2019). Para ello, trabajamos dos experiencias: la escuela 
de la Coordinadora de Mujeres Campesinas e Indígenas 
(Conamuri) en Paraguay, que existe desde el año 1999 y 


reivindica la soberanía de los cuerpos y los territorios; y la 
organización de Mujeres de la Sabana bogotana en Colombia, 
que visibiliza las condiciones de precarización de las 
trabajadoras florícolas y desarrolla desde el 2012 proyectos de 
Educación Popular. 

Luego, abordamos y problematizamos el concepto de “ética 
del cuidado” (Butler, 2019), desde la experiencia de la Escuela 
de la Casa Caracola en Venezuela: desde el año 2013 se articula 
a los Centros de Atención y Formación Integral de las Mujeres, 
pertenecientes al Estado Nacional y donde se busca 
territorializar el llamado «feminismo comunal». Este es un 
trabajo conjunto entre el movimiento feminista, la Educación 
Popular y el Estado Nacional. También analizamos la Colectiva 
Feminista la Revuelta, una experiencia sindical de formación 
escolar, desarrollada por maestras de la escuela pública 
argentina. Ellas elaboran materiales didácticos desde el año 
2006 sobre la Educación Sexual Integral. De esta forma, 
deslocalizamos la Educación Popular y las pedagogías 
feministas y vemos su alcance en la educación formal. 

En síntesis, nuestro propósito es visibilizar las prácticas 
que sostienen y reproducen el trabajo político-pedagógico en 
los territorios, y a la luz de sus enfoques ampliar el debate 
teórico sobre la Educación Popular. Esta es una tarea que nos 
lleva a realizar un análisis sobre problemas estructurales y 
comprender su historia y los escenarios de disputa. 


Educación Popular y movimientos sociales 

Como parte constitutiva de la realidad latinoamericana, la 
Educación Popular es una experiencia histórica, política y 
territorial de base. Busca construir proyectos educativos que 
permitan a les sujetos transformar las opresiones estructurales 
del capitalismo colonial. Sus prácticas son profundamente 
plurales y heterogéneas y se caracterizan por integrarse al 
movimiento social. Marco Raúl Mejía (2011) la define como 


una “concepción educativa” que propone “prácticas, 
metodologías, teorías, enfoques, pedagogías, y una opción ética 
de transformación” (p. 17). Busca “dignificar lo humano” en la 
“construcción de mundos nuevos” (Mejía, 2011, p. 17). Según 
esta mirada, existe un marco ético que identifica a la Educación 
Popular y cuyas prácticas están mediadas por los principios de 
transformación y dignidad humana. 

Por su parte, Oscar Jara Holliday (2020) nos presenta una 
definición de Educación Popular desde la historia intelectual 
latinoamericana. Entreteje miradas de pensadores y artistas 
para situar su definición en nuestra región. De Alfonso Ibáñez 
recupera la “perspectiva utópica y liberadora”; de José Martí 
menciona la “necesidad de hacer una ruptura epistemológica 
que nos permita pensar desafíos globales de Nuestra América”; 
enuncia la “visión de los vencidos” de Leopoldo Zea; también 
nos trae “la fuerza que emerge de un contenido infinito para la 
creación” de José María Arguedas; de la poética de Gabriel 
García Márquez cruza “el realismo mágico como parte de la 
cotidianidad”; además conecta con el proyecto de sociedad que 
“no sea ni calco ni copia, sino creación histórica” de José 
Carlos Mariátegui; y para cerrar cita la conclusión de José Luis 
Rebellato, “que supone optar por el pueblo como sujeto” de la 
historia. El autor llama a una “ética solidaria” en un contexto 
mundial en crisis y donde la Educación Popular asume “la 
responsabilidad planetaria orientada no a la supervivencia de 
la especie, sino a la consecución de una vida realmente 
humana, radicalizando la democracia en la sociedad mundial” 
(Jara Holliday, 2020, p. 29). 

Tanto Mejía (2011) como Jara Holliday (2020) declaran 
los principios que enmarcan la Educación Popular como un 
proyecto humanista, democrático y latinoamericanista y que se 
ha disputado su lugar a lo largo de nuestra historia. Lo vemos 
con la emergencia de la “pedagogía de la tierra” propuesta por 
el Movimiento Sin Tierra en Brasil (MST), la “educación 


descolonizadora” del Ejército Zapatista de Liberación Nacional 
en México (EZLN) y las “escuelas de gestión social y 
cooperativa” de los Bachilleratos Populares del Movimiento 
Nacional de Empresas Recuperadas (MNER) en Argentina 
(Korol, 2016, p. 74). Estas experiencias muestran el vínculo 
entre la Educación Popular y la historia de los movimientos 
sociales y políticos latinoamericanos. Es una lectura que nos 
propone Jara Holliday (2020) para acercarnos al “análisis 
socio-histórico” de la Educación Popular, ya que permite 
observar períodos que abren “la concepción de Cambio Social” 
y acercarnos a las “fuerzas motoras de dicho cambio, así como 
a las formas de organización y lucha a través de las cuales 
actúan dichas fuerzas” (p. 67 y 68). 

Asimismo, Marina Ampudia y Roberto Elizalde (2015) 
proponen el concepto de “praxis pedagógica” en la Educación 
Popular, una referencia más concreta que declamatoria acerca 
de esas “fuerzas motoras”. Durante las últimas décadas, los 
movimientos sociales han puesto el foco en la progresiva 
precarización de los sistemas educativos, que se ha “traducido 
en el aumento de los excluidos de las escuelas, el ascenso del 
analfabetismo, además de otros indicadores de signo negativo 
para este campo” (Ampudia y Elizalde, 2015, p. 158). De allí 
emerge la relación entre el movimiento social y la educación, 
desde una dimensión “teórico-cultural”. Según Ampudia y 
Elizalde (2015), esta perspectiva estuvo influenciada por 
pensadores como Paulo Freire y “la relación con estos autores 
nos remite al fuerte vínculo entre la educación popular, el 
compromiso social y sus relaciones con el trabajo” (p. 159). El 
concepto de “praxis pedagógica” traduce esta síntesis y nos 
permite entender la “educación de los movimientos sociales”. 
Por un lado, encontramos el “hacer político”, y por otro lado, 
las “prácticas formativas”, el “hacer” y el “(auto) formarse”. 
Pensar en clave de “praxis pedagógica” remite a la concreción 
histórica de la Educación Popular y a su carácter 


descolonizador. 

Desde una perspectiva feminista, Claudia Korol (2016) 
define la Educación Popular como una crítica a la “racionalidad 
occidental” desde las propuestas de “descolonización cultural” 
y que se han llevado adelante a nivel continental por la 
resistencia popular. Bajo esta premisa nos permitimos 
recuperar hechos del pasado y evocar la “praxis pedagógica” 
del movimiento social, específicamente del movimiento 
indígena boliviano. Siguiendo con Korol (2016), este tipo de 
acontecimientos precisan ser recuperados desde “la radicalidad 
de la dialéctica como método de análisis y que permite ver los 
procesos en movimiento, en contradicción, en un dinamismo 
que no nace de determinaciones mecanicistas, sino del papel 
activo y consciente del sujeto en la historia” (2016, p. 72). En 
el siguiente apartado, reconstruimos la experiencia de 
Educación Popular de la Escuela Ayllu de Warisata y su 
relación histórica con el movimiento indígena andino. 


La Escuela Ayllu de Warisata en Bolivia 

Desde los Andes bolivianos Silvia Rivera Cusicanqui (2010) nos 
trae la rebelión de Tupaq Katari de 1781, “un ciclo de masivas 
movilizaciones pan-andinas que sacude toda la región en 
respuesta a las políticas borbónicas implantadas desde 
mediados de siglo” (p. 9). Lo que para España fue una medida 
reformista (en el campo mercantil y capitalista), para las 
colonias eran “formas de mercantilismo colonial a través de los 
repartos forzosos de mercancías que los corregidores 
peninsulares usaron como medio de apropiación coactiva de 
excedentes y circuitos comerciales” (Rivera Cusicanqui, 2010, 
p. 9). Este “reparto” arbitrario es el motivo estructural de la 
rebelión pan-andina “cuya principal batalla fue el cerco sobre 
la ciudad de La Paz (...), bajo el mando de Julián Apaza-Tupaq 
Katari y su estado mayor de autoridades indígenas” (Rivera 
Cusicanqui, 2010, p. 10). Desde allí la autora mira los 
levantamientos y bloqueos sucedidos en Bolivia entre los años 


2000 y 2005, cuyo escenario fue El Alto, “uno de los cuarteles 
generales de las tropas rebeldes de 1781” (Rivera Cusicanqui, 
2010, p. 10). La historiografía clásica subestimó la experiencia 
“para atribuirla a los excesos y promesas de un puñado de 
caudillos, escamoteando todo el intenso proceso de politización 
de la vida cotidiana que se vive en los momentos de 
alzamiento” (Rivera Cusicanqui, 2010, p. 10). Ha sido el 
“lenguaje simbólico” lo que le permitió a Rivera Cusicanqui 
(2010) reconstruir el acontecimiento y traerlo al presente desde 
la “palabra no dicha”. En los años setenta la disputa histórica 
por reconstruir la rebelión pan-andina atravesó la organización 
de la Confederación Sindical Única de Campesinos de Bolivia. 
Bajo la “egida del movimiento katarista” se hizo un masivo 
bloqueo en 1979, que fue reprimido por “piquetes de 
autodefensas armadas” y por una “masacre preventiva” llevada 
adelante por el Estado. 

Recordemos que es precisamente en Bolivia donde se vive 
una de las experiencias más potentes de Educación Popular 
entre 1931 y 1963. Fabián Cabaluz Ducasse (2022) nos narra la 
relación entre la educación, el indianismo y el marxismo en la 
Escuela Ayllu de Warisata. Son lecturas y construcciones 
propias, fuera de toda ortodoxia, que abandonan miradas 
reverenciales y son abrazadas y reinterpretadas desde los 
territorios. La experiencia fue liderada por Elizardo Pérez 
(maestro normalista y militante del partido comunista) y por 
Avelino Siñani (indígena, campesino y educador quechua), 
quien “convenció a cada familia de la comunidad Warisata 
sobre la importancia de integrarse a la escuela, donó sus tierras 
a la causa y se comprometió hasta el último de sus días con su 
defensa” (Cabaluz Ducasse, 2022, p. 71). Aquí se revelan los 
lazos con otros pensamientos como el de José Carlos 
Mariátegui, quien desde Perú ya había hablado sobre “las 
luchas de los sindicatos docentes, las luchas estudiantiles, la 
creación y defensa de instituciones culturales y educativas 


populares, en las luchas generales por la transformación social” 
(Cabaluz Ducasse, 2022, p. 63). La escuela se declaró contra el 
sistema “pongueaje” que se servía de la explotación de la mano 
de obra indígena y se solidarizó con los “procesos organizativos 
y de lucha de liberación de las comunidades, pueblos y 
naciones indígenas”: 


Warisata era el indio que empezaba a luchar por sus derechos 
que le habían sido negados durante cuatro centurias, era el dedo 
acusador de la historia, del esclavo que se levanta, ya no en el 
estallido pasajero de cólera, como alzado, como sublevado, sino 
en forma organizada y coherente, para que ese nunca extinguido 
anhelo de libertad se convirtiese en movimiento, y se incorporara 
así a la senda histórica de la revolución. (Salazar Mostajo!?., 
1986, como se citó en Cabaluz Ducasse, 2022, p. 71) 


Es una voluntad política de organización popular que 
reaparece en distintos tiempos y escenarios. Durante este 
periodo resurgió ese “nunca extinto anhelo de libertad” del 
movimiento indígena katarista pan-andino y que nos trae 
Rivera Cusicanqui (2010) desde la sociología de la imagen. Era 
una escuela que se preocupaba por la “integralidad” de las 
dimensiones “económicas, políticas y culturales” de les sujetos. 
La palabra “la-ayllu” significaba la “riqueza de la vida 
comunitaria” y con ello una praxis que vinculaba el aula de 
clase con actividades agrícolas. La Educación Popular es 
también reproducir y decidir colectivamente sobre los asuntos 
comunes. Warisata nos propuso formas de gestión y de 
gobierno escolar como un espejo de la “organización y 
autoridad de las comunidades indígenas”. Tenían la “ulaka 
aymara-quechua” o el “Parlamento Amauta” con representantes 
de las unidades territoriales también llamadas “Jathas”. Esto 
constituye el “auto-gobierno Warisata” un espacio “que no sólo 
se decidía colectivamente en torno a temas educativos, sino que 


también a cuestiones económicas, comerciales, de justicia 
comunitaria, entre otras cosas” (Cabaluz Ducasse, 2022, pp. 
72-73). Además era una escuela bilingúe y mixta y se 
trabajaban “conocimientos asociados a las matemáticas, 
geografía, historia, música, artes, educación física y las ciencias 
naturales” que se relacionaban con los talleres para la 
construcción de la escuela como “carpintería, mecánica, 
herrería, cerrajería, adobe, tejas, ladrillos y estuco”. También se 
vinculaban con los talleres que producían insumos para la 
comercialización y que garantizaban una autonomía 
económica. Saberes y conocimientos giraban en torno al 
trabajo de la tierra: 


La educación no podía restringirse al mundo letrado, sino que 
debía irradiar acción vital, debía procurar la educación integral 
de los sujetos. [...] fue una experiencia educativa que logró 
articularse con el trabajo productivo [y reproductivo], 
tensionando de paso, la división social del trabajo y generando 
un modelo de escuela autosustentable y autogestionado. (Cabaluz 
Ducasse, 2022, p. 73). 


De la movilización pan-andina vino la escuela Warisata, y 
con ella, otras formas de gobernar y de organizar la vida social. 
Esto nos lleva a pensar la Educación Popular desde las 
relaciones sociales e históricas que se tejen en las aulas de clase 
y los territorios, más allá de su identidad y sus principios. 
También observamos un vínculo con la “educación comunal” 
desde el pensamiento pedagógico de Joseph  Jacotot, 
recuperado por autores como Jacques Ranciére (2018) y Kristin 
Ross (2016). No queremos dejar pasar esta revisión histórica y 
contrastar con la crítica político-pedagógica de José Carlos 
Mariatégui (2014). Dicha relación representa una cita secreta 
alrededor de lo “común”, que para Silvia Federici (2020) 
constituye “la expresión de un mundo alternativo” en respuesta 


a la crisis económica y ecológica del capitalismo colonial (p. 
21). 


Debate pedagógico entre la educación comunal y la crítica de 
José Carlos Mariátegui 
En la historia de la Educación Popular aparecen elementos que 
se acercan a la “educación comunal” y que nos presenta Ross 
(2016). La autora hace una reconstrucción histórica del 
proyecto educativo de la comuna de París de 1871. Las 
asociaciones comuneras hacían un llamamiento a la “educación 
politécnica o integral, destinada a superar la división entre la 
cabeza y la mano” (p. 51). A esto se le llamó la “Sociedad de 
Amigos de la Educación”. En palabras de Ranciére (2018), es 
una crítica al “mito de la pedagogía” que jerarquiza las 
inteligencias y ubica la razón por encima de la percepción (p. 
27). Para Ross (2016) las ideas de la educación comunal “eran 
considerablemente más sólidas que las impulsadas por la 
República, empezando por su carácter internacionalista” (p. 
52). Tiempo después, sus propuestas fueron adoptadas por el 
modelo pedagógico de la escuela activa. 

Ahora bien, en nuestro continente Mariátegui (2014) llegó 
a críticas semejantes. El pensador peruano propone el carácter 
internacionalista y de clase que debía tomar el sistema 
educativo latinoamericano con la “enseñanza única”. En la 
década de 1920 expuso el mito del régimen educativo 
republicano y laico: “de un lado, sofoca o ignora todas las 
inteligencias de la clase pobre; de otro lado, cultiva y diploma 
todas las mediocridades de la clase rica” (Mariátegui, 2014, p. 
29). Nos trae la crítica del teórico francés Jorge Sorel y el 
crítico italiano Adriano Tilgher, quienes plantearon los límites 
de la educación laica en satisfacer “toda inquietud humana” al 
tener como objetivo “la formación de una humanidad 
laboriosa, mediocre y ovejuna” (Mariátegui, 2014, p. 9). De 
esta forma se anula la “libertad de querer, la espontaneidad de 
la iniciativa, la originalidad del movimiento” y se “reduce a la 


humanidad a una docilísima grey que no sabe pensar ni actuar 
sino conforme al signo y según la voluntad de sus pastores” 
(Mariátegui, 2014, p. 9). Lo que Ranciére (2018) más adelante 
llamaría “el orden explicador” que corta la singular distancia 
entre “la materia enseñada y el sujeto que instruir” y queda 
cooptada en el “seno de la palabra” del maestro (p. 24). La 
explicación subordina, se encarga de convencer que no se 
puede comprender algo por sí mismo. El acto de “confiar en la 
capacidad intelectual de todo ser humano” y que cada une 
pueda “concebir su dignidad” y “medir su capacidad intelectual 
y decidir sobre su uso” es la base misma de la emancipación 
(Ranciére, 2018, pp. 37 y 43). Ya nos lo decía Paulo Freire 
(2021) al instar a les formadores a abandonar las lógicas de 
“transmisión de conocimientos” y procurar las condiciones para 
su producción y creación. Razonar sobre dichas condiciones, 
también implica ver la materialidad de la vida social. 

Según Ross (2016) en tiempos de comuna la Sociedad de 
Amigos de la Educación presentó un proyecto de guarderías: 


Debía haber guarderías en todos los barrios obreros, cerca de las 
fábricas; todo lo que tuviera que ver con la religión sería 
eliminado y reemplazado por pinturas y esculturas de objetos 
reales, animales y árboles, o incluso por “un aviario lleno de 
pájaros” para combatir el aburrimiento, “la mayor enfermedad” 
de los niños pequeños. Las bibliotecas públicas, que durante el 
Imperio habían sido saqueadas regularmente por la élite que se 
sentía autorizada a retirar de ellas volúmenes sin devolverlos 
nunca, se reorganizaron para acabar con todos los privilegios del 
préstamo. (Ross, 2016, p. 54) 


Esta sería la “reivindicación de un derecho a la vida 
intelectual” en la que se busca superar la división entre el 
trabajo manual e intelectual. Se vivió en la Escuela Ayllu de 
Warisata al proponer producir conocimientos y saberes desde la 


tierra y la semilla, entender que la educación es “única”, es 
“universal”. Ello implica saber que “todo está en todo”, que 
podemos conectar nuestra cotidianeidad con el conocimiento 
intelectual y valernos de nuestra propia inteligencia para 
comprenderlo sin distinción alguna: “cualquier cosa que se 
pueda aprender puede convertirse en el punto de partida para 
la emancipación” (Ross, 2016, p. 61). 

Hoy las feministas insistimos en pensar la Educación 
Popular desde la reproducción de la vida. Mariátegui (2014) 
venía trabajando sobre eso, sabía que la “nueva generación 
ibero-americana” debía renovar de forma radical los principios 
de los sistemas educativos, pensar en la “enseñanza artística” y 
en un “feminismo proletario, orgánico y espontáneo” 
(Mariátegui, 2014, p. 121). Aquí se entrevé la definición de la 
pedagogía feminista planteada por Korol (2016). La autora la 
entiende como el acto de desaprender “el iluminismo, el 
mecanicismo, el determinismo y el positivismo” y consigo la 
integración de la “dimensión lúdica” a la “experiencia política 
pedagógica”. Y es en el juego donde los sentidos tienen la 
posibilidad de dialogar con otros sentires y pensares (Korol, 
2016, p. 72). 


Pedagogías feministas 
En la Educación Popular reconocemos que existen proyectos 
que exponen su carácter crítico, feminista y descolonizador. 
Son elementos que no pueden pensarse por separado y nos 
invitan a centrarnos en acciones que construyen otras formas 
de pensamiento. La reproducción del bienestar de la vida social 
es una de ellas y son los cuerpos feminizados y las disidencias 
sexuales quienes experimentan este tipo de pedagogías, 
históricamente invisibilizadas. 

En un trabajo posterior, Korol (2020) nos muestra cómo el 
feminismo popular reconfigura los repertorios del movimiento 
social por medio de la pedagogía. Son “feminismos en 


revolución” y promueven los “diálogos no jerárquicos” (p. 16). 
Con la “feminización de la pobreza” viene la “feminización de 
las resistencias populares” y un cambio en sus agendas. Hoy se 
centran en “el enfrentamiento a la represión policial, las luchas 
por garantizar la educación, la salud, la alimentación, el 
trabajo y la vivienda” (Korol, 2020, p. 18). Para Federici 
(2020) las feministas ya venían trabajando esto desde hace 
décadas: 


Pusieron sobre la mesa no solo a los no asalariados del mundo, 
sino a toda la vasta población de sujetos sociales (mujeres, niños, 
en ocasiones hombres) cuyo trabajo en los campos, cocinas, 
dormitorios o calles produce y reproduce la fuerza de trabajo 
diariamente. (Federici, 2020, p. 221) 


No solo las feministas del siglo XX abordaron tales asuntos. 
Flora Tristan (2019) en el siglo XIX (entre el mundo colonial y 
el mundo industrial) hablaba del lugar de las mujeres, 
infancias, les adultes mayores y las personas con discapacidad 
en la construcción de la clase obrera. También sobre la 
importancia del cuidado y la acogida mutua. Una mirada que 
surge con el capitalismo y sus formas de “acumulación 
originaria”. 

Bajo esta mirada Roxana Longo (2020) nos invita a 
mantener el diálogo entre “el feminismo, el marxismo y la 
crítica al colonialismo” y reescribir las pedagogías en la 
Educación Popular. Según la autora, se ha dado un progresivo 
aumento del trabajo informal de mujeres, además de sufrir una 
“inserción laboral más precaria”. La “transformación del 
mundo del trabajo” afecta profundamente a campesinas e 
indígenas: 


Que hasta hace unas décadas sobrevivían de la agricultura 
familiar, y en tiempos actuales son expulsadas de sus tierras, 


despojadas de sus prácticas tradicionales, vivenciando la 
imposición de ciertos patrones culturales en desmedro de sus 
formas organizativas, de sus prácticas habituales. (Longo, 2020, 
pp. 28-29) 


En todos los países de la región, la “exposición a la 
pobreza de las mujeres es más alta” ya que nos vemos 
empujadas a transitar por procesos migratorios y de 
desplazamiento y nos exponemos al tráfico de personas y a las 
redes de explotación sexual. Según Longo (2020), “a nivel 
internacional la trata de personas representa el tercer lugar 
entre las actividades ilegales más lucrativas del mundo, luego 
del tráfico de armas, y antes del tráfico de drogas” (Longo, 
2020, p. 29). Las formas objetivas de desigualdad también 
generan barreras en el acceso a la salud, en especial a la 
prevención e interrupción voluntaria del embarazo (a pesar de 
haberse legalizado en algunos países): 


Según una investigación divulgada por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), 4 millones de mujeres inducen un aborto en 
América Latina y el Caribe todos los años. Además, el 95% de las 
intervenciones sobre los cuerpos de las mujeres se realizan sin las 
condiciones necesarias básicas, lo que lo convierte en una de las 
principales causas de muerte de mujeres gestantes. (Longo, 2020, 
p. 30) 


A este panorama se le suma el aumento de femicidios en la 
región: “de los 25 países que registran una mayor tasa de estos 
crímenes, más de la mitad (14) son latinoamericanos —cuatro 
en el Caribe, cuatro en Centroamérica y seis en Suramérica—” 
(Longo, 2020, p. 30). 

Este es el contexto de las experiencias de Educación 
Popular fundamentadas en las pedagogías feministas y que 
caracterizamos en este capítulo. Volviendo con Korol (2020), 


sería un movimiento de “mujeres que cuidan las semillas y 
organizan escuelas de agroecología. Mujeres que rehacen la 
vida, en clave de deseo y de abrazos” (p. 19), que se reconocen 
desde su clase “no porque expulsen de sus filas o discriminen 
con un gesto de burda superioridad a quienes no tienen origen 
químicamente puro como obreras”. Es un hecho político que 
abarca otros sectores sociales “tan o más oprimidos” (Korol, 
2020, p. 21). Cuando el feminismo declara que lo personal es 
político, se “apela a las dimensiones pedagógicas y culturales 
de las revoluciones”. También conduce a una crítica ampliada 
al capitalismo ya que analiza “la manera en que se crea la 
totalidad de la vida, destruyendo a las personas y territorios” 
(Korol, 2020, pp. 21-22). 

Con toda esta praxis, la pedagogía feminista asume la 
“dimensión grupal” para compartir y sostener los “dolores que 
produce el desaprendizaje de las opresiones”. La interpelación 
entre “teoría y práctica” también es un punto central. De esta 
forma nos permitimos “leer las experiencias individuales y 
sociales” y reconocer la “mayor cantidad de modos de 
aproximación al conocimiento, y que junto a la racionalidad, 
tan colonizada por los procesos educativos y comunicativos 
hegemónicos, están también la afectividad, los sentimientos, las 
intuiciones, los sentidos” y el mismo cuidado. Al cruzar con la 
mirada “comunal” de Ross (2016), podríamos afirmar que la 
pedagogía feminista hace de la experiencia cotidiana algo 
“traducible en la escritura” y se convierte en el “puente [de 
aprendizaje] entre dos mentes” (p. 62). 


Cuerpos-territorio y Educación Popular 

En este apartado analizamos dos experiencias de Educación 
Popular fundamentadas en las pedagogías feministas y 
sistematizadas por el movimiento de mujeres campesinas en 
Paraguay y de mujeres trabajadoras de la industria florícola en 
Colombia. Caracterizamos estas experiencias con el concepto de 


“cuerpos-territorios” de Verónica Gago (2019), de modo que 
revisamos qué implica habitar el cuerpo en los territorios, más 
allá de las grandes agendas y proyectos de transformación 
educativa. 


Escuela de formación Conamuri en Paraguay 

Desde hace más de quince años la Coordinadora de Mujeres 
Campesinas e Indígenas (Conamuri) viene trabajando en los 
territorios rurales de Paraguay. Es un caso que nos permite 
comprender que los cuerpos feminizados y los territorios son 
agencias constitutivas de los procesos educativos de campesinas 
y campesinos. Roxana Longo (2020) nos cuenta cómo su labor 
no solo ha visibilizado las injusticias e inequidades que viven 
las mujeres rurales por motivos de género y etnia. También ha 
contribuido al «reconocimiento de las mujeres como sujetas de 
la reforma agraria en el Estatuto Agrario» (p. 54). Lo anterior 
amplía las reivindicaciones de clase y permite cuestionar “las 
formas tradicionales de pensar el sujeto protagonista en los 
procesos de emancipación política” (Longo, 2020, p. 55). Sus 
cursos de formación responden a la “necesidad de ser 
escuchadas, de dejar de ser solo cocineras dentro de las 
organizaciones, comenzar a pensarse como sujetas de 
construcción y transformación de esa doble explotación y 
opresión que recae sobre las mujeres” (Documento de Trabajo 
de Conamuri, 2000, como se citó en Longo, 2020, p. 55). Las 
escuelas de formación de Conamuri revelan la capacidad crítica 
del movimiento campesino de mutar. Vemos que los debates de 
clase vienen de espacios concretos, como es la realidad rural. 
Al exponer la relación de nuestros cuerpos con los territorios 
habitados, se extiende la proyección política a las esferas 
fundamentales de la vida. En la experiencia de Conamuri se 
reconocen los “territorios afectados por el monocultivo, sin 
dejar de reflexionar sobre las afecciones en los cuerpos y 
vividas por las mujeres campesinas e indígenas. Enhebran la 
lucha por la soberanía alimentaria junto a la soberanía de los 


cuerpos” (Longo, 2020, p. 55). 

Aquí encontramos una relación con el trabajo teórico de 
Gago (2019) alrededor de sabernos “cuerpos-territorios” en 
disputa. La autora nos permite entender cómo las 
reivindicaciones feministas exponen las formas ensambladas de 
subordinación productiva y reproductiva y de “domesticación y 
colonización del trabajo” (Gago, 2019, p. 89). Porque la lucha 
por la soberanía alimentaria y de los cuerpos expone el carácter 
estructural de lo que Silvia Federici (2020) denomina el 
“régimen de acumulación originaria” que “privatiza las tierras 
comunales” y “expropia a pequeños productores” mediante la 
deuda, la minería y el agronegocio (p. 235). Dicho régimen se 
percibe en la preocupación por el bienestar comunitario: 


Las mujeres del sector popular, trabajadoras, campesinas e 
indígenas, luchamos a diario contra el machismo y el patriarcado 
que tienen diferentes rostros: hoy, por ejemplo, estamos bajo las 
estrellas, a la intemperie, defendiendo la soberanía nacional y en 
busca de un pedazo de tierra, no ya para nosotras, sino para 
nuestros hijos e hijas; hoy presenciamos con honda tristeza cómo 
el suelo es incapaz de responder a causa de la sequía y cómo 
nuestras semillas y nuestra biodiversidad se pierden en manos de 
empresas particulares que ven lucro donde nosotras vemos 
sinónimos de vida y libertad. (Comunicado de Conamuri a la 
Opinión pública en el Día de la Mujer Paraguaya, 2012, como se 
citó en Longo, 2020, p. 56) 


La tierra, al igual que el cuerpo, adolece, y con esto se nos 
muestra la fragilidad ecológica del sistema económico. 

Las experiencias de Educación Popular dejan ver que la 
crisis no solo es productiva sino también reproductiva. La 
pandemia del COVID-19 reveló y profundizó esta realidad y 
para representarla nos permitimos citar algunos datos sobre la 
situación alimentaria en América Latina y el Caribe, que 
recogimos en el Informe N” 31 del Observatorio sobre políticas 


públicas y reforma estructural!*!. Entre los años 2019 y 2020 
en 11 países!?! de nuestra región el índice de precios por 
consumidor (IPC) se incrementó considerablemente, entre 2.6 y 
14.1 puntos porcentuales. Lo anterior implicó una reducción de 
la capacidad de compra de alimentos, que además de darse a 
causa de la subida del IPC, responde a la inflación y a la 
recesión económica (Fajardo Carrillo, 2021, p. 2). A este 
panorama le agregamos un sistema productivo y reproductivo 
dedicado al extractivismo y el monocultivo, que afecta la vida 
de las comunidades y que históricamente ha enfrentado el 
movimiento campesino por la soberanía alimentaria. Frente a 
este contexto, consideramos que los programas rurales de 
alimentación escolar cumplen un rol fundamental. Según una 
encuesta realizada a jóvenes de América Latina y el Caribe “las 
juventudes indígenas son quienes mayormente perciben la 
escasez de alimentos (45%) y expresaron dificultades para 
comprarlos (32%). Luego, el 36% de quienes manifestaron 
dificultades para adquirir alimentos corresponden a personas 
jóvenes a cargo de hijes” (Grupo de trabajo sobre juventud de 
la Plataforma de Colaboración Regional para América Latina y 
el Caribe, 2021, como se citó en Fajardo Carrillo, 2021, p. 3). 
Ahora bien, en el 2020, de estos 11 países sólo tres decidieron 
ampliar los programas de alimentación escolar (Fajardo 
Carrillo, 2021, p. 4). A esto se le suman los bajos índices!*! de 
terminalidad educativa en zonas rurales y que llevan a un gran 
número de jóvenes a no ser alcanzades por los programas de 
alimentación escolar. 

Además de estos datos, observamos una dialéctica 
cualitativa que da origen a proyectos de Educación Popular 
como el de Conamuri y que no pueden ser pensados fuera de 
las reivindicaciones por la soberanía alimentaria y de los 
cuerpos. En palabras de Gago (2019), estas experiencias 
“inventan la idea-fuerza de cuerpo-territorio”, una noción que 
“expande los modos de ver”, “muestra batallas que se están 


dando aquí y ahora, señala un campo de fuerzas, y lo hace 
visible y legible desde la conflictividad” (Gago, 2019, p. 90). 
Bajo esta dialéctica, además de dejar en el centro el trabajo 
reproductivo, se formula la idea de la lucha por el cuerpo- 
territorio. Para Longo (2020) las mujeres de Conamuri son 
“nuevos instituyentes” en los movimientos sociales, muestran 
otras formas de hacer política, como es el rescate de las 
semillas y el cultivo comunitario. Ello promueve el 
fortalecimiento de “economías solidarias y otros modelos de 
desarrollo” que buscan la “reapropiación y recolectivización de 
la reproducción” (Longo, 2020, p. 58). 


Mujeres de la Sabana bogotana en Colombia 

Desde la Sabana bogotana (Colombia), Paola Suárez (2020) nos 
cuenta los efectos de la industria dedicada al cultivo de flores. 
Además de someter a las mujeres a la “siembra, cultivo, 
fumigación, cuidado, corte y empaque de flores consideradas 
para exportación”, esta actividad ha dejado daños ambientales 
y enfermedades a sus trabajadoras por el uso de químicos y 
plaguicidas y por la “realización de actividades repetitivas, con 
largas horas de trabajo que deterioran su salud”. Y son ellas las 
primeras en levantarse para “poner las ollas al fogón” y 
preparar el alimento de sus familias (Suárez, 2020, pp. 71-72). 
Las consecuencias de estas extenuantes jornadas nos permiten 
reflexionar sobre los efectos de la producción del capital en la 
reproducción de la vida. Un asunto que también nos presenta 
Federici (2020) cuando nos habla de los estragos que genera la 
progresiva mecanización productiva en el mundo social y en 
nuestros “comunes naturales” (p. 235). 

En Colombia el Tratado de Libre Comercio fortaleció la 
industria florícola y trajo empresas multinacionales y grandes 
bodegas de almacenamiento a la sabana bogotana. En términos 
de Judith Butler (2019), son contextos de “precariedad” y 
operan como un “campo en donde se pueden establecer 
alianzas” (p. 34). Las organizaciones locales decidieron 


emprender “acciones colectivas que buscan visibilizar estas 
problemáticas, y proponer alternativas a este modelo” desde “el 
arte, la comunicación, la educación popular, la investigación, o 
generando espacios simplemente donde participar y 
encontrarse” para movilizarse por los: 


Derechos a la alimentación sana y la soberanía, la salud digna, la 
educación liberadora, los bienes ambientales para el disfrute de 
todos y todas, el derecho a la tierra, al territorio, al trabajo digno, 
la desmilitarización de la vida y de los territorios. (Suárez, 2020, 
pp. 72-73) 


Esta es una forma de construir lo común desde los deseos y 
proyectos cotidianos y colectivos. Para Gago (2019) es ubicar el 
cuerpo en el territorio y viceversa, ser parte de algo que no se 
posee, pero que es “interdependiente” y que “hace posible la 
vida”: 


No es un detalle que las mujeres defensoras de territorios también 
se las llama defensoras de la vida. La referencia de la vida no es 
abstracta, sino que arraiga los espacios, los tiempos, los cuerpos y 
las combinaciones concretas en que esa vida se despliega, se hace 
posible, se hace digna, se hace vivible. (Gago, 2019, p. 92) 


Ahora bien y volviendo con Butler (2019), estas alianzas 
no nos libran de contradicciones y “antagonismos” (p. 34). En 
palabras de Juliana Flóres Flórez (2007), serían “disensos 
antagónicos” y “tácticas de des-sujeción” que se viven desde la 
lógica de la “diferencia”. Esto se presenta de forma inacabada y 
“paradójica” al interior de los movimientos sociales en “redes 
sumergidas”. Para la autora aquí se precisa de un “sujeto 
político de deseo que se aventure a buscar la igualdad con el 
dolor de saberse distinto” (Flórez, 2007, p. 145). Al pensar en 
una existencia “vivible”, vemos las críticas que las cocineras de 


comedores comunitarios y ollas populares hacen a la 
burocracia institucional de los gobiernos “progresistas”. Esto 
constituye la experiencia de la política feminista, la posibilidad 
de correrse de las formas tradicionales de conducción. Sería la 
política desde las bases y sobre todo desde lo real, uno de los 
principios de la comuna y que Ross (2016) traduce como “el 
conjunto de actos de desmantelamiento de la burocracia estatal 
por hombres y mujeres comunes y corrientes” (p. 51). 


La ética del cuidado y la Escuela de la Casa Caracola 

en Venezuela 

A continuación, traemos el concepto de la “ética del cuidado” 
desarrollado por educadoras populares en Venezuela y en el 
que se muestra el vínculo entre Educación Popular, feminismo 
y Estado. La Escuela de la Casa Caracola es “un espacio 
formativo, de protección y encuentro” que territorializa los 
Centros de Acción y Formación Integral de las Mujeres (Escuela 
de feminismo popular, sexualidades e identidades 
revolucionarias, 2020, p. 68). Esta escuela propone lograr la 
paridad política en las “vocerías del Consejo Presidencial del 
Gobierno Popular” y “reestructurar el consejo presidencial de 
mujeres con protagonismo de las comuneras” para la 
constitución de lo que llaman el “Estado Comunal” (Escuela de 
feminismo popular, sexualidades e identidades revolucionarias, 
2020, p. 68). Las educadoras entienden el feminismo popular 
como una construcción “desde las bases, una nueva forma de 
interpelar la realidad, y de relacionarnos los hombres, las 
mujeres, las identidades y sexualidades revolucionarias, desde 
nuestros territorios, en forma concreta y comunal” (Escuela de 
feminismo popular, sexualidades e identidades revolucionarias, 
2020, p. 65). La clave de lo político descansa en lo que parece 
insignificante, como lo es imaginar una pequeña ludoteca para 
que las infancias de las estudiantes puedan ser cuidadas y 
cultivadas mientras ellas estudian. 


Bajo esta perspectiva, la Educación Popular no está 
mediada exclusivamente por los grandes principios de 
transformación. Es una praxis pedagógica que se teje en las 
relaciones sociales más elementales. Para las educadoras de la 
Escuela de la Casa Caracola es “la forma en que organizamos la 
vida para que el poder y las responsabilidades sean asumidas 
por toda la sociedad”, un asunto que se funda en la vitalidad, 
en comprender que las acciones más pequeñas están 
interconectadas, que las grandes transformaciones necesitan 
cambios en “las estructuras que dan vida al sistema capitalista, 
desde la vida diaria, la cotidianidad, hasta los aspectos del 
orden macro donde operan formas distintas de relacionarnos” 
(Escuela de feminismo popular, sexualidades e identidades 
revolucionarias, 2020, p. 65). Llaman al Estado venezolano a 
volver a “ese trabajo pequeño, de hormiguita, a ese trabajo 
colectivo, desde la base, el consejo comunal, en el que vienen 
desarrollando trabajo sobre todo las mujeres” (p. 66). Desde ese 
lugar se construyen saberes, se producen conocimientos y se 
trasciende de lo cotidiano al reconocer el carácter estructural 
del orden colonial que traen consigo las distintas formas de 
explotación del capital. 

En la Escuela de la Casa Caracola el proyecto socialista, 
antes de ser una doctrina, es una praxis que busca las 
“condiciones para el buen vivir”. Esta lectura propone el 
fundamento último de lo que llaman la “comuna antipatriarcal 
feminista” y es la exigencia de una nueva ética, la “ética del 
cuidado”. El hecho de “preocuparse” y ocuparse del “bienestar 
de otros y otras” debe constituir el marco de toda práctica en 
común, reconocer la dimensión material y espiritual de les 
sujetos, así como también su “fuerza” y “alegría en la vida” 
(Escuela de feminismo popular, sexualidades e identidades 
revolucionarias, 2020, pp. 66-67). 

No obstante, entendemos el cuidado como base de su 
praxis pedagógica y no como un sistema de valoración que 


clasifica las prácticas sociales como parte o no de los grandes 
principios de transformación. En palabras de Butler (2019), es 
limitante pensar que la construcción de las “identidades 
colectivas” hacen de la “vida en comunidad” un “imperativo 
ético y político”. Es fundamental reconocer las “relaciones 
dinámicas entre personas, en las que puede observarse cómo se 
activa el apoyo, la disputa, la ruptura, la alegría y la 
solidaridad” (Butler, 2019, p. 34). Con Butler (2019) 
encontramos la base argumental que nos permite deslocalizar 
la experiencia comunal de la Educación Popular y comprender 
cómo viaja de la doctrina para vivirse en los lugares más 
enigmáticos, como es en la escuela formal, en la feria del 
barrio, en el comedor comunitario o dentro de los mismos 
hogares. 

Para sustentar lo último, traemos la acción de la Colectiva 
Feminista la Revuelta (2020) en las escuelas públicas de 
Argentina (específicamente en la provincia de Neuquén). 
Articuladas al movimiento sindical docente!”!, se propuso un 
cuaderno pedagógico en defensa y construcción de una 
“escuela pública no sexista, no heterosexista, no androcéntrica, 
antiracista, anticapitalista” (Colectiva Feminista la Revuelta, 
2020, p. 103). Con esta producción pedagógica, se trabajó la 
construcción de “nuestras identidades sociales, especialmente 
nuestras identidades de género(s) y sexualidades” (Colectiva 
Feminista la Revuelta, 2020, p. 106). Sabemos que los 
mecanismos de clasificación escolar reproducen elementos 
androcéntricos y son una de las principales causas de la 
deserción escolar. El documento representa la transformación 
de una materialidad concreta y surge de un grupo de maestras 
de la escuela pública que se solidarizan con el cuidado de 
saberse diferente. Esto libera a les niñes y juventudes de estar 
sometides a la precariedad que impone la tiranía moral de 
avergonzarse de sí mismes. 

Ahora bien, es necesario tener una doble cautela a la hora 


de ubicar las relaciones de cuidado como base de la praxis 
pedagógica. Entendernos desde allí nos puede conducir a 
afirmar que somos los cuerpos feminizados quienes podemos 
materializar dichas experiencias. Como una suerte de 
romantización y que nos hace perder de vista el carácter 
relacional de este hecho político, pues el cuidado pensado y 
vivido estructuralmente es un asunto común. La Escuela de la 
Casa Caracola nos brinda una síntesis bastante oportuna frente 
a este asunto: reproducir la política desde la “ética del cuidado” 
precisa del hecho comunal como “territorio organizado, pero 
también como horizonte estratégico y como forma de vida” 
(Escuela de feminismo popular, sexualidades e identidades 
revolucionarias, 2020, p. 67). Por ello se busca que el cuidado 
sea un asunto común. En palabras de Ranciére (2012), esta 
sería una política que deja de ser “cerrada” y se convierte en 
“ilimitada” y democrática. Por esta razón se promueve la 
participación paritaria de mujeres y disidencias sexuales. 
También se habla de una economía que no explote los cuerpos 
feminizados ni los territorios. Que el cuidado de la vida sea un 
trabajo socializado con ludotecas y espacios formativos, que la 
economía nacional sea productiva y soberana y que las 
políticas públicas sean comunales (Escuela de feminismo 
popular, sexualidades e identidades revolucionarias, 2020, p. 
67). Una Educación Popular que incomoda y construye desde el 
comadreo, la cocina, el tejido y el juego para recuperar la 
dignidad de existir en los territorios como diferentes y 
semejantes. 


Reflexiones finales 

Elegimos analizar experiencias concretas y situadas en 
Venezuela, Paraguay, Bolivia, Colombia y Argentina. Hilamos 
las pedagogías que emergen de los movimientos sociales de 
indígenas, mujeres y disidencias sexuales. Desde la existencia 
cotidiana, educadoras populares exponen la fragilidad y la 


precariedad de la reproducción de la vida, efectos propios del 
capitalismo colonial. Gago (2019) lo ve como una consecuencia 
del “extractivismo ampliado”, el “desplazamiento de la frontera 
extractiva” a “otras dinámicas sociales, políticas y económicas” 
(p. 100). Un sistema de acumulación que va de los territorios a 
los cuerpos, a los entramados urbanos, al algoritmo y a la 
economía popular con el endeudamiento (Gago, 2019, p. 101). 
Para la autora, esto exige una “colonización permanente” 
donde los cuerpos-territorios resisten. 

Concluimos que los movimientos sociales en “Nuestra 
América” se han constituido principalmente desde esta 
conflictividad y ante la feminización de la precariedad, las 
pedagogías feministas abren los debates sobre sus procesos 
educativos. Las experiencias citadas construyeron puentes con 
los planteamientos teóricos sobre la “educación comunal”, la 
“enseñanza única”, los “cuerpos-territorios” y la “ética del 
cuidado”. En la escritura aprendimos que las enseñanzas más 
abstractas y elevadas no dependen de explicaciones sino de la 
capacidad humana de tejer redes de sensaciones, de 
comprensión y de entendimiento. Una vida que llama no solo a 
ser cultivada sino también a ser cuidada como una 
responsabilidad comunal y que nos obliga a acercarnos a las 
relaciones sociales más elementales. 

Para abrir el debate conceptual, la Educación Popular 
vivida desde las pedagogías feministas nos permite ver la 
educación desde el cuidado o el cuidado desde la educación. 
Son nociones que no se subordinan entre sí, pero pueden 
jerarquizarse según las singularidades territoriales. Algunas 
experiencias están constituidas como escuelas, y el cuidado está 
condicionado a sus principios político-pedagógicos. Podríamos 
clasificar la escuela campesina de Conamuri bajo esta lógica. 
Aquí la semilla y el cuerpo se cuidan bajo los principios 
pedagógicos de la soberanía alimentaria. Pero a su vez existen 
proyectos educativos que construyen sus prácticas desde las 


acciones de cuidado. Este criterio lo encontramos con la 
Escuela de la Casa Caracola en Venezuela, al proponer la 
construcción pedagógica del “Estado comunal” desde la “ética 
del cuidado”. Estas dos jerarquías también pueden coexistir en 
una misma experiencia educativa, según su momento histórico. 
En tiempos de crisis productiva y reproductiva, la jerarquía 
conceptual se hace más ambigua y difusa. Lo vemos en los 
procesos formativos de las trabajadoras florícolas en Colombia, 
entre la explotación, la enfermedad y la búsqueda de otras 
formas de producción. Lo anterior constituye un gran desafío 
para pensar articulaciones efectivas y corresponsables entre la 
praxis pedagógica de los movimientos sociales y los sistemas 
públicos educativos y de cuidados. 
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1. FLACSO Argentina-CONICET. Correo: jfajardoflacso.org.ar. « 

2. Durante los últimos años, la región se vio afectada por masivas 
movilizaciones ante las políticas de ajuste económico de los gobiernos 
neoliberales y los problemas históricos y estructurales que se viven en 
Latinoamérica y el Caribe (2019-2023). En países como Haití, Ecuador, 
Chile, Perú y Colombia, convergieron una pluralidad y una 
heterogeneidad de reivindicaciones sociales de los sectores populares y 
más postergados. Los gobiernos respondieron con una represión 
sistemática y paraestatal, que atentó contra los Derechos Humanos y se 
cobró la vida de decenas de personas. Esto provocó la pérdida de 
legitimidad y hegemonía de estos gobiernos, para dar paso (en algunos 
países) al ascenso electoral de alternativas nacionales y populares y que 
tomaron como promesa de campaña y agenda política las reivindicaciones 
del “estallido social”. « 

3. Educador popular de la Escuela Ayllu Warisata. « 


. Uno de los proyectos de investigación del Área de Estado y Políticas 
Públicas de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-Argentina. « 

. Uruguay, México, Honduras, El Salvador, Ecuador, Costa Rica, Colombia, 
Brasil, Estado Plurinacional de Bolivia y Argentina (FAO/CEPAL, 2020, 
como se citó en Fajardo Carrillo, 2021, p. 2). « 

. El 47.40% corresponde a mujeres y el 42.50% a hombres (Fajardo 
Carrillo, 2021, p. 4). + 

. Asociación de Trabajadoras/es de la Educación de Neuquén. « 


Tercera parte. 

Conflictividad social y acción 
colectiva. Cuestiones sobre 
represión laboral, la 
legalización del aborto en 
clave transnacional, la 
construcción del 
bolsonarismo y la protesta 
social de los movimientos 
sociales 


Represión a movimientos laborales en 
América Latina!” 


Diagnóstico e hipótesis preliminares 


Nicolás M. Sommal”!, Julia Cavieres!*!, Cristóbal Karle!*! 
y Nicolás Selamé!?! 


Introducción 

En teoría, los regímenes democráticos ofrecen el contexto 
político ideal para el florecimiento de los movimientos sociales. 
La literatura de oportunidades políticas, por ejemplo, sugiere 
que en las democracias los partidos políticos buscarán el apoyo 
de los movimientos para amplificar causas que tengan 
resonancia pública, y que los movimientos sociales buscarán a 
los partidos para avanzar sus demandas en el sistema político 
(Meyer, 2004, para una revisión). También se supone que los 
gobiernos electos democráticamente serán razonablemente 
respetuosos del derecho a la manifestación, y que no 
reprimirán brutalmente a los movimientos sociales, como sí lo 
tienden a hacer los regímenes autoritarios o semidemocráticos. 
Pero cuando aterrizamos estas ideas en América Latina, las 
cosas son distintas. En un continente con una tumultuosa 
historia, tanto de movilizaciones sociales, revueltas y guerrillas, 
como de autoritarismos y democracias intermitentes, es 


esperable que, aun después de las  consolidaciones 
democráticas, persistan prácticas represivas hacia los 
movimientos sociales (ver por ejemplo Press Associates Union 
News Service, 2019). 

Aquí nos centramos en los movimientos laborales, actores 
clásicos de la movilización de las masas latinoamericanas desde 
fines del siglo XIX (Collier y Collier, 2001). Buscamos 
contribuir en dos dimensiones. Primero, presentamos un 
diagnóstico sistemático de la represión laboral en la América 
Latina contemporánea. Para esto empleamos una innovadora 
base de datos sobre las características y actividades de los 
movimientos laborales en 17 países latinoamericanos durante 
el período de 1990 a 2020. Esta base nos permite construir una 
medida sintética de represión laboral para los distintos países. 
Segundo, desarrollamos un argumento teórico que pone en el 
centro el vínculo entre los legados políticos e institucionales y 
los niveles de represión laboral en cada país. Enfatizamos el rol 
del momento e intensidad de la industrialización de las 
economías nacionales durante el siglo XX y sus herencias en el 
espacio político e institucional, poniendo especial atención a la 
incorporación de los trabajadores a la arena política. Como 
primera aproximación empírica al argumento, presentamos 
breves narrativas históricas (todavía muy iniciales) sobre los 
países con mayores y menores grados de represión, así como 
algunos datos estadísticos que sustentan nuestro argumento. 


Represión a movimientos sociales: conceptualización 
y antecedentes relevantes 

En su libro From mobilization to revolution, Charles Tilly (1978) 
definió la represión como aquellas acciones de un grupo que 
aumentan los costos de la acción colectiva por parte de otro 
grupo. Aplicado al caso de los movimientos sociales, y 
siguiendo a Earl (2011, p. 263), en este capítulo entendemos a 
la represión como cualquier acción que previene, controla o 


constriñe a los movimientos. La represión puede ser llevada a 
cabo no sólo por actores estatales sino también por actores no 
estatales, como otros movimientos sociales, guerrillas o grupos 
paramilitares. Tales acciones represivas incluyen acoso, 
vigilancia, castigos O asesinatos de líderes sociales. Pero 
también incluyen la coerción a protestas (por medio de carros 
lanza-aguas, gases lacrimógenos, arrestos, golpizas) que afectan 
a una base más amplia de los movimientos, así como sabotajes 
a acciones colectivas, denigración pública, o destituciones (por 
ejemplo, de líderes que ocupan cargos públicos) a partir de 
procedimientos ilegales o de dudosa legalidad!*.. 

Existe una importante literatura sobre represión a 
movimientos sociales (ver revisiones en Davenport, 2007, y 
Earl, 2013). Dos de los enfoques más importantes se centran en 
las características y las actividades de los movimientos: el 
enfoque de las amenazas, que establece que los movimientos 
más amenazantes (por sus tácticas, demandas y objetivos) serán 
más reprimidos; y el enfoque de la debilidad, que afirma que 
los movimientos más débiles (es decir más pequeños, 
desorganizados y carentes de aliados políticos) serán más 
reprimidos. En consistencia con ello, muchos estudios adscritos 
a estos enfoques se centran en las características de los 
movimientos en un solo país como forma de entender el grado 
de represión que sufren (como Earl et al., 2003, para los 
Estados Unidos, o Velásquez y Somma, 2021, para Chile). Si 
bien estudios de este tipo produjeron importantes avances en 
nuestra comprensión de la represión, por definición ignoran 
cómo las variaciones en los contextos nacionales políticos y 
económicos podrían afectar la represión a movimientos 
sociales. 

De hecho, los estudios que comparan la represión en 
distintos países son muy escasos. El más influyente es quizás la 
comparación de Della Porta (1995) entre Alemania e Italia, que 
busca comprender el rol que juega la violencia política dentro 


de los movimientos sociales, así como el papel que tiene el 
Estado incentivándola o neutralizándola. Otro estudio es el de 
Francisco (1995), que analiza los casos de Palestina, Alemania 
del Este y Checoslovaquia para probar que existe una 
radicalización de la protesta cuando la represión se agudiza. 
Por su parte, Moore (2000) estudia las respuestas de los estados 
(represión o concesiones) ante la acción de grupos disidentes 
en Perú y Sri-Lanka. Moore muestra cómo el Estado opta por 
incorporar o reprimir dependiendo del comportamiento de los 
movimientos tanto en el presente como en el pasado, 
adscribiendo a una formulación del tipo path-dependence. 
Adicionalmente, existen algunos estudios que comparan un 
mayor número de países con métodos estadísticos. Uno de los 
más influyentes es el de Davenport (1995), que aborda la 
pregunta por el tipo de amenazas que gatillan la represión por 
parte del Estado. En su estudio, con datos de 52 países entre 
1948 y 1982, encuentra que la represión depende, entre otras 
cosas, de la posibilidad material del Estado para reprimir, su 
sistema político (democrático o no), el nivel de desarrollo 
económico y sus grados de dependencia internacional. En una 
línea similar, el estudio de Carey (2006) sobre las relaciones 
entre protesta y represión en seis países latinoamericanos y tres 
africanos muestra que existe una relación recíproca entre 
represión y protesta, y que las democracias reprimen menos 
consistentemente que las autocracias y las semidemocracias. 
Gartner y Regan (1996) proponen un modelo que analiza los 
costos de reprimir en función de la dependencia internacional, 
la democracia del sistema político y el nivel de amenaza de la 
protesta, utilizando datos de 18 países latinoamericanos entre 
1977 y 1986. En una línea distinta, Anderson, Regan y 
Ostergard (2002) prueban, para 18 países de Europa Central y 
del Este durante los años noventa, que en países más represores 
la población considera que existe un menor respeto por los 
derechos humanos, aunque no especifican si existe una 


dirección causal. 

Nuestro capítulo busca contribuir a estos estudios 
multipaís sobre la represión a movimientos sociales. Lo 
hacemos no sólo incorporando un gran número de países 
latinoamericanos, sino proponiendo un argumento basado en 
los legados políticos y económicos de los países. Muchos de los 
estudios recién revisados tienen la ventaja de desmenuzar las 
interacciones entre el Estado y los movimientos en un período 
acotado, pero dan poca o nula importancia a los contextos 
institucionales en perspectiva histórica. Creemos que la 
represión depende mucho de las formas de relacionamiento 
entre movimientos, Estado y otros agentes represores que se 
van construyendo a lo largo del tiempo. Por tanto, proponemos 
la necesidad de ir más allá de las interacciones en el corto 
plazo y de los espacios (como calles o lugares de trabajo) donde 
ocurre la acción colectiva (Nepstad, 2023). 


Represión a movimientos sociales en América Latina 
La investigación sobre represión a movimientos sociales en 
América Latina específicamente no es muy abundante. Por 
ejemplo, no hay un capítulo dedicado a la represión en la 
reciente compilación gigantesca editada por Rossi (2023). Aun 
así, los estudios existentes presentan algunos resultados 
robustos. El principal refiere al sistema político. Como 
enfatizan Ortiz (2017) y Carey (2009), los escenarios 
democráticos reducen significativamente los niveles de 
represión estatal (ver también Somma, 2020). Específicamente, 
Ortiz (2017) distingue dos períodos en la historia de América 
Latina: el de predemocratización (1900-1980), caracterizado 
entre los años treinta y cincuenta por autoritarismos y 
democracias de baja intensidad, y un segundo ciclo autoritario 
desde los años sesenta, en el que la promoción del crecimiento 
económico se desarrolló buscando controlar o destruir los 
grupos de izquierdas, campesinos y movimientos laborales que 


habían ganado poder político en la época (Collier, 2001). Ortiz 
(2017, p. 89) señala que si bien los niveles de represión estatal 
variaron entre países, las acciones represivas más comunes 
incluyeron menoscabos continuos a las libertades civiles, 
violaciones rampantes a los derechos humanos, deportaciones o 
exilios obligatorios, arrestos injustificados, detenciones sin 
juicio, torturas, desapariciones forzadas, asesinatos y masacres, 
todos perpetrados por las fuerzas militares. 

Por otra parte, el período postautoritario (1980-presente) 
se desarrolla en un escenario político distinto, en el marco de 
modelos democráticos donde disminuyeron significativamente 
las formas más atroces y coercitivas de represión estatal. Estos 
nuevos regímenes de transición fueron mucho más permisivos a 
la existencia de movimientos sociales y organizaciones cívicas, 
lo que significó que los reclamos relacionados con la amenaza 
de represión no fueron tan sobresalientes. Los gobiernos se 
abstuvieron del uso habitual de las fuerzas armadas para 
controlar las protestas, reemplazándolas por unidades policiales 
antidisturbios altamente especializadas y profesionalizadas, que 
fueron organizadas, desplegadas, entrenadas y armadas 
específicamente para enfrentar y controlar a las multitudes 
(Ortiz, 2017). Como resultado, las violaciones de los derechos 
civiles y las prácticas coercitivas violentas, tales como las 
desapariciones forzadas, las torturas y las detenciones ilegales 
masivas, disminuyeron considerablemente. Aun así, los abusos 
de la policía, tales como disparos, golpizas, uso de gas 
lacrimógeno, balas de goma y otros atropellos a los derechos 
humanos siguen siendo comunes. 

Si bien Ortiz establece ciertas diferencias regionales —como 
la mayor represión en América Central y el Caribe comparados 
con el Cono Sur, o la particularidad mexicana—, no presenta (ni 
es su propósito) una comparación entre varios países con 
medidas sistemáticas y cuantificables. Carey (2009), en cambio, 
avanza en este sentido al analizar la represión estatal a las 


distintas formas de protesta en América Latina y el África 
subsahariana entre 1976 y 2002. A partir de una escala de 
represión estatal, muestra que los gobiernos de nuestra región 
fueron más represivos que los africanos, pero que la defensa de 
los derechos humanos ha ido mejorando en América Latina, 
mientras que en los casos africanos se va deteriorando en el 
tiempo. 

Contrastando con Ortiz (2017) y Carey (2009), Petras y 
Veltmeyer (2011, 2007) enfatizan en la necesidad de poner 
atención a los contextos geopolíticos en los que se desarrollan 
estas relaciones, mirando específicamente el rol de los Estados 
Unidos en la región. Plantean que durante los años noventa la 
idea de la globalización, utilizada para legitimar y justificar las 
políticas neoliberales de estabilización y reforma estructural, 
había perdido su fuerza dominante, lo que llevó al 
advenimiento de fuerzas de resistencia a la agenda política 
neoliberal y al imperialismo estadounidense. Para combatir 
estas fuerzas de resistencia, los funcionarios estatales 
recurrieron a diferentes estrategias y tácticas según lo dictaban 
las circunstancias, generalmente combinando la asistencia para 
el desarrollo y la represión directa (Petras y Veltmeyer, 2011). 

Lo anterior dialoga muy bien con lo postulado por Gartner 
y Regan (1996) respecto del rol de la dependencia 
internacional como incentivo a la represión, planteado más 
arriba. A la vez, es consistente con el diagnóstico de Svampa 
(2008), quien sugiere que la “criminalización de la protesta” en 
nuestra región persiste aun en democracias. La represión 
desatada puede observarse en casos como Chile durante el 
estallido social de 2019, cuando a pesar de sus altos índices de 
democracia, las fuerzas policiales fueron superadas por la 
masividad de las protestas y actuaron de manera excesiva 
según los reportes de organizaciones de derechos humanos 
nacionales e internacionales (Somma et al., 2021; Selamé, 
2022). 


En todo caso, estos estudios no consideran la 
particularidad de la represión sobre movimientos laborales. Y si 
bien hacen distinciones entre países o subregiones, su foco no 
es explicar las diferencias en represión entre distintos países 
latinoamericanos. Para avanzar en ese sentido, en las siguientes 
secciones presentamos nuestro diagnóstico y argumento 
explicativo, seguido de evidencia preliminar sobre la base de 
narrativa histórica y datos estadísticos. 


Midiendo la represión a movimientos laborales en 
América Latina 

Para estudiar empíricamente la represión laboral en América 
Latina empleamos la base de datos MovLab-Movimientos 
laborales en América Latina (Somma et al., 2023). Esta 
corresponde al proyecto de investigación Fondecyt Regular 
1200190, ¿Víctimas del neoliberalismo o aristocracia obrera? 
Explicando las variaciones en los movimientos laborales 
latinoamericanos, desde el Consenso de Washington hasta 
Bolsonaro. 

Para construir la base de datos, el proyecto se desarrolló en 
dos fases. En la primera se produjeron informes monográficos 
sobre los movimientos laborales en 17 países 
latinoamericanos!/! sobre diez dimensiones: mapeo de 
organizaciones; fortaleza del sindicalismo según ramas de la 
economía; recursos y actividades; organización interna; 
servicios a afiliados; demandas; tácticas; represión; vínculos 
con la política institucional; y vínculos con la sociedad civil. 
Para ello se usó bibliografía secundaria, prensa y estadísticas de 
diversas fuentes!*!, En la segunda fase, se definieron variables a 
partir de las distintas secciones de los informes, y se creó una 
base de datos a partir de la lectura de estos. La base tiene una 
estructura país-año en formato long. Como tiene 17 países para 
31 años (de 199 a 2020 inclusive), la base tiene 527 
observaciones (desde “Argentina 1990” hasta “Venezuela 


2020”). 

El apartado sobre represión cuenta con siete variables. 
Están enfocadas en la represión estatal, aunque también dejan 
espacio para otros tipos de actores represores como los 
mencionados más arriba (paramilitar o guerrillas). Esto 
responde sobre todo a la dificultad de algunos casos para 
identificar con claridad cuándo termina el Estado, y cuándo 
comienzan otros actores relevantes. Todas las variables de este 
apartado se usaron para construir la medida de represión 
laboral, y se detallan a continuación: 


Hl1_actgob: Actitud del gobierno frente al activismo laboral: 
En qué medida el marco legal que regula las formas de 
protesta y acción colectiva en el mundo laboral posibilita 
o limita el activismo laboral. Categorías: 1. 
Criminalizadora; 2. Obstaculizadora; 3. Permisiva. 

H2 represion: Represión de la policía frente a huelgas o 
protestas laborales: Nivel de represión física de la policía 
frente a las formas de protesta y acción colectiva del 
mundo laboral, sin importar si ellas se encuentran dentro 
o fuera del marco legal. Categorías: 1. Baja: Se registran 
muy pocos casos de represión policial y no se registran 
casos de violencia desmesurada. 2. Media: Los casos de 
represión violenta “son moderados. No suceden 
recurrentemente en las distintas formas de protesta 
(legales e ilegales) ni se registran episodios de violencia 
desmesurada. 3. Alta: La mayoría de las protestas (legales 
e ilegales) son reprimidas con niveles de violencia 
moderados, o la represión no es tan sistemática pero sí se 
registran episodios de violencia desmesurada. 4. Muy 
alta: La mayoría de las protestas (legales e ilegales) son 
reprimidas con altos niveles de violencia. 

H3 persecucion: Persecución de líderes laborales o 
trabajadores movilizados. Categorías: 1. No. 2. Sí, de 
forma puntual. 3. Sí, de forma extendida. 


H4 det pal: Presencia de detenciones, palizas 0 
interrogatorios a líderes sindicales o trabajadores 
movilizados. Categorías: 1. No. 2. Sí, de forma puntual. 3. 
Sí, de forma extendida. 

H5 asesinatos: Presencia de asesinatos a líderes sindicales o 
trabajadores movilizados. Categorías: 1. No. 2. Sí. 

H6 espionaje: Presencia de espionaje a organizaciones 
sindicales. Categorías: 1. No. 2. Sí, de forma puntual. 3. 
Sí, de forma extendida. 

H7 enfrentamientos: Presencia de enfrentamientos violentos 
entre trabajadores movilizados y la policía. Categorías: 1. 
No. 2. Sí, de forma puntual. 3. Sí, de forma extendida. 


Estas variables se encuentran fuertemente correlacionadas, 
al punto de que el alfa de Cronbach de una escala sumatoria 
es.81. Esto sugiere que los distintos indicadores reflejan una 
dimensión subyacente que da cuenta de la intensidad de la 
represión a movimientos laborales. Para medir esta intensidad 
creamos una escala que asigna el mismo peso a los 7 
indicadores, los que fueron estandarizados previamente. 
Además, invertimos el signo de Hl actgob para que fuera 
consistente con las demás variables. Como hay algunos casos 
faltantes en algunas variables en Brasil y México, permitimos 
que la escala se calcule con un mínimo de 6 variables con 
información válida (de un total de 7). De esta manera 
mantenemos las observaciones en el análisis. Esto únicamente 
deja sin observaciones a Honduras, país en el que fue muy 
difícil investigar los temas seleccionados por falta de 
información. Por tanto, nuestra escala de represión laboral cubre 
16 países de la región durante el período 1990-2020. Para 
facilitar la interpretación la reescalamos desde O (que indica 
una represión mínima) a 100 (represión máxima). 

La figura 1 presenta el promedio por país de la escala de 
represión laboral para el período 1990-2020, ordenándolos de 


menor a mayor represión. Si bien los valores no son intuitivos, 
las diferencias entre los países sí sugieren que la intensidad de 
la represión varía notablemente en la región. Así, mientras que 
países como Chile, Argentina y Uruguay tienen un promedio 
que fluctúa entre 13 y 25 puntos, otros como Perú, Colombia y 
Guatemala tienen valores aproximadamente cuatro veces más 
grandes: entre 68 y 82 puntos. 


Figura 1. Represión laboral por país, 1990-2020 
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Fuente: elaboración propia empleando base del proyecto MovLab. 


Como los promedios pueden esconder importantes 
variaciones en el tiempo, la figura 2 muestra la evolución de la 
escala de represión laboral en el tiempo por país (empleando 
una regresión local con ancho de banda de 0.3 para suavizar 
las curvas). Se observa que la represión hacia los movimientos 
laborales cambia considerablemente en algunos casos (Bolivia, 
Perú, Venezuela), pero menos en otros (Argentina, Costa Rica, 
Guatemala). Por tanto, una explicación de las variaciones en la 
represión laboral debería considerar 1) factores de largo plazo 
(históricos) que “producen” distintos promedios (figura 1); y 2) 
factores de mediano o corto plazo que explican variaciones 
dentro de cada país en el correr de unos pocos años (figura 2). 
En este capítulo nos centramos en lo primero por razones de 


espacio, y dejamos para el futuro un análisis de lo segundo. 


Figura 2. Represión laboral por país, a lo largo del tiempo 
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Fuente: elaboración propia empleando base del proyecto MovLab. 


Describiendo la represión laboral: casos polares 

Antes de intentar explicar estas variaciones, es importante 
conocer un poco más sobre cómo luce y en qué consiste la 
represión laboral en estos países. Para eso empleamos breves 
sinopsis basadas en los informes cualitativos producidos en el 
marco del proyecto (ver Candia 2021 para Colombia; Cavieres 
2022 para Perú; Karle 2021 para Uruguay; Osorio 2022 para 
Guatemala; Sáez 2021 para Chile; Selamé 2021 para 
Argentina). Comenzamos con los tres países con menor 
represión. 

En el caso de Chile, se trata del país con menor nivel de 
represión de acuerdo con la figura 1. En este país, la violencia 
explícita y la represión, en general, no forman parte de la 
relación con el Estado y la política institucional. Por ejemplo, 
de las protestas registradas durante el año 2015 por el 
Observatorio de Huelgas Laborales (2016), menos de un 10% 
finaliza con enfrentamientos entre policía y manifestantes, y 
apenas un 2% con heridos. Los bajos niveles de violencia 


policial estarían asociados, según la evidencia, a los bajos 
niveles de violencia utilizados por los trabajadores en sus 
repertorios de acción contenciosa, pero también a factores de 
larga data como los que desarrollaremos más adelante. Sin 
embargo, han existido situaciones puntuales durante el 
período, en las cuales el Estado ha reaccionado agresivamente a 
las movilizaciones laborales. Algunos ejemplos notables son las 
huelgas del cobre entre 2005 y 2007 (Leiva, 2009; Leiva y 
Campos, 2013) y las manifestaciones de Forestal Arauco, que 
terminaron con un trabajador abatido por la fuerza policial 
(Ruminot, 2009). 

Argentina, en cambio, experimenta un mayor nivel de 
represión sindical, aunque igualmente bajo en términos 
relativos a otros países de la región. Particularmente, el grado 
de represión se asocia fuertemente con el gobierno de turno, la 
actitud que adopte el sindicalismo respecto de este y su 
capacidad de cooptación. El gobierno de Menem, identificado 
con las políticas de ajuste neoliberal, mantuvo cierta capacidad 
de diálogo y negociación pese a la promulgación de legislación 
antisindical (Duhalde, 2009), cuestión que no pudo ser 
replicada por su sucesor De la Rúa. Luego, en el ciclo de 
protestas derivadas de la crisis económica en 2001, el 
protagonismo de sindicalistas y piqueteros fue incuestionable. 
Estos fueron víctimas de una cruenta represión que incluyó 
víctimas fatales  (Anigstein, 2019). El formato de 
relacionamiento entre trabajadores y Estado sufrió un giro 
decisivo (y positivo) con el ascenso al poder del kirchnerismo, 
que modificó la legislación en favor del sindicalismo (Senén y 
Medwid, 2007) y adoptó una actitud de mediación institucional 
en los conflictos, incluso favorable a los trabajadores durante 
los primeros años de mandato (Etchemendy y Collier, 2008). 
Las políticas represivas sólo experimentaron un repunte 
durante el gobierno de Macri, retornando por algunos años a 
niveles similares a los de Menem. 


En tercer lugar, el caso de Uruguay también resulta 
llamativo. La estabilidad del sistema democrático, luego del fin 
de la dictadura militar, ha permitido una integración efectiva 
de las organizaciones sindicales en espacios de deliberación 
institucional, particularmente a partir de la llegada al poder del 
Frente Amplio en 2005, coalición con la cual el sindicalismo 
uruguayo presenta estrechos vínculos (Padrón y Wachendorfer, 
2017). Según Etchemendy (2019, p. 12), durante este período 
“ningún sindicato, federación o confederación fue intervenida, 
hostigada o proscrita por el gobierno”. Antes del gobierno 
frenteamplista, las prácticas represivas y el uso de la fuerza 
contra trabajadores movilizados eran más frecuentes, aunque 
no a niveles masivos (ICTUR, 2006). Otro cambio importante 
fue la recomposición de los Consejos de Salarios en 2005, 
instancia de negociación colectiva ramal que permite a los 
trabajadores canalizar institucionalmente sus demandas con la 
mediación del Estado, que no fue descontinuada luego del 
triunfo del Partido Nacional en 2019. 

En este sentido, cabe resaltar las diferentes causas y 
elementos de contexto que rodean al bajo nivel de represión en 
los tres casos. Se observan, en cierto modo, diversas rutas para 
arribar a panoramas similares en cuanto a su baja 
conflictividad y violencia en las relaciones con la 
institucionalidad política. Mientras en el caso chileno esto se 
produce por la desarticulación de las organizaciones sindicales 
inoculada por la propia legislación y su baja proclividad a los 
métodos violentos, en Argentina y Uruguay el rol de los 
gobiernos de izquierda —o populistas— ha sido más relevante; en 
el caso uruguayo logrando una mayor institucionalización de 
los mecanismos de diálogo, mientras que en Argentina por 
canales informales de asociación. En contraposición a estos 
casos, aquellos países que presentan mayores niveles de 
represión son Guatemala, Colombia y Perú, como muestra la 
figura 1. Los describimos a continuación. 


En el caso de Guatemala, país con más altos índices de 
represión a movimientos laborales, se perciben con intensidad 
las secuelas del período de terrorismo de Estado producido a 
raíz de una guerra civil que duró tres décadas y media 
(1960-1996; Albizurez y Ruano, 2009). Los niveles de represión 
se han mantenido estables en general durante el período, con 
focos de mayor intensidad como la presidencia de Portillo 
(Figueroa, 2004). Se trata de una represión con múltiples 
orígenes y dimensiones, que hacen difícil su erradicación y 
sistematización. Por una parte, existe violencia explícita contra 
dirigentes y afiliados (Compa y Vogt, 2001), que ha llevado a 
Guatemala a ser considerado como “el país más peligroso para 
ser sindicalista” (Van Roozendaal, 2015, p. 20), con asesinatos 
y extorsiones perpetrados en muchos casos por organizaciones 
paramilitares toleradas por los gobiernos. Por otra parte, el 
contexto institucional también es altamente represivo, con un 
Poder Judicial lento e inoperante proclive a la impunidad 
(Linares et al., 2012), estímulos a organizaciones paralelas al 
sindicalismo en connivencia con el empresariado (Lotán, 2009) 
y normas legales represivas como la Ley Antihuelgas de 1996, 
orientada a reprimir a los trabajadores del sector público 
(Fuentes, 2003). 

En segundo lugar, Colombia se caracteriza por una alianza 
histórica entre el Estado y los empresarios para reprimir, 
silenciar y quitar poder a las organizaciones laborales, con la 
incorporación de fuerzas paraestatales en la ejecución de la 
violencia. Muchos de los dirigentes se hallan expuestos a la 
violencia paraestatal que, si bien ha menguado su alcance en el 
país en años recientes, continúa presente. Según la Escuela 
Nacional Sindical (2015), entre 1986 y 2012 han sido 
asesinados casi 3000 sindicalistas, en muchos casos producto 
de la asociación entre grupos empresariales y paramilitares. 
Esta relación fue muchas veces tolerada y validada por el 
Estado mediante el Departamento de Seguridad (DAS), 


colaborador de la alianza antes mencionada. Debido a este 
“régimen del terror” (Escuela Nacional Sindical, 2015, pp. 
114-115), la posibilidad de generar movilizaciones laborales 
incidentes resulta altamente riesgosa, y por tanto infrecuente. 
Los pocos casos de protestas con notoriedad pública, como la 
toma de la finca La Chinita en 2001, han recibido una intensa 
represión policial en respuesta (Celis, 2004). 

Por último, Perú registra una historia moderna de 
continuas persecuciones contra el sindicalismo, especialmente 
en el marco de gobiernos autoritarios (Mejía, 2017). El régimen 
fujimorista hostigó sistemáticamente a la dirigencia sindical en 
los años noventa, al mismo tiempo que implementaba ajustes 
neoliberales y desprestigiaba al sindicalismo ante la opinión 
pública (Fernández-Maldonado, 2015). Todo esto además de la 
intimidación, exterminio y desaparición de líderes sindicales, 
especialmente docentes (Manky, 2011). Luego del fujimorismo, 
la represión violenta al mismo nivel no ha sido necesaria dado 
el grado de desarticulación de los movimientos laborales y los 
amplios mecanismos legales existentes para extorsionar a los 
dirigentes que busquen iniciar acciones de protesta 
(Villavicencio, 2009; Manky, 2019). Pese a esto, los focos de 
activismo sindical son intensamente reprimidos de acuerdo con 
un informe de RedLat (2019). En los gobiernos democráticos se 
han reportado numerosos casos de trabajadores muertos o 
heridos por acción policial, como sucedió con el minero Manuel 
Yupanqui en 2008, cuyo asesinato sigue impune (Motta, 2012). 

Estos casos se destacan, y contrastan con los anteriores, 
por el rol que juega la represión al margen de los marcos de 
institucionalidad democrática. En el caso de Guatemala y 
Colombia, los nexos de la fuerza estatal con organizaciones 
paramilitares para reprimir y silenciar disidentes han afectado 
duramente al sindicalismo, mientras que en Perú la violencia 
de la dictadura fujimorista reprimió con una intensidad cuyos 
efectos persisten hasta la actualidad. Este tipo de conflictividad 


al margen de los cauces democrático-institucionales caracteriza 
a los países con mayores niveles de represión —además de la 
represión implícita y presente en marcos legales-, en 
contraposición a los países donde dicha conflictividad 
encuentra vías de canalización institucional y menor presencia 
de actores paraestatales. 


Consecuencias socio-políticas de la industrialización 
La breve revisión de los casos recién ofrecida abre una serie de 
preguntas. ¿Por qué los países varían en la intensidad de la 
represión hacia los movimientos laborales? ¿Por qué en países 
como Colombia, Perú y Guatemala existen diversos actores que 
reprimen intensamente a los trabajadores, mientras que el 
repertorio represivo es más acotado y leve en Uruguay, Chile y 
Argentina? 

Como vimos arriba, muchas de las teorías actuales 
enfatizan las características de los movimientos sociales 
(laborales en este caso) para explicar la represión que estos 
reciben. Principalmente, se estudia cuán radicales o 
amenazantes son sus tácticas y sus demandas, y cuán débiles o 
fuertes son organizacionalmente o respecto a los aliados 
políticos que disponen. Sin negar la importancia de estas 
explicaciones, nuestro análisis se centrará en factores de muy 
distinta naturaleza. Específicamente, proponemos un breve 
argumento teórico que enfatiza legados institucionales de larga 
data producto de la industrialización de estos países, que se 
remonta en algunos casos a las primeras décadas del siglo 
pasado. Posteriormente, para ilustrar el argumento, 
presentaremos una narrativa analítica (extremadamente 
preliminar) de los países polares. 

El argumento teórico enfatiza el rol central del proceso de 
industrialización de la economía nacional durante el siglo XX. 
Proponer una explicación centrada en la industrialización 
suena un poco añejo: ésta era una de las variables preferidas de 


la teoría de la modernización, largamente desacreditada desde 
1970 por proponer una visión lineal y convergente de la 
evolución de las sociedades, y particularmente poco apta para 
América Latina (Valenzuela y Valenzuela, 1978). Acá 
retomamos el fenómeno de la industrialización en un sentido 
enteramente distinto. Enfatizamos sus consecuencias políticas e 
institucionales en el contexto latinoamericano, no europeo. 
Específicamente planteamos que en nuestra región la 
industrialización activa al menos tres mecanismos que afectan 
las variaciones en la represión laboral por décadas. Estos 
mecanismos pueden diferenciarse  analíticamente, como 
hacemos abajo, pero son más difíciles de distinguir 
empíricamente. 

Primero, cuando los países se  industrializan 
tempranamente (primera mitad del siglo XX), se desencadena 
un proceso de formación de una masa proletaria urbana que se 
organiza en movimientos laborales y presiona por incorporarse 
a la arena política (Rueschemeyer et al., 1992; Pribble, 2011; 
Collier y Collier, 2001). A veces esto se produce vía partidos 
populistas de trabajadores, otras vía partidos socialistas o 
comunistas (más definidos programáticamente), e incluso otras 
mediante cooptación “desde arriba” o corporativista, dejando 
escasa autonomía a las organizaciones laborales (Pribble, 
2011). Pero en todos los casos ello institucionaliza las 
relaciones entre trabajadores y sistema político, valida a los 
trabajadores como actores políticos legítimos, y a la larga 
aumenta, para los gobiernos, los costos de reprimirlos. En otras 
palabras, los trabajadores dejan de ser únicamente un actor 
económico y se incorporan a la política (se politizan). Por el 
contrario, los países que se industrializan poco y tarde 
(digamos, en la segunda mitad del siglo pasado) tardan más en 
formar una masa trabajadora y los partidos no la incorporan a 
la arena política, o lo hacen marginalmente. Esto facilita la 
represión laboral sobre grupos de trabajadores 


comparativamente más débiles, la que se ejercería no sólo en 
ese momento —habilitando masacres laborales, por ejemplo en 
huelgas—, sino también décadas después. 

Un segundo mecanismo que desencadena la 
industrialización tiene que ver con los cambios que esta 
produce en los mercados laborales. Los países industrializados 
tempranamente crean primero un sector importante de 
trabajadores en empleos urbanos (textiles, frigoríficos, 
manufacturas, electricidad, acero, petróleo). Posteriormente, 
ello se expande a sectores estatales o de servicios en 
crecimiento, como educación, salud, comercio y transporte 
(aunque puede existir industrialización sin urbanización, por 
ejemplo en enclaves mineros o frigoríficos en zonas rurales). 
Muchos de estos empleos son formales y están cubiertos por 
legislación que permite la organización sindical y protege 
contra la represión arbitraria. Concomitantemente, el avance de 
la industrialización reduce el peso en la economía de los 
empleos agrarios tradicionales (en explotaciones de cacao, 
banana, tabaco, caña de azúcar, etc.), que suelen basarse en 
relaciones paternalistas y jerárquicas. En estos contextos, que 
se asemejan a lo que Barrington Moore (1969) llamó regímenes 
labor represive, los terratenientes, actores paraestatales o 
policías locales pueden reprimir a los trabajadores más 
fácilmente. Y en la medida en que las autoridades locales están 
aliadas con los terratenientes, están dispuestas a hacerlo 
también. 

El tercer y último mecanismo refiere a que los países que 
lograron industrializarse tempranamente crecieron 
económicamente. La literatura ofrece hoy evidencia de que un 
mayor crecimiento económico disminuye las respuestas 
represivas de los Estados, aunque no logra explicar del todo el 
porqué de esta relación. Las hipótesis más comunes apuntan a 
que un mayor desarrollo económico entrega a los Estados 
herramientas para negociar y satisfacer demandas sin recurrir a 


la represión, así como al hecho de que mejores condiciones 
económicas disminuyen los conflictos que el Estado reprime 
(Davenport e Inman, 2012; Davenport, 1995; Poe y Tate, 
1994). 

Sin quitar validez a estas explicaciones, aquí ofrecemos 
una tercera explicación sobre el mecanismo mediante el cual el 
desarrollo económico forjaría Estados menos represivos en 
América Latina. Esto permitiría a los Estados recaudar 
impuestos y construir aparatos estatales que concentraron la 
violencia más efectivamente (Centeno, 2002 para las 
dificultades de buena parte del continente en la realización de 
esta tarea). Esto reduce el espacio para que surjan actores 
desafiantes para-estatales y por tanto disminuye el nivel 
general de violencia en las sociedades. En otras palabras, 
cuando las élites políticas logran pacificar el país y concentrar 
la violencia física, cortan el círculo de reproducción de 
violencia en general, moderando la represión laboral. En 
sociedades más pacíficas, los movimientos sindicales se 
benefician con una menor represión simplemente porque la 
violencia está más centralizada. Esto no quiere decir que no 
existan conflictos violentos —los tres países menos represivos de 
la figura 1 experimentaron cruentas dictaduras en los años 
setenta, pero las transiciones a la democracia redujeron 
radicalmente el terrorismo de Estado. 

Por el contrario, los Estados sin recursos suficientes 
producto de una economía débil pueden tardar más en 
contener a los actores desafiantes violentos, permitiendo un 
efecto derrame de mayor violencia hacia el activismo laboral y 
abriendo espacios para actores violentos paraestatales (grupos 
de milicia, guerrillas, narcos, mafias) que atacan a los líderes 
sindicales que se oponen a sus intereses. Cuando la ayuda 
militar estadounidense llega, lo hace tardíamente y a veces 
exacerbando la violencia. Por falta de datos no abordaremos 
este mecanismo en las narrativas de abajo, sin embargo, lo 


presentamos como una idea en gestación (todavía más 
prematura que las otras). 
El siguiente diagrama esquematiza el argumento. 


Figura 3. Esquema del argumento teórico 
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Fuente: Elaboración propia. 


Aterrizando el argumento: narrativas preliminares 

En esta sección empleamos el argumento teórico presentado 
arriba para comprender cómo distintas trayectorias 
institucionales de largo plazo conducen a distintos niveles de 
represión hacia los movimientos laborales latinoamericanos. 
Para ello presentamos narrativas de los países con mayor y 
menor represión laboral. Todavía son muy preliminares e 
imprecisas, pero al menos muestran rasgos generales que deben 
ser investigados en profundidad. Nuestro principal apoyo es 
Rueschemeyer et al. (1992), que explican en perspectiva 
histórica cómo las alianzas entre clases sociales moldearon los 
regímenes políticos, y en menor medida Pribble (2011) y 
Roxborough (1998), aunque queda pendiente la revisión del 
clásico de Collier y Collier (2001). Comenzamos con los países 
con menor represión y continuamos con los de mayor 
represión. 


Casos de baja represión laboral 

En Chile la industrialización durante las primeras décadas del 
siglo XX produjo importantes cambios políticos. En 1920 llegó 
al poder Arturo Alessandri Palma, primer candidato que intentó 


atraer el apoyo de los sectores populares, crecientemente 
organizados en torno al Partido Comunista (fundado en 1922). 
Aunque el presidente Ibáñez del Campo (1927-1931) reprimió 
a los sindicatos independientes e intentó reemplazarlos por 
sindicatos controlados por el gobierno, los altos niveles de 
conflictividad durante los años treinta llevaron a la oligarquía a 
aceptarlos como actores políticos legítimos por medio de los 
partidos de izquierda; el Partido Socialista se había fundado en 
1933 (Rueschemeyer et al., 1992). Paralelamente empezó a 
desarrollarse un sistema de seguridad social que cubría a los 
trabajadores de cuello azul y regulaba las prácticas laborales 
(Pribble, 2011). Los gobiernos radicales de los años cuarenta se 
apoyaron en la movilización electoral de los trabajadores; y las 
reformas electorales del 1958 y 1962, sumadas a la legalización 
de los sindicatos rurales en 1967, ofrecieron el marco legal 
para la representación de los trabajadores en la arena política. 
En consecuencia, en los años sesenta los partidos de izquierda y 
la Democracia Cristiana (centro) compitieron por el apoyo de 
trabajadores urbanos y rurales (Scully, 1992). Aunque el 
proceso de intensa movilización durante el gobierno de la 
Unidad Popular (1970-73) fue cortado por el golpe de estado 
de 1973, con la transición democrática los sindicatos se 
rearticularon. Si bien no tuvieron el peso que sus contrapartes 
argentinas, y disminuyeron considerablemente su poderío 
respecto del período pre-dictadura, el legado de las décadas 
previas facilitó su protección respecto a medidas represivas. 

Por otra parte, la economía ganadera extensiva de 
Argentina y Uruguay, orientada a la exportación de carne de 
res y productos derivados del ganado (cuero y lana), produjo 
tempranamente una industria subsidiaria (transporte, 
empaquetamiento de carne, procesamiento de lana, 
curtiembre). Esto llevó al crecimiento poblacional de sus 
capitales -Buenos Aires y Montevideo respectivamente- y a la 
formación de una clase trabajadora y media urbana en las 


décadas de 1910 y 1920. Incluso en el campo las relaciones 
laborales estaban basadas en salarios y el nivel de explotación 
laboral era bajo, a diferencia de las economías de plantaciones 
de otras partes del continente (Rueschemeyer et al., 1992). 

En Argentina las clases trabajadoras estuvieron 
inicialmente compuestas por trabajadores procedentes de la 
inmigración europea (italiana y española fundamentalmente), 
con fuerte formación anarquista y socialista, y expuestos a 
niveles altos de represión (como durante la Semana Trágica de 
1919). Posteriormente se añadió otro segmento de trabajadores 
gracias a la migración interna del campo a la ciudad. En ese 
contexto Juan Domingo Perón fundó el Partido Justicialista 
(1946), que politizó masivamente a la masa proletaria. Al 
lograr una coalición multiclase, también con apoyo de los 
sectores urbanos industriales, Perón pudo extender a los 
trabajadores importantes beneficios y disuadir una orientación 
ideológica radical en ellos (Rueschemeyer et al., 1992). Esto 
frenó las eventuales reacciones represivas de las élites y los 
militares que se produjeron, por ejemplo, en Perú. 

En Uruguay la incorporación de los trabajadores a la 
política comenzó tempranamente, gracias a su legitimación 
simbólica y legislación de avanzada durante los gobiernos de 
José Batlle y Ordóñez (1903-1907 y 1911-1915). Las élites 
terratenientes y urbanas, más inclusivas y menos represoras 
que lo habitual, permitieron la creación de partidos de 
izquierda socialistas (1910) y comunistas (1920). Lejos de 
desarrollar una orientación revolucionaria, estos partidos 
buscaron incluir a los trabajadores en la democracia de masas 
que se estaba gestando en esas décadas. Así, a diferencia del 
movimiento laboral argentino, más controlado “desde arriba”, 
el uruguayo logró más autonomía y no intentó ser cooptado por 
el predominante Partido Colorado. Aunque la represión 
aumentó durante los años treinta, como en muchos otros 
países, esta disminuyó posteriormente, permitiendo la 


continuación de las medidas proteccionistas y la consolidación 
de un movimiento obrero con fuerte capacidad de negociación 
desde 1940. 

Como ya dijimos, Argentina, Chile y Uruguay sufrieron 
durante los años setenta y ochenta dictaduras militares que 
reprimieron ferozmente a los sindicatos y partidos de izquierda. 
Pero más que un signo de debilidad, esto puede ser 
interpretado como uno de fortaleza de los movimientos 
laborales, si consideramos que los golpes sobrevinieron ante la 
incapacidad para traspasar a los trabajadores los costos de la 
crisis económica de los años cincuenta y sesenta 
(Rueschemeyer et al., 1992). La incorporación política durante 
las décadas anteriores fue lo suficientemente robusta para 
sobreponerse a la represión militar y permitir la rearticulación 
de los sindicatos durante las transiciones a la democracia, 
especialmente para los casos de Argentina y Uruguay, llevando 
a los más bajos niveles de represión laboral en la región (figura 
di 

México, Brasil y Costa Rica son los tres países que siguen a 
Argentina, Chile y Uruguay en la escala de represión. 
¿Coinciden sus trayectorias con las de estos últimos? Para 
Brasil y México la respuesta es probablemente afirmativa. En 
Brasil la cantidad de trabajadores industriales se quintuplicó 
entre 1940 y 1980, gracias a la expansión de las industrias 
textiles, metalúrgicas, ferroviarias y automovilísticas en las 
principales ciudades. En los años treinta Getulio Vargas creó el 
Departamento Nacional del Trabajo. El teniente Lindolfo 
Collor, que lideró este departamento, promovió una compleja 
legislación laboral que reconocía a los sindicatos como 
interlocutores válidos y les aseguraba beneficios sociales a los 
trabajadores. Pero la consolidación del Estado Novo desde 
1937 llevó a la creación de un sistema tripartito de negociación 
que permitió al Estado controlar a los sindicatos a cambio de 
otorgarles beneficios de salud y bienestar a sus afiliados 


financiados por un impuesto obligatorio (Roxborough, 1998). 

De manera similar, en México la etapa de sustitución de 
importaciones desde 1930 expandió el empleo urbano y 
estimuló la migración del campo a la ciudad: se pasó de 
640.000 a 2.5 millones de trabajadores industriales entre 1940 
y 1980. En consecuencia, se formó un proletariado con fuerte 
identidad y cohesión a partir de la creación de sindicatos 
nacionales de trabajadores del ferrocarril, metalúrgicos, 
petroleros, electricistas y maestros (Roxborough, 1998). Como 
respuesta, los líderes del Partido Revolucionario Institucional 
(PRD —especialmente Lázaro Cárdenas, presidente de México 
entre 1934 y 1940- reconocieron el potencial de organizar a 
los trabajadores y cooptarlos a cambio de redistribuir 
beneficios. Así, Cárdenas redistribuyó tierras, creó ejidos 
comunales, promovió los sindicatos urbanos y rurales y 
protegió los derechos de los trabajadores. Además, les ofreció 
representación formal a indígenas y trabajadores mediante 
estructuras del partido (Rueschemeyer et al., 1992). Al aliarse 
con los trabajadores urbanos y campesinos, y con el Partido 
Comunista, Cárdenas permitió enfrentar al ex presidente (y 
fundador del PRD) Plutarco Elías Calles. Lo distintivo es que el 
control del PRI no estuvo basado en la represión sino en la 
cooptación del movimiento laboral urbano y campesino. Pero 
esta cooptación implicó la pérdida de autonomía de los sectores 
populares, dado que la legislación laboral tenía gran influencia 
sobre los sindicatos. 

Sin embargo en Costa Rica —también con baja represión 
según la figura 1- la historia fue distinta a la de México y 
Brasil. Aunque la industrialización llegó más tarde, el 
presidente Rafael Calderón se opuso a los sectores 
conservadores de su partido y creó un sistema de seguridad 
social nacional. De esta forma, como argumenta Pribble (2011), 
la falta de industrialización y presión desde abajo fue 
compensada por legados burocráticos y técnicos que 


expandieron la seguridad social y beneficiaron a los 
trabajadores. 


Casos de alta represión laboral 

En contraposición con la trayectoria seguida por los países de 
industrialización temprana, en aquellos que lo hicieron 
tardíamente (con excepciones como Costa Rica) se produjeron 
legados institucionales que favorecieron altos niveles de 
represión laboral muchas décadas más tarde. Para ejemplificar 
esta trayectoria, nos centramos en Colombia, Perú y 
Guatemala, los países con mayor represión laboral (figura 1). 

Como argumentan Rueschemeyer et al. (1992), en 
Colombia y en Perú la industrialización tuvo lugar durante los 
años cincuenta y sesenta de la mano de la fuerte penetración 
del capital extranjero. La burguesía local no tenía la capacidad 
para hacer “alianzas keinesianas” con clases trabajadoras y 
medias. Como consecuencia, el proletariado no creció lo 
suficiente para presionar decisivamente por derechos sociales y 
políticos (Pribble, 2011). 

En Colombia, durante la primera mitad del siglo XX, la 
economía era mayormente agraria y estaba caracterizada por 
relaciones semiserviles. No obstante, el Partido Liberal desde 
1930 comenzó a movilizar a los trabajadores urbanos y ayudar 
a crear confederaciones sindicales, pero el asesinato del líder 
liberal Jorge Eliecer Gaitán en 1948 desencadenó una oleada 
de violencia que llevó a un régimen autoritario y obstaculizó 
que los trabajadores se organizaran como lo estaban haciendo 
en otros países (Rueschemeyer et al., 1992). Las décadas 
siguientes, marcadas por el desarrollo de la guerrilla, el 
narcotráfico, las fuerzas paraestatales y la intervención militar 
estadounidense (Petras y Veltmeyer, 2011), impidieron que el 
Estado colombiano consolidara su autoridad sobre el territorio. 
Sin embargo, sí fue lo suficientemente fuerte para criminalizar 
y reprimir las huelgas de los sectores estratégicos de la 
economía. Como consecuencia, los movimientos laborales 


sufrieron violencia desde diferentes direcciones, lo que ayuda a 
entender el alto valor de Colombia en la escala represiva de la 
figura 1. A diferencia de otros países, en Colombia la 
separación entre fuerzas políticas institucionales y 
organizaciones violentas nunca fue muy nítida, tanto en la 
izquierda como en la derecha, al punto de que el movimiento 
laboral “está debilitado por la violencia y la merma en la 
sindicalización” (Velasco, 2017, p. 510). 

De todas maneras, el control de la violencia en Colombia 
en años recientes, marcado por la desmovilización de la 
guerrilla y los pactos políticos con algunos de sus líderes, 
podría explicar la disminución en la represión observada en la 
figura 2. Durante el período 2015-2020 aproximadamente, 
Colombia muestra niveles de represión medio-bajos, similares a 
los de Costa Rica. Esto muestra con claridad que un argumento 
de path dependence como el que desarrollamos acá explica sólo 
parcialmente las variaciones observadas. 

Perú también se industrializó tardíamente, de la mano del 
golpe de estado de 1968, “entre una y tres décadas después de 
que ésta emergiera en buena parte del resto de América Latina” 
(Blake, 2005, p. 39). Los militares que tomaron el poder tras el 
golpe consideraban que los problemas de Perú se debían a su 
falta de industrias modernas y economía de mercado. Por 
supuesto, antes de eso habían existido intentos de 
incorporación de los trabajadores a la política, pero con 
resultados comparativamente modestos. El principal estuvo 
dado por la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA), 
que desde 1930 empezó a movilizar a los trabajadores 
azucareros que trabajaban en grandes plantaciones que eran 
propiedad de empresas extranjeras. Quizás por eso mismo, el 
APRA desarrolló una postura fuertemente antioligárquica y 
antiimperialista que la condujo al levantamiento en la ciudad 
de Trujillo en 1932. La fallida insurrección produjo mucha 
represión y terminó disolviendo la Confederación General de 


Trabajadores del Perú (CGTP). El movimiento laboral peruano 
se refugió en la clandestinidad, y los gobiernos desarrollaron 
una orientación antilaboral. Las élites terratenientes, que 
dependían de la mantención del modelo exportador tradicional, 
recurrieron al fraude electoral y la represión para impedir que 
las fuerzas políticas de corte obrero llegaran al poder 
(Roxborough, 1998; Rueschemeyer et al., 1992). 

Si bien el gobierno militar en 1960 tuvo un carácter 
inclusivo e industrializador, a principios de 1980 sólo el 25% 
de la fuerza de trabajo del Perú se empleaba en el sector 
industrial (Pribble, 2011). Esto explica no sólo su modesto 
sistema de pensiones, como señala Pribble, sino también, como 
argumentamos nosotros, su alto nivel de represión laboral. 
Pribble sugiere que estos resultados negativos para los 
trabajadores se acentuaron por la existencia de una importante 
población indígena, que produjo prácticas discriminatorias 
hacia ellos por parte de blancos y mestizos (como que se le 
negara el derecho al voto hasta 1980). 

A esto se sumó durante los años ochenta y noventa el 
terrorismo del Sendero Luminoso y la represión feroz del 
gobierno de Fujimori. La danza macabra entre terroristas y 
represión gubernamental dejó decenas de miles de muertes y 
atemorizó a los trabajadores urbanos y rurales, dificultando su 
organización y haciéndolos más vulnerables a la represión por 
parte de todos los actores con capacidad militar. Si bien la 
embestida de Fujimori en 1990 redujo notablemente las 
acciones terroristas, esto se hizo al costo de una violencia 
indiscriminada y violaciones masivas a los derechos humanos, 
desalentando cualquier forma de organización social (Silva, 
2009; Soifer 8 Vergara, 2019). Pero al igual que Colombia, en 
Perú la represión laboral bajó sostenidamente a partir de la 
década del 2000. Nuevamente, entender esto requiere examinar 
factores que quedan pendientes para futuras investigaciones. 

Guatemala no sólo encabeza el promedio de represión 


laboral de nuestra escala (figura 1), sino que en su caso, a 
diferencia de Colombia y Perú, la represión no disminuyó a lo 
largo del período 1990-2020. Guatemala ejemplifica bien los 
efectos de largo plazo de una industrialización tardía e 
incompleta, pero además presenta un rasgo particular no tan 
presente en Colombia y sobre todo Perú, como es la injerencia 
directa de los Estados Unidos!”.. 

Guatemala desarrolló una economía de plantación basada 
en la exportación de banana y café, muy dependiente del 
comercio exterior y la inversión extranjera. Recién en los años 
sesenta comenzó la industrialización vía sustitución de 
importaciones, varias décadas después que en el Cono Sur. Por 
tanto, la estructura social se mantuvo por mucho tiempo 
polarizada entre una masa de trabajadores rurales y una 
pequeña clase de grandes terratenientes muy prósperos. Estos 
lograron fusionarse con las élites mercantiles y dominar la 
política por medio del apoyo del aparato militar. A esta 
coalición de poder se sumó la empresa estadounidense United 
Fruit Company (UFCO), apoyada por el gobierno de su país. 
Así, las incipientes protestas laborales a principios de los años 
treinta llevaron a un golpe de Estado del General Ubico, quien 
suprimió los sindicatos. 

Pero la experiencia más dramática fue la del presidente 
reformista Jacobo Arbenz, que desde su llegada al poder a 
mediados de los años cuarenta incentivó la organización de los 
trabajadores rurales y comenzó una reforma agraria. A esto se 
sumó la creciente influencia del Partido Guatemalteco del 
Trabajo, de inspiración comunista. Ante la amenaza de Arbenz, 
la oligarquía y militares locales orquestaron un nuevo golpe 
financiado por la CIA y apoyado por la UFCO, que depuso a 
Arbenz y llevó al poder al teniente coronel Carlos Castillo 
Armas. Armas desmanteló los sindicatos y anuló la legislación 
laboral de la época de Arbenz, restringiendo la organización 
laboral. Por otra parte, Guatemala carecía de una economía 


industrial que sustentara un estado fuerte. Pero el apoyo 
logístico, militar y económico de los Estados Unidos permitió 
que el Estado guatemalteco desarrollara una coherencia 
organizacional y capacidad burocrática y militar mayor que la 
de otros países de América Central. 

A pesar de esto, el legado movilizador de la época de 
Arbenz se mantendría para renacer posteriormente. Tras el 
golpe de Estado, se rearmó el movimiento sindical, pero la 
Federación Autónoma Sindical de Guatemala (FASGUA), que 
encabezó esos esfuerzos, “no es exitosa en términos del 
principal objetivo del movimiento laboral: organizar a los 
trabajadores” (Brockett, 2005, p. 109). Por ejemplo, en los años 
sesenta sólo agrupaba a 26 sindicatos en todo el país, 11 de los 
cuales eran rurales. Una de las razones de la falta de éxito fue 
el ataque frontal a cualquier intento de organización laboral. 
En este ataque no sólo participó el gobierno, sino también las 
empresas privadas. Cualquier trabajador que protestara ante las 
reducciones de salario de la época era acusado de comunista y 
arrestado. Mientras, los militares ocupaban los lugares de 
trabajo, la UFCO apoyaba matanzas masivas de trabajadores 
sindicalizados, y el gobierno enmendaba el código laboral para 
dificultar las huelgas y prohibía la sindicalización de los 
empleados públicos. Como consecuencia, desde los años sesenta 
Guatemala fue probablemente el país con menor densidad 
sindical de toda América Latina. 

La represión debilitó la organización laboral pero estimuló 
la actividad guerrillera rural -fuertemente indígena- (Goodwin, 
2001), que empezó en Guatemala a principios de los años 
sesenta. La respuesta por parte de la derecha fue la formación 
de escuadrones de la muerte y campañas de contrainsurgencia 
que sólo radicalizaron más a la guerrilla. Paralelamente, en el 
mundo sindical no había rastros de la movilización del 
proletariado urbano que institucionalizó el poder político de los 
trabajadores en los países del Cono Sur. Al igual que en 


Nicaragua y El Salvador, las fuerzas armadas y los escuadrones 
de la muerte atacaron a las organizaciones laborales más allá 
de su orientación revolucionaria o reformista. Sin embargo, 
para Goodwin (2001, p. 161) la violencia estatal en Guatemala 
era “más letal” que en Nicaragua o El Salvador, lo que quizás 
puede explicar el legado posterior de mayor represión laboral 
de la figura 1. 

Por si fuera poco, el atractivo de la guerrilla radicalizó a 
una facción de los trabajadores, produciendo divisiones con el 
núcleo más moderado. Aunque los funcionarios públicos y 
docentes tuvieron huelgas con algún grado de éxito, “para la 
primavera de 1980, el empuje de los movimientos de 
trabajadores organizados y otros movimientos populares se 
había perdido. La represión había eliminado toda posibilidad 
de actividades contenciosas no violentas. Guatemala estaba 
dominada por aquellos que tenían las armas” (Brockett, 2005, 
p. 117). 


Validando las narrativas 
Este capítulo está lejos de “probar” la validez de la explicación 
esbozada arriba. Por ahora se sostiene únicamente por algo de 
teoría, un gráfico de promedios y narrativas nacionales 
preliminares. Sin embargo, es relevante plantear que estos 
argumentos se articulan con trabajos previos como el de 
Pribble (2011). También parecerían ser validados según el 
método del pattern matching de Campbell (1975). Como 
establece este método, presentamos un argumento teórico (que 
relaciona la represión con ciertas trayectorias nacionales) y 
posteriormente mostramos su consistencia con varios casos. A 
su vez, ellos parecen encontrar respaldo en buena parte de la 
literatura sobre represión a movimientos sociales que intenta 
explicar este fenómeno desde las características económicas, 
políticas y culturales de los países. 

En cuanto a la investigación de Pribble (2011), ella es 


especialmente interesante para este estudio porque desarrolla 
un trabajo similar al nuestro al analizar el vínculo entre el 
historial de industrialización de los países latinoamericanos y el 
tamaño y alcance de sus sistemas de protección social. Al 
comparar nuestros resultados observamos llamativas 
similitudes. Los países menos represivos durante 1990-2020 en 
nuestro estudio son los que lograron mejores índices de 
inclusión social y política para los trabajadores según Pribble. 
Por ejemplo, ella caracteriza a Argentina, Chile, Costa Rica y 
Uruguay con el modo de “movilización e incorporación 
industrialista”. Estos son 4 de los 5 países con menor represión 
laboral según la figura 1. Por otra parte, Pribble caracteriza a 
República Dominicana, El Salvador, Guatemala y Nicaragua 
con el modo “agrario excluyente”. Guatemala es el país más 
represivo según la figura 1, y Nicaragua el quinto más 
represivo en un total de 16 países (El Salvador levanta una 
interrogante porque no está dentro de los más represivos a 
pesar de ser agrario-excluyente según Pribble). 

También parece haber una convergencia entre nuestros 
patrones de represión laboral y los beneficios de la seguridad 
social reportados por Pribble (2013, p. 203), en que los países 
menos represivos tienen mayores beneficios. Así, el promedio 
de cobertura de pensiones de nuestros 5 países con menor 
represión laboral es 61%, mientras que baja a 22% para los 3 
países más represivos (Perú, Colombia y Guatemala). Es decir, 
los países que a lo largo del siglo XX lograron mayor cobertura 
de la seguridad social muestran menor represión laboral varias 
décadas después, entre 1990 y 2020. 

Por otra parte, la aproximación de pattern matching de 
Campbell (1975) nos permite explorar estadísticas sencillas, 
como las de la figura 4, para así derivar algunas implicancias 
empíricas de lo expuesto hasta el momento. Siguiendo esta 
propuesta, supongamos que Argentina, Uruguay y Chile 
efectivamente se industrializaron más tempranamente que 


Colombia, Perú y Guatemala, y como resultado de eso sus 
economías crecieron más y proveyeron mejores condiciones de 
vida para sus poblaciones. Entonces deberíamos esperar que 
para el período 1990-2020 (el mismo que consideramos para la 
represión laboral) el índice de desarrollo humano o IDH (que 
mide el producto interno per cápita, expectativa de vida y 
acceso a la educación) fuera mayor para el primero antes que 
para el segundo grupo de países. Eso muestra la figura 4: 
Argentina, Chile y Uruguay tienen un IDH superior a Perú, 
Colombia y (sobre todo) Guatemala. Asimismo, si los tres 
primeros países pudieron incorporar exitosamente a los 
trabajadores en la vida política a mediados del siglo pasado, 
estos avances inclusivos probablemente deberían reflejarse en 
mejores índices de democracia en las décadas más recientes, 
como efectivamente ocurre según el índice de democracia 
liberal de la figura 4. Argentina está entre medio de ambos 
grupos, sin embargo, Chile y Uruguay se diferencian 
claramente del resto. 

Siguiendo la misma lógica, si como argumentamos arriba 
la industrialización permitió a los Estados acumular recursos, 
expandir su presencia en el territorio, mejorar su burocracia y 
concentrar la fuerza física, entonces hoy en día dichos países 
deberían tener gobiernos más efectivos. Y así sucede: como 
muestra la figura 4, la efectividad del gobierno!*%! (cuyo rango 
teórico va de -2.5 a 2.5) es mayor en Chile, Uruguay y 
(bastante más abajo) Argentina, que al igual que con el 
indicador de democracia liberal, nuevamente está en una 
situación más bien intermedia. Por el contrario, Colombia, Perú 
y sobre todo Guatemala tienen gobiernos menos efectivos. En 
nuestra interpretación, entre otras cosas esto se relaciona con 
una industrialización más débil y tardía!?!.. 


Figura 4. Indicadores seleccionados para los países polares en represión laboral 
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Fuentes: elaboración propia a partir de base MovLab, que se nutre de diversas fuentes secundarias: 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) para Índice de desarrollo humano; Varieties 
of Democracy (VDem) para el índice de democracia liberal; Worldwide Governance Indicators (Banco 
Mundial) para efectividad del gobierno; OIT y Banco Mundial para informalidad; OIT y diversas fuentes 
nacionales para afiliación sindical; y la propia base MovLab para poder asociativo. 


Según nuestra argumentación, estas tempranas variaciones 
en el desarrollo socioeconómico e institucional impactaron en 
tiempos más recientes en las capacidades colectivas de los 
trabajadores, y por ende en su vulnerabilidad a la represión por 
parte de los Estados u otros actores con capacidad coercitiva. Si 
esto es así deberíamos observar diferencias entre ambos grupos 
de países en variables que refieren a la fortaleza de los 
trabajadores. Para estudiar este punto, la base MovLab contiene 
variables sobre informalidad laboral, afiliación sindical 
(porcentaje de la fuerza laboral afiliada a sindicatos) y poder 
asociativo (una variable original que condensa elementos 
propios de la organización colectiva, tales como la cantidad de 
socios, la forma en que se organizan los movimientos, la 
participación y otros aspectos). La lógica de nuestro argumento 
es que los países con mayor represión deberían tener mayor 
informalidad laboral (un indicador de debilidad), menor poder 
asociativo, y menor afiliación sindical, las cuales a su vez 
resultarían de los legados socioeconómicos e institucionales 
previos. 


Y esto es lo que ocurre. Como muestra la figura 4, la 
informalidad laboral es marcadamente más alta en Guatemala, 
Perú y Colombia (y particularmente controlada en Chile y 
Uruguay). Asimismo, los países cuyos trabajadores son menos 
reprimidos tienen mayor poder asociativo promedio, 
destacando Argentina y después Uruguay. Finalmente, lo 
mismo ocurre con la afiliación sindical: está por encima de Y4 
de la masa trabajadora en Argentina y Uruguay, y si bien baja 
bastante para Chile, es todavía mucho menor en Colombia, 
Guatemala y Perú. 

En síntesis, creemos que estas diferencias adicionales son 
consistentes con nuestro argumento. Esto ofrece una mirada de 
largo aliento para comprender cómo el momento y la 
intensidad de la industrialización a lo largo del siglo XX pudo 
haber afectado la manera en que se relacionan los movimientos 
laborales, los partidos políticos y el Estado, produciendo 
distintos niveles de represión laboral varias décadas más tarde. 


Tareas pendientes 

Las maneras de ir más allá de este argumento preliminar son 
obvias. Primero, es necesario crear narrativas más sólidas, 
incorporando literatura histórica especializada para cada país, 
y determinar más claramente los momentos y las características 
de la industrialización, el crecimiento de la fuerza laboral 
industrial y las características de los partidos incorporadores. 
Además, es importante considerar indicadores sobre recursos 
estatales y violencia social (por ejemplo, tasas de homicidio). 
Segundo, si se logran datos suficientes, podrían ensayarse 
modelos de series de tiempo entre países (cross-national times 
series). Tercero, deberían incorporarse al argumento factores 
contingentes que explican las variaciones en la represión 
laboral dentro de cada país a lo largo del tiempo. Análisis 
preliminares sugieren que el nivel de democracia y la 
orientación política de los gobiernos nacionales tienen un 


fuerte impacto en la represión laboral (más democracia y 
gobiernos de izquierda reducen de manera independiente la 
represión). Cuarto, deberían incorporarse las tácticas y las 
demandas de los movimientos laborales, de modo de someter a 
prueba las teorías de las amenazas y oportunidades discutidas 
al principio. MovLab afortunadamente tiene variables que 
permitirían hacerlo. Todo esto permitiría despejar el rol que 
podría caberle con mayor propiedad a nuestro argumento, y 
considerar explicaciones alternativas o complementarias. 
Quinto, esto permitiría entender posibles outliers, como El 
Salvador, que tiene menos represión de lo que podríamos 
suponer. 
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Acción colectiva transnacional por el 
aborto voluntario en América Latina y 
el Caribe en el siglo XXI''! 


Martina Ferretto!?! 


Introducción 


Poner el acento en el aborto clandestino como hecho social 
permite visibilizar la trama de violencias en que la práctica 
ocurre. (Campagnoli, 2021, p. 25) 


¿Cómo se entretejen las acciones colectivas por el aborto 
voluntario en una región como América Latina y el Caribe? 
¿Qué sucede con esos tejidos capaces de cruzar fronteras, 
lenguas y hasta normas? ¿Es posible hablar de un movimiento 
social transnacional a raíz de las luchas por la despenalización 
y la legalización del aborto? Pues, de momento, tenemos una 
premisa fáctica, la cual sostiene que la disputa por transformar 
marcos interpretativos, normativos y de sentido con respecto al 
derecho a decidir si interrumpir un embarazo o no es una de 
las causas que logra aunar voluntades intergeneracionales, 
intersectoriales e interseccionales. Gracias a la construcción de 
todos los feminismos es posible comprender las múltiples fases 
y aristas que encarnan las movilizaciones por esta demanda, 


cuyas características nos permitirán conocer más de cerca un 
fenómeno que cobró una visibilidad y un protagonismo único 
en los últimos años. Sobre este aspecto, resulta importante 
explicitar que dicha visibilidad responde a una suerte de 
iceberg, como analogía para caracterizar que se pudo “salir a la 
superficie” de tal modo, gracias a todo ese trabajo subterráneo 
que logró forjarlo y que aún hoy, pese a la pandemia, la 
exacerbada precarización y los nuevos ciclos de movilización, 
se sostiene. 

La concepción del aborto como un derecho entrecruza 
varios aspectos de la estructura de reglas de juego que moldean 
nuestras sociedades que tiene que ver con prácticas 
profundamente arraigadas de la cultura patriarcal en 
interdependencia con el colonialismo y el sistema capitalista 
(Bellucci, 2014; Federici, 2010). Cuando la voluntad de abortar 
se ubica en relación con un derecho como la autonomía de 
decidir sobre esa interrupción, dicha estructura de opresión 
sobre los cuerpos tutelados implosiona. Abortar como acto de 
ejercer un derecho debe entenderse desde esta complejidad. En 
este sentido, y de acuerdo a la investigación de Sanseviero en 
su libro Condena, tolerancia, negación: 


Definimos el aborto, en primer lugar, como un hecho social denso 
y complejo que ocurre en el contexto de relaciones de poder de 
distinto tipo: de género, económicas, legales-jurídicas; conlleva 
elementos del campo de la salud, de la sexualidad, de la moral y 
la ética, de los significados de la maternidad. Su complejidad está 
dada porque no se trata de la sumatoria de planos y relaciones, 
sino que el aborto ocurre en la intersección y articulación de esos 
diferentes planos y sistemas de relaciones. (2003, p. 18) 


En este sentido, la práctica del aborto no debe reducirse a 
una cuestión del ámbito privado o un asunto individual ni a un 
abordaje exclusivo desde la salud, dado que en el proceso social 


del aborto, se ponen en evidencia las múltiples violencias que 
van desde el plano material al simbólico simultáneamente. 
Desarticular la dicotomía entre lo público y lo privado para 
reivindicar que “lo personal es político” habilita la 
comprensión del carácter político —-y de control- en la que se 
somete a la corporalidad, el ejercicio de la sexualidad, así como 
de la maternidad (Campagnoli, 2021). Reconocer la 
penalización del aborto como una violencia sexual, entonces, 
implica ese reconocimiento social de que el hecho ya no es 
privado sino que es privativo de las libertades bajo la 
regulación pública. 

Legalizar O despenalizar el aborto hno modifica 
automáticamente dicha estructura de opresión, pero establece 
un piso mínimo de condiciones que habilitan la disputa de 
sentidos en una misma línea, puesto que pone en el centro de la 
discusión la desigualdad sexual estructural e interseccional que 
existe entre varones, mujeres y otras identidades no binarias. 
Esta desigualdad es consecuencia de un sistema de prácticas 
históricamente arraigadas, que reproducen la cultura de 
dominación de unos cuerpos sobre otros. Estas prácticas están, 
a su vez, institucionalizadas bajo reglas y normas, formales e 
informales, configuradas como dispositivos de control para 
mantener un orden en detrimento de las mujeres en su 
mayoría, dado que están sesgadas de esas mismas 
condicionalidades de género interseccional (MacKinnon, 1995). 
No basta con la creación o impugnación de normas si no se 
altera dicha desigualdad estructural, pero son necesarias para 
reducir vulneraciones, violencias y muertes evitables, entre 
otras argumentaciones que pueden variar de acuerdo a las 
particularidades de cada localidad. 

Este trabajo parte del hecho de que las movilizaciones 
sociales, en general de protesta frente a la violación de los 
derechos humanos, especialmente aquellas que apelan a la 
garantía y a la extensión de la ciudadanía, operan e interpelan 


tanto en el terreno “doméstico” (nacional) como en el ámbito 
internacional (Jelin, 2003; McAdam et al, 1996; Tarrow, 
1997). Pues, en particular, las movilizaciones por la 
despenalización del aborto, al menos desde los años noventa, se 
han propuesto en este sentido, de expresión y presión 
articulada multinivel de movilización. El objetivo de este 
capítulo busca mostrar ese entretejido social feminista, 
intergeneracional, interseccional e intersectorial de disputa 
política, que conforma lo que llamamos la acción colectiva 
transnacional por el derecho al aborto, en particular en 
América Latina y el Caribe, que tiene un entramado histórico 
singular, como veremos. Hablamos de derecho al aborto, 
entendido como el acceso a la autonomía para decidir 
interrumpir o continuar un embarazo, de forma libre, 
igualitaria, informada, voluntaria y deseada. 

Las luchas trasnacionales por el reconocimiento de la 
autonomía para abortar, en un marco de despenalización o 
legalización, pueden formar parte de uno o varios movimientos 
y procesos sociales, heterogéneos en formas y estrategias, pero 
unificados bajo un repertorio semejante y una demanda 
puntual común: legalizar y despenalizar el aborto en todos los 
países que lo tienen restringido y limitan el pleno desarrollo y 
goce de la salud sexual y reproductiva. Derechos que son parte 
integral de los derechos humanos fundamentales, por lo que la 
negación, la violación y la vulneración de su reconocimiento 
constituyen el antagonismo conflictivo, en tanto socavan la 
autonomía de mujeres y otras personas con capacidad de 
abortar. 

En este marco, desde finales del siglo XX, y con mayor 
intensidad en los últimos diez años, debido al boom de las redes 
sociales, la dimensión transnacional de los movimientos y 
luchas sociales ha cobrado una relevancia notoria en los medios 
masivos de comunicación y en los estudios profesionales, 
académicos y de divulgación, particularmente con referencia al 


movimiento feminista. Los orígenes de los estudios 
transnacionales de dichos procesos de acción colectiva se 
ubican hacia finales de los años ochenta, cuando las teorías de 
los movimientos sociales y la disciplina de las relaciones 
internacionales se entrecruzan (De la Torre, 2011). Es posible 
apreciar esta suerte de escenario de confluencia teórica, a razón 
de la nueva complejidad que asume el plano global, por un 
lado, cuyo aspecto más relevante tiene que ver con una mayor 
institucionalización a partir de las agencias de Naciones Unidas 
y los bloques regionales que se estaban gestando al calor del fin 
de la Guerra Fría. En paralelo, por otra parte, la emergencia de 
“un nuevo tipo de activismo” bajo el compromiso y la 
solidaridad común entre actores que comparten ideas, intereses 
y propósitos entre distintos países (Keck 8: Sikkink, 2000; 
Khagram etal., 2002; Nadelmann, 1990). Estos eventos 
producen a su vez una importante transformación en el plano 
global, a partir de la incorporación de nuevos y diversos 
actores, como la sociedad civil articulada transnacionalmente 
que lleva una voz conjunta y ocupa lugares en instancias de 
negociación de acuerdos, por ejemplo, como fueron en aquellos 
años las conferencias internacionales de ciertos temas -— 
principalmente sociales- del sistema de Naciones Unidas, en 
que se habilitó la participación de actores no estatales, tanto de 
la sociedad civil como del ámbito privado. En definitiva, se 
complejiza el mapa actoral de los procesos porque los 
Estados!*! pierden la centralidad unilateral en la construcción 
de normas y consensos y en la administración y gestión de lo 
público que otorga una mayor complejidad de las dinámicas y, 
por consiguiente, de los análisis. Es decir, las estrategias, 
movilizaciones y construcción de normas no quedan alojadas 
únicamente en el plano nacional, hay efectos e impactos que 
pueden darse en diferentes escalas de poder. 

Las fronteras entre lo nacional e internacional se traslucen 
y surgen como intermediarios clave a escala regional, 


especialmente para la negociación de reglas, consensos y 
soluciones a problemas comunes (Herz, 2013; Rosenau, 1995). 
Fue la época en que se produjo una proliferación de actores- 
bloques!*! como respuesta defensiva a la nueva globalización 
del capital para diversos objetivos, principalmente económicos 
a través de tratados o acuerdos de libre comercio, pero no los 
únicos. También surgieron actores en redes de promoción y 
defensa para la incidencia política desde la sociedad civil (Keck 
8 Sikkink, 2000). Ejemplos de estos últimos son la Red de 
Salud de las Mujeres de Latinoamérica y el Caribe (RSMLAC) 
[5], el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de 
los Derechos de la Mujer (CLADEM), la Red de Educadoras 
Populares (REP), la Red de Católicas por el Derecho a Decidir 
(CDD), la Campaña 28 de septiembre (28S) por nombrar las 
más destacadas de esos años en la región. 

Estos actores en coordinación y articulación transnacional 
tienen la capacidad de generar estrategias para mantener 
movilizaciones sociales que traspasan las fronteras estatales y 
que inciden en elámbito público y político para la 
transformación social deseada (Khagram etal., 2002, p. 8 
citado en De la Torre, 2011, p. 47). Es decir, hablamos de un 
movimiento social transnacional entendido por estas 
características y como proceso político, en donde los actores 
involucrados buscan y tienen la capacidad para modificar las 
reglas estructurales de juego. Esto es, por medio del despliegue 
de estrategias, de manera colectiva, que cuestionan las 
relaciones de poder en busca de una mayor igualdad en las 
condiciones de existencia. Y asimismo hablamos de lucha social 
porque en el proceso se buscan mínimas garantías, mientras el 
orden vigente siga reproduciendo la desigualdad. Estos 
procesos no pueden estudiarse de manera aislada. En otras 
palabras, es el contexto el que condicionará la forma y el 
tiempo en los que se dará el despliegue de las estrategias de 
movilización, cuya forma es la que construyen un repertorio y 


las estructuras de movilizaciones generadas mediante las 
articulaciones y coordinaciones entre los actores (Tarrow, 
2005). De esta forma, se enmarca en la acción colectiva en una 
escala transnacional porque hay una estructura de movilización 
en que los actores se organizan y conectan, con el fin de lograr 
objetivos previamente acordados para ejecutarse por medio de 
las fronteras estatales. 

En este sentido, el presente capítulo busca reflexionar 
sobre los interrogantes enunciados al comienzo, acerca del 
entramado de estrategias y organización en torno a la igualdad, 
libertad y autonomía reproductiva, situando el foco en las 
trayectorias de las articulaciones latinoamericanas y caribeñas 
en defensa del aborto voluntario. Tomando como principal 
antecedente de movilización los acuerdos sobre esta demanda 
en el V Encuentro Feminista Latinoamericano y Caribeño (San 
Bernardo, 1990), hasta los últimos acontecimientos de 2022 
alrededor de este tema. En particular, los casos de graves 
retrocesos como la revocación de Roe contra Wade en Estados 
Unidos, así como de importantes avances logrados en Colombia 
y Méxicol*!. Dichos acontecimientos tienen una vigencia que 
será mencionada en el apartado de las conclusiones, dado que 
se considera pertinente conocer las coyunturas que interpelan a 
quienes habitamos en la región, que pueden, además, sentar 
precedentes a nivel global, como el caso actualmente tratado 
en la Corte Interamericana de Derechos Humanos que busca 
Justicia para Beatriz!”! y se enfrenta contra el Estado de El 
Salvador, por las consecuencias de la penalización, 
criminalización y prohibición absoluta del aborto. 

Para tal fin, se plantea la siguiente estructura. En primera 
instancia, se recuperan los principales antecedentes y 
desarrollos teóricos sobre la acción colectiva transnacional 
(ACT) para abordar, en particular, aquella que disputa el 
reconocimiento del derecho al aborto voluntario en el marco de 
los consensos sobre la autonomía reproductiva, comprendida 


aquí como prerrequisito indispensable para avanzar en los 
objetivos de desarrollo sostenible a nivel global, de acuerdo a 
sus metas. La atención estará puesta en la trayectoria del 
movimiento de mujeres, feministas y de la diversidad, que ha 
dado lugar a la conformación de articulaciones transnacionales 
como la fecha y la Campaña del 28 de septiembre por la 
Despenalización y Legalización del aborto en América Latina y 
el Caribe (ALyC) cuyas experiencias han sido exportadas en 
forma y han instalado la demanda a nivel mundial. 
Seguidamente, se observa el fenómeno particular de las 
luchas por el aborto en ALyC, desde una perspectiva 
sociohistórica, latinoamericanista e internacionalista, para 
analizarlo bajo el paraguas de los debates contemporáneos de 
la acción colectiva en una escala transnacional (Della Porta €: 
Tarrow, 2005). Cabe aclarar el lugar situado de quien escribe, 
que forma parte activamente de las movilizaciones y 
organizaciones en torno a este fenómeno desde hace algunos 
años. Sin adentrarnos en las posibles ventajas y desventajas de 
esta característica cuando se investiga, el trabajo busca y 
propone un ejercicio analítico-reflexivo, entre teoría y práctica, 
para observar las configuraciones de la acción colectiva 
transnacional que se dan en un plano más allál*! del Estado, 
frecuentemente considerado como el actor privilegiado en los 
estudios tanto de los movimientos sociales como de las 
relaciones internacionales, por contar con un marco 
institucional más definido. Sin embargo, es posible hallar 
marcos institucionales en otros niveles de gobierno, a escala 
regional, mediante bloques de integración, foros de 
cooperación y acuerdos de gobernanza, así como a escala 
global, principalmente bajo las negociaciones de reglas y 
consensos mediante los organismos multilaterales del sistema 
de Naciones Unidas, por ejemplo. De algún modo, esta 
apreciación de ir más allá de un Estado, tiene que ver con que 
no son los únicos interlocutores de las acciones colectivas 


transnacionales y por consiguiente, tampoco son sus únicos 
destinatarios. El caso que vamos a analizar pone de manifiesto 
que las acciones colectivas transnacionales trazan horizontes 
políticos que van más allá del límite de lo posible, sobre todo 
para alcanzar lo colectivamente deseable. 

Finalmente, el resultado de este análisis espera ofrecer una 
respuesta a las preguntas planteadas y una caracterización de 
los elementos que componen al fenómeno bajo estudio, así 
como también provocar más líneas de indagación sobre un 
tema como son las articulaciones feministas y el aborto 
voluntario, como autonomía de las mujeres y otras identidades 
sobre su cuerpo-territorio, desde un abordaje reivindicativo, ya 
que a menudo persiste en un lugar estigmatizado y 
controversial. 


Acción Colectiva Transnacional: una estrategia 
ancestral 

El desarrollo teórico sobre lo que hoy conocemos y llamamos 
acción colectiva trasnacional (ACT) se remonta a finales del 
siglo XIX y principios del siglo XX con las primeras 
articulaciones en torno a las campañas abolicionistas de la 
esclavitud, los movimientos anti-aparthaid!”!, contra el 
imperialismo colonial, en favor al sufragio femenino y la lucha 
por la paz!*%!. Un rasgo común de estos movimientos en algún 
sentido es que apelan a lo que más tarde será institucionalizado 
como el marco de los Derechos Humanos a pesar de las 
divergencias en los contextos históricos (Klotz, 2002). Lo 
particular de este primer momento de construcción del 
conocimiento, en torno a la ACT, tiene que ver con que las 
acciones que se desprenden durante estos procesos están 
centradas en la interpelación de la política nacional. Aunque la 
demanda traspasa las fronteras, son los Estados los principales 
interlocutores y destinatarios. Esta característica irá mutando y 
confluyendo con nuevos marcos institucionales frente a las 


subsiguientes etapas de globalización del capital y revoluciones 
tecnológicas. Especialmente de las telecomunicaciones, que 
permitirán fortalecer otras plataformas transnacionales de 
acción colectiva, como las regionales y globales que ofrecen 
otro tipo de comunidad política y, por consiguiente, de 
estructura de oportunidades (McAdam et al., 1996; Oberschall, 
1997). 

Para la década de los años sesenta y setenta, para el norte 
global que encabeza la institucionalización del sistema 
internacional bajo el marco de Naciones Unidas y sus diversas 
agencias especializadas por temas o regiones, se consolida. Esto 
produce una plataforma clave de disputa por el reconocimiento 
y la ampliación de ciudadanía, en particular para las mujeres, 
pues serán instancias fundamentales donde llevar e incidir en la 
acción colectiva transnacional. En este contexto se configuran 
organizaciones y movimientos en defensa del ambiente, la 
igualdad de género y los Derechos Humanos que apoyan la 
consolidación de las organizaciones internacionales, 
particularmente aquellas que habilitan la participación de la 
sociedad civil en las Conferencias ONU, como fueron las que 
abordaron el tema de las mujeres desde 1975, las de Derechos 
Humanos y las de Población y Desarrollo. Estos espacios serán 
las plataformas de lanzamiento de dichas articulaciones 
coordinadas en la arena pública transnacional, como por 
ejemplo Amnistía Internacional, Greenpeace o Isis Feminista. 

Las formas que asumieron esas organizaciones dependieron 
de los objetivos y los recursos que se tuvieron, es decir, las más 
formalizadas en términos de estructura de conformación fueron 
las organizaciones no gubernamentales, como las que 
mencionamos arriba (ONG), por un lado. Por otro, están las 
llamadas Comunidades Epistémicas definidas por buena parte 
de la literatura de las Relaciones Internacionales (Haas, 1992) 
como aquellas integradas por redes de expertos profesionales y 
técnicos que conforman grupos de interés, con el fin de 


influenciar directamente en la opinión pública, instalar temas e 
incidir en las políticas públicas internacionales. Dos ejemplos 
de las más relevantes en referencia al análisis aquí planteado 
son, en primer lugar y en el marco de las Naciones Unidas, la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW 
en inglés) creada en 1946, como órgano que formuló 
convenciones para reducir las desigualdades en desmedro de 
las mujeres. Una de las más destacadas es la Convención contra 
toda forma de discriminación contra la mujer, más conocida 
como la CEDAW por sus siglas en inglés. En segundo lugar, el 
Instituto de Investigación para el Desarrollo Social (UNRISD 
siglas en inglés) creado en el año 1963, el cual produjo 
conocimiento respecto al rol de las mujeres en el desarrollo 
económico y social a partir de diversos enfoques, más 
conocidos como “Mujeres en el Desarrollo; Mujer, ambiente y 
desarrollo; y género y desarrollo” (WID, WED, GAD en inglés). 
La primera corriente de pensamiento se originó por un grupo 
de profesionales del “desarrollo femenino” en Estados Unidos a 
finales de los años sesenta y principio de los setenta, los cuales 
sostenían que la modernización tenía un impacto diferencial 
entre varones y mujeres, por lo que el desarrollo debía mejorar 
sus derechos y su estatus por medio de su integración a la 
economía productiva (Tinker, 1990). Este enfoque de las 
mujeres en el desarrollo se conoce más por sus siglas en inglés 
de Women In Development (WID) y por haber desafiado a los 
supuestos del desarrollo económico desde el enfoque de 
bienestar, destacando la importancia de las mujeres para las 
economías, principalmente aquellas que eran esencialmente 
agrícolas como los países de África Subsahariana (Boserup, 
1970). Este enfoque enfrentó serios limitantes y efectos 
contraproducentes que obligaron a repensar la fórmula. En 
pocas palabras, la visión de este enfoque fue acotada y fracasó 
principalmente por pensar a las mujeres de manera aislada, sin 
problematizar las relaciones sociales con respecto a los varones 


y desconoció el trabajo en el hogar, llamado doméstico. La 
reducida visión de las mujeres como madres y esposas impidió 
el acceso a oportunidades laborales en igualdad de condiciones 
y generó consecuencias no esperadas, como un mayor deterioro 
de la vida de las mujeres (Goetz, 1994; Miller 8: Razavi, 1995; 
Wolkowitz et al., 1981). Esto habilitó dos nuevos enfoques: el 
GAD (Gender and Development) y, el enfoque WED (Women, 
Environment and Development). Éste último fue inspirado por 
mujeres rurales activistas contra la deforestación del sur global. 
Las académicas, tradujeron esta resistencia desde una visión 
teórica en que las mujeres, como principales administradoras 
ambientales, podrían aportar a la ecuación entre desarrollo 
económico y medio ambiente (Resurrección, 2017). El pasaje a 
la conceptualización del género en los debates internacionales 
y desde los estudios del desarrollo se realizó por medio de dos 
perspectivas de investigación distintas. Una desde un enfoque 
más económico, que refería a los roles de género y a partir de 
la cual se consolida la economía feminista; y otro más 
sociológico que analiza las relaciones sociales. Este último fue 
el que instó a las agencias de desarrollo a que adoptaran una 
perspectiva sensible al género. 

Esos enfoques evidencian y cuestionan las formas en que la 
mujer “tipo” ha sido concebida en las fórmulas del desarrollo y 
bajo los roles que —reconocidos y valorizados o no- son más 
funcionales de acuerdo a cada contexto. No es casual que 
cuando se estaba produciendo un marco de legalidad del aborto 
en varios países centrales, en el ámbito académico se estaba 
cuestionando el rol de la mujer-esposa-madre como la única 
forma de pensar a las mujeres en sociedad. 

Posteriormente, durante los años del fin de la Guerra Fría, 
el escenario para la ACT tuvo principalmente dos aspectos 
centrales. Por un lado, el sistema internacional bajo el paraguas 
de las Naciones Unidas contaba con una batería de 
declaraciones de derechos, que se configuran como importantes 


instrumentos de compromisos para los Estados que firman y 
especialmente ratifican'!*!, Y por otro lado, la nueva 
multipolaridad del sistema, a propósito de la pérdida de 
centralidad unipolar de los Estados Unidos de Norteamérica y 
la emergencia de otras superpotencias como China, trae 
consigo una diversificación y multiplicación de actores y, 
consecuentemente, de repertorios de acción a escala global. Es 
este contexto de auge de actores, instituciones y canales de 
participación el que la acción colectiva transnacional 
aprovecha. Las Conferencias sectoriales de Naciones Unidas 
habilitaron construir definiciones de temas y consolidar 
agendas, en materia de Derechos Humanos en general, pero 
especialmente sobre la situación diferencial de las mujeres, en 
favor de la igualdad y contra las violencias por motivos de 
género. Por ejemplo, en el informe de la Conferencia Mundial 
sobre Población de 1965 en Belgrado, el debate en torno al 
aborto voluntario como medida de control de la fecundidad fue 
sustancial para, más adelante, comprender por qué se refiere al 
ejercicio de un derecho, y a tener los recursos de todo tipo, 
especialmente de la enseñanza y la información, para poder 
elegir responsablemente cuándo y cuántos hijos tener, o no. 

En este contexto, los interlocutores y destinatarios de la 
ACT no fueron sólo los Estados nacionales en instancias 
intergubernamentales, sino que también los organismos 
internacionales y regionales que pasan a tener un rol mucho 
más relevante y protagónico durante estos años. En términos de 
gobernanza, como plano de negociación de reglas y consensos 
multinivel y multiactoral, se configura durante esos años el 
nivel regional como una instancia provechosa para articular y 
negociar marcos de interpretación más eficaces, es decir, un 
nuevo escenario para el cambio social que se busca. Estas 
nuevas plataformas de apelación e interpelación para la ACT 
operan como una suerte de estructura múltiple de 
oportunidades políticas, en tanto complementarias y no 


excluyentes (Klandermans, 1997; Oberschall, 1997; Botto, 
2004; Tarrow, 2005). 

De este modo, la investigación sobre los actores globales 
incrementa, y da lugar al establecimiento de una tipología de la 
ACT según las lógicas que puede asumir y que también pueden 
ir variando. Pues no son tipos ideales, sino una forma de 
distinguir a las diversas configuraciones que puede tener una 
ACT. Siguiendo a Kagrahm, Riker y Sikkink (2002), dichas 
lógicas se diferencian conforme a los niveles de vinculación 
entre actores, más o menos cohesionado y de niveles de 
movilización que tengan. Estas pueden ser de tipo no 
gubernamentales (ONG), como mencionamos más arriba; de 
redes de activistas para la incidencia (advocacy) (RTA); 
coaliciones transnacionales (CT) y movimientos sociales 
transnacionales (MST). 

Las ONGT se conforman mediante grupos privados, 
voluntarios, sin fines de lucro, cuyo objetivo es promover 
alguna forma de cambio social. Esta configuración de ACT 
cuenta con un alto nivel de formalización y profesionalismo y, 
a diferencia de los otros tipos, cuenta con personería jurídica y 
personal remunerado, lo que le permite acceder a un estatus 
consultivo en el sistema ONU!!?!, En relación con los niveles de 
movilización, es relativo según sus objetivos, no obstante, es 
posible afirmar que han colaborado en estrategias de impacto 
que pueden considerarse de movilización aunque no implique 
un número importante de personas sino más bien una 
intervención en el espacio público. En cambio, las últimas tres 
tipologías corresponden a las posibles configuraciones que 
asumen también actores no estatales, pero desde su activismo 
coordinado y articulado sobre tácticas compartidas. Las 
diferencias se encuentran en los niveles de formalidad y 
objetivos. No es lo mismo contar con personal contratado y 
remunerado que personas organizadas de manera voluntaria y 
autogestiva bajo convicciones por una misma causa. Esto no 


significa, sin embargo, que no puedan estar articuladas de igual 
modo o para mismos propósitos y estrategias compartidas. Las 
RTA de algún modo se encuentran en el extremo opuesto (no 
excluyente) del primer caso, ya que son las más informales, y la 
centralidad está puesta en el intercambio de información y 
servicios (ya sean estrategias, técnicas, etc.) entre el grupo de 
activistas, que se vincula sin un contrato formal, pero 
comparten valores y discursos (Keck 8: Sikkink, 2000). En el 
caso de las CT su coordinación de tácticas se caracteriza por ser 
más persistente y duradera en el tiempo respecto a las RTA, ya 
que buscan elaborar estrategias coordinadas y compartidas 
para generar el cambio social y que pueden ser institucionales 
o no. La vinculación se forja porque construyen algún grado de 
identidad colectiva transnacional (Klandermans, 1997). 

Por último, en una suerte de extremo descriptivo 
indefinido, se ubican los MST por ser los más difíciles e 
inusuales de la ACT debido a la complejidad de observación y 
estudio como unidad de análisis dentro de la rigurosidad 
científica de construcción de  conocimiento!”!, La 
característica principal de esta lógica de ACT tiene que ver con 
la movilización de un gran número de personas con objetivos y 
solidaridades comunes que cuentan con la capacidad de 
generar acciones coordinadas a partir de sus bases 
transnacionales, con repertorios de acción colectiva que suelen 
ser de tipo disruptivas y bajo modalidades de protestas. A pesar 
de la complejidad y lo inusitado de esta configuración de ACT, 
se considera que una de las experiencias más cercanas y 
emblemáticas por sus características es el movimiento de 
mujeres y feministas. Fueron los estudios de autoras como 
Cabezas González (2014b), Chen (2004), Celiberti, Valdés y 
Sikkink (en Jelin et al., 2003), entre otras, conocedoras de este 
MST, que sistematizaron sus repertorios de acción colectiva 
transnacional. Con especial énfasis en las experiencias 
latinoamericanas que se destacan por sus trayectorias como un 


valioso acumulado histórico. En la actualidad no sólo se 
sostienen encuentros creados desde los años ochenta sino que 
se han multiplicado y diversificado, como los EFLAC, Venir al 
Sur y la Asamblea de Feministas del Abya Yala, por nombrar 
algunas, e incluso se han imitado en otras latitudes, como es el 
caso de la Campaña 28 de septiembre. 

Lo interesante de estas últimas tres formas que puede 
asumir la ACT es que no necesariamente tienen que 
considerarse de modo excluyente, sino que por el contrario 
están vinculadas de acuerdo a los objetivos y las estrategias que 
se propongan, de acuerdo a los contextos que se presentan o 
generan también. Y a su vez, esa complementariedad puede 
variar según los ciclos de movilización, por las configuraciones 
que se decidan en cada  grupalidad, apelando e 
interrelacionando esas tácticas compartidas que las vinculan. 

Por último, pero no menos importante, hay que señalar 
que al interior de las lógicas de ACT también existen asimetrías 
y problemas. En gran medida, a causa de que la falta de una 
estructura vertical y jerarquizada de autoridades, a diferencia 
de otros formatos de activismo social y político más 
tradicionales, como son los partidos o sindicatos por ejemplo, 
implican otros esfuerzos organizativos sin poner en riesgo las 
solidaridades compartidas. ¡La jerarquía está en la 
horizontalidad constructiva. Un ejemplo muy claro es la forma 
y el tiempo para la toma de decisiones colectivas y la 
resolución de controversias, porque la construcción de 
consensos y definiciones conlleva más tiempo en comparación 
con una decisión unilateral de un grupo pequeño jerarquizado. 
Y sobre el éxito o las configuraciones “más exitosas”, no se 
determinan con una receta única o una lógica específica, sino 
que dependerá de muchos factores que pueden variar según el 
contexto histórico y los objetivos. En cada caso, la generación 
de cambios normativos y culturales es un medidor esencial que 
puede colaborar en la tarea de sistematizar resultados de la 


ACT para evaluar qué objetivos cumplió y qué mejorar en 
adelante. 

Así, pues, a continuación presentamos las dinámicas 
alrededor de la ACT por el aborto voluntario en ALyC, para 
observar las configuraciones que fueron adquiriendo a lo largo 
de los años, en particular en el último lustro y medio, y qué 
reflexiones nos dejan. 


¡Alerta que camina la lucha abortista por América 
Latina! 


Arroz con leche, yo quiero abortar, en condiciones dignas en el 
hospital. 

Con misoprostol, con intervención, de la forma que quiera, 
es mi decisión. 


En América Latina y el Caribe, la recuperación de los 
sistemas democráticos permitió una reactivación del tejido 
social, organizado para múltiples disputas en la arena política 
multinivel. Especialmente las redes de defensa de los derechos 
humanos que, inherentemente desde su constitución, tienen un 
carácter transnacional. En parte por la institucionalización de 
los derechos humanos a nivel global y en parte gracias a los 
antecedentes de las alianzas de mujeres y feministas desde 
principios del siglo XX (Cabezas González, 2014a; Friedman, 
2009; Gargallo, 2004). En dicho contexto, surgen las 
articulaciones por la legalización y despenalización del aborto 
que hasta la actualidad no sólo se sostienen sino que se 
multiplican, incluso más allá de la región. 

Las configuraciones en torno a la ACT por el derecho al 
aborto voluntario en América Latina y el Caribe nos retrotraen 
a los largos años ochenta durante el período de quiebre, que 
mencionamos anteriormente, cuando se produce la 
consolidación de las instituciones del sistema internacional, se 


da la transición de las crisis mundiales suscitadas durante los 
setenta y el proceso alrededor del fin de la Guerra Fría que 
estructuran la antesala del siglo XXI. Tales procesos, como 
vimos, ocasionaron una multiplicación y diversificación del 
sistema internacional, bajo el paraguas de Naciones Unidas 
principalmente y por la incorporación de nuevos y más actores, 
presentes en la arena global de negociaciones. Las 
repercusiones de este período en la región tuvieron que ver con 
dos aspectos principales. Por un lado, el retorno de los sistemas 
democráticos de gobierno en países atravesados por las 
dictaduras militares-cívico-eclesiásticas habilitó el regreso de 
activistas políticas y sociales que pudieron exiliarse y seguir la 
lucha donde se refugiaron, para sobrevivir a los terrorismos de 
Estado, como el legado de Julieta Kirkwood, que escribió su 
obra en plena dictadura chilena, dejando una frase célebre 
como bandera: “no hay democracia sin feminismo”!!*!; y, en 
paralelo, la instalación de modelos económicos neoliberales, 
como receta para alcanzar el desarrollo rumbo al milenio, 
propició el escenario como una ventana de oportunidad para el 
movimiento de mujeres y feministas, que advertía las 
consecuencias negativas de las políticas macroeconómicas, 
particularmente en desmedro de las personas más 
empobrecidas, cuya situación profundizó las desventajas y las 
brechas de desigualdad y precarización, incluidas las de género. 

Frente a este contexto, se impulsaron diversas 
articulaciones a nivel regional. Aquí mencionaremos dos de los 
hitos más relevantes para el presente trabajo, que son la 
decisión de las activistas regionales presentes en la Conferencia 
Internacional de Copenhague en 1980 de crear un espacio de 
Encuentro Feminista Latinoamericano y Caribeño (EFLAC), que 
se llevó a cabo el año siguiente en la ciudad de Bogotá; y la 
conformación de redes de defensa y promoción de los derechos 
humanos de las mujeres, como la Red de Salud de las Mujeres 
Latinoamericanas y del Caribe (RSMLAC) en 1984, el Comité 


de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos 
de la Mujer (CLADEM) en 1987 y la Red de Educación Popular 
entre Mujeres en 1988. En 1990 también se crea la Red 
Latinoamericana y del Caribe contra la Violencia Doméstica y 
Sexual, lo que supone una proliferación de articulaciones para 
abordar políticamente y de manera coordinada diversos temas 
de una agenda común a escala global mediante la política 
nacional (Valdés, 2003). Es decir, diversas organizaciones y 
activistas de los países, reunidas en un mismo espacio para 
intercambiar información y recursos, buscan incidir 
internacionalmente para generar presión y cambios normativos 
a escala nacional. 

De acuerdo, como vimos, a los antecedentes de la ACT que 
tiene como principal interlocutor y destinatario a los Estados 
nación por ser un marco institucional más definido, en 
comparación con otros, esta etapa de proliferación de marcos 
institucionales en la arena internacional se presenta de manera 
crucial para pensar las configuraciones de la acción colectiva. 
Pues los años noventa son testigos de las consecuencias de esta 
mayor institucionalidad que dio lugar al resurgimiento y la 
emergencia de nuevos bloques regionales, que se configuran en 
lugar protagónico de intermediación entre los Estados y el 
sistema internacional, habilitando asimismo un nuevo 
escenario de incidencia y disputa para la acción colectiva 
transnacional feminista y por el aborto voluntario. Un ejemplo 
de esto fueron las articulaciones para la incidencia de 
feministas en 1993, en la Conferencia de Viena de Derechos 
Humanos, donde se disputó la inclusión y especificidad de la 
violencia contra la mujer y la conceptualización de violencia 
sexual, ambas vulneraciones reconocidas como violatorias de 
los derechos humanos básicos y fundamentales para una vida 
digna. Este proceso coincidió y se trasladó a los preparativos de 
una Convención para erradicar las violencias contra las 
mujeres, en el marco de la Organización de Estados Americanos 


(OEA). Gracias a la organización y articulación detrás de esos 
preparativos se logró una normativa icónica como la 
Convención Belém do Pará (1994) para prevenir, sancionar y 
erradicar las violencias contra las mujeres. En su artículo 1 
define que la violencia contra la mujer es entendida como 
“cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 
mujer, tanto en el ámbito público como en el privado” (CBDP, 
1994, s/p)!!?!, Ambas instancias dan cuenta de cómo la acción 
colectiva transnacional opera más allá de los Estados, con el 
objetivo de producir un efecto boomerang entre los niveles de 
interlocución del modelo de incidencia (Sikkink, 2003). 

Así, durante el quinto EFLAC de 1990, en San Bernardo, 
Argentina, se produce la definición de estrategias colectivas y 
coordinadas, de manera transnacional, para las luchas por la 
despenalización y legalización del aborto en la región. Por un 
lado, se acuerda una fecha que será el 28 de septiembre, 
propuesta por las compañeras de Brasil. Esa fecha se conformó 
como el día de acción para convocar movilizaciones en cada 
país con el objetivo de incidir en tal demanda y, a su vez, sirvió 
para el armado de una Campaña regional con el mismo nombre 
(la 28S) que coordine y articule a las organizaciones que 
estarían enfocadas en este tema puntual. Dicha coordinación 
será itinerante entre las organizaciones y los países, 
traspasando el mando de Encuentro a Encuentro. El lema de la 
elección de la fecha conmemorativa expresaba “Libertad de 
vientres. Libertad de esclavos. Legalización del aborto, libertad 
de la mujer para decidir”!!0!, 

De acuerdo a las categorías que vimos en el apartado 
anterior, y dependiendo de determinados contextos, la 
Campaña será principalmente una configuración de ACT como 
red, es decir, con el principal objetivo de intercambiar recursos 
e información por medio de puntos focales, organizaciones y 
grupos de activistas coordinadas. Su formalización estará más 


ligada a los distintos momentos que irá atravesando, en cuanto 
a las organizaciones que asuman la coordinación, ya que es de 
manera itinerante. Los contextos políticos y los recursos van 
mutando e impactarán, a su vez, en la construcción, el 
fortalecimiento y el sostenimiento de una identidad colectiva. 

En el proceso de conformación de la Campaña 285, las 
estrategias para llevarla a cabo en simultáneo se establecieron a 
partir de la Declaración de dicho encuentro. Allí se pautaron 
objetivos de corto, mediano y largo plazo. Los primeros tenían 
que ver con la creación de comisiones por el Derecho al Aborto 
en cada país o con el apoyo y el fortalecimiento de las 
comisiones ya existentes. En segunda instancia, se propuso 
lograr amplificar el marco de apoyo de las mujeres y feministas 
de todos los países, incluso donde ya contaban con el derecho 
en la práctica y en sus luchas por mantenerlo vigente. Es decir 
que la lucha para lograr la descriminalización del aborto 
voluntario no era sólo una agenda sectorial o de nicho de las 
mujeres o de las feministas, sino que se abrazaba como una 
causa de derechos humanos por el arco sociopolítico plural de 
las sociedades a favor de los derechos de las mujeres. Por 
último, en términos transnacionales se propuso hacer campañas 
“conjuntamente en nuestro continente para lograr ejercitar este 
derecho en forma legal, no clandestina, segura y digna para 
cada una de nosotras”, y que se incorporaran los Derechos 
Reproductivos, incluyendo el aborto, en los planteamientos de 
todas las organizaciones e instituciones de defensa de Derechos 
Humanos. 

Del mismo modo, se vio reflejada la capacidad de 
incidencia de las redes que mencionamos previamente y sus 
estrategias, tanto en la Conferencia de Población y Desarrollo 
de 1994 como la de Mujeres del año siguiente, en Beijing. Y 
posteriormente en las iniciativas regionales, tales como la 
habilitación de nuevos y más canales de participación de la 
sociedad civil en los diversos bloques y organismos regionales. 


Entre los eventos más destacados de dichas articulaciones, se 
encuentra la estrategia y herramienta creada en el año 2000 en 
el marco de la OEA, por medio de las coaliciones de actores de 
organizaciones de la sociedad civil transnacional que lanzaron 
una Campaña por una Convención Interamericana de Derechos 
Sexuales y Reproductivos. Con el objetivo de lograr un 
instrumento para la garantía de estos derechos humanos 
fundamentales, la propuesta establecía que la autonomía 
reproductiva se consideraba a partir de que 


todas las personas tienen el derecho a tomar decisiones de 
manera libre y responsable en relación con su reproducción; 
incluyendo el derecho a decidir si tener o no tener hijos 
biológicos o adoptados; a decidir libremente el número de hijos, 
el espaciamiento de los nacimientos; a no procrear y a constituir 
diversas formas de familias. (Art. 17, Cap. IV) 


Y a su vez, se planteaba que debía respetarse la integridad 
de la persona en el ejercicio de las prácticas reproductivas: 


Todas las personas tienen el derecho a la libertad e integridad 
física, psíquica y moral en el ejercicio de sus prácticas 
reproductivas. Ninguna persona deberá ser sometida a: 

a) Embarazo forzado 

b) Maternidad forzada 

c) Esterilización forzada 
d) Intervenciones quirúrgicas o de otro tipo que inhiban, 


restrinjan o impidan las capacidades reproductivas. (Art. 23, Cap. 


La primera década de los años 2000 estuvo marcada por 
estas acciones sociales colectivas, de construcción de campañas, 
comisiones, fortalecimiento de redes y coaliciones para tener 
cada vez más presencia en las estructuras de oportunidades, es 


decir, que puedan generar incidencia en las diversas 
plataformas de negociaciones transnacionales. Recordemos 
también que fueron esos años donde se renovaron los esfuerzos 
para la construcción de una identidad regional. Por ejemplo, en 
Sudamérica, mediante el relanzamiento del Mercado Común 
del Sur “social y productivo” (MERCOSUR) y la creación de la 
Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR). Ambos bloques 
con confluencia ideológica en sus ejecutivos nacionales, así 
como de apoyo y participación social. A través del Instituto 
Sudamericano de Gobierno en Salud (ISAG) y el consejo de 
salud sudamericano (CSS) de la UNASUR, se discutió de qué 
manera aplicar políticas sanitarias comunes y estratégicas. En 
estos primeros años del siglo, aunque la mención relativa a los 
derechos sexuales y reproductivo en términos institucionales 
tuvo más reticencias, estuvieron presentes los esfuerzos para 
instalar la importancia de atender y coordinar políticas de 
salud sexual y reproductiva. En el Mercosur se creó una 
Comisión Intergubernamental para atender conjuntamente 
estos asuntos en donde participaron Estados miembro y 
asociados de Sudamérica y en donde Argentina y Uruguay 
tuvieron un rol clave de liderazgo. Si bien la participación de la 
sociedad civil en este ámbito estaba más restringida, no es 
casualidad que los países líderes dentro del bloque sean los que 
mayores avances tuvieron en la agenda de derechos sexuales y 
reproductivos de la mano del activismo político feminista en 
estos asuntos. Tal vez como acción colectiva transnacional este 
caso se presente de un modo estirado conceptualmente, no 
obstante, es válido para interpretar las réplicas, para decirlo de 
algún modo, que suscita la acción colectiva transnacional en 
otro plano sobre aborto. 

El ISAG como centro de investigación y promoción de 
políticas de salud a nivel regional ha tenido un 
posicionamiento llamativo en comparación con otros procesos, 
principalmente para generar consensos entre todos los Estados 


miembros. Desde 2016 se interiorizó en los asuntos de la 
desigualdad sexual y reproductiva, consideró al aborto seguro 
desde un enfoque de derechos y la necesidad de prevenir y 
reducir los embarazos en la adolescencia. Lo interesante de esta 
iniciativa es que en términos sudamericanos busca conciliar la 
heterogeneidad de posturas con los estándares sobre el tema a 
nivel global en el marco de la Organización Mundial de la 
Salud (Leone, 2019). Del mismo modo que el ejemplo del 
Mercosur, pese a la debilidad del vínculo con la sociedad civil 
que no tenía canales de participación institucionalizados como 
otros organismos con mayor estructura como la OFA, por 
ejemplo y que la iniciativa del bloque UNASUR terminó siendo 
desarticulada, resulta útil para interpretar las múltiples formas 
que tienen los impactos de la ACT por el aborto voluntario en 
la región, así como también para indagar en futuras 
investigaciones. 

Estos ejemplos regionales que mencionamos nos ayudan a 
evidenciar los factores diferenciales entre la primera y segunda 
década del siglo XXI. Para llegar a una mayor visibilización e 
incidencia en los distintos posicionamientos políticos en torno 
al aborto, hubo que pasar el año 2011. El auge de la Primavera 
Árabe y el boom de la tecnológica de las comunicaciones 
configuran la escena como una nueva globalización que supone 
formas novedosas de articulación transnacional. Formas de 
“enredarnos” de un modo más dinámico e inmediato. Las 
campañas en torno al 28 de septiembre y la propia Campaña 
285 dieron un salto “transatlántico” para asumirse como una 
fecha internacional y transformarse en una articulación global 
de lucha por este derecho. Fue en 2011 que organizaciones 
europeas adoptan la misma estrategia de coordinación a nivel 
global mediante la campaña de acción por el aborto seguro “un 
grito global por el aborto legal”. Cabe mencionar que la 
internalización de la fecha no reemplazó la dinámica regional, 
sino que buscó complementarse. Sin embargo, las sinergias 


entre una y otra fueron oscilando, pues lamentablemente en 
ocasiones la internacionalización de una estrategia no se 
condice con la construcción de instancias de articulación a 
igual escala, debido a distintos factores, recursos e intereses. 
Pese a estas cuestiones, que elijo pensar como desafíos, sin 
duda las herramientas de la telecomunicación global fueron de 
muchísima ayuda. 

El efecto de este boom en las comunicaciones, 
levantamientos y protestas sociales se refleja en las formas en 
que se impulsan las convocatorias globales. Por ejemplo, 
volviendo al registro regional durante los años posteriores a 
2011, se produjo el fenómeno Ni Una Menos en Argentina en 
2015 y luego en 2016 el Paro Internacional, instancias en que 
la bandera por el derecho al aborto ganaba popularidad. 
Tengamos en cuenta que aún para el común de la sociedad el 
aborto seguía estando en los márgenes de los debates y los 
reclamos generalizados. Estos sucesos fueron una suerte de 
antesala para los acontecimientos en 2017 durante el XIV 
EFLAC en Montevideo, Uruguay, precisamente durante la 
asamblea de la 28S, donde se define unificar el símbolo de 
lucha por el aborto en la región y en el mundo con el pañuelo 
verde y las insignias de cada campaña local respectivamente, 
que supuso el reconocimiento de una identidad colectiva. Esta 
decisión tuvo que ver con el rol que asumía a nivel regional la 
Campaña por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito de 
Argentina a partir de la marcha federal que convocó el 28 de 
septiembre de ese año y que fue ampliamente mediatizada 
poniendo el tema del aborto en la tapa de los principales 
medios de comunicación y sentando las bases decisivas para la 
despenalización social en el país. Si antes el aborto era una 
palabra cargada de estigma social y pudor individual, después 
de 2017 pasó a ocupar la escena central en la vida cotidiana, 
estaba presente en todos lados. Por esta razón se acordó en 
dicha asamblea el traspaso de la coordinación de la Campaña 


28S en manos de la Campaña por el Derecho al Aborto de 
Argentina. El proyecto de ley presentado por la Campaña por 
séptima vez consecutiva en el Congreso logró su primer 
tratamiento legislativo al año siguiente, durante el 2018, y fue 
el mayor reflejo de la despenalización social, pues pese al 
rechazo en la Cámara de Senadores, hubo una victoria muy 
clara en el plano sociocultural. Y su consiguiente efecto fue 
posicionarse como variable electoral para la contienda 
presidencial de 2019. 

El año 2018 podemos considerarlo bisagra a partir de la 
estructura de movilización lograda en Argentina que produjo 
cuatro hechos clave para la ACT por la legalización del aborto. 
Por un lado, la expansión y masificación de la causa dio lugar a 
una renovación del impulso del movimiento, que tomó forma 
en lo que hoy conocemos como Marea Verde. Se llamó así a las 
movilizaciones por el aborto en Latinoamérica, el Caribe y el 
mundo. Durante el tratamiento legislativo argentino, se articuló 
con múltiples colectivos de todo el mundo para pedir apoyo, 
desde medios internacionales que publicaron titulares sobre la 
Marea Verde hasta las famosas intervenciones, en espacios 
públicos o en distintos eventos, de levantar los pañuelos verdes 
al grito de algún canto por el aborto legal, que se llamaron 
“pañuelazos”. 

Al mismo tiempo, en segundo lugar, se dio una renovación 
de las solidaridades regionales y de todas partes del mundo que 
colaboraron con la conformación de nuevas alianzas por la 
misma causa, de nuevas grupalidades que se conformaron y por 
ende de nuevos repertorios de la ACT, además de fortalecer las 
ya existentes. Por ejemplo, gracias a la agilidad comunicacional 
que otorgan las redes sociales, se produjeron diversos y 
múltiples apoyos frente a un avance o retroceso en los distintos 
lugares, con hashtags unificados. Es el caso de cuando se volvió 
a tratar la despenalización en Chile en 2021, de los continuados 
esfuerzos de las compañeras de República Dominicana por las 


tres causales al igual que en Andorra, o del apoyo a las 
acciones en Centroamérica, como los casos de criminalización 
en El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Guatemala. 

A partir de esto, en tercer lugar, se reforzaron ideas y 
creencias compartidas, ya que no sólo se busca despenalizar la 
práctica del aborto voluntario sino también generar 
condiciones para que su legalización garantice el acceso de 
forma integral y universal para quienes así lo soliciten. Y por 
último, el discurso, los lemas y los argumentos compartidos que 
sustentan la estructura de movilización de esta ACT también 
fueron impulsados por la construcción de la Campaña argentina 
y el triple lema “educación sexual para decidir, anticonceptivos 
para no abortar y aborto legal para no morir”, como consignas 
integrales de una exigencia al Estado de legalizar el aborto por 
ser una cuestión de derechos humanos, de salud pública, 
igualdad, justicia social y una deuda de la democracia!!*!, En 
algunos lugares, en otras organizaciones, y hace unos años, otro 
lema que se ha construido sobre la base del primero es 
“educación sexual para descubrir, anticonceptivos para 
disfrutar y aborto legal para decidir”. 

En este sentido y como vimos, no obstante al rechazo del 
proyecto de ley de interrupción voluntaria del embarazo en la 
Cámara de Senadores de Argentina en 2018, la ACT que se 
produjo en torno al proceso nacional dio cuenta de una victoria 
que fue la despenalización social del aborto que mencionamos 
párrafos más arriba. Es decir, “el aborto salió del clóset”, todo 
el mundo estaba hablando del aborto y eso dio lugar al 
fortalecimiento de alianzas, estrategias y solidaridades a nivel 
global, no sólo para apoyar el proceso de Argentina sino 
también para sensibilizar, concientizar y responsabilizar a los 
Estados sobre la urgencia de resolver una problemática 
mundial de esta magnitud. Estas exigencias también fueron 
posibles gracias al articulado sectorial como por ejemplo en 
ámbitos de salud y de educación. Las redes de profesionales de 


la salud y de docentes por el derecho al aborto, las socorristas 
en Red y la red de cátedras universitarias permitieron generar 
contenido para disputar a nivel nacional pedagogías de cambio 
que fueron utilizadas en otros países. “Sacar de la 
clandestinidad pedagógica el derecho al aborto” es parte del 
entramado que produce despenalización social. Referirse al 
aborto como un ejercicio de la autonomía y del deseo es 
quitarle ese lugar de castigo, vergúenza y estigma. 

Por tanto, se pone de manifiesto una interacción de 
estructuras de oportunidades políticas multinivel (nivel 
subnacional, nacional, regional e internacional), en donde la 
estructura de movilización otorga y genera nuevos incentivos 
que masifican la interpelación y por consiguiente la 
convocatoria, que no sólo será de organizaciones, agrupaciones 
y colectivos sino también de personas independientes 
autoconvocadas, también consideradas solidaridades 
individuales que suman para visibilizar la causa. Sumarse a la 
manifestación por el derecho al aborto podía hacerse desde 
distintos lugares de pertenencia, enunciación y visibilización. Y 
este aspecto es un elemento diferenciador en cuanto al 
repertorio de movilización, donde ya no responde a una 
fórmula más unificada de partidos políticos u organizaciones 
partidarias sino también de columnas en una marcha o 
intervenciones artísticas autogestivas. Asimismo, la interacción 
entre actores también será estratégica de acuerdo a las distintas 
configuraciones de la ACT. Es decir, las redes a partir del 
intercambio de información, experiencias y recursos; las 
coaliciones, a partir de la coordinación de tácticas para incidir 
en la opinión pública por medio de las alianzas entre 
periodistas, comunicadores y/o en instituciones formales como 
la negociación de normas, así como también en ámbitos más 
informales como “la calle”; todo eso se complementa con el 
elemento del movimiento social que está presente en diversos 
espacios públicos como plazas, universidades, escuelas, teatros, 


cines u hospitales e incluso mediante los “redazos” que tuvieron 
que reemplazar la presencialidad durante el aislamiento por el 
COVID-19. Una suerte de manifestación virtual de centenares 
de personas conectadas en un mismo sitio para expresarse por 
la causa. Esto significó a su vez un desafío, pues la conectividad 
no reemplaza la presencialidad principalmente porque no todas 
las personas tienen los mismos recursos para acceder a ella. 
Para mencionar algunos ejemplos, además de lo que 
ocurrió en Argentina en 2018, hay que mencionar la 
despenalización del aborto hasta la semana doce en Irlanda a 
fines de ese año, en Corea del Sur en 2019, en Polonia y 
Argentina en 2020, en México en 2021 y en Colombia y los 
Estados Unidos en 2022, a pesar de que el primero fue a favor 
de los derechos y el segundo un retroceso. Estos son ejemplos 
de la ACT en torno a procesos que aunque suceden en el plano 
nacional, están conectados en un plano “más allá del Estado”. 
Pues lo que sucede en un país impacta en los otros 
directamente, ya sea manifestando la solidaridad por el logro o 
la amenaza o bien mediante charlas, encuentros, reuniones 
para una acción conjunta. Eso lo podemos ver en el pedido de 
Justicia por Beatriz contra el Estado de El Salvador, elevado 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 2022, 
pero recién en marzo del presente año (2023) se iniciaron las 
audiencias públicas, y se estima para diciembre obtener la 
sentencia. Mientras tanto, las articulaciones por medio de las 
redes sociales, las iniciativas virtuales de acompañamiento, 
difusión y pedido de apoyo mediante adhesiones e 
interpelaciones mediáticas, así como la presentación de 
instrumentos legales como los amicus!!”! para apoyar el caso, 
son claves para momentos de definiciones como estos. 
Fundamentalmente para una región como Centroamérica y el 
Caribe, que tiene las leyes más restrictivas y privativas respecto 
a estos derechos humanos. Por tanto, son múltiples, diversos y 
dinámicos los componentes que hacen al entretejido de las 


acciones colectivas por el aborto voluntario en una región 
como América Latina y el Caribe, y justamente son estas 
características no estáticas y plurales las que otorgan la 
capacidad de cruzar fronteras, lenguas y hasta normas en pos 
de objetivos comunes y localizados. 


Conclusiones 


La fortaleza de tus ancestras te alertan, aborto libre como forma 
de resistencia. 

Que no te mientan, que no te mientan, únete a la lucha sin 
culpa sin vergúenza, 

así es, hermana, entre nosotras nos acompañamos, nos 
cuidamos [...] 

haciendo del feminismo la opción cotidiana. 
(Yela Quim, 2020)!20! 


Hasta aquí pudimos demostrar que el activismo 
transnacional por el derecho a la autonomía reproductiva tiene 
una trayectoria de más de treinta años y tiene múltiples 
objetivos interdependientes. Para nombrar al menos dos de los 
principales, podemos decir que tienen que ver, por un lado, con 
un objetivo político-cultural para liberar de estigmas y tabúes 
la práctica del aborto, que sucede con mayor frecuencia de lo 
que imaginamos y creemos, y que somete psicológica, física, 
sexual y económicamente a quienes deciden interrumpir un 
embarazo no deseado/inviable y no tienen condiciones seguras 
ni sanitarias, sino que deben atravesar la clandestinidad o 
maternidades forzadas; y así dotar de autonomía a todas las 
mujeres y otras identidades con capacidad de gestar y abortar, 
como una fuente fundamental de igualdad. Cabe destacar, 
además, que la penalización y criminalización del aborto y la 
falta de servicios de salud sexual y reproductiva, como el 
acceso a la educación integral y a métodos anticonceptivos, 


atentan contra la vida y la integridad de niñas y adolescentes 
principalmente. Según datos de la Organización Panamericana 
de Salud (2022), las complicaciones a causa del embarazo y el 
parto entre los 15 y 19 años son la segunda causa de muerte a 
nivel mundial!?!!. Y además, llevar adelante un embarazo sin 
desearlo es considerado trato cruel e inhumano de acuerdo con 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional establecido 
en 1998. 

Y por otro lado, el objetivo de la ACT por el aborto tiene 
que ver con la negociación de normativas vinculantes, es decir, 
promover el reconocimiento formal del derecho por medio de 
la despenalización y la legalización de la práctica mediante 
legislaciones, políticas públicas e implementaciones efectivas 
como piso mínimo esencial de condiciones para alcanzar el 
primero de ellos. Es decir, retomando el legado de Simone de 
Beauvoir, los avances y los retrocesos no son definitivos, lo que 
supone un activismo constante, tanto para vigilar que se 
cumpla con las normas alcanzadas, como para profundizar en 
los cambios futuros, socioculturales. Los feminismos, por las 
lentes que otorgan, nos enseñan que a cada paso los derechos 
que se alcanzan deben no sólo defenderse constantemente sino 
que además deben ser  profundizados, extendidos y 
potenciados. En una entrevista que le hicieron en 1975, Simone 
de Beauvoir advirtió que los derechos deben ser siempre 
vigilados y protegidos, pues bastará una crisis de cualquier 
índole para que vuelvan a ser cuestionados. Sobre este aspecto, 
desde las experiencias de lucha transfronteriza e interseccional 
por el derecho al aborto voluntario, sabemos que el 
compromiso de alterar las realidades injustas no se detiene en 
las definiciones de los marcos estatales, sino que precisan 
traspasar todas las fronteras, especialmente aquellas que 
demarcan lo posible de lo deseable. Las acciones colectivas 
transnacionales habilitan el corrimiento de esos límites y 
configuran nuevos escenarios de posibilidad. 


En este sentido, el entretejido que representan las acciones 
colectivas por el aborto voluntario en una región como América 
Latina y el Caribe implica reflexionar sobre las formas en que 
un grupo numeroso de personas preocupadas por un mismo 
asunto y situadas en una misma periferia suman esfuerzos para 
alcanzar un propósito colectivo, reivindicativo. Dicho de este 
modo pareciera más fácil de lo que en verdad es, sin embargo, 
como hemos visto, son luchas de largo aliento, y queda un 
largo camino por andar todavía. No obstante, la potencia de las 
organizaciones y redes a favor del derecho al aborto se 
evidencia al observar, por un lado, aquellas que se articulan 
para suplir las ausencias del Estado pese a los riesgos que 
supone actuar en la clandestinidad y la ilegalidad, como son las 
redes de acompañamientos feministas y socorristas, por 
ejemplo. Y por otro lado, aquellas que lo hacen también para 
interpelar las estructuras, ya sea denunciando, cuestionando o 
modificando los marcos valorativos y de sentidos que 
impregnan la sociedad. Ambos niveles de actuación de esas 
articulaciones logran lo que se ha nombrado como 
despenalización social del aborto, es decir, quitarle peso al 
estigma y darle lugar a la reivindicación del deseo y la elección 
como parte sustancial de la autonomía, los derechos y las 
libertades fundamentales. 

Esos tejidos, que hemos caracterizado como 
intergeneracionales, intersectoriales e interseccionales, de la 
ACT por el derecho al aborto voluntario, se logran gracias al 
trabajo de los feminismos, que de por sí, se produce bajo una 
concepción transfronteriza. Ya que se importa y exporta 
cotidianamente de forma visible cómo fue el proceso de 
Argentina en 2018 y todo el apoyo internacional recibido; o 
bien de un modo más invisible/imperceptible, como puede ser 
el famoso “de boca en boca”, de personas activistas O 
estudiantes que convocan a una organización o a otra activista 
a hablar de la experiencia que tuvo en un determinado lugar en 


interdependencia con otros. Esa analogía del “iceberg” que 
mencionamos al comienzo pone de manifiesto lo que 
representan los ciclos de movilización y, por consiguiente, los 
ciclos de construcción para esa implosión en la superficie. 

Dicho de otro modo, entendiendo que “no es el embarazo 
lo que otorga sentido al aborto, sino la decisión de abortar lo 
que devela el significado que tiene ese embarazo para esa 
mujer en ese momento” (Sanseviero, 2003, p. 20), se 
configuran, proponen, formulan estratégicamente las ACT por 
el aborto voluntario. Volviendo entonces a las preguntas 
planteadas en la introducción, en relación con las primeras, 
hemos demostrado cómo se producen y entraman los tejidos y 
los múltiples elementos que la conforman. Ahora bien, respecto 
a si es posible hablar de un movimiento social transnacional a 
raíz de las luchas por la despenalización y legalización del 
aborto, a partir de las experiencias en esta latitud del mundo, 
no considero que haya respuestas cerradas o definitivas sino 
que forman parte de una historia en movimiento, con 
trayectorias acumulativas y de construcción permanente. 

Se buscó recuperar la relevancia que implican las luchas 
sociales por mayor igualdad, en busca de justicia y paz en una 
región periférica como lo es América Latina y el Caribe, donde 
las políticas extractivistas socavan cada vez más la posibilidad 
de existencia y resistencia para una vida digna de ser vivida. 
Cualquier esfuerzo “a pulmón” en situaciones de precariedad 
cuestan el doble para sostener las voluntades, por cuestiones 
materiales obvias. Pero som, al mismo tiempo, esas 
articulaciones y redes las que muchas veces sostienen la 
posibilidad de sobrevivir ante tanta precariedad. El 
reconocimiento de esos esfuerzos ante las falencias, ausencias y 
negligencias de las instituciones gubernamentales, resulta 
imperativo. 

Son esos tejidos que cruzan fronteras, idiomas y quiebran 
el límite de lo permitido y lo posible para irrumpir con el deseo 


de aquello que se busca alcanzar. Y así renovar la fuerza, 
sucesivamente hasta “que todo sea como lo soñamos”, diremos 
algunas personas, pero también puede ser en sentido inverso. 
Es decir, mientras las condiciones materiales, simbólicas y 
culturales sean injustas, las luchas no se detienen. Y la disputa 
por la autonomía reproductiva es nodal en esta concepción del 
mundo, atravesado por las desigualdades estructurales. 

Bajo estas reflexiones, planteamos que es posible hablar de 
un movimiento social transnacional conformado por las 
múltiples y diversas luchas por la despenalización y 
legalización del aborto, en particular en una región como 
ALyC, que cuenta con una singularidad destacada como son las 
tradiciones de los encuentros, la conformación de redes y 
articulaciones “más allá” de los Estados. Pensémoslo, por 
ejemplo, con lo que pasó en los Estados Unidos, actor por 
demás relevante en la región por su condición de hegemón, con 
poder de daño material: al quitar el reconocimiento 
constitucional del derecho al aborto, pusieron de manifiesto la 
necesidad de estar vigilantes en todo momento cuando se trata 
de nuestros derechos. Y pese a una articulación menor con los 
Estados Unidos y los activismos estadounidenses, apenas se 
conoció la decisión de la Corte, fueron muchos los puntos de 
movilización en la región para mostrar apoyo y fuerza. 

Tal vez sea apresurado hacer una conexión directa entre el 
suceso norteamericano y lo que está pasando en El Salvador 
con el pedido de justicia para Beatriz, pero debe tenerse 
presente. Esperemos que el transcurso de los hechos por venir 
sea renovador de las esperanzas, entre tantas situaciones 
lamentables de existencia que se viven en estos años. Los 
procesos no son lineales, pero sí acumulativos, y desde hace 
muchos años las acciones colectivas transnacionales defensoras 
del aborto voluntario, como vimos, trascienden los límites de lo 
posible para crear nuevas estructuras de oportunidades, en 
múltiples niveles. 
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Enlace de interés 

Especialmente para seguir la causa de Beatriz y adherir al 
pedido de justicia sugiero seguir las redes sociales y páginas 
COBeatrizvses (Beatriz vs. El Salvador). 


1. Fragmentos del presente trabajo forman parte de la tesis doctoral en 
curso. Quiero agradecer los valiosos comentarios de Verónica Soto 
Pimentel durante la elaboración de este capítulo. Prueba que el hacer y 
pensar colectivo es mejor y por ello, imprescindible. « 

2. TIICSAL-FLACSO/CONICET-UBA. mferrettoflacso.org.ar. « 

3. Cabe aclarar que estos acontecimientos suceden en Estados centrales, 
especialmente desde la experiencia del Reino Unido bajo la gestión de 
Thatcher (1979-1990). La literatura mainstream sobre gobernanza años 
más tarde problematiza sobre cómo se observa este fenómeno en 
diferentes escalas y latitudes. « 

4. Como los casos del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (NAFTA, por sus siglas en inglés). « 

5. Para profundizar al respecto de esta red, sugiero la tesis de María del 
Carmen Quisbert Vaca, “La acción colectiva transnacional feminista de la 
Red de Salud de las Mujeres Latinoamericanas y del Caribe: Politización 
de los Derechos Sexuales y Reproductivos” (2018). « 

6. A nivel federal, en México se despenalizó mediante la Suprema Corte de 
Justicia en septiembre de 2023, sin embargo se resaltan los avances que 
ha habido en los diferentes Estados. Al momento de escribir este capítulo 
además están en tratativa importantes avances en Brasil, mediante la 
Corte a quien se le exige la despenalización del aborto. Para conocer más 
sobre el caso en curso, se puede leer la siguiente nota: https:// 
acortar.link/qAjRMt.« 

7. Para conocer en detalle el caso se puede acceder al siguiente enlace que 
describe los sucesos y en la etapa en que se encuentra el pedido de 
Justicia Para Beatriz: https: //acortar.link/uFp29g + 

8. El resaltado es adrede para destacar la idea de que los Estados son los 
últimos decisores de las legislaciones para la vida de las personas en un 
territorio delimitado, pero no son los únicos interlocutores y destinatarios 
de las acciones colectivas transnacionales, en particular en relación con el 
aborto voluntario que tiene que ver con la disputa por la autonomía, la 
libertad y la justicia reproductiva de una cultura y un sistema desigual 
para las mujeres y otras personas con capacidad de gestar. La frase “más 
allá” de una nación o el/los Estado/s las tomé de Jelin (2003) y Bórzel 
(2015). « 

9. Audie Klotz es una de las autoras que más ha sistematizado los 
principales antecedentes de la acción colectiva transnacional, por medio 
de los movimientos abolicionistas de la esclavitud y anti-apartheid. 
(Klotz, 2002). « 

10. Cabe aclarar que las conceptualizaciones y teorizaciones al respecto están 


11. 


12. 


13. 


14. 


15. 


16. 


ancladas a procesos sociopolíticos que suceden y se denuncian en países 
del norte global principalmente, debido a que en otras latitudes como la 
región latinoamericana, en particular sudamericana, estaban atravesando 
procesos de interrupciones democráticas mediante golpes de Estado y 
dictaduras. Con la recuperación democrática y las articulaciones de 
personas exiliadas, los canales de denuncia internacional también fueron 
clave para tales actores y acciones colectivas desde y para regiones 
periféricas del Sur global. « 

Los tratados, pactos, convenciones y protocolos o mecanismos de 
monitoreo y protección de Derechos Humanos se conforman como 
normativa internacional vinculante cuando los Estados firman y ratifican 
la letra de la norma. Es decir, el Estado asume el compromiso y la 
responsabilidad de lo que está firmando. Un ejemplo muy claro es el 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), adoptado por la 
Asamblea General en 1999, cuya letra obliga a los Estados signatarios a 
reconocer la competencia del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer para recibir y considerar las quejas 
expresadas por organizaciones de la sociedad civil, lo que constituye un 
mecanismo exigente de rendición de cuentas en materia de actos de 
discriminación contra las mujeres, en comparación con el mecanismo 
vigente de presentación de informes periódicos. Hasta la actualidad en la 
región lo han ratificado sólo Antigua y Barbuda, Argentina, Colombia y 
Saint Kitts y Nevis. Los del Caribe en el año 2006 y los Sudamericanos en 
2007. En términos interamericanos, para dar otro ejemplo, son los casos 
de Canadá y Estados Unidos que no han incluso ni firmado varias de las 
Convenciones labradas en el ámbito de la Organización de Estados 
Americanos. Para conocer las firmas y ratificaciones de todos los países de 
la OEA se puede consultar el siguiente enlace: https://acortar.link/ 
ASIJR6 « 

La institucionalización del sistema internacional y la difusión de marcos 
de gobernanza para la coordinación de normas condujo a cierta 
institucionalidad de la sociedad civil al imponer condiciones para la 
participación ante canales cada vez más formalizados. « 

Resulta interesante pensar si la complejidad de estudio sólo tiene que ver 
con la multiplicidad de formas, diversidad de actores y heterogeneidad en 
general que puede asumir un MST o bien con una incapacidad de las 
ciencias para crear marcos de análisis que permitan observar este tipo de 
fenómenos. « 

Julieta Kirkwood es una referencia dentro del amplio movimiento 
feminista chileno que ha aportado al tejido latinoamericano y caribeño de 
articulación política en la defensa de la democracia y la ampliación de 
derechos. Al día de hoy su legado perdura con nuestras democracias 
amenazadas por las herencias coloniales y dictatoriales reaccionarias de 
nuestros avances. Una interesante recopilación sobre el accionar político 
y feminista durante las dictaduras se puede leer en este enlace, construido 
a partir de donaciones de feministas y organizaciones como la Fundación 
Isis Internacional y Corporación Casa de La Mujer La Morada: https:// 
acortar.link/NzmxLp « 

En el capítulo II de la Convención, artículos 3 y 4, se explicitan los 
derechos protegidos, entre los cuales se establece que la mujer tiene el 
derecho a que se respete su vida; su integridad física, psíquica y moral; a 
la libertad y a la seguridad personal; a no ser sometida a torturas y a que 
se respete la dignidad inherente a su persona (CBPD, 1994, s/p). Se puede 
acceder al texto completo de la Convención por medio del siguiente 
enlace: https: //acortar.link/3ZzQAT+ 

La propuesta de fecha la hicieron las compañeras brasileñas en 
conmemoración del 28 de septiembre de 1871, día en que se instaura la 


17. 


18. 


19. 


20. 


21. 


Lei do Ventre Livre (Ley de Libertad de Vientres), la cual otorga la libertad 
a todos los hijos de mujeres esclavizadas. La Declaración completa se 
encuentra en el blog Mujeres en Red. « 

Especial agradecimiento a Marcelo Ferreyra quien me facilitó este y 
varios archivos más del proceso durante esos años, por demás valiosos 
para mi investigación en curso. « 

Para profundizar sobre la construcción e historia de la Campaña Nacional 
por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito de Argentina 
recomiendo visitar la recopilación y sistematización de Mac Dougall, 
Vidales Agiiero, Resches, Anzorena, Canteros y Tesoriero (2020); así 
como el libro editado por Anzorena y Zurbriggen (2013) El aborto como 
derecho de las mujeres: otra historia es posible. « 

Amicus Curiae o “amigos de la Corte” son escritos que realizan terceros 
ajenos a un caso O a una solicitud de opinión consultiva que está 
estudiando la Corte Interamericana, de manera voluntaria ofrecen su 
opinión sobre algún aspecto relacionado con el caso o la solicitud de 
opinión consultiva, esto para colaborar con el Tribunal en la resolución 
de la sentencia o en la resolución de opinión consultiva (Art. 44 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). « 

Yela Quim es una artista colombiana que desde su artivismo apuesta 
políticamente a visibilizar la defensa a la alegría, a la que le canta y rapea 
con discursos decoloniales desde el lesbofeminismo, el activismo gordo y 
la lucha por el aborto libre. Este fragmento es del tema Celebrar—aborto 
libre (Youtube link: https://acortar.link/LsQt0F) estrenado el 7 de 
septiembre de 2020. Lo traigo acá pues en su letra menciona todas las 
redes que se fueron tejiendo para garantizar que el aborto sea una opción 
aún donde fue o es más restringido. « 

Nota completa: https: //acortar.link/IVU3 « 
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Movilizaciones y agenda política 


La construcción del bolsonarismo desde el Gobierno 


Amílcar Salas Oroñol!! 


Las características de las movilizaciones sociales 
contemporáneas vinculadas de forma directa o indirecta con 
espacios políticos de derecha —en América Latina y en otras 
latitudes— requieren muchas veces de ciertos ajustes en los 
dispositivos y en los instrumentos usados para su correcta 
descripción e interpretación. Ajustes que tienen que ver no sólo 
con sus singulares discursos políticos y los desdoblamientos de 
estos en principios de acción, sino también con el uso que 
hacen de ciertos dispositivos como las redes sociales, cuestión 
que abre todo un capítulo de reflexiones acerca de su 
incidencia sobre los sistemas políticos y sociales. Al margen de 
estos reparos y de otros, también es cierto que algunos casos 
terminan condensando tantos elementos, que su análisis 
permite la identificación de una serie de aspectos que luego —o 
antes en el tiempo- se manifiestan en otros países. Es lo que 
sucede si nos focalizamos en lo ocurrido en Brasil desde el 
2013 en adelante: en varios sentidos, el país se convirtió en 
todo un laboratorio de la derecha/extrema derecha y en un 
caso prototípico de una “nueva frontera democrática” (Salas 


Oroño, 2019b), cuestión que fue confirmada durante el 
gobierno de Bolsonaro (2018-2022) gracias, precisamente, a 
otros fenómenos de movilización social. 

No es intención de las páginas siguientes establecer 
conexiones y comparaciones con otras formas de 
movilizaciones sociales de la derecha/extrema derecha de otros 
países u otros períodos históricos, como tampoco se realizará 
un contrapunto con los prototípicos elementos de los 
“movimientos fascistas” del siglo pasado, cuyos análisis 
bastante pueden iluminar al respecto de lo que ocurre hoy en 
día (y que han inspirado varios de los análisis para el caso 
brasileño reciente: Ricupero, 2022 y Rodrigues y Sarti, 2021, 
entre otros), pero que obligarían extender los argumentos que 
aquí se presentan. 

En este trabajo la contribución seguirá dos líneas de 
argumentación: por un lado, que el bolsonarismo no es un 
fenómeno construido únicamente “de arriba hacia abajo”, esto 
es que como fenómeno político no va de forma exclusiva desde 
el mando gubernamental hacia la sociedad —o hacia su propia 
comunidad política, sino que es un fenómeno que modula sus 
principales elementos ideológico-políticos a partir de una 
intensa interacción con la movilización social, que le es 
indispensable. En segundo lugar, aquí se revisará la relación 
entre movilización social y agenda pública, en relación con el 
caso de un gobierno de derecha/extrema derecha como lo fue 
el de Bolsonaro. Un aspecto que permitirá, hacia las 
conclusiones de este artículo, realizar algunas consideraciones 
más generales para la época. 


El empoderamiento de los movimientos 
antidemocráticos 

Si bien los “ciclos” de la protesta social en el Brasil 
contemporáneo deben ser revisados teniendo en cuenta las 
particularidades de un sistema político fuertemente marcado 


por los regionalismos y los tiempos políticos locales —variable 
que se vuelve fundamental sobre todo con la fuerte retracción 
económica que evidenciará el país a partir del 2015, por los 
condicionamientos que tendrán los recursos públicos 
estaduales— hay, sin embargo, un punto de inflexión (histórico) 
para la reflexión y el balance sobre el tema a partir de las 
denominadas “jornadas de junio” del 2013. Aquellas 
movilizaciones sociales y políticas del mes de junio del 2013 
han sido interpretadas desde diferentes prismas metodológicos 
e ideológicos, impulsando un debate muy fecundo que aún 
continúa. Además de los reemplazos y las sustituciones entre 
los actores que tomaban las iniciativas, y de locación de las 
protestas —comenzaron en San Pablo y fueron nacionalizándose 
de forma bastante rápida—-, hubo un cambio de fondo en la 
naturaleza de aquella movilización social: de ser organizada y 
pautada por reivindicaciones específicas y sociales se pasó a 
una serie de eventos y convocatorias con claros objetivos 
universales y políticos!?!. Desde un punto de vista general, las 
“jornadas de junio” se fueron transformando en ese momento 
inaugural de un tipo de crítica al gobierno de Dilma Rousseff 
(que había iniciado su mandato en enero del 2011), que cada 
vez más fue escalando en agresividad, lo que también marcó 
los tonos y los léxicos de la “estructura semántica” de la 
disputa política desde entonces. 

A grandes rasgos, las “jornadas de junio” del 2013 
marcaron la confluencia de dos transformaciones socio- 
económicas-culturales amplias. Por un lado, los efectos 
metropolitanos producidos por un intenso ciclo de crecimiento 
económico (2005-2010), con consecuencias en diversos planos, 
por ejemplo, el hacinamiento poblacional urbano, la 
especulación inmobiliaria y la movilidad transurbana (hay que 
recordar que fue precisamente un aumento en el precio del 
pasaje de transporte público en San Pablo lo que dio inicio al 
ciclo de protestas ese año). Por otro lado, ese mes coincidía con 


la realización en Brasil de la Copa de las Confederaciones, un 
evento organizado por la Federación Internacional de Fútbol 
Asociado (FIFA), que pretendía dar impulso al Mundial del 
Fútbol (que se realizaría el año siguiente), pero que, por aquel 
momento, sólo podía exhibir demoras en las obras de los 
estadios, importantes desplazamientos de conjuntos 
poblacionales y sobrefacturaciones irregulares. Este último 
aspecto resulta central para el desarrollo de los hechos de esos 
meses, y para las revisiones del sistema político brasileño de los 
años siguientes: la “corrupción estatal”, la “corrupción 
política”, “los políticos corruptos” como un denominador 
(cultural) que encontraría a Dilma Rousseff y a los gobiernos 
del Partidos dos Trabalhadores (PT) como objetos principales 
de identificación!?!, 

Cuando las “protestas sociales” fueron ampliándose en 
número y en ciudades, los reclamos se hicieron diferentes en 
magnitud y en sujetos que los impulsaban: al margen de 
renovarles vitalidad en los movimientos de avances y 
retrocesos —hubo, también, mucha creatividad política durante 
el período-, se percibía que el inicial carácter de “reclamo 
social” de la protesta se iba desviando en sus impactos, e 
ingresaba con fuerza la visión de que el responsable de toda la 
situación era el gobierno, llevando el proceso a la identificación 
de la responsabilidad política. Si bien es cierto que el gobierno 
de Dilma Rousseff intentó establecer algunos canales de 
negociación con los movimientos sociales e impulsó la 
convocatoria a una “reforma política”, lo cual también 
confirmaba el giro de los acontecimientos, la dinámica de los 
hechos fue desgastando fuertemente a la Presidenta, generando 
incluso que algunos actores sociales (y políticos) cercanos al 
Partido dos Trabalhadores fueran tomando distancia, al mismo 
tiempo que dentro del Congreso comenzaba a quebrarse la 
sustentabilidad política del oficialismo. 

De este proceso de “decantación” de las “jornadas de 


junio” fueron quedando, hacia la derecha del escenario 
político, nuevos tipos de agrupamientos juveniles, como el 
Movimiento Brasil Livre (MBL), Revoltados on Line y Vem pra 
Rua, entre muchos otros grupos (o sitios y comunidades 
digitales, que funcionaron como aglutinadores), con fuerte 
capacidad para pautar la agenda de los nuevos encuentros, con 
figuras que pasaron a tener tránsito directo con los 
tradicionales medios de comunicación y a ser cada vez más 
destacados, por esos mismo medios, como la “renovación 
política” que el país requería. Si bien los orígenes y las 
pertenencias de estos grupos eran muy variados, algunas 
investigaciones mostraron ciertas conexiones con organismos 
tales como Student for Liberty y otros desdoblamientos de la 
Red Atlas. Lo más relevante es que desde estos sectores se 
reforzó el discurso “anticorrupción” -y en paralelo, “antipetista” 
—, Circunstancia que se iría a potenciar con algunas denuncias 
públicas puntuales los meses subsiguientes y el robusto 
operativo mediático que acompañó las primeras investigaciones 
judiciales de la Operación Lava-Jato, abierta a principios del 
2014. 

Este contexto marcó decididamente las elecciones 
presidenciales de ese mismo 2014, donde se volvió a repetir el 
habitual patrón de competencia en segunda vuelta entre el 
Partido dos Trabalhadores (PT) y el Partido de la Social 
Democracia Brasileña (PSDB), esta vez entre la presidenta 
Dilma Rousseff, que se reeligió en el cargo, y Aecio Neves, que 
perdió por una mínima diferencia. La campaña por las 
elecciones tuvo un contenido mucho más estridente y agresivo 
que las anteriores, con intervenciones que cruzaron los límites 
de una compartida “cultura democrática de la alternancia”, con 
foco en la figura de Dilma Rousseff, abriéndose no sólo hacia 
elementos de deslegitimación de la autoridad e investidura 
presidencial, sino también instalando un abanico de léxicos, 
interpretaciones y juicios misóginos, golpistas, autoritarios, sin 


argumentos, que cambian el clima político antes, durante y 
después de la campaña presidencial!*!. Esta situación también 
agudiza las fugas —y la forma de estas salidas- de sectores 
aliados al gobierno, lo que termina de acelerarse a partir de la 
elección de Cunha como Presidente de la Cámara de Diputados 
a principios del 2015. Cunha, integrante del Partido del 
Movimiento Democrático Brasileño (PMDB), mismo partido que 
el vicepresidente de Dilma Rousseff, Temer, será una pieza 
fundamental para la instalación y la tramitación del juicio 
político a la Presidenta, que comenzará a finales del 2015 y 
concluirá en agosto del 2016, con su salida del cargo. Durante 
todo ese tiempo, el Congreso Nacional será lugar de resonancia 
precisamente de ese discurso impugnador, antidemocrático, de 
derecha, que comienza a ganar, primero, cierto grado de 
unidad y homogeneización en sus términos, y luego una 
expansión superestructural como lenguaje de las elites 
dirigenciales y capilaridad y penetración social. En ese sentido, 
tal como fue revisado en otros trabajos (Salas Oroño, 2019a; 
Salas Oroño, 2016), estos años son muy intensos en lo que 
respecta a una retroalimentación de ideas entre los poderes 
públicos, los tradicionales y nuevos dispositivos 
comunicacionales, determinados grupos de interés, como la 
poderosa Federación de Industriales de San Pablo (FIESP), y 
grandes conjuntos poblaciones que encuentran en esta “onda 
antipolítica” una interpretación del momento. 

Las multitudinarias movilizaciones en la Avenida Paulista 
del 15 de marzo del 2015 y del 12 de marzo del 2016 serán dos 
momentos decisivos de los cambios que vienen ocurriendo. El 
Estado de Sáo Paulo colocó en su edición del 13 de marzo del 
2016 simplemente una foto y “12/03/16” como titular. 
Adentro, en la primera de sus más de 11 páginas de cobertura, 
encabezó: “Mayor manifestación de la historia del país aumenta 
la presión por la salida de Dilma”. La repetición de la “noticia” 
durante varios días permitió no solo construir la imagen de una 


“sociedad completamente decidida a sacar a Dilma” —como se 
explicitaba desde los medios de comunicación-, sino también 
organizar una serie de léxicos y lenguajes políticos a partir de 
los cuales la referencia a aquella movilización —la de la Avenida 
Paulista del 12 de marzo de 2016- era mencionada como 
fundante y fundamental para cualquier trayectoria institucional 
resultante del país. 


La movilización del 12 de marzo de 2016 fue clave por lo que 
significó como elemento acelerador del proceso de 


impeachment y, respecto de lo que aquí se ha colocado como 
cuestión central, como componedor del exclusivo y episódico sujeto 
(histórico) social. Esa movilización constituyó, precisamente, ese 
sujeto social que el proceso (político) del impeachment necesitaba: 
un sujeto que era esa foto de portada, esa imagen a repetir en los 
medios, en las redes sociales, en los vehículos de comunicación, 
que tenía principalmente los colores nacionales, que se mostraba 
sin ninguna filiación partidaria, organizado, sin incidentes, cuya 
consigna era clara —“hay que sacar a Dilma”- y que se sostuvo 
durante semanas como tema de agenda social, y por meses como 
tema de agenda mediática. No se trató de un sujeto histórico 
propositivo, a diferencia del que puede haber surgido durante las 
movilizaciones de junio de 2013, sino más bien de un sujeto 
histórico complementario y subsidiario (y, en ese sentido, pasivo) 
del sujeto político. Tampoco resultó espontáneo como muchas 
veces se mencionó, sino que fue meticulosamente organizado y 
fuertemente financiado en sus elementos. (Salas Oroño, 2019a, p. 
87) 


La magnitud de las movilizaciones volvió a impactar y a 
remarcar su importancia como factor de impacto político, con 
consecuencias sobre el sistema, algo que no se observaba de 
forma similar desde el 2013, aunque en este caso en un sentido 
histórico mucho más concreto. 

El proceso histórico superestructural se iba acoplando a las 


manifestaciones sociales: las maniobras de compra de votos de 
Diputados y Senadores para la tramitación del impeachment, la 
circulación de absurdos argumentales sobre el gobierno de 
Dilma Rousseff en las Comisiones Investigadoras del Juicio 
Político y toda la atmósfera política generada no hubiese 
podido avanzar si no hubiera existido esa serie de grandes 
movilizaciones en las calles. Desde un ángulo ideológico: la 
“derecha” no se hubiera vuelto protagonista de esos años, como 
lo terminó siendo, sin ese respaldo de las calles; a fin de 
cuentas, el PSDB (que ocupaba anteriormente este espacio, 
llevando las posiciones más hacia el “centro ideológico”) lo 
había intentado durante cuatro elecciones presidenciales 
consecutivas y siempre había sido derrotado por el PT: ahora 
era un sujeto no electoral el que lograba la tarea. 

Es que el panorama político brasileño estaba mutando al 
compás de las enormes movilizaciones ciudadanas, 
desdoblamiento de aquel activismo del 2013. Movilizaciones 
que por el momento no estaban conformando un sujeto político 
en un sentido estricto (se terminará de moldear durante el 
gobierno Bolsonaro), pero sí un (determinante) sujeto social de 
notable capacidad de presión hacia el interior sistema político. 


La llegada de Jair Bolsonaro al gobierno: la campaña 
presidencial de 2018 

Durante la presidencia de Temer, los cambios institucionales 
introducidos se convierten en las principales características del 
período!?!, sin embargo, existen dos tipos de circunstancias en 
el plano de las movilizaciones sociales que deben ser 
destacadas sobre todo para poder comprender lo que vino 
luego con el Gobierno de Bolsonaro. Por un lado, se van 
organizando, de forma muy gradual y progresiva, diferentes 
articulaciones político-sociales de “resistencia” frente al juicio 
político a Dilma Rousseff y los retrocesos evidentes (sociales, 
geopolíticos, económicos) que se instalan en muy poco tiempo 


durante el gobierno de Temer: se trata de dos grandes frentes 
de masas, Frente Povo Sem Medo y Frente Brasil Popular, 
contenedores de partidos, sindicatos y organizaciones sociales 
en general, de carácter opositor al gobierno. Desde estas dos 
grandes plataformas, en el período 2016-2018 (y durante la 
campaña presidencial de ese año) se coordinarían eventos y 
movilizaciones de diverso tipo, incluidas aquellas actividades 
que tuvieron que ver con la prisión de Lula —que a partir de 
abril del 2018 pasará más de quinientos días detenido- en lo 
que será un capítulo aparte en lo que respecta a los activismos 
y participaciones ciudadanas de la época: la Campaña Lula 
Livre!0!, 

Las movilizaciones sociales de los partidos políticos (de 
izquierda y centroizquierda) -que tuvieron un retroceso en las 
elecciones municipales del 2016- y los frentes Povo Sem Medo 
y Brasil Popular evidenciarán una gradual disminución en su 
presencia y resonancia. En parte, por las propias dificultades 
que acarrea un contexto institucional y político muy complejo y 
agresivo con esos mismos sectores —con la muerte de Marielle 
Franco como emblema-, y en segundo lugar, porque el 
protagonismo social (y político) pasa a estar representado 
precisamente por esos grupos que se han consolidado con la 
llegada de Temer. Grupos que ganarán presencia a partir de 
intervenciones de diverso tipo, funcionales a una “primera 
versión del bolsonarismo”, aquella que aparece de cara a la 
campaña presidencial del 2018: aglomeraciones puntuales, no 
tan importantes en número, filmadas y reproducidas por las 
redes sociales, donde los contenidos se destacan con mucha 
estridencia. Como las “recepciones espontáneas” en los 
aeropuertos al candidato Bolsonaro, organizadas siguiendo un 
cierto patrón y donde comienza a instalarse la idea del “mito” 
del candidato. Similar tipo de intervenciones específicas a las 
acciones directas realizadas por algunos miembros del MBL en 
ocasión de algunas muestras artísticas —durante el segundo 


semestre 201717! que fueron, en términos de representaciones 
y prácticas, preparatorias de esa ofensiva cultural y política de 
la derecha en curso. 

En el marco de estos cambios, Bolsonaro irá construyendo 
su candidatura presidencial para octubre del 2018, con 
consecuencias sobre las propias dinámicas del sistema. Serán 
indispensables tres aspectos, que se retroalimentan entre sí. En 
primer lugar, las redes sociales, que ya están consolidadas 
como resortes clave de la comunicación política, en conexión 
con la agenda que sostienen los tradicionales medios de 
comunicación (que conforme se acerca la elección, aumentan la 
exposición de las figuras políticas)!*!. En segundo lugar, una 
nueva “frontera discursiva democrática”, que trastoca los 
contenidos circulantes hasta ese momento en la agenda política 
y establece una “novedad” en las opciones de la competencia 
política; una circunstancia propia del oportunismo del 
personaje en cuestión habida cuenta de que Bolsonaro oficia de 
político profesional hace décadas. Finalmente, las mencionadas 
“intervenciones políticas” episódicas, puntuales, fluctuantes en 
número y repercusión, que impiden tener real dimensión de su 
proyección, pero que refuerzan la idea de que se trata de una 
personalidad pública federal. Todos aspectos que, en su propia 
estrategia, se acomodan a una identidad de contraste ante 
Dilma Rousseff: hombre, militar, de derecha, que viene con 
ánimo de “limpieza de todo lo que está allí” según sus propios 
dichos. 

Desde principios del 2018 hasta que el candidato recibe la 
puñalada en Juiz de Fora (Minas Gerais) en septiembre del 
2018, Bolsonaro va a canalizar un tipo de movilización social y 
política multiactoral que no constituye, por el momento, un 
unificado sujeto político, aunque sí es una posibilidad electoral 
real que ha desplazado al PSDB de su tradicional lugar, 
corriendo toda la oferta electoral aún más hacia la derecha del 
espectro ideológico. Esta heterogeneidad de respaldos (aunque 


tenga algunos actores de primer orden, como los pastores 
evangélicos, claves para lograr una rápida capilaridad social) es 
compatible con una campaña segmentada y por eso no hubo 
demasiados eventos de confluencia entre todos sus apoyadores 
(realizará tan sólo un gran acto final en la Avenida Paulista a 
una semana de la segunda vuelta, el 22 de octubre del 2018; 
desde su lugar de convalecencia se comunicará por medio de su 
celular con la multitud reunida en San Pablo). Efectivamente, 
se trata de una candidatura en la que confluyen diversos 
actores que se han activado los últimos años, desde las 
“jornadas de junio” del 2013 en adelante. 

No hubo necesidad real de contar con un partido político, 
de una estructura específica, al margen de la pertenencia 
puntual exigida por la legislación para ser candidato. La 
novedad vino del lado de las formas de protagonismo, de 
intervención, de movilización: participaciones fragmentadas, 
instantáneas. Por eso también es fundamental que el 
bolsonarismo sea estudiado en lo que conecta con las formas 
contemporáneas de la movilización social, no siendo ni el único 
ni el último caso de “movimentismo de derecha”. Pero que 
tiene, sí, un actor que le otorga una fisonomía particular al 
proceso: los grupos militares (en actividad o retirados; vale 
también para las fuerzas de seguridad, con las que Bolsonaro 
tendrá importantes vínculos), que se han empoderado de 
manera tal que logran apuntalar a uno de los suyos en la 
competencia presidencial. 


En pocos meses, “lo militar” se ha vuelto una presencia cotidiana. 
Michel Temer colocando a un General a cargo de (las cuestiones 
de seguridad pública de) un Estado de la Federación, y a otro 
General a cargo del Ministerio de Defensa; el Comandante del 
Ejército dando sus advertencias sobre qué supone la 
consideración de un hábeas corpus (respecto de la libertad de 
Lula), y otros subordinados suyos reforzando en coro cuáles son 
los “momentos” para una intervención. Y como corolario, un 


capitán de reserva que saca 46% de los votos en la primera 
vuelta, y un candidato a vicepresidente que -—ante la 
hospitalización de su camarada- funciona de vocero de un plan 
económico ultraneoliberal y estrambótico. Una situación a la que 
se suma una (supuesta; conocida por algunas informaciones en 
off) lista de militares que serían convocados por Bolsonaro ante 
una eventual victoria, preparados para asumir “varios cargos en 
el gabinete”, como obvia señal de copamiento legítimo. Lo que no 
había sucedido en el intervalo de una generación se reposiciona 
en poco menos de un año. [...] Y así, otra vez a prestarles 
atención a los nombres propios de los “hombres de armas”, las 
gradaciones, los proyectos de unos y otros, las competencias para 
tales tareas civiles y, como si fuera poco, el discurso negacionista 
del candidato respecto de lo que fue la última dictadura militar. 
(Salas Oroño, 2018, p. 156) 


En pocos meses hay una “militarización” de la escena 
pública del país: todo el 2018 puede comprenderse en esa 
clave. No será necesario esperar la conformación del gabinete 
de Bolsonaro -que tendrá por momentos la misma paridad de 
militares y civiles que durante la dictadura militar del *64- 
para comprender este fenómeno inusual; inusual no para la 
historia latinoamericana en general, pero sí para las 
características de los sistemas políticos de la democratización 
en adelante. Una vez conocidos los resultados de la segunda 
vuelta, los “festejos” traían las marcas de lo que vendría: 
imágenes de militares o fuerzas de seguridad (retirados o en 
actividad) festejando con sus armas, disparando, desfilando, en 
formación o no, en una muestra del lugar que ocuparía la 
“cultura armamentística” del bolsonarismo en el marco más 
amplio de las referencias democráticas de un gobierno. 


Las movilizaciones bolsonaristas desde el Estado 
Los argumentos hasta aquí expuestos podrían resumirse en dos 
afirmaciones: por un lado, que para poder realizar un balance y 


una caracterización de la movilización social en el Brasil 
actual, al margen del enfoque metodológico que se utilice, es 
fundamental tener en cuenta dos convocatorias históricas 
puntuales a la Avenida Paulista!?!, 15 de marzo del 2015 y 12 
de marzo del 2016, realizadas con un alto grado de logística y 
organización, convocatorias que sintetizaron procesos que se 
venían desarrollando hasta entonces (expresiones de una 
variedad diferente de grupos de derecha/extrema derecha). 
Estas manifestaciones, a su vez, determinaron un clivaje para 
los procesos que vinieron después, en la medida que a) 
establecieron una identificación puntual entre los “colores 
nacionales” (verde y amarillo) y el sector ideológico-político 
que participaba de ellas; b) intensificaron la estructura de la 
“cramática política” del país (“ellos, los corruptos; nosotros, los 
ciudadanos de bien”, luego será “el mal y el bien”; entre otras 
antinomias, sin más espacio que un conflicto agonístico entre 
ambas facciones); c) dejaron “en disponibilidad” una escena 
político-social donde la llegada de una opción de carácter 
refundacional, estrambótica, militar, y lo religioso, tuvieran un 
peso gravitante y pudieran prevalecer. 

Por otro lado, es importante comprender la profundidad de 
algunas transformaciones comunicacionales, de construcción de 
noticias, difusión de información, coordinación mediática, 
circulación de demandas sociales y confección de la agenda 
política: nuevas combinaciones con diferentes elementos, y 
retroalimentación entre dispositivos distintos. Sumado al 
enorme salto en términos de relevancia cognitiva que tienen los 
dispositivos celulares y las redes sociales en general en la esfera 
pública contemporánea. Todas transformaciones que van a 
impactar desde el punto de vista de la estructuración de cómo 
se moverán los actores políticos y sociales. Si no se analizan 
con cierto detalle estos aspectos, no se entiende cómo 
Bolsonaro, un político sin un propio partido político, con una 
base electoral restringida a Río de Janeiro, incluso sin una 


gravitación predominante en su propio ámbito militar, accede a 
la Presidencia del país en octubre del 2018110!, 

Bolsonaro se adaptará a ambas trayectorias, y una vez en 
el gobierno, las utilizará a su favor: desde el aparato estatal 
federalizará aún más su figura mediante pequeños mítines o las 
denominadas “motociatas”!!!! (aún durante el período en 
pandemia, con su perfil negacionista y absurdas declaraciones 
públicas) reforzando la consolidación de grupos que no estaban 
representados por ningún partido. Esto prolongará esa 
multiactoralidad abierta desde el 2013, profundizada durante 
todo el ciclo del impeachment, de inequívoco signo político de 
derecha/extrema derecha, con pautas conservadoras, de 
profunda apelación religiosa (sobre todo evangélicos) y ahora, 
en parte, compactadas con el discurso negacionista frente a la 
pandemia. Al mismo tiempo, Bolsonaro, y el bolsonarismo en 
general sacarán mucha ventaja desde las estructuras del 
gobierno!!?! en lo que respecta a presencia en redes sociales, 
discursos para circulación en redes de mensajería y demás 
dispositivos vinculados. 

Hay un aspecto paralelo que empujará a Bolsonaro —ya 
como Presidente- a reforzar estas relaciones directas con la 
“movilización social de derecha” (Medeiros, 2020; Salas Oroño, 
2019), esa misma que se encuentra segmentada en varias 
manifestaciones, enfatizando aún más un tipo de discurso 
político estridente y desorbitado. HEl hecho de que, 
progresivamente, con el correr de los meses!!9!, el 
bolsonarismo vaya perdiendo la simpatía de aquellas clases 
medias que anteriormente votaban por el PSDB (de perfil 
urbano, universitario, de identificación liberal en lo económico, 
más del orden de la centro/centroderecha) y que lo habían 
hecho por el excapitán en el 2018, esto empujó a Bolsonaro a 
una mayor dedicación para con aquellos seguidores de 
intereses específicos como los evangélicos, los militares o 
grupos con pautas muy concretas como, por ejemplo, los 


grupos a favor de la portación y uso de las armas!**!, Por eso, 
las movilizaciones sociales (de la derecha/extrema derecha) 
que se registrarán durante el ciclo 2020-2022 irán en aumento 
respecto de su causa antidemocrática, con el Presidente yendo 
en esa misma dirección. La pandemia acelera aún más esa 
confluencia, y comienza a delinear los contornos ideológicos 
del proyecto bolsonarista. 

Si en un primer momento de su gobierno el bolsonarismo 
coloca en el centro de sus críticas al Congreso Nacional 
(prácticamente durante todo el 2019), la pandemia trasladará 
la atención de la diatriba bolsonarista hacia la Corte Suprema 
de Justicia (STF). Hay que recordar que la Corte Suprema, 
iniciada ya la pandemia, al tener que ponderar respecto del 
carácter negacionista de algunas decisiones sanitarias tomadas 
por Bolsonaro, le otorgó la potestad a los Estados para decidir 
sobre los confinamientos y la circulación de la población. Casi 
automáticamente la Corte Suprema se convirtió en el blanco 
principal de las críticas de Bolsonaro y en pieza clave de la 
argumentación bolsonarista, estilizando su discurso: el Poder 
Judicial, más específicamente la Corte Suprema, sobre todo 
algunos de sus integrantes, sería uno de los obstáculos 
institucionales que impedirían el avance del gobierno. 

El bolsonarismo irá al encuentro con su propia narrativa 
política: no hay posibilidad de realizar las transformaciones 
(prometidas) justamente por la propia arquitectura 
constitucional vigente. De lo que se trata entonces es de 
modificar la institucionalidad, y en la medida en que esto no es 
posible, desobedecerla. Es así que en su horizonte aparece la 
noción de instigador destituyente frente al sistema, que se 
pliega a otros elementos nodales (la conspiración geopolítica, el 
negacionismo científico, la teología política, el culto a las 
armas, la homofobia, etc.). Su disputa inmediata es contra el 
sistema en el que él mismo está incluido: al estar en el 
Gobierno, y dado que los resultados de la gestión no permitían 


mostrar demasiados logros, Bolsonaro apuntará contra los 
desestabilizadores internos del sistema. Ese será su discurso 
político central desde mediados del 2021 hasta las elecciones 
del 2022. 

Esta opción retórica requería que el bolsonarismo mostrara 
que la desobediencia, el ánimo destituyente, la acción de 
amenaza dictatorial -en una acepción específica, lo que tiene 
que ver con la suspensión de los Poderes Públicos, algo que fue 
expresado por Bolsonaro en varias oportunidades— fuera una 
real posibilidad de su acción política. De allí que durante el año 
2021 y el 2022 se persiguió el objetivo de mostrar que había, 
por parte de la ciudadanía, una autorización para tales 
medidas. Aquí la movilización no era para desautorizar a una 
Presidenta -el impeachment a Dilma Rousseff- sino para 
autorizar a una Presidente a medidas drásticas. Este fue el 
principio buscado en las “movilizaciones desde arriba” 
emprendidas por Bolsonaro, tanto en las más pequeñas y 
capilares, las mencionadas “motociatas”, como en las dos 
grandes convocatorias realizadas a la Esplanada dos Ministerios 
en Brasilia, ambas con motivo del aniversario de la 
Independencia del País (7/09/21 y 7/09/22). 

Bolsonaro debía atraer a la mayor cantidad posible de 
adherentes para dar una idea de que su discurso —y sus 
amenazas- tenían fundamento de resolución (para el caso, de 
forma muy similar a la Marcha sobre Roma anunciada por 
Mussolini). Y así ocurrió: en ambos aniversarios las 
convocatorias fueron multitudinarias —alrededor de 500.000 
personas, según la mayoría de los cálculos- fuertemente 
organizadas (sobre todo la logística para llegar hasta la capital 
del país) y donde el tono del discurso, en ambos casos, fue 
ciertamente agresivo y provocador. El denominador común era 
la crítica a la Corte Suprema —y a uno de sus miembros, De 
Moraes!!*!- aunque al ser el discurso del 7/09/22 muy cerca 
de las elecciones, también hay una referencia más explícita a 


los términos de la competencia. 

La insistencia en la desobediencia, la libertad y la falsedad 
que implican las elecciones en los términos actuales fueron los 
núcleos del discurso del 7 de septiembre del 2021: 


Já no nosso Supremo Tribunal Federal infelizmente isso náo 
acontece. Temos um ministro do Supremo que ousa continuar 
fazendo aquilo que nós náo admitimos. Logo um ministro que 
deveria zelar pela nossa liberdade, pela democracia, pela 
Constituicáo faz exatamente o contrário. Ou esse ministro se 
enquadra ou ele pede para sair. Náo podemos admitir que uma 
pessoa, um homem apenas turve a nossa democracia e ameace a 
nossa liberdade. Dizer a esse indivíduo que ele tem tempo ainda 
para se redimir. Tem tempo ainda para arquivar seus inquéritos. 
Ou melhor, acabou o tempo dele. Sai, Alexandre de Moraes. 

Deixa de ser canalha. Deixe de oprimir o povo brasileiro. Nós 
devemos sim, porque eu falo em nome de vocés, determinar que 
todos os presos políticos sejam postos em liberdade. Dizer a vocés 
que qualquer decisáo do senhor Alexandre de Moraes, esse 
presidente náo mais cumprirá. A paciéncia do nosso povo já se 
esgotou. Ele tem tempo ainda [...] de cuidar da tua vida. Ele para 
nós náo existe mais. Liberdade para os presos políticos. Fim da 
censura. Fim da perseguicáo aqueles conservadores, aqueles que 
pensam no Brasil. 

Nós queremos eleicóes limpas, auditáveis e com contagem 
pública dos mesmos. Náo posso participar de uma farsa como 
essa patrocinada ainda pelo presidente do Tribunal Superior 
Eleitoral. Hoje temos uma fotografia para mostrar para o Brasil e 
o mundo. Náo de quem está agora nesse carro de som, mas uma 
fotografia de vocés para mostrar para o mundo e para o Brasil 
que as cores da nossa bandeira sáo verde e amarelo. Cada vez 
mais nós somos conservadores. Cada vez mais respeitamos as leis 
e nossa Constituicáo. 


Un año después, el 7 de septiembre del 2022, en el mismo 
lugar, prácticamente con la misma concurrencia —hubo ese día 


también una convocatoria masiva en Río de Janeiro unas horas 
más tarde—, Bolsonaro insistirá con las mismas posiciones, pero 
dará un paso más en la definición de su propio entendimiento 
de la política y de lo que implica su tarea: 


A vontade do povo se fará presente no próximo dia 2 de outubro. 
Vamos todos votar. Vamos convencer aqueles que pensam 
diferente de nós, vamos convencé-los do que é melhor para o 
nosso Brasil que estava á beira do abismo. 

(...) há uma luta do bem contra o mal. O mal que perdurou 
por 14 anos no nosso país, que quase quebrou nossa pátria e que 
deseja voltar á cena do crime. Náo voltaráo, o povo está do lado 
do bem, o povo sabe o que quer. 


Ahora lo teológico ya había ingresado con fuerza: es una 
lucha “del bien contra el mal”. Las críticas de Bolsonaro a la 
Corte Suprema no sólo tenían que ver con sus intereses 
personales, también era un pedido de los propios apoyadores 
del Presidente; por ejemplo, uno de los ministros —dos días 
antes de la movilización del 7 de septiembre de 2022- 
restringió el número de armas y municiones que podían ser 
obtenidos por los inscriptos en el registro CAC (de cazadores, 
tiradores y coleccionistas). Los CAC eran un grupo movilizador 
importante en la campaña electoral, un elemento de 
federalización del bolsonarismo. 


Conclusión: movilización social y sistema político en 
Brasil 

En estas páginas se ha pretendido realizar algunas 
observaciones respecto de las características de la movilización 
social en el Brasil contemporáneo a partir de la ponderación de 
cinco multitudinarias manifestaciones ciudadanas: el 15 de 
marzo de 2015, el 12 de marzo de 2016, el 22 de octubre de 
2018, el 7 de septiembre de 2021 y el 7 de septiembre de 2022. 


Estas movilizaciones sociales no sólo pueden ser analizadas en 
relación con la particular y fragmentada representación de 
intereses que convocaron, en sus características ideológicas, o 
en lo profesionalmente organizadas que fueron, sino que, 
además, resultan indispensables para comprender cómo se fue 
enhebrando el discurso político del bolsonarismo, su proyecto 
político. En ese sentido, este trabajo ha querido conectar el 
desarrollo de un tipo de convocatoria multitudinaria 
(extraordinaria) que por el impacto que tiene, su resonancia, su 
extensión en el tiempo y el saldo organizativo que deja, 
termina teniendo un impacto decisivo en las opciones políticas, 
reforzando algunas, desplazando otras. Es lo que sucede, para 
el caso, con las manifestaciones citadas: terminarán 
desplazando, por ejemplo, al PSDB de uno de los polos de la 
competencia política sustituyéndolo por el bolsonarismo que, a 
su vez, terminará de diseñar su propio perfil en el marco de ese 
tipo de convocatorias. 

Sin querer establecer un estricto curso metodológico, el 
análisis de ese tipo de manifestaciones puede acercar algunas 
premisas para comprender también las características de las 
derechas/extremas derechas contemporáneas en nuestra región, 
y más allá. Son fenómenos de masas, de movilizaciones. 
También allí se anida un aspecto social —y quizás popular en un 
sentido amplio- que forma parte de estos fenómenos políticos, 
lo que puede ser interesante para especular sobre sus 
desdoblamientos y prospectivas venideras. Afortunadamente, el 
bolsonarismo fue derrotado en el 2022 en las urnas por una 
coalición muy amplia que incluía, precisamente, a sectores que 
habían acompañado a Bolsonaro en el 2018. El hecho de que la 
diferencia entre Lula y Bolsonaro fuera tan estrecha también 
habla de una competitividad electoral con la que termina el 
bolsonarismo que no es para nada desdeñable y que evidencia 
un bloque social y político de cierta envergadura. Eso es lo que 
está por detrás de su fuerza postelectoral, sea en los cortes de 


ruta promovidos durante semanas luego del segundo turno, los 
acampes frente a los cuarteles militares y, ya en el marco del 
nuevo gobierno, los hechos vandálicos del 8 de enero del 
20221161, 

No es interés aquí especular sobre el devenir del 
bolsonarismo ni si se repetirán algunas de las características de 
las movilizaciones mencionadas. Incluso puede ser que, ya 
fuera del gobierno, algunos trazos se desdibujen o que algunos 
núcleos identitarios bolsonaristas pasen a formar parte de otros 
proyectos políticos, con otras características. También es muy 
probable que aquellas movilizaciones no vuelvan a registrarse, 
por lo menos no próximamente!!”!. Sin embargo, hay algo 
sobre lo que el registro de los hechos mencionados puede 
alertar: dado que la sociedad brasileña es una sociedad muy 
dinámica en términos de formas de creatividad, lucha, protesta 
y movilización social, al ser el caso mencionado en estas 
páginas —el bolsonarismo- muy singular en su expresión 
concreta, pero con características que aparecen en otros 
ejemplos, habrá que estar atentos a las próximas 
manifestaciones de la sociedad civil brasileña —como lo fue en 
su momento “junio del 2013”, y la secuencia de movilizaciones 
derivadas aquí descripta— porque seguramente serán estos hitos 
sociales los que se introduzcan en el sistema político de los 
próximos años. 
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1. IEALC-UBA. amilcarsalasOyahoo.com. « 

2. No es intención de este trabajo cerrar el debate aún hoy abierto respecto 
del carácter de las “jornadas de junio del 2013”, porque los efectos de 
aquellas movilizaciones están —o pueden estar aún- desplegándose sobre 
las caracterizaciones actuales del sistema político. Reparo que, sin 
embargo, no inhabilita a poder “organizar” las interpretaciones en tres 
grande bloques: por un lado, las lecturas que ubican aquellos días como 
un quiebre fundamental en la representación, inaugural de un ciclo 
político que no pudo volver a establecer el mismo “compromiso político” 
logrado de los años noventa en adelante; un segundo grupo, enfático con 
el carácter de “derecha”, que terminó asumiendo la gran mayoría de los 
actores sociales y políticos activados en las “jornadas de junio”; 
finalmente, aquellas interpretaciones que pusieron el acento en el propio 
acontecimiento histórico, destacando la propia encadenación de los 
hechos, y la variedad de protagonistas que los estimularon. En estas 
páginas se subrayan algunos aspectos destacados por las lecturas del 
segundo grupo, aunque de ninguna manera se excluyen autores y 
observaciones de los otros dos. « 

3. La cuestión de cómo la “corrupción” se convierte en un tema central de 
las agendas mediáticas para luego trasladarse a pauta organizadora de 
determinadas posiciones político-partidarias no es una exclusividad 
brasileña: de una forma u otra es un elemento clave de las competencias 
político-electorales contemporáneas. En el caso brasileño, hay que 
destacar que la asociación Partido dos Trabalhadores/corrupción ya venía 
siendo construida desde el 2005, con lo que se denominó el “escándalo 
del mensalao”. « 

4. Colaboró con esta circunstancia el hecho de que, luego de la derrota, 
Aecio Neves recurriera a la justicia para impugnar los resultados, cuestión 
que fue desestimada. « 

5. Lo que llevó a que una gran parte de los sectores políticos e intelectuales 
del país y otros mediadores socio-culturales caracterizaran al 
“impeachment” como un verdadero golpe y a la etapa histórica como una 
“descaracterización del Estado democrático de Derecho” (Salas Oroño, 
2017).< 

6. Si bien la Campaña Lula Livre tendrá el respaldo y el acompañamiento de 
muchísimos actores —colectivos y a título personal- dentro y fuera de 
Brasil, cuestión que merecería un análisis detallado y singular sobre todo 
por el abanico amplio de solidaridades generadas, será el Movimiento de 
Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) quien tendrá un protagonismo 
clave en el Campamento Lula Livre en la ciudad de Curitiba, indicativo 
también del protagonismo de uno de los principales movimientos sociales 


10. 


11. 


12. 


13. 


14. 


15. 


16. 


17. 


organizados del país. « 


. Es importante resaltar el papel que pasan a ocupar las redes sociales 


durante estos años, no sólo como engranajes de aglutinamiento colectivo 
(virtual o presencial), sino también por las capacidades para poder incidir 
sobre los tiempos políticos: uno de los eventos marcantes del período son 
los mensajes vía red social twitter que realizan varios militares a 
propósito de temas varios; como ejemplo emblemático suele recordarse la 
presión ejercida por varios Generales al momento en que la Corte 
Suprema debía decidir acerca de la libertad de Lula (abril 2018). « 


. Al respecto es interesante notar como emisoras como Red Globo o 


periódicos como Folha de Sao Paulo, que fueron fundamentales para 
instalar a Jair Bolsonaro como candidato, luego serán objeto de crítica 
por parte del ex-Capitán. Esta relación de Bolsonaro con los medios ha 
sido estudiada con profundidad y es un aspecto clave para comprender, 
también, su perfil ideológico (Rocha, 2021). « 


. Lugar emblemático y destacado de la capital del Estado de San Pablo, que 


es la 10% mayor aglomeración urbana del mundo, con aproximadamente 
21 millones de personas. Si bien el cálculo de la Policía Militar de San 
Pablo sobre la cantidad de participantes fue de 450.000 el 15/03/15 y de 
600.000 el 12/03/16, la mayoría de los cálculos mencionaban que se 
habían acercado más de 1 millón de personas, sobre todo en la del 2016. « 
Sobre el proceso de llegada de Bolsonaro a la Presidencia la reflexión es 
abundante (Almeida, 2019; Goldstein, 2020; Salas Oroño, 2018; entre 
muchos otros). « 

Recorridos que el presidente Bolsonaro haría en moto, en general por 
ciudades de medio porte en prácticamente todas las regiones del país. En 
las “motociatas” —una actividad frecuentemente realizada por el propio 
Mussolini casi un siglo antes- Bolsonaro se mostraría custodiado por las 
diferentes policías militares de los Estados, un gremio más capilar y 
numeroso que la propia oficialidad del ejército y con capacidad para ser 
protagonista de las agendas locales (como pudo verse, por ejemplo, en la 
rebelión policial en Ceará en 2020). « 

Si bien nunca trascendieron muy claramente sus características 
institucionales, C. Bolsonaro -uno de los hijos del Presidente- habría 
organizado un “gabinete comunicacional” encargado de profundizar el 
perfil digital del padre, que ya mostraba un desarrollo no menor desde el 
2014 en adelante. « 

Bolsonaro termina el primer año de mandato con una popularidad en baja 
y con varias dificultades de viabilidad política en general, principalmente 
en el Congreso Nacional. « 

Una de las primeras medidas del presidente Bolsonaro tuvo que ver con la 
liberalización en la portación y el uso de armas. « 

De Moraes tendría un protagonismo especial durante estos años, en 
relación con los temas que preocupaban a Bolsonaro. Por un lado, sería 
uno de los ministros de la Corte Suprema encargados de habilitar las 
investigaciones en las causas que se fueron abriendo para investigar 
acciones del propio Gobierno Bolsonaro y, por otro, a partir del año 2022 
fue quien presidió el Tribunal Supremo Electoral, máximo órgano de 
fiscalización del proceso electoral, situación que complicó bastante las 
pretensiones de Bolsonaro de tumultuar las formas de la elección. « 
Incidentes ocurridos sobre todo en las inmediaciones de la plaza de los 
Tres Poderes y en los edificios del Congreso Nacional, la sede Presidencial 
(Palacio do Planalto) y la sede de la Corte Suprema (STF); hubo otros 
sabotajes e incidentes fuera de Brasilia, pero no revistieron la gravedad de 
los hechos ocurridos en la capital del país ese día. « 

Es importante registrar el hecho de que, más allá de la polémica respecto 
del número en las movilizaciones del 15/03/15 y el 12/03/16, todas las 
interpretaciones y los comentarios giraron sobre una misma comparación 


histórica, la que ubicaba como referencia las movilizaciones de la 
democratización, al inicio de los años ochenta. Entre aquellas 
movilizaciones y éstas habrían pasado casi 35, lo que agrandaba aún más 
las percepciones sobre la magnitud de acciones presentes. « 
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Conflictos, demandas y formas de 
protestas en la Argentina 2019-2023 


Un análisis de los movimientos sociales desde la 
perspectiva de la acción colectiva, las condiciones 
de exclusión y las organizaciones de la sociedad civil 


Verónica Soto Pimentel!!! Matías Reiril”! y Agustina Gradin!*! 


Introducción 

Las ciencias sociales de aquí y de allá se han interrogado sobre 
el orden social desde diferentes paradigmas, marcos 
interpretativos y teorías. La pregunta siempre estuvo puesta 
desde diversos ángulos en los procesos de cambios sociales. Y 
¿cómo se transforma la sociedad? Por medio de la acción 
colectiva. Las personas vivimos en sociedad y es gracias a la 
interacción con otras/os que se construye, y por lo tanto se 
transforma, el orden social. Obviamente, este proceso de 
interacción está enraizado en las relaciones de poder, y se 
encuentra mediado por las instituciones. En sociedades 
profundamente desiguales como las nuestras, las acciones 
colectivas de protestas que se expresan en el espacio público, 
ya sea en las “calles” o en las “redes”, son un indicador de la 
conflictividad social que los modelos de acumulación y 


distribución generan. Las dinámicas de movilización de la 
sociedad civil, expresada en los conflictos sociales, entendidas 
como acciones colectivas de protesta, nos permiten mirar el 
qué y el cómo de los movimientos sociales, sus agendas, sus 
repertorios de acción, sus alianzas y sus propuestas. 

Diferentes trabajos de investigación analizaron estas 
dinámicas en los últimos años en Argentina, focalizando la 
mirada en el conflicto laboral como expresión de las disputas 
por la distribución de la renta socialmente producida, es decir, 
en la puja distributiva (Rubel, Artese y Tapia, 2017; 
Marticorena y D“Urso, 2020; Becher, 2020; Natalucci et al., 
2020; Nava y Grigera, 2022). Sobre protestas y conflictividad 
social se destacan, además de los clásicos trabajos de Schuster 
(2005), Schuster et al. (2005, 2006) y Scribano y Schuster 
(2004), los más recientes de Rubel, Artese y Tapia (2017), 
Rebón (2018 y 2019), Gamallo (2020), Rebón y Gamallo 
(2021), y Natalucci y Stefanetti (2022), entre otros. 

Haciendo foco en actores específicos de la conflictividad 
argentina, Otros autores describieron los procesos de 
movilizaciones relativos al conflicto por la megaminería y por 
los trabajadores de apps en el periodo 2020-2021 (Pesquero 
Bordón, 2021; Delfino y Classen, 2021). Lenguita (2021) y 
Singer (2022) avanzan en el análisis de los repertorios de 
acción feministas en nuestro país. Roldán (2019) enfoca su 
análisis a las formas de acción colectiva de las juventudes a 
partir del caso de la Marcha de la Gorra en Córdoba. Y Wahren 
y Guerreiro (2020) proponen un recorrido sobre las acciones de 
protestas de las luchas campesinas en Argentina desde la 
perspectiva de los movimientos sociales. 

Como se ha visualizado en trabajos previos (Gradin, Soto 
Pimentel y Reiri, 2022; Soto Pimentel, Gradin y Reiri, 2021a, 
2021b, 2022a, 2022b, 2022c, 2023a, 2023b), entre los actores 
colectivos que más hechos de protesta protagonizaron en el 
período que va desde fines del 2019 hasta 2023 se encuentran 


los movimientos sociales. De esto se desprende que se trata de 
un actor de suma relevancia para la comprensión de la 
dinámica de la conflictividad en Argentina. En esta línea, 
trabajos como los de Gradin (2018b), Gradin, Rofman y Rosa 
(2021), Campana (2022) y Ferrari Mango (2022) han señalado 
la productividad y la capacidad de innovación social para 
generar redes de acompañamiento tanto de las organizaciones 
sociales en términos amplios, como de las y los vecinos de los 
diferentes territorios de la Argentina en tiempos de aislamiento, 
que tuvieron incidencia en la contención de la conflictividad 
social durante este período. 

La asunción de la Alianza Frente de Todos a fines del año 
2019 significó un cambio sustancial en los conflictos sociales de 
Argentina!*!, Durante el gobierno de Mauricio Macri 
(2015-2019)!?!, el ajuste estructural de la economía se 
encontró con un fuerte proceso de resistencia social (Gradin y 
Soto Pimentel, 2020; De Piero y Gradin, 2020; Gradin y De 
Piero, 2018; Gradin, 2018b, 2017; Varela, 2017). Durante ese 
período, como señalamos en trabajos anteriores (Gradin y Soto 
Pimentel, 2018a, 2018b, 2020; Soto Pimentel y Gradin, 2019), 
la sociedad argentina asistió a un proceso de movilización 
social y de alta conflictividad. Esta característica, sin embargo, 
es una constante de nuestra sociedad en diferentes momentos 
de la historia reciente, tanto durante gobiernos neoliberales, 
como durante aquellos autoidentificados como progresistas. 
Como señalan Fillieule y Tartakowsky (2015), el regreso 
democrático de la década de los ochenta institucionalizó a “la 
calle” como recurso usualmente utilizado cada vez por más 
actores y en medios sociales cada vez más diversos. Desde 
entonces las movilizaciones en espacios públicos han sido una 
constante en nuestro país. Sin embargo, a partir de la asunción 
del gobierno macrista, las demandas sociales y la conflictividad 
se desplazaron de cuestiones vinculadas a la ampliación de 
derechos (mediante las cuales las organizaciones demandaban 


más derechos y más institucionalización) a la defensa de 
derechos sociales y contra el deterioro de la calidad de vida, 
promovido por la lógica económica del tardo neoliberalismo 
(García Delgado y Gradin, 2016). 

En este marco general, el objetivo de este artículo es 
analizar la conflictividad social en Argentina a partir del 
análisis de los hechos de protesta, sus actores, demandas y 
formas de acciones colectivas registradas por medios de 
comunicación nacional, durante el período que va desde el 11 
de diciembre del 2019 hasta el 30 de junio del 2023, en el 
marco de la gestión del gobierno de Alberto Fernández. A 
diferencia de trabajos anteriores, en este capítulo pondremos el 
foco en las protestas llevadas a cabo por movimientos sociales 
debido a su protagonismo en el período analizado, con el fin de 
problematizar las formas de manifestación y articulación de 
este actor en nuestro país que, en este período, ha atravesado la 
pandemia del COVID-19, las diferentes medidas sanitarias y 
sociales implementadas frente a este nuevo escenario global, la 
crisis política de la coalición gobernante y la crisis social, 
económica e inflacionaria. 

Para ello presentamos la información construida por el 
Observatorio de Políticas Públicas y Reforma Estructural de la 
FLACSO Argentina (Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales, sede académica Argentina) a partir del relevamiento 
de “hechos de protesta” registrados en las versiones digitales de 
dos diarios nacionales, Clarín y Página 12, entre el 11 de 
diciembre de 2019 y el 30 de junio del 2023. 

A continuación, presentamos la estrategia teórico- 
metodológica utilizada en nuestra investigación, que consiste, 
por una parte, en una definición de los movimientos sociales a 
partir de tres fuentes interpretativas: la perspectiva de la acción 
colectiva, la definición de organizaciones de la sociedad civil y 
la condición de exclusión como eje constitutivo de este actor en 
América Latina; por otra parte, se describe la técnica de 


selección y análisis de los casos (fuentes de información y 
conteo sistemático) y se presentan las variables que componen 
el Protocolo de caracterización de los hechos de protesta. 
Posteriormente, desarrollamos la descripción y la 
sistematización de datos, dando cuenta de la dinámica de la 
conflictividad social protagonizada por los movimientos 
sociales en el período señalado. Finalmente, en las 
conclusiones, se proponen algunas reflexiones generales a la luz 
de nuestros principales hallazgos, a la vez que problematizamos 
la definición de movimiento social presentada en el marco 
teórico y su pertinencia para la caracterización de los 
movimientos sociales en Argentina. 


Estrategia teórico-metodológica 

Como señalamos en la Introducción, el objetivo de este capítulo 
es analizar la conflictividad social ocurrida en Argentina desde 
el inicio del gobierno del Frente de Todos hasta el primer 
semestre del 2023, poniendo el foco en los hechos de protesta 
protagonizados por los movimientos sociales. Para ello, en este 
apartado, enunciaremos qué entendemos por movimiento social 
para posteriormente detallar la estrategia metodológica de 
análisis. 


Hacia una definición de los movimientos sociales en 
Argentina y América Latina 

¿Qué entendemos por movimientos sociales? Para responder a 
esta pregunta primeramente tememos que hacer una 
advertencia. Como señalan diversos autores, en la actualidad, 
no hay una definición unívoca y certera de movimiento social 
ni tampoco hay un acuerdo amplio entre los teóricos “sobre lo 
que es exactamente un movimiento, sobre lo que se puede 
calificar como un nuevo tipo de movimiento y sobre el 
significado de un movimiento social distinto a un partido 
político o un grupo de interés” (Cohen y Arato, 2000, pp. 


556-557). Más bien se trata de un concepto polisémico e 
indeterminado que resulta “de las confrontaciones teóricas que 
despierta, por un lado, y de los diferentes contextos 
sociohistóricos que inspiran su uso, por el otro” (Seoane, 
Taddei y Algranati, 2018, p. 5), como también “de los 
escenarios concretos en lo que se inscribe la reflexión de la 
misma” (Seoane, Taddei y Algranati, 2018, p. 6). 

Entre esta polisemia conceptual, en este capítulo optamos 
por una definición de movimientos sociales que recupera 
algunos aspectos de las corrientes teóricas más clásicas y de las 
perspectivas latinoamericanas, de modo tal de ajustar esta 
categoría a la realidad de la región. En concreto, proponemos 
una noción que se nutre de tres fuentes interpretativas: 1) la 
definición de acción colectiva de la perspectiva de la protesta 
social de Tilly (1978) y otros autores; 2) el concepto de 
organizaciones de la sociedad civil desde la perspectiva 
sociopolítica de De Piero (2020), entre otros; y 3) la condición 
de exclusión como eje constitutivo de los movimientos sociales 
en América Latina desde la perspectiva de Tapia (2008) en 
diálogo con otros trabajos. 

En lo concerniente a la acción colectiva, pareciera haber 
en el campo de estudio de los movimientos sociales una especie 
de “piso compartido” respecto a que algunas características 
básicas de este actor se desprenden de esta definición. Por ello, 
en primer lugar, comprenderemos a los movimientos sociales 
en el marco del análisis de la acción colectiva que, según Tilly 
(1978), tiene cinco componentes. El primero de ellos consiste 
en los intereses, es decir, las ganancias y las pérdidas que una 
población puede experimentar como resultado de la interacción 
con otros grupos. Un segundo componente es la organización, 
que se refiere a los aspectos de la identidad común y de la 
estructura unificadora que más afecta la capacidad del grupo 
para actuar por sus intereses. La movilización, como tercer 
componente, es el proceso por el cual cada grupo adquiere 


control sobre los recursos necesarios para la realización de una 
acción o intereses comunes (fuerza de trabajo, bienes, armas, 
votos, etc.). La movilización también refiere al proceso por 
medio del cual un grupo va de la pasiva colección de 
individuos hacia una participación activa en la vida pública. El 
cuarto componente de la acción colectiva son las 
oportunidades, es decir, la relación que tiene un grupo con el 
mundo que lo rodea y sus cambios, los cuales puede 
representar amenazas para los intereses de un grupo u 
oportunidades para actuar por esos intereses. Dentro de las 
oportunidades se identifican tres elementos: el poder, la 
represión y las oportunidades/amenazas. Por último está la 
dimensión de la acción colectiva, que consiste en que las 
personas actúen en conjunto en búsqueda de intereses comunes 
y que es resultado de las combinaciones cambiantes entre todos 
los componentes anteriores. 

Estas características de la acción colectiva no son 
exclusivas de los movimientos sociales. De hecho, el propio 
Tilly (1978) menciona que la unidad de análisis de la acción 
colectiva son los movimientos sociales, pero también los grupos 
(población que tiene alguna estructura común y comparte 
creencias, y cuyas acciones son resultado de esa combinación 
de estructura y creencias; un ejemplo es el análisis de la clase 
trabajadora); y los eventos (puede ser una revolución, una 
ceremonia, una confrontación, o una clase de eventos, tales 
como ataques a un albergue, demostraciones o revoluciones en 
general; el análisis de uno o varios eventos se centra en las 
poblaciones y las creencias en la medida en que están 
directamente relacionadas con los eventos). 

Entonces ¿qué diferencia a los movimientos sociales de 
otros protagonistas de la acción colectiva? Tilly, en su libro De 
la movilización a la revolución, los define como “un grupo de 
personas identificadas por su compromiso con una serie 
particular de creencias. (...) también significa comúnmente una 


acción” (1978, p. 10). Más tarde, el autor enriquece esta 
definición afirmando que “para el siglo veintiuno, las personas 
a lo largo del mundo reconocen el término de “movimiento 
social” como un llamado de atención, como un contrapeso al 
poder opresivo, como la suma de acción popular contra un 
amplio rango de injusticias”!9! (Tilly y Wood, 2020, p. 5). En 
este sentido, el autor define a los movimientos sociales como 
una forma particular de política contenciosa: 


Contenciosa en el sentido que los movimientos sociales implican 
la formulación colectiva de reivindicaciones que, de realizarse, 
entrarían en conflicto con los intereses de otros; política en el 
sentido de que los gobiernos de un tipo o del otro figuran de 
algún modo en la formulación del reclamo, sea como 
demandantes, objetos de los reclamos, aliados de los objetos, o 
monitores de la contienda. (McAdam, Tarrow y Tilly; Tilly y 
Tarrow, 2015)!”! (Tilly y Wood, 2020, p. 6) 


A propósito de que partimos del supuesto de que los 
movimientos sociales se distinguen de los partidos políticos, los 
movimientos revolucionarios de los años sesenta y setenta y las 
organizaciones de trabajadores tradicionales asociados con las 
relaciones capital/trabajo y el trabajo asalariado, podemos 
observar como una segunda fuente interpretativa la definición 
de organizaciones de la sociedad civil (OSC). Siguiendo a 
Cohen y Arato (2000) y a De Piero (2020), los movimientos 
sociales pueden definirse como actores dentro de la sociedad 
civil que nuclean diferentes organizaciones, activistas y 
agendas, y, por ende, podemos comprenderlos como redes de 
organizaciones de la sociedad civil que contienen y atraviesan 
transversalmente a una heterogénea y compleja trama de 
acciones colectivas. 

Las OSC se constituyen en una esfera de interacción social 
entre la economía (sociedad económica) y el Estado (sociedad 


política), y pueden ser de diversa índole (como la familia, las 
asociaciones, los movimientos sociales, y las formas de 
comunicación pública). Otra característica de las OSC es que 
son “grupos plurales y autónomos de las acciones estatales y 
del mercado” (De Piero, 2020, p. 48), es decir, no tienen como 
objetivo principal la dominación política o participar 
directamente del poder del Estado, ni acumular capital o 
participar en la producción económica, ni tampoco tienen 
como fin primario controlar y manejar el Estado o el mercado 
(Cohen y Arato, 2000; De Piero, 2020). 

Ahora bien, esto no implica que estén escindidos de estas 
esferas de la sociedad, ya que 


sus intervenciones se manifiestan e influyen en el campo de lo 
político, lo económico, lo social y la cultura en términos 
generales, al trabajar y buscar la representación de los derechos, 
del espacio público, de tradiciones y opciones culturales o 
sociales, constituyendo a su vez las prácticas propias de la vida 
de los ciudadanos. (De Piero, 2020, p. 48) 


Por otra parte, la relación de las OSC con el mercado y el 
Estado no es por definición de oposición. Esta última surge 
cuando las esferas de mediación de la sociedad económica y 
política fracasan o cuando las instituciones de estas sociedades 
“sirven para aislar el proceso de toma de decisiones y a quienes 
deciden de la influencia de las organizaciones e iniciativas 
sociales, y de las formas de discusión pública” (Cohen y Arato, 
2000, p. 10). En la línea de las relaciones de colaboración entre 
las OSC y el Estado, es interesante destacar que una 
característica particular de los movimientos sociales en la 
región, y particularmente en la Argentina, es su participación 
política en experiencias de gestión de lo público, tanto a nivel 
local como a nivel subnacional y nacional. Su vinculación con 
alianzas de gobierno en diferentes coyunturas históricas 


recientes, y su participación directa en la gestión pública de 
áreas de políticas sustantivas a sus demandas es una dimensión 
particular de estos actores colectivos que se pueden ver tanto 
en los movimientos de la economía popular (Soto Pimentel y 
Gradin, 2023; Gradin, 2018a) y en los movimientos de 
derechos humanos como en los movimientos feministas, entre 
otros. Esta maduración de los movimientos sociales como 
mediadores sociopolíticos entre el Estado y la sociedad es una 
característica propia de la región, que tensiona también las 
dinámicas de protestas y conflictividad durante el período 
analizado. 

A partir de esta definición, entonces, diremos que en 
cuanto parte de las OSC, los movimientos sociales se distinguen 
de las organizaciones de la sociedad política, como los partidos 
políticos, y de las organizaciones de la sociedad económica, 
como las organizaciones de producción y distribución en el 
marco de la economía formal y las relaciones capital/trabajo 
(como los sindicatos, sociedades de comercio, movimiento 
obrero, sociedades empresarias, etc.) pues no buscan 
primordialmente el control del Estado o del mercado, aunque 
no se encuentran escindidos de ellos, y pueden tener una 
relación de conflicto o colaboración con estas esferas. 

Esta noción, sin embargo, requiere de mayores precisiones, 
en cuanto, para el caso argentino, algunos movimientos 
sociales que no forman parte del sistema económico o político 
tienen intereses primarios para intervenir tanto en el Estado 
como en el mercado. Sin ir más lejos, la existencia de los 
movimientos de la economía popular congregados en un 
sindicato que representa sus intereses, la Unión de 
Trabajadores de la Economía Popular (UTEP), la participación 
de referentes de movimientos sociales dentro de la estructura 
política del Estado y del Parlamento (Soto Pimentel y Gradin, 
2023), y la presentación de una candidatura presidencial 
emanada de los movimientos sociales (Juan Grabois de la 


UTEP), podría hacer tambalear esta primera delimitación. 

A efectos de evitar lo anterior, tomamos las reflexiones de 
Seoane, Taddei y Algranati (2018), quienes afirman que si bien 
los movimientos sociales no forman parte de la sociedad 
política o económica, no están exentos de los conflictos 
laborales o del trabajo ni, agregamos, de los conflictos políticos 
y de representación. En este sentido, una tercera fuente 
interpretativa para definir a este actor colectivo son las 
condiciones que explican dichos conflictos. Dentro de la 
literatura, identificamos que la condición de exclusión es una 
dimensión tremendamente significativa en la dinámica de los 
movimientos sociales en América Latina. 

Diferentes autores han considerado la cuestión de la 
exclusión a la hora de analizar los movimientos sociales. Luis 
Tapia (2008), por ejemplo, afirma que en las sociedades 
neoliberales, los movimientos sociales nacen como respuestas a 
los conflictos sobre las formas de acumulación y distribución de 
riqueza, y sobre las disputas en la construcción de consensos, y 
que cuando la política institucional no da respuestas a las 
problemáticas de exclusión económica, es desbordada por la 
sociedad civil, y por lo tanto por los movimientos sociales. 
Tarrow (2011) los define como “una colectividad excluida que 
mantiene una interacción sostenida con las élites económicas y 
políticas en busca del cambio social” (citado en Almeida, 2020, 
p. 25). De Piero afirma que los movimientos sociales “están 
vinculados a demandas y derechos de sectores que sufren algún 
nivel de exclusión y que plantean su acción colectiva en 
términos emancipatorios” (2020, p. 34). En directa relación con 
estos puntos, Almeida (2020) identifica tres componentes 
distintivos de los movimientos sociales: la movilización 
colectiva y sostenida (esto permite distinguir a los movimientos 
sociales de una manifestación casual oO esporádica 
protagonizada, por ejemplo, por un grupo de vecinos y vecinas 
o la ciudadanía en general); la exclusión social (que puede ser 


por razones económicas, culturales, de género, raza, políticas, 
etc.); la exposición a amenazas reales o percibidas de perjuicios 
sociales, económicos, políticos y ambientales (como la 
discriminación, el desempleo, la contaminación, etc.), que 
motiva a las personas a “unirse para lanzar una campaña de 
movimiento social, sobre todo cuando los canales 
institucionales no permiten resolver el tema en cuestión. 
También puede producirse la oportunidad de reducir perjuicios 
de larga data, como décadas de discriminación o de explotación 
económica (Tarrow, 2011)” (Almeida, 2020, p. 28). 

Nos parece importante, sin embargo, tematizar y 
desarrollar la condición de exclusión y la perspectiva 
emancipatoria que explican, según estos autores, el origen y los 
objetivos de un movimiento social en el caso de América Latina 
y, en particular, en el caso de Argentina. Esto nos parece 
fundamental para distinguir a los movimientos sociales de 
aquellas organizaciones conservadoras y liberales, muy 
vigentes en la actualidad, que de algún modo se sienten 
discriminadas o excluidas como causa de la garantía de 
derechos a otros grupos sociales determinados, tales como los 
grupos pro-vida o en contra de la legalización del aborto o 
contrarios a lo que denominan la “ideología de género” (Flood, 
2021; Stefanoni, 2021; Morresi, S., Saferstein, E. y Vicente, M., 
2020). 

En este marco, en primer lugar, asociamos la condición de 
exclusión a las dificultades para el ejercicio de los derechos 
humanos o la ausencia de instrumentos que permitan 
garantizar su cumplimiento. Otra forma de mencionarlo es, 
quizás, aquello que señala Tapia cuando afirma que los 
movimientos sociales por lo general hablan de aquello que no 
tiene lugar en la sociedad, de aquello ausente pero deseable y 
“cuya consecución se busca y conquista en el movimiento y en 
la reforma de los espacios políticos existentes” (Tapia, 2008, p. 
56). 


Parte de esta condición de exclusión está delimitada dentro 
de las teorías de los nuevos movimientos sociales (NMS), que 
ponen el foco en el análisis de aquellos movimientos cuyas 
demandas están asociadas a la garantía de derechos 
posmateriales (por razones  identitarias, simbólicas y 
culturales), y que se distinguen de las demandas asociadas a 
formas clásicas de movilizaciones arraigadas en cuestiones 
materiales y en las relaciones capital/trabajo (disputas 
salariales, habitacionales, sanitarias, etc.). Los NMS irrumpen 
en el espacio público, primero en Estados Unidos y Europa y 
posteriormente en América Latina, no como consecuencia de 
las crisis económicas o normativas de los procesos de 
modernización, sino más bien de las condiciones de la 
posmodernidad o de la sociedad postindustrial. Entre estos 
grupos están los movimientos medioambientales, de los 
derechos de los consumidores, los movimientos anti guerra y 
por la paz, los movimientos por los derechos civiles, 
antirracistas, de la libertad sexual, de la igualdad de género, 
etc. En el caso especial de América Latina, los NMS también 
incluyeron aquellos que lucharon por la garantía y la defensa 
de los derechos humanos y contra la desaparición forzada de 
personas en el contexto de dictaduras y gobiernos autoritarios. 

Sin embargo, Seoane, Taddei y Algranati (2018) afirman 
que la definición de NMS tiene limitaciones para el análisis de 
los movimientos sociales en América Latina, en cuanto deja 
fuera y oculta la cuestión social o las problemáticas de clases 
(que quedan asociadas al movimiento obrero o revolucionario) 
y también enmascara la dominación colonial que aún pervive 
en nuestra región. En este marco, proponen “abordar la 
relación entre los conceptos de “movimiento social” y clases 
sociales en referencia a los campos de disputa abiertos por las 
transformaciones recientes en los capitalismos 
latinoamericanos” (p. 11). 

Un aspecto clave es la consideración de los procesos de 


implementación y crisis del neoliberalismo en la región en los 
años noventa y primera década del 2000, y que pueden ser 
extendidos a la actualidad en cuanto explican condiciones de 
exclusión que exceden este lapso histórico. Así, lo que 
caracterizó a los movimientos sociales del período fue su 
identificación con la desposesión: 


Desposeídos o amenazados por la expropiación de sus tierras, su 
trabajo o sus condiciones de vida, muchas de estas organizaciones 
se constituían en la identificación política de su desposesión (los 
sin tierra, sin trabajo, sin techo), de las condiciones sobre las que 
se erigía la opresión (los pueblos originarios) o de la lógica 
comunitaria de vida amenazada (los movimientos de pobladores, 
las asambleas ciudadanas). (Seoane, Taddei y Algranati, 2018, p. 
8) 


La continuidad de estas problemáticas hasta la actualidad 
en la región tiene que ver con que el neoliberalismo forma 
parte de la reproducción del capitalismo moderno y sus lógicas 
de acumulación por desposesión que siguen vigentes. Tener 
esto en consideración permite retomar la problemática de la 
cuestión social y de la concentración de la riqueza (que había 
sido desplazada por la teoría de los NMS) como factores 
determinantes en la constitución de parte de los movimientos 
sociales de Argentina y la región, y que profundizan las 
desigualdades y por lo tanto la exclusión de las mayorías 
populares. Estos movimientos sociales expresan parcialmente 
estas tensiones mediante demandas de defensa y ampliación de 
los derechos humanos materiales, como el derecho a la tierra y 
al hábitat, al trabajo y a los cuidados, etcétera. 

Retomando las reflexiones de Luis Tapia, en definitiva, 
podemos señalar que los movimientos sociales se configuran 
cuando 


la acción colectiva empieza a desbordar los lugares estables de la 
política, tanto en el seno de la sociedad civil como en el del 
estado, y se mueve a través de la sociedad buscando solidaridades 
y aliados en torno a un cuestionamiento sobre los criterios y 
formas de distribución de la riqueza social o de los propios 
principios de organización de la sociedad, del estado y del 
gobierno. (Tapia, 2008, p. 55) 


Los movimientos sociales son interpretados como una 
forma de política excedente, como desborde, en el sentido en 
que se originan, por una parte, cuando las formas estatales “no 
enfrentan ni resuelven el conflicto distributivo y el de la 
producción del consenso en torno al orden político y social” y, 
por otra, cuando se experimenta y politiza algún “tipo de 
escasez O pauperización causadas por los principios de 
distribución existentes” (Tapia, 2008, p. 58). 

En síntesis, la conceptualización de movimientos sociales 
que acá ocuparemos para identificar a este actor en las fuentes 
de información de conflictos se compone de los siguientes 
elementos: 


* Constituyen una forma de acción colectiva, en la que las 
personas actúan en conjunto buscando intereses 
comunes. 

* Tienen una identidad común y una estructura 
unificadora, cuentan con recursos para movilizarse y 
participar activamente de la vida pública. Se enfrentan a 
amenazas y aprovechan oportunidades que emergen de 
su relación con el mundo que lo rodea. 

* Formulan reivindicaciones, que pueden entrar en 
conflicto con los intereses de otros actores, y se 
relacionan con los gobiernos, que pueden ser sus 
adversarios o sus aliados. 

+ Pertenecen a la esfera de la sociedad civil, ya que su 
propósito no es participar directamente de la 


competencia electoral ni de los procesos de acumulación 
privada de capital. Sin embargo, no se encuentran 
escindidos de las esferas política y económica de la 
sociedad, y forman parte de los conflictos de clase, de 
distribución de la riqueza y de representación política y 
de construcción de consensos. 
+ Su relación con el Estado es compleja, ya que varía desde 
la confrontación directa por medio del reclamo y la 
demanda, hasta la participación política en diferentes 
espacios de gestión pública y en alianzas político 
partidarias de gobierno. 
Su movilización es colectiva y sostenida en el tiempo, se 
enfrentan a amenazas de perjuicios sociales y emergen de 
condiciones de exclusión social que pueden ser de 
diferente tipo, vinculadas a la falta de garantía de 
derechos humanos materiales o posmateriales (es decir, 
por razones  identitarias, culturales, políticas, 
económicas, sociales, coloniales, etcétera). 
Buscan la transformación social y la emancipación para 
romper con las condiciones de exclusión propias de la 
región latinoamericana y que explican los conflictos de 
los que forman parte. 


Metodología 

Para abordar la conflictividad social protagonizada por los 
movimientos sociales durante el período que va desde el 11 de 
diciembre de 2019 y el 30 de junio del 2023, hemos llevado a 
cabo un monitoreo de los “hechos de protestas” o “las 
protestas” protagonizadas por este actor, como unidad de 
análisis de nuestro objetivo de estudio (Almeida, 2020). La 
técnica de análisis se basó tanto en el conteo sistemático de los 
hechos de protesta y sus formas como en el análisis cualitativo 
de éstas desde una perspectiva macrosocial e histórica 
relacional. 


El análisis de los hechos de protesta es adecuado para 
nuestros objetivos, pues constituye un método sobresaliente en 
los estudios de los movimientos sociales, deriva del análisis de 
contenidos (Rucht et al., 1999; Koopmans, 2002, citados en 
Almeida, 2020) y “suministra información sobre la “acción 
colectiva distintiva en pos de una meta explícita mediante el 
uso de medios confrontativos, disruptivos, o incluso violentos” 
(Rucht y Ohlemacher, 1992, p. 77, citado en Almeida, 2020, p. 
73), entre otras dimensiones analíticas. Esta metodología nos 
permitió construir una muestra de hechos sociales que ilustran 
las principales características de la conflictividad social 
protagonizada por los movimientos sociales durante 2019 y 
2023. Ahora bien, solo tuvo fines analíticos y, por lo tanto, los 
datos no son exhaustivos, excluyentes ni categóricos. En este 
sentido, esta cuantificación nos sirvió para ponderar las 
diferentes acciones colectivas, lo que nos permitió visualizar las 
principales características de la conflictividad social durante el 
período de tiempo seleccionado. 

Por otra parte, y como señalamos, nos interesa interpretar 
estos datos cuantitativos adoptando una mirada sociopolítica, 
que incluya una perspectiva macrosocial e histórica relacional. 
Ello implica analizar la conflictividad a partir de su 
manifestación en hechos de protesta, interpretándolos como 
aquellas formas de acción directa (organizada o espontánea) 
que emergen cuando se combinan una serie de elementos 
estructurales y coyunturales que explican su irrupción (Auyero, 
2002a, 2000b; Pérez y Rebón, 2012). Entre estos elementos, 
debemos destacar el aumento y la concentración del malestar 
social y la disconformidad resultante de las contradicciones 
estructurales del orden social; la ausencia o deficiencia 
coyuntural de canales institucionales de procesamiento de la 
disconformidad; y la existencia de condiciones políticas y 
sociales que reducen los costos de la acción directa o aumentan 
sus beneficios. Estos elementos serán, entonces, también parte 


central del análisis cuantitativo de las protestas protagonizadas 
por los movimientos sociales. 

Para construir el monitoreo de la conflictividad social 
protagonizada por los movimientos sociales durante el período 
estudiado, siguiendo a Almeida (2020), dividimos el análisis de 
los hechos de protesta en dos etapas: la selección de artículos 
publicados en una o varias fuentes noticiosas y la codificación y 
el análisis de dichos artículos según un protocolo diseñado 
previamente. 

Respecto a la primera etapa, el monitoreo está basado en 
el registro de hechos de protestas cubiertos por periódicos 
nacionales de Argentina. Cabe destacar que, como señala 
Almeida (2020), los periódicos tienen tres propiedades que los 
dotan de un atractivo especial para el abordaje de los 
movimientos sociales: continuidad, amplia cobertura y 
fiabilidad. Continuidad debido a la extensión de su cobertura 
durante períodos prolongados, amplia cobertura porque ofrecen 
la ventaja de captar actividades de los movimientos sociales 
más diversos y, por último, fiabilidad y estandarización porque 
los periódicos publican reiteradamente el mismo tipo de 
artículos para informar sobre el mismo tipo de eventos 
(Almeida, 2020). 

Sin embargo, también es preciso mencionar que los 
periódicos poseen tres sesgos cruciales en el abordaje que nos 
proponemos: la intensidad, la proximidad y la ideología 
(Almeida, 2020). El sesgo de intensidad se vincula con la 
magnitud de una protesta, ya que los periódicos suelen ser más 
propensos a cubrir protestas multitudinarias, violentas o 
disruptivas. Por su parte, el sesgo de proximidad está 
relacionado con las protestas que son geográficamente cercanas 
a la sede de un periódico, lo que genera que los hechos de 
protesta de las grandes ciudades reciben mayor cobertura que 
los de las zonas rurales o ciudades más pequeñas. Con respecto 
al sesgo ideológico de los periódicos, este depende de los 


propietarios y de la dirección editorial. En términos generales, 
los periódicos conservadores suelen ser más propensos a cubrir 
movimientos conservadores, como los antiinmigrantes, los 
antiabortistas y las movilizaciones de la derecha cristiana, y 
por su parte, los periódicos progresistas se inclinarían por los 
movimientos más afines a la izquierda, como el sindicalismo y 
el ambientalismo (Almeida, 2020). 

En los datos aquí analizados es posible identificar sesgos 
de proximidad e intensidad, debido a que visualizamos en 
ambos diarios una mayor preponderancia de los conflictos 
desplegados en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) 
por ser el centro político del país. Así también, aun cuando 
algunas movilizaciones son descritas por estos periódicos como 
de “alcance nacional”, sólo se identifica su versión en Buenos 
Aires, omitiendo sus réplicas en las distintas provincias. Por 
esta razón, el análisis no pretende ser exhaustivo de la 
conflictividad social a nivel nacional, ya que reconocemos que 
las dinámicas de protestas provinciales y locales tienen poca 
cobertura mediática. 

Por otra parte, para evitar el sesgo ideológico de los 
periódicos, hicimos una selección de estos basada en su nivel 
de difusión y su alcance geográfico, y sus tendencias 
ideológicas y políticas diversas. En este marco, los hechos de 
protesta analizados fueron relevados a partir de un monitoreo 
de las noticias sobre conflictos sociales llevados a cabo por 
movimientos sociales que aparecieron en dos de los principales 
periódicos de Argentina, a saber, las versiones digitales de 
Clarín y Página 12. Escogimos estos periódicos por su mayor 
nivel de audiencia en relación con el campo ideológico al que 
pertenecen. Así, por ejemplo, Clarín es uno de los periódicos 
nacionales con mayor nivel de difusión y audiencia dentro del 
espectro de medios de comunicación escritos, factible de ser 
asociado a los sectores medios y altos de la sociedad; su línea 
editorial es más cercana a la actual oposición del gobierno de 


Fernández, incluidos los representantes de Cambiemos. Por su 
parte, Página 12 es uno de los medios digitales de mayor 
audiencia en el país y de alcance nacional, y su línea editorial 
es más progresista y con una tendencia a favorecer y destacar 
las decisiones políticas de gobiernos cercanos al campo 
nacional y popular, alineándose mayormente, en el período 
analizado, al oficialismo. 

En relación con la segunda etapa del análisis, es 
importante señalar que el protocolo es una herramienta 
fundamental que permite diferenciar y caracterizar las 
protestas en varias dimensiones que pasamos a detallar a 
continuación (Almeida, 2020). 

En primer lugar, definimos los hechos de protestas o 
protestas como aquellas manifestaciones colectivas en el 
espacio público que portan una demanda y un repertorio de 
acción (Tilly, 1978). En este sentido, identificamos un hecho de 
protesta cuando 


un grupo, actor o movimiento expresa una situación de malestar 
colectivo de manera hostil a través de demandas y medidas de 
presión más o menos violentas contra alguna instancia pública o 
privada a la que consideran responsables de dicha situación. 
(Calderón, 2011, p. 85) 


Clasificamos los hechos de protesta según diferentes 
variables que presentaremos a continuación, para recortar y 
visibilizar los temas o clivajes que generaron mayor nivel de 
conflictividad durante el período. Para ello utilizamos diversas 
clasificaciones que construimos en diferentes informes de 
nuestro observatorio (Gradin y Soto Pimentel, 2018a, 2018b, 
2020; Soto Pimentel y Gradin, 2019; Gradin, Soto Pimentel y 
Reiri, 2022; Soto Pimentel, Gradin y Reiri, 2021?, 2021b, 
2022?, 2022b, 2022c, 2023*, 2023b), algunos elementos del 
libro Los conflictos sociales en América Latina, compilado por 


Fernando Calderón (2011), y definiciones proporcionadas por 
Tilly (1978) y Almeida (2020). 

Una primera variable analizada fue el conflictoal que 
pertenecen las demandas expresadas en cada hecho de protesta. 
Esto se identificó según los protagonistas de cada hecho de 
protesta y las consignas por ellos/as esgrimidas, que “expresan 
sus identidades, intereses, producciones y orientaciones, y que 
corresponden a las relaciones sociales involucradas y a los 
intereses de poder en juego” (Calderón, 2011, p. 342). Entre los 
diferentes campos de conflictos, identificamos los asociados a 
las siguientes demandas y sectores: laboral, derechos humanos, 
educativo, sociales, feminista y disidente, medio 
ambiente, ideológico/político, tierras, seguridad, intervención estatal 
en el mercado, prestación de servicios de salud y vivienda. 

Con los conflictos laborales nos referimos a demandas por 
la mejora de condiciones laborales, salariales, reincorporación 
de trabajadores/as despedidos, defensa de puestos de trabajo, 
etc. Con derechos humanos nos referimos a las demandas 
asociadas a su violación, reconocimiento o respeto. Las 
demandas asociadas al ámbito educativo en cualquiera de sus 
niveles o que involucren a algún actor de la comunidad 
educativa corresponden a los conflictos educativos. Los 
conflictos sociales refieren a la satisfacción de necesidades 
básicas en sectores populares, asociadas, por ejemplo, a las 
“emergencias” alimentaria, laboral, habitacional, sanitaria. El 
feminista y disidente refiere a los conflictos relativos a la defensa 
y la garantía de los derechos de las mujeres y colectivos LGTGQ 
+, y contra la violencia machista, en sus diferentes 
expresiones. Los conflictos medioambientales son aquellos 
generados por problemas en el uso de los recursos naturales y 
por el deterioro de la calidad ambiental debido a acciones 
específicas. Los conflictos ideológico políticos refieren a las 
pugnas entre facciones, en general entre partidos políticos, 
grupos internos que los conforman o sectores afines, alrededor 


de visiones políticas contrapuestas que son llevadas al plano del 
enfrentamiento. Los conflictos denominados Tierras refieren a 
demandas vinculadas a la disputa de tierra y territorios entre 
dos o más actores, pedidos de otorgamiento u ocupaciones 
ilegales de territorios o infraestructuras agrarias con la 
intención de apoderarse de ellos para uso propio. El conflicto 
sobre Seguridad está asociado a demandas por la falta de 
protección de la población frente a hechos delictivos, y por la 
garantía de seguridad y justicia de los ciudadanos afectados. 
Por Intervención Estatal en el mercado nos referimos a conflictos 
generados por aquellas políticas estatales que intentan regular 
la empresa privada y el mercado con el objetivo de subsanar 
deficiencias propias del funcionamiento económico de la 
sociedad en favor del bien común. Por último, los conflictos 
relativos a insuficiencias en las condiciones de los servicios de 
salud, su infraestructura, prestaciones y trabajadores, los 
identificamos como Prestación de servicios de salud, y aquellos 
relacionados con el acceso a la vivienda, al conflicto “Vivienda”. 

La segunda variable considerada fue tipo de acción 
colectiva!*9!, la cual “enfatiza la naturaleza de la interacción 
entre otros grupos y el grupo cuya acción estamos 
clasificando”, que depende de los “reclamos que los actores 
colectivos están afirmando en su acción” (Tilly, 1978, pp. 
143-144). A partir de ello, distinguimos dos tipos de acción 
colectiva: las reactivas y las propositivas. Las primeras son 
acciones que expresan una reacción o resistencia frente a una 
acción gubernamental, civil o del mundo privado. Son acciones 
consistentes “en esfuerzos grupales para reafirmar derechos 
establecidos cuando alguien más los cuestiona o viola”!?! 
(1978, p. 145). Las propositivas, en cambio, son aquellas que 
“hacen valer derechos de grupo que no se han ejercido 
previamente” (1978, p. 147) y que, por ende, expresan una 
demanda o problemática no visibilizada en el espacio público o 
la agenda de gobierno, o dan a conocer una propuesta de 


solución que emerge de quienes protagonizan la acción, y que 
puede traducirse en una política pública o un proyecto de ley. 
Esta conceptualización permite iluminar un aspecto soslayado 
en el análisis de los conflictos sociales, relacionado con 
aquellos procesos de movilización generados a partir de 
propuestas propias de la sociedad. El carácter constructivo del 
conflicto social, su capacidad de generar transformaciones 
(siempre parciales e imperfectas) del sistema social se puede 
rastrear por medio de esas manifestaciones (Soto Pimentel y 
Gradin, 2022). 

Otra variable analizada fue el repertorio de acción para 
registrar las formas de acción implementadas en cada conflicto. 
Utilizamos las siguientes categorías: corte de calles o de rutas; 
paro de actividades del actor convocante; toma u ocupación de 
espacios públicos; acciones “simbólicas cotidianas”, es decir, que 
toman una acción cotidiana como símbolo de una molestia o 
reclamo (abrazo, banderazo, bocinazo, camarazo, frazadazo, 
pañuelazo, ruidazo, etc.); acciones simbólicas populares, es decir, 
acciones que simbolizan necesidades básicas insatisfechas o 
visibilizan otras formas de vida social, económica y política 
(ollas populares, feriazos, semillazos, verdurazos, panazos); 
movilización de manifestantes de un lugar a otro (marchas, 
caravanas); concentración de personas u organizaciones de la 
sociedad civil en un solo lugar; acciones en contexto de encierro 
referidas a las estrategias de visibilización de demandas 
protagonizadas por personas privadas de libertad en cárceles 
(motines, huelgas de hambre, etcétera). 

El tipo de actor colectivo es otra de las variables para 
describir los hechos de protesta, la cual definimos sobre la base 
de la principal demanda que se expresa en estos, y en el caso 
de manifestaciones en las que participa más de un actor, 
determina la clasificación el principal actor convocante. Si bien 
acá nos focalizaremos en los movimientos sociales, vale la pena 
señalar que considerando esta definición identificamos otros 


actores que aparecen en el relevamiento de datos, algunos más 
clásicos e históricos, y otros que emergen con la contingencia y 
el devenir del contexto social. Así, podemos mencionar como 
ejemplos de otros actores colectivos a los trabajadores 
(englobando a todo el abanico sindical), las mujeres y 
disidencias, PYMEs y pequeños comerciantes, ciudadanía, grandes 
empresarios o industriales, comunidad educativa y científica, 
personas privadas de libertad y partidos políticos. 

Por su parte, la variable objetivo de la demanda se refiere a 
la institución, organismo o individuo al cual se encuentra 
principalmente dirigida la demanda. Las categorías que 
componen dicha variable son: Estado nacional, Estado provincial, 
Estado local, empresas privadas (nacionales o internacionales), 
institución educativa, institución de salud, actor o institución de la 
sociedad civil (grupo, movimiento, organización, etc.), empresas del 
Estado y otro. 

Respecto de la repercusión del conflicto, la variable alcance 
se propone indicar cuál ha sido el grado de difusión que el 
hecho alcanzó. Para ello las categorías que permiten diferenciar 
el alcance son: local/territorial, provincial y nacional. 

La ubicación refiere al nombre específico del lugar del 
conflicto que, en esta base de datos, se compone de provincia y 
municipio. A los fines de este abordaje, la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires también será comprendida como parte de la 
provincia de Buenos Aires en términos geográficos. 

En cuanto a la variable represión, hace referencia al hecho 
de si hubo o no intervención de alguna de las fuerzas de 
seguridad del Estado (federal, provincial, local o fuerzas 
armadas) en el conflicto haciendo uso de la violencia. En ese 
sentido las categorías que hacen a esta variable son dos: sí o no. 

Por último, incorporamos en este análisis la variable sobre 
si la demanda estaba asociada o no a la crisis sanitaria del 
COVID-19. Esta variable analítica fue relevante no sólo por el 
clima de época que permea el período analizado, sino también 


porque nos permitió comprender la conflictividad social en 
términos holísticos, en el sentido de poder reflexionar sobre 
aquellas causas estructurales o de fondo que persisten en la 
sociedad y que pueden verse agravadas o no con determinadas 
crisis de orden contingente. Estas cuestiones podemos 
asociarlas a “temas arraigados tanto a nivel histórico como 
sociopolítico: la exclusión, injusticias, demandas por la 
identidad, la autonomía y la necesidad de un nuevo pacto 
social” (Calderón, 2011, p. 85). 

A partir de estas variables se registraron y sistematizaron 
390 hechos de protesta protagonizados por los movimientos 
sociales, identificados en el monitoreo de medios de 
comunicación con el objetivo de construir una muestra que nos 
permitió caracterizar la conflictividad social durante el periodo 
analizado. La recolección de datos se realizó durante los años 
2019, 2020, 2021, 2022 y 2023. A partir del rastreo manual de 
noticias de las secciones de política y sociedad en las versiones 
digitales de los diarios nacionales Clarín y Página 12, se 
construyó una planilla de sistematización que permitió 
establecer las categorías de cada variable para cada hecho de 
protesta identificado. A continuación, presentaremos y 
discutiremos estos datos construidos a la luz de las variables 
propuestas y sus categorías. 


Análisis de datos 2023 

A continuación exponemos los principales resultados del 
análisis de los datos de hechos de protesta protagonizados por 
los movimientos sociales. Para ello, describimos la 
conflictividad social según: 1) la participación de este actor 
dentro de la dinámica de movilización general y su evolución 
en el período analizado; 2) las demandas y áreas de conflictos 
que se visibilizaron mediante las protestas; 3) los tipos de 
acción colectiva, los repertorios de acción y la represión; 4) la 
ubicación y alcance de las protestas y 5) la relación entre el 


nivel de movilización y la pandemia por el COVID 19. 


1. Dinámica de la movilización social de los movimientos 
sociales y su evolución en el tiempo 

Entre el 11 de diciembre de 2019 y el 31 de julio de 2023 se 
identificó un total de 1061 hechos de protesta, de los cuales 
390 fueron protagonizados por movimientos sociales. 

Como se observa en el Gráfico N* 1, los movimientos 
sociales fueron el actor más relevante en la conflictividad 
general del período analizado, representando un 37% del total 
de los hechos de protesta, seguido por los trabajadores con un 
23%, la ciudadanía con un 21% y la comunidad educativa con 
un 11%. El 8% restante fueron llevados a cabo por partidos 
políticos, mujeres y disidencias, pequeños y grandes actores del 
sector privado, personas privadas de libertad y fuerzas de 
seguridad. 

El actor “movimientos sociales” se encuentra compuesto 
por un conjunto heterogéneo de agrupaciones formadas por 
personas con una identidad común y una estructura 
unificadora, que poseen intereses, cuentan con recursos para 
movilizarse y participar activamente de la vida pública. 

En el presente relevamiento se han identificado 173 
movimientos sociales. Entre los que alcanzaron mayor 
relevancia por haber protagonizado un gran número de hechos 
de protesta se puede identificar a aquellos que hemos agrupado 
en la categoría “de oposición al gobierno” que ha encabezado 
un 24,5% del total de hechos de protesta llevados a cabo por 
movimientos sociales y entre los que se destacan movimientos 
como la Unidad Piquetera, el Polo Obrero, Movimiento 
Socialista de los Trabajadores (MST Teresa Vive), Frente de 
Organizaciones en Lucha (FOL), Movimientos de Trabajadores 
Excluidos (MTE), entre otros movimientos sociales de izquierda 
o con tendencias políticas que se opusieron explícitamente al 
gobierno nacional del Frente de Todos durante el periodo 
analizado. Por otra parte, representando un 13,4% del total de 


hechos de protesta, se encuentran los movimientos sociales que 
hemos agrupado en la categoría “oficialistas” por explicitar su 
apoyo, algunas iniciativas del Frente de Todos. Entre ellos se 
encuentran la Corriente Clasista y Combativa (CCC), el 
Movimiento Evita y la Unión de Trabajadores de la Economía 
Popular (UTEP), entre otros. Varias de estas organizaciones 
participaron durante este período de diferentes espacios de 
gestión del Estado Nacional y de políticas y programas sociales 
como ya analizamos en otros trabajos (Soto Pimentel y Gradin, 
2023). 

Fuera de esta dicotomía se encuentran otro tipo de 
movimientos sociales que no explicitan un apoyo ni un rechazo 
al gobierno, como los organismos de derechos humanos, el 
colectivo de discapacidad, el Frente Milagro Sala y la Unión de 
Trabajadores de la Tierra, entre otros. 


Gráfico N?* 1: Porcentaje de hechos de protesta según actor colectivo (Período: 
11/12/2019-30/6/2023. Total: 1061) 
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Fuente: Elaboración propia. 


El protagonismo de los movimientos sociales se repite en 
casi todos los semestres!*%! analizados (ver Gráfico N* 2). La 
excepción se da en el segundo semestre de 2020, cuando el 
protagonista de la movilización social es la ciudadanía (33%), 
seguida por los trabajadores (27%). En un informe anterior, 
señalamos que esta disminución podría estar relacionada con la 
focalización de los movimientos sociales a su trabajo en los 
territorios más afectados por la pandemia y las medidas de 
aislamiento. En cambio, las acciones colectivas anticuarentena 


protagonizadas por la ciudadanía y las demandas por mejoras 
en las condiciones laborales, sobre todo en el sector salud, 
fueron las que ocuparon la calle mayormente (Gradin, Soto 
Pimentel y Reiri, 2022). 


Gráfico N? 2: Porcentaje de hechos de protesta según actor colectivo y semestre 
(Periodo: 11/12/2019-20/6/2023. Total: 1061) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Así también, para todos los semestres analizados, la 
tendencia en la distribución de protestas llevadas a cabo por 
movimientos sociales se encuentra, en general, en consonancia 
con la dinámica de conflictos general. De hecho, si observamos 
el Gráfico N? 3, el segundo semestre de 2022 fue el período con 
mayor conflictividad social general, teniendo lugar el 19.6% de 
los conflictos relevados entre el primer semestre de 2020 y el 
primer semestre de 2023. Esta tendencia se repite en el caso de 
los movimientos sociales, cuyo nivel más alto de conflictos fue 
en el mismo período, representando el 22.1% de los hechos de 
protestas protagonizados. 

Por otra parte, observamos que desde el primer semestre 
del año 2020 hasta el primer semestre de 2022, hay un 
incremento de la conflictividad social general y de la 
protagonizada por los movimientos sociales, siendo el 
porcentaje de hechos de protesta protagonizados por estos 
superior al porcentaje general. 

Sin embargo, en el segundo semestre de 2021, cuando la 
cantidad de conflictos en general disminuyó, la frecuencia de 
protestas protagonizadas por movimientos sociales aumentó 


respecto del semestre anterior. Posterior a ello, el porcentaje de 
protestas general y de la protesta protagonizada por los 
movimientos sociales tiene una tendencia similar: disminuye 
para el primer semestre de 2022, incrementa el semestre 
siguiente y vuelve a disminuir para el primer semestre de 2023. 

En este período las demandas estuvieron particularmente 
vinculadas con cuestiones sociales, y los actores más relevantes 
dentro de los movimientos sociales fueron los movimientos 
piqueteros y de desocupados de los partidos de izquierda, que 
llevaron a cabo acciones conjuntas a partir de las cuales 
surgiría el principal movimiento piquetero opositor al gobierno 
nacional: Unidad Piquetera. 

Se destaca en este período la marcha federal piquetera a 
fin de reclamar al Gobierno Nacional mayor asistencia social. 
Esa marcha dio surgimiento a la Unidad Piquetera, que como 
mencionamos anteriormente, fue un frente piquetero nucleado 
por las principales organizaciones sociales de izquierda del 
país, protagonista de la conflictividad social en el período 
abordado. Por su parte, los movimientos sociales como la UTEP 
se orientaron a realizar reclamos a grandes empresas y a 
brindar apoyo al gobierno nacional, como en el banderazo a 
favor del proyecto de renta inesperada. Otras grandes 
movilizaciones que marcaron este período fueron las de pedido 
de liberación de Milagro Sala, encabezadas por la Tupac Amaru 
y el Frente Milagro Sala. 

Gráfico N? 3: Distribución porcentual de hechos de protesta general (Total: 1061) y de 


movimientos sociales (Total: 390) según semestre 
(Periodo: 11/12/2019-30/6/2023) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Respecto de la dinámica de los movimientos sociales, cabe 
destacar que los agrupados dentro de la categoría de 
“oposición” al gobierno llevaron a cabo, en términos generales, 
un mayor número de hechos de protesta (92) respecto de los 
oficialistas (51). Esto podría deberse a que, en una primera 
etapa, los movimientos sociales afines al gobierno se orientaron 
a la realización de tareas de asistencia, principalmente en el 
período que duró el aislamiento social preventivo y obligatorio 
(ASPO) y el distanciamiento social preventivo y obligatorio 
(DISPO) por el COVID-19 entre 2020 y 2022. Por su parte los 
movimientos sociales opositores se movilizaron 
mayoritariamente durante todo el período que se mantuvieron 
las restricciones ASPO y DISPO, con la excepción del mes de 
octubre del 2020. 

En el Gráfico N” 4 se puede evidenciar lo mencionado 
anteriormente, destacando que diciembre del 2022 fue el mes 
con mayor número de hechos de protesta llevados a cabo por 
movimientos sociales oficialistas y opositores. En este período 
la conflictividad estuvo signada por la exigencia al gobierno 
nacional de resolución de los problemas de los titulares del 
Potenciar Trabajo así como el pedido de mayor asistencia a los 
barrios populares. 


Gráfico N? 4: Distribución mensual de hechos de protesta según tipo de movimiento 
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Fuente: Elaboración propia. 


2. Demandas y conflictos visibilizados por los 
movimientos sociales en los hechos de protesta 

Otra variable por analizar en los hechos de protestas son las 
demandas de los movimientos sociales, las cuales refieren a los 
reclamos concretos que visibilizan en el espacio público. Lo 
haremos según área de conflicto de la demanda y objetivo al 
que se dirigen. 

En el Gráfico N* 5, identificamos que en el período 
analizado, las principales áreas de conflicto al que pertenecen 
las demandas enarboladas por los movimientos sociales fueron 
las cuestiones sociales (31%), seguidas por la defensa de los 
derechos humanos, que representan el 18%. Otras áreas de 
conflicto relevantes del período fueron el feminismo y las 
disidencias (15%), el medio ambiente (10%) y el ideológico/ 
político (7%). Por otra parte, el 6% de los hechos de protesta 
protagonizados por los movimientos sociales pertenecieron al 
conflicto de tierras, y el 4% al conflicto laboral. Por último, el 
9% restante de las protestas se distribuyeron según conflictos 
por el acceso a la vivienda, por la intervención del Estado en el 
mercado, la prestación de servicios de salud, la educación y la 
seguridad. 


Gráfico N? 5: Porcentaje de hechos de protesta protagonizados por movimientos 
sociales según área de conflicto al que pertenece la demanda (Periodo: 
11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 
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Fuente: Elaboración propia. 

La distribución de las protestas según área de conflicto, 
como se puede observar en el Gráfico N* 6, tuvo variaciones 
según los semestres analizados. A su vez, las demandas 
atribuidas a dichos conflictos fueron diversas y también fueron 
cambiando o no según el contexto epocal. A continuación 
describimos la dinámica de la conflictividad de las cuatro áreas 
más relevantes del período y sus respectivas demandas. 

Respecto de las cuestiones sociales, podemos observar que 
desde el primer semestre de 2020 hasta el primer semestre de 
2021, las protestas asociadas a este área de conflictos fueron en 
aumento, yendo del 15% al 34%. Durante el año 2020, la 
principal demanda estuvo asociada a pedidos de alimentos al 
Estado para abastecer los comedores sociales, debido al 
recrudecimiento de la emergencia alimentaria por las medidas 
de aislamiento por el COVID-19. A partir de 2021, si bien esta 
demanda fue una constante, se le sumaron nuevas, como los 
pedidos por vacunas contra el COVID-19 y, relacionadas con el 
incremento inflacionario y la crisis económica, por aumentos 
en los cupos de planes sociales de trabajo, ajustes en los montos 
de los ingresos, trabajo digno y genuino y disminución de 
precios en los alimentos de la canasta básica. 

Si bien en el segundo semestre de 2021 hay una 
disminución de los conflictos sociales (26%), estos vuelven a 
incrementarse en el segundo semestre de 2022, alcanzando un 
41% del total de conflictos protagonizados por los movimientos 
sociales. Este incremento coincide con los cambios de titulares 


del Ministerio de Desarrollo Social (Juan Horacio Zavaleta en 
agosto de 2021 y Victoria Tolosa Paz en octubre de 2022), pero 
también con un cambio de mirada del gobierno nacional 
respecto de los planes sociales asociados a trabajos 
comunitarios. Se pone en discusión, por una parte, la 
“terciarización de los planes sociales”, es decir, que los 
movimientos sociales jueguen un rol de “intermediarios” en la 
entrega de beneficios, bajo sospecha de malas prácticas por 
parte de estos actores. Por otra parte, se plantea la necesidad 
de recortar y reemplazar estos planes, convirtiéndolos en una 
asistencia social transitoria y de puente para que las personas 
que los reciben transiten hacia empleos formales. Esta 
discusión, que adoptó tanto el oficialismo como la oposición, y 
la efectiva suspensión y “baja” de beneficiarios y beneficios 
podrían explicar el incremento de la conflictividad por 
cuestiones sociales en este semestre. 

Finalmente, entre el segundo semestre de 2022 y el primer 
semestre de 2023, hay una disminución de las demandas 
sociales, que representan sólo el 36% y 31% de las protestas de 
los movimientos sociales, respectivamente. 

Respecto a las demandas pertenecientes a los conflictos por 
la defensa y garantía de los derechos humanos, los reclamos 
identificados son contra hechos de violencia institucional, a 
favor de la libertad de presos políticos y conmemoraciones por 
violaciones a los derechos humanos. En términos de 
distribución temporal, observamos que las demandas asociadas 
a este conflicto iniciaron el primer semestre de 2020 
representando el 15% de las protestas, porcentaje que fue 
disminuyendo hasta el primer semestre de 2021, cuando 
alcanza a representar un 4%. Este tipo de movilizaciones 
adquiere mayor visibilidad a partir del segundo semestre de 
2021, cuando pasan a representar el 19% de las protestas. Esta 
tendencia continúa (a excepción del segundo semestre de 2022 
con un 15%) hasta el primer semestre de 2023 cuando las 


protestas cuyas demandas pertenecen al conflicto derechos 
humanos alcanzan el 40%. 

En el período analizado, hay tanto eventos específicos y 
contingentes que desencadenan los picos de protesta de esta 
área de conflictos, como eventos históricos que los 
movimientos sociales deciden conmemorar junto con otros 
actores colectivos. En el primer caso, identificamos pedidos de 
justicia por hechos no aclarados, como la muerte de Santiago 
Maldonado, la libertad de Milagro Sala, o la aprobación de una 
nueva constitución por el Parlamento en la Provincia de Jujuy, 
cuyo contenido, según los movimientos sociales, criminaliza la 
protesta social y restringe el derecho a la movilización. Este 
último evento coincide con el incremento de porcentaje en el 
primer semestre de 2023. En el segundo caso, las protestas 
representan actos conmemorativos por el 24 de marzo, los 
combatientes de Malvinas y el estallido social producto de la 
crisis sistémica 2001-2002. 

Las protestas relacionadas con el conflicto feminista y 
disidente se mantuvieron constantes y sobre el 20% del total de 
protestas protagonizadas por los movimientos sociales hasta el 
segundo semestre de 2021, cuando tienen una caída 
significativa al 9%. Posteriormente, ese porcentaje casi se 
duplica en el primer semestre de 2022, para luego disminuir 
hasta representar un 8% en 2023. Aquí, la demanda principal 
ha sido el reclamo contra la violencia machista y patriarcal y 
pedidos de justicia por femicidios o casos de abuso sexual y 
violencia de género. Le siguen las demandas por una mayor 
asistencia del Estado en las políticas públicas para la 
promoción de la equidad de género y una vida libre de 
violencia, y la legalización de la ley por la interrupción 
voluntaria del embarazo (IVE). Las protestas que acuñaron esta 
última demanda se dieron principalmente durante el 2020, lo 
que coincide con la discusión y aprobación de la Ley IVE en 
diciembre de 2020. Por otra parte, en el resto de los semestres 


se identifican algunas demandas con alta visibilidad pública 
como fueron las protestas por la aparición con vida de Tehuel 
de la Torre, un joven trans de 22 años desaparecido en marzo 
de 2021 tras una entrevista laboral; las marchas del orgullo 
LGBTIQ+ y de +Niunamenos; y las protestas en demanda del 
cumplimiento efectivo de la ley TVE. 

Por último, las protestas protagonizadas por los 
movimientos sociales asociadas al conflicto medioambiental 
durante el período analizado se mantuvieron entre el 9% y el 
15% en todos los semestres, a excepción del primer semestre de 
2023, cuando sólo representan el 2% de las protestas. Los 
reclamos identificados fueron contra la contaminación o el uso 
indiscriminado de recursos naturales. Por ejemplo, 
movimientos sociales protestaron contra las reformas a la ley 
77.222 en Mendoza, que habilita el uso de sustancias químicas 
en la megaminería, y por la defensa del agua, la que se ponía 
en peligro por dicha ley. Un caso similar fueron las 
movilizaciones en Chubut contra la asamblea legislativa que 
quería ir contra la ley 5001 que prohíbe la megaminería. Una 
de las consignas fue “Agua para la producción, no para la 
megaminería”. 

Otras protestas fueron en reclamo de los incendios 
ocurridos en Rosario, que afectan la flora y fauna de los 
humedales del Delta del Paraná y ponen en peligro a la 
población que vive en la zona. En este caso también se pidió 
por una mayor asistencia del Estado para combatir los 
incendios y por la pronta aprobación de la ley de protección de 
humedales. Por último estuvieron las demandas en rechazo al 
proyecto inmobiliario que se construirá en la Reserva Ecológica 
Costanera Sur en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


Gráfico N* 6: Porcentaje de hechos de protestas protagonizados por movimientos 
sociales, según semestre y área de conflicto 
(Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 


100% 


75% 


50% 


25% 


% 


1/2020 2/2020 1/2021 2/2021 1/2022 2/2022 1/2023 Suma total 


Seguridad Educativo Otros [Prestación de servicios de salud 
EE) Intervención del Estado en el mercado [1 Vivienda [MM Laboral [Mi Tierras 
E Ideológico-político MW] Medio ambiente [MM Feminismos y disidencias 
[Defensa derechos humanos [MM Cuestiones sociales 


Fuente: Elaboración propia. 


Para todos los casos (conflictos llevados a cabo por 
movimientos sociales y conflictos en general) el principal actor 
demandado fue el Estado Nacional. Sin embargo, el porcentaje 
de protestas con este objetivo fue mayor en el caso de los 
movimientos sociales (60%) que en el total general (41%). El 
segundo actor demandado por los movimientos sociales fue el 
Estado provincial (17%) y luego el local (14%). Esto significa 
que el 91% de las protestas tienen como objeto al Estado en 
cualquiera de sus niveles. 

Las empresas privadas también fueron un objetivo de las 
demandas de este actor, con un 4% de los hechos de protestas 
dirigidos a ellos. 

Si observamos las protestas dirigidas al Estado, en sus tres 
niveles, según área de conflicto, podemos afirmar que, a 
excepción de las demandas laborales y por el acceso a la 
vivienda, para el resto de los conflictos el principal interlocutor 
es el Estado Nacional. Los conflictos ideológicos políticos están 
en un 89% dirigidos al Estado Nacional. Entre ellos, la mitad 
corresponde a manifestaciones en apoyo al gobierno nacional 
(por ejemplo, respaldos a decisiones tomadas por el presidente 
Alberto Fernández y una en respaldo de la vicepresidenta 
Cristina Ferández de Kirchner), algunas son expresiones en 
oposición al acuerdo con el FMI (3), en rechazo al proceso 


judicial que se desarrolló con Cristina Fernández de Kirchner 
(1). Por último, el 75% de los conflictos por cuestiones sociales 
estuvo dirigido al Estado Nacional, y están relacionados con las 
demandas ya tematizadas en este informe (ver Gráfico N* 7). 

Respecto de las protestas dirigidas al Estado Provincial 
(ver Gráfico N* 7), llama la atención que sólo el 5% de las 
demandas sociales tienen a este actor como principal 
interlocutor. En cambio, el 37% de las demandas feministas y 
de las disidencias, el 31% en defensa y garantía de los derechos 
humanos, el 25% del conflicto educativo, el 23% de los 
conflictos medioambientales y el 20% de los conflictos por el 
acceso a tierras están dirigidas al Estado Provincial. 

En el caso de los conflictos que tienen como objetivo al 
Estado local, llama la atención que el 56% de las demandas por 
acceso a la vivienda y el 50% de los reclamos laborales 
comprometen a este nivel estatal (ver Gráfico N* 7). En el 
primer caso, aparece el reclamo al gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires por la defensa y garantía de los 
derechos laborales de los  “manteneros” (vendedores 
ambulantes), como trabajadores de la economía popular, y 
contra la represión ejercida por las fuerzas de seguridad contra 
ellos; y contra el despido de trabajadores de la economía 
popular relacionados con la recolección de basura y limpieza 
de veredas. En el segundo caso, las protestas están dirigidas 
también al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y 
el reclamo concreto es contra los desalojos habitacionales en 
barrios populares. 

Respecto a los conflictos en que se pide mayor 
intervención del Estado sobre el Mercado, el segundo 
interlocutor más relevante son las empresas privadas (ver 
Gráfico N* 7). Las empresas privadas a las que están dirigidas 
las protestas representan casi en su totalidad a supermercados, 
y el reclamo es contra la suba de precios en alimentos o contra 
de los supermercados como “formadores de precio” 


(especuladores). 


Gráfico N* 7: Porcentaje de hechos de protesta protagonizados por movimientos 
sociales según objetivo y conflicto al que pertenece la demanda (Período: 
11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 
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Fuente: Elaboración propia. 


3. Caracterización de los tipos de acción colectiva, 
repertorios de acción y represión 

En este apartado caracterizamos la acción colectiva según el 
tipo (reactiva o propositiva), repertorios y si la protesta fue o 
no reprimida. 

Los conflictos llevados a cabo por movimientos sociales 
fueron, al igual que en la muestra general (75%), 
mayoritariamente reactivos (73%), es decir, fueron una 
respuesta a acciones o decisiones de actores públicos, privados 
o de la sociedad civil que afectaron algunos de los derechos de 
sus integrantes y que buscan reafirmarlos cuando alguien más 
los cuestiona o viola. El porcentaje de acciones propositivas 
realizadas por este actor fue del 25%, porcentaje que se 
encuentra por encima del de la media de la conflictividad 
social total (17%). 

La distribución anteriormente mencionada, como se puede 
observar en el Gráfico N* 8, se repite en todas las áreas de 
conflicto de las demandas enarboladas por los movimientos 
sociales, siendo la que tiene menor distancia entre acciones 
reactivas y  propositivas, las protestas por una mayor 


intervención del Estado en el mercado (57% y 43% 
respectivamente) y el conflicto feminista y disidente (58% y 
42% respectivamente). 

Entre las acciones propositivas con mayor 
representatividad estuvieron las demandas asociadas a tierras 
(36%), prestación de servicios de salud (33%), defensa de 
derechos humanos (32%) y laboral (29%). Le siguen el 
educativo y medioambiental (25% cada uno), vivienda (22%), 
ideológico/político (21%) y cuestiones sociales (16%). 


Gráfico N* 8: Porcentaje de hechos de protesta según tipo de acción colectiva y 
conflicto al que pertenece la demanda 

(Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Muchas de las demandas asociadas a acciones reactivas ya 
las hemos descrito en este informe, por lo que nos 
concentramos en describir las propositivas. Dentro de éstas, 
encontramos que algunas de las protestas tuvieron como 
objetivo visibilizar problemáticas que no estaban presentes en 
el espacio público o no eran parte de la agenda de gobierno. 
Por ejemplo, están aquellas que dan cuenta de femicidios y 
travesticidios o hechos de violencia o discriminación de género, 
aquellas que presentan en el espacio público la relevancia y el 
aporte de los trabajadores de la economía popular, la necesidad 
de despenalizar el uso del cannabis medicinal y de extender la 
licencia de “paternidad” que actualmente es de dos días, y la 


inclusión de personas con condiciones del espectro autista, 
entre otras. En este grupo también se identifican protestas que 
pretenden poner en la agenda pública el problema de los 
arrendatarios para poder alquilar, producto de los altos costos y 
aumentos por la inflación, la necesidad de urbanización de 
villas y de la situación de emergencia alimentaria que se vive 
en barrios populares. Otro tanto son las acciones 
conmemorativas que buscan visibilizar eventos que aún no han 
sido resueltos o en los que no ha habido una reparación para 
las víctimas, casos de gatillo fácil (abuso de las fuerzas de 
seguridad) o de contaminación ambiental. 

Por último, identificamos acciones propositivas en las 
cuales se presentan en el espacio público proyectos sociales y 
proyectos de ley que tienen como objetivo solucionar algunas 
de las problemáticas que afectan a quienes integran o 
representan los movimientos sociales. Entre ellas podemos 
mencionar: 


* La Ley para la Interrupción Voluntaria del Embarazo, 
impulsada por la Campaña Nacional por el Derecho al 
Aborto, colaborando en el proceso de visibilización de la 
problemática, y el diseño de la ley que se aprobó en 
diciembre de 2020. 

* La Ley del cupo laboral  travesti-trans en la 
administración pública o Ley Diana Sacayán - Lohana 
Berkins, impulsada por los movimientos Frente Orgullo y 
Lucha, la Liga LGBTIQ+ de las Provincias y la 
Convocatoria Federal Trans y Travesti Argentina y 
aprobada en julio de 2021. 

* La Ley de acceso a la tierra impulsada por la Unión de 
Trabajadores de la Tierra, el Movimiento Nacional 
Campesino Indígena y la Federación de Cooperativas 
Federadas. Busca, entre otras, la creación de créditos 
blandos para que quienes se dedican a la agricultura 
familiar y agrícola sean propietarios de sus tierras. 


+ La Ley de Presupuestos Mínimos de Gestión Ambiental de 
Envases y Promoción del Reciclaje Inclusivo impulsada 
por la Federación Argentina de Cartoneros, Carreros y 
Recicladores (FACCyR), organizaciones ambientales y 
cooperativas, y presentada en el Congreso en julio de 
2021. Busca mejorar las condiciones laborales de los y las 
trabajadoras y el medio ambiente, mediante la 
responsabilización extensiva al productor de los envases. 

+ La Ley de Etiquetado Frontal, impulsada por diferentes 
movimientos relacionados con la salud. Busca garantizar 
el derecho a la alimentación adecuada, a la salud y a la 
información. Fue aprobada en 2021. 

* La ley de personas y familias en situación de calle, 
impulsada por movimientos sociales oficialistas. Buscó 
realizar un censo nacional del grupo y construir una red 
de centros de integración para que las personas/familias 
puedan salir de la calle. 

+ La ley contra la violencia institucional impulsada por 
“Madres en Lucha”, organizaciones por los derechos 
humanos y la Coordinadora contra la Represión Policial e 
Institucional. Propone crear un registro de agentes de 
seguridad que hayan cometido violaciones a los derechos 
humanos y capacitaciones para prevenir la violencia 
institucional y de género, con el fin de que no mueran 
más “pibes” bajo el control de las fuerzas de seguridad. 

* Diversas leyes para promover el abastecimiento de 
alimentos sanos y a precios justos motorizadas por la 
Unión de Trabajadores de la Tierra, la Federación de 
Cooperativas Federadas (Fecofe) y el Movimiento 
Nacional Campesino Indígena Somos Tierra (MnciST), 
movimientos que conforman la Mesa Agroalimentaria. 
Entre las leyes están la de acceso a la tierra, de 
arrendamientos rurales; de protección y fortalecimiento 
de los territorios campesinos y la agricultura familiar; de 


segmentación de las políticas impositivas agrarias; y de 
Financiamiento y fomento del cooperativismo y la 
transición agroecológica. 


En el marco de los hechos de protesta llevados a cabo por 
los movimientos sociales agrupados en las categorías de 
oficialistas y opositores, como se observa en el Gráfico N* 9, el 
tipo de acción colectiva mayoritario para ambos fue el reactivo. 
Sin embargo, el caudal de hechos de protesta propositivos fue 
mayor entre los movimientos sociales oficialistas respecto de 
los opositores. 


Gráfico N* 9: Cantidad de hechos de protesta protagonizados por movimientos sociales 
opositores y oficialistas según tipo de acción colectiva (Período: 11/12/2019-30/6/2023. 
Total: 147) 
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Fuente: Elaboración propia. 


En relación con el repertorio de acción más utilizado por 
las organizaciones sociales (ver Gráfico N* 10), al igual que en 
la conflictividad social en general, fue la movilización la más 
recurrente (49%), seguida por la concentración (17%) y por el 
corte (10%). 


Gráfico N* 10: Porcentaje de hechos de protesta protagonizados por movimientos 
sociales según repertorios de acción 
(Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Si observamos la Tabla N* 1, podemos señalar que en la 
relación entre tipo de acción colectiva y repertorio de acción, 
las acciones simbólicas/populares son utilizadas en un 63% 
para hacer demostraciones propositivas, a diferencia del resto 
de los repertorios de acción que son utilizados mayormente 
para protestas reactivas. En el primer caso se llevan a cabo 
acciones como los “pescadazos”, “verdurazos” o “canoazos”, en 
las cuales los movimientos sociales, por medio de la venta de 
alimentos sanos a bajo costo o gratis, visibilizan que se puede 
disminuir la inflación en la venta de estos productos, 
mejorando las condiciones laborales y de producción de las y 
los trabajadores. 


Tabla N? 1: Porcentaje de hechos de protesta protagonizados por movimientos sociales 
según repertorio de acción y tipo de acción colectiva (Período: 11/12/2019-30/6/2023. 
Total: 390) 


Fuente: elaboración propia. 


De los hechos de protesta llevados a cabo por movimientos 
sociales, un 9.5% fueron reprimidos, mientras que el restante 
90.5% no lo fueron. 

Del total de los hechos de protesta que fueron reprimidos, 
según los datos expresados en el Gráfico N* 11, aquellos 
vinculados con tierras (24%) y con vivienda (22,22%) fueron 
los que más represión recibieron. En el primer caso, fueron 
demandas, entre otras, de comunidades originarias por la 
recuperación de territorios mapuche. En el segundo caso, la 
represión estuvo asociada a movimientos que defendieron a 
personas que fueron desalojadas de sus viviendas en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. Por el contrario, los conflictos 
relacionados con las cuestiones educativas, feministas y 
disidencias, intervención del Estado sobre el mercado y 
seguridad no fueron reprimidos. 


Gráfico N* 11: Porcentaje de hechos de protesta protagonizados por movimientos 
sociales según si fueron reprimidos 
(Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Respecto de las modalidades de acción más reprimidas, 
cabe mencionar la toma/ocupación de espacios públicos 
(22,86%), mientras que los cortes (15,79%) le siguen en 
segundo lugar. Es importante señalar que estas estrategias 
coinciden con aquellas que los medios de comunicación 
criminalizan por considerarlas las más violentas. 

Por último, dentro del porcentaje de protestas reprimidas, 
el objetivo del 43% fueron los gobiernos provinciales; y las 


protestas más relevantes, como señalamos, fueron las contrarias 
a la nueva Constitución aprobada en la Provincia de Jujuy. El 
objetivo del 24% de las protestas reprimidas fue el Estado 
Nacional y otro 22% los Estados locales (Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, La Plata, Lomas de Zamora). 


4. Ubicación y alcance de los hechos de protesta 
protagonizados por los movimientos sociales 

La provincia con mayor cantidad de hechos de protesta 
llevados a cabo por movimientos sociales fue la Provincia de 
Buenos Aires (296), y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue 
la ciudad con mayor cantidad de conflictos en el período 
abordado (249). 


Mapa N? 1: Ubicación de los hechos de protesta protagonizados por los movimientos 
sociales (Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 


Fuente: elaboración propia. 


En consonancia con la presencia de la Ciudad de Buenos 
Aires como la ciudad que alberga la mayor cantidad de hechos 
de protesta, cabe destacar que los conflictos que tuvieron lugar 
en dicha ciudad han logrado tener mayoritariamente un 
alcance nacional en términos de cobertura periodística. 

Las ciudades capitales de las provincias son los espacios 
donde se manifiestan mayor cantidad de hechos de protesta 
aunque hay excepciones cuando esas protestas escalan a niveles 
provinciales o nacionales. A su vez puede visualizarse en el 
Mapa N* 1 una fuerte presencia de conflictividad en la 
provincia de Jujuy, principalmente en su ciudad capital, debido 


a hechos de protesta vinculados con el pedido de liberación de 
Milagro Sala, pero principalmente aquellos desencadenados por 
el rechazo a la reforma constitucional del gobernador Gerardo 
Morales a partir de junio del 2023. Otra de las provincias que 
se destaca por su conflictividad fue Río Negro, debido a los 
hechos de protesta vinculados con reclamos de tierras por parte 
de comunidades mapuche y con las movilizaciones por la 
apertura del camino para acceder al Lago Escondido llevadas a 
cabo por la Séptima Marcha por la Soberanía. 

Por último, el 18% de las protestas tuvieron un alcance 
local o territorial, y el 12% un alcance provincial en términos 
de cobertura periodística, como se expresa en la Tabla N* 2. 


Tabla N? 2: Alcance de los hechos de protesta protagonizados por movimientos sociales 
(Período: 11/12/2019-30/6/2023. Total: 390) 


Fuente: elaboración propia. 


5. Niveles de movilización y COVID-19 

Uno de los acontecimientos que atravesó la cotidianeidad de las 
personas a nivel mundial, incluida la conflictividad social, fue 
la pandemia desencadenada por el COVID-19 que, entre otras 
cosas, significó una reducción casi total de la actividad en el 
espacio público a partir de medidas de aislamiento y, luego, de 
distanciamiento social, preventivo y obligatorio. 

En este sentido, como visualizamos anteriormente, la 
dinámica de los hechos de protesta se encontró atravesada por 
las medidas de aislamiento representando una baja en la 
conflictividad social en los años 2020 y 2021. A su vez, cabe 
destacar que los hechos de protesta llevados a cabo en esos 
años se vincularon estrechamente con las medidas llevadas a 
cabo por el gobierno ya que es en este período que comienza a 


manifestarse un nuevo tipo de movilización, iniciado por 
ciudadanos no organizados, con afinidad política por las nuevas 
derechas y que orientaron sus esfuerzos a reclamar en contra 
de la cuarentena, en contra de la provisión de vacunas y por la 
“apertura de las aulas”, en referencia al establecimiento de la 
educación virtual por parte de los gobiernos provinciales y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En este sentido, se estableció una variable para analizar si 
los hechos de protesta se vinculan o no con el COVID-19. Como 
se puede ver en el Gráfico N* 12, la conflictividad social de los 
años 2020, 2021 y el primer semestre de 2022 se encontró 
marcada por las protestas vinculadas con el COVID. 


Gráfico N* 12: Distribución semestral de hechos de protesta protagonizados por 
movimientos sociales según si la demanda está asociada con el COVID-19 (Período 
11/12/2019-30/6/2023: Total: 390) 


250 


200 


150 
100 
1 b1 
0 


1/2020 212020 1/2021 2/2021 1/2022 2/2022 1/2023 


M No si 
Fuente: Elaboración propia. 

En el caso particular de los movimientos sociales, las 
protestas que representaron demandas asociadas al COVID 
llegan hasta el segundo semestre de 2021. Junto con ello, según 
la información recopilada, este tipo de demandas no superaron 
a aquellas que no estuvieron relacionadas con la pandemia, 
como sí ocurrió en el ciclo de protestas general en el primer 
semestre de 2021. 

Si bien mayoritarios, los conflictos ideológico-políticos no 
fueron los únicos que se vincularon estrechamente con la 
pandemia y las políticas llevadas a cabo a raíz de esta. Los 


reclamos por mejores condiciones laborales por parte de los 
trabajadores de la salud, los pedidos de mayor asistencia del 
Estado por parte de las organizaciones sociales para poder 
hacer una cuarentena digna y los reclamos de las personas 
privadas de la libertad por las condiciones de hacinamiento en 
las cuales cumplían su condena a pesar de la pandemia fueron 
algunos de los hechos de protesta que alcanzaron mayor 
relevancia en este período. 


Reflexiones finales 

A lo largo de este escrito, nos hemos propuesto describir y 
caracterizar la dinámica de movilización social protagonizada 
por los movimientos sociales en Argentina, entre 2019 y 2023, 
desde una perspectiva macrosocial e histórica, que nos permita 
comprender la conflictividad social de este actor en el contexto 
del devenir social, político y económico del período. 

Como señalamos en la introducción, los acontecimientos 
que marcan la acción colectiva emergen de la combinación de 
elementos estructurales y coyunturales que los explican, y esto 
no es la excepción para los movimientos sociales. En efecto, 
marcan las movilizaciones cuestiones estructurales, tales como 
la pobreza y la desigualdad social relacionada con una crisis 
económica e inflacionaria creciente y de larga data o las 
desigualdades de género y la violencia machista, y eventos 
coyunturales tanto a nivel global como nacional, como la 
pandemia por el COVID-19, decisiones o acciones del gobierno 
nacional de Alberto Fernández (2019-2023), de gobiernos 
provinciales y locales, casos de violación a los derechos 
humanos, catástrofes medioambientales, entre otros. La 
relevancia de un análisis de este tipo es que nos permite 
aproximarnos a una visión de la acción colectiva de los 
movimientos sociales tanto en un contexto general, como en un 
proceso que se va desarrollando al alero de diferentes 
acontecimientos, que van marcando la agenda de este actor, y a 


quienes lo componen, de forma holística y a su vez 
segmentada. 

Los movimientos sociales tuvieron un importante 
protagonismo en la acción colectiva general del período 
analizado. En efecto, fueron los principales propulsores de 
protestas en casi la totalidad de los semestres observados, 
enarbolando un amplio espectro de demandas, reclamos y 
propuestas. Según ello, podemos señalar que los intereses de 
este actor y las disputas que por ellos impulsaron con otros 
grupos de la sociedad, estuvieron vinculados a las 13 áreas de 
conflictos enumeradas; los hechos de protestas más cuantiosos 
y persistentes en el tiempo fueron los relativos a las cuestiones 
sociales, problemáticas que se extendieron y potenciaron a 
partir de los efectos de la pandemia y las medidas preventivas 
que incidieron en la dinámica productiva del país. Es decir, 
parte importante del trabajo de los movimientos sociales está 
vinculado a solucionar de manera sistemática al menos tres 
problemáticas estructurales que vive el país: el hambre, la falta 
de acceso a la vivienda y la falta de acceso al trabajo digno, 
como dieron cuenta los datos sistematizados. Más allá de las 
cuestiones sociales, hubo protestas que estuvieron vinculadas, 
como señalaba Tilly, a otras materias que se consideran 
injustas, como, por ejemplo, las protestas por casos de 
violación a los derechos humanos, de desigualdad y violencia 
de género, y atentados contra el medio ambiente, para 
mencionar sólo algunas. Estas áreas de conflictos expresan 
reivindicaciones que entran en conflicto con otros actores o 
intereses económicos y políticos, y que tienen que ver con la 
redistribución de ingresos (en el caso de las cuestiones 
sociales), el cuidado del medio ambiente por sobre el lucro, 
cambios culturales para la igualdad de género y garantía de 
derechos de mujeres y diversidades que disputan con sectores 
más conservadores de la sociedad, y contra la criminalización 
de la protesta como herramienta del Estado para justificar la 


represión y la violación de los derechos humanos. 

Junto con ello, los movimientos sociales protagonizaron 
acciones  contenciosas que, además de formular 
reivindicaciones que colisionan con los intereses de otros 
actores sociales, se vincularon de alguna u otra manera con los 
gobiernos (Tilly, 2020), aunque no únicamente. En efecto, si 
bien pusieron como blanco de sus protestas en forma casi total 
al Estado, en sus niveles nacional, provincial y local, también 
pusieron como interlocutores a los actores del sector privado. 
Sus demandas tuvieron como fin manifestarse e influir en los 
campos político y económico para plantear transformaciones 
sociales o soluciones a problemáticas concretas. Asimismo, 
según los datos recabados, las manifestaciones dirigidas al 
Estado no sólo expresaron una relación de oposición, sino 
también de colaboración, lo que se observa en las demandas 
ideológico/políticas descritas. No es el caso, sin embargo, de 
las protestas dirigidas a los supermercados, las cámaras 
empresariales y las empresas de transporte, las cuales 
claramente expresaron una relación de conflicto entre estos 
actores y los movimientos sociales. 

Esta capacidad de los movimientos sociales de dirigir sus 
protestas tanto al Estado como al mercado podría explicar la 
autonomía que estos tendrían respecto de los actores que 
componen estos dos ámbitos. En efecto, como se problematiza 
en la sistematización de datos, las protestas de los movimientos 
sociales atravesaron una gran diversidad de grupos, entre los 
cuales se encuentran aquellos que agrupamos en la categoría 
“afines al gobierno”, y que incluso formaron parte de su 
gestión. Sin embargo, esta afinidad no impidió que estos se 
sumaran a manifestaciones en contra de medidas del Ejecutivo, 
como fue la discusión sobre la legitimidad de los movimientos 
sociales para administrar los planes sociales y la reducción de 
estos, o demandas por mejoras sociales debido a los problemas 
de pobreza y déficit habitacional que persisten en los barrios 


populares. En este sentido, podemos señalar que si bien, según 
los datos recolectados, los movimientos sociales no forman 
parte de la sociedad política o económica, no están exentos de 
los conflictos laborales y políticos, los cuales emergen cuando 
las esferas de mediación entre ellos fracasan (Cohen y Arato, 
2000; De Piero, 2020; Seoane, Taddei y Algranati, 2018). 

Respecto a las condiciones de exclusión que explican tanto 
el sustento de sus demandas y propuestas como la motivación 
al cambio social, podemos decir que estas se originan en la 
falta de mecanismos de inclusión material y simbólica, 
principalmente, y en acciones o eventos que arriesgan la 
garantía de los derechos humanos en general. Para observar 
esta dimensión, tomamos en primer lugar la variable tipo de 
acción colectiva, que da cuenta del carácter reactivo oO 
propositivo de las protestas. Según estos datos, las acciones que 
expresan reacciones a eventos o decisiones buscaron reafirmar 
derechos establecidos cuando fueron cuestionados o violados. 
Algunas de estas protestas enarbolaron reclamos estructurales, 
como el ya mencionado conflicto feminista y disidente, de larga 
data, los reclamos por tierra de las comunidades mapuche, o 
reclamos coyunturales, como aquellos contra el alza en el 
precio de los alimentos o reacciones contrarias a las decisiones 
del gobierno nacional. 

Por otra parte, las acciones propositivas tuvieron como fin 
visibilizar eventos que no están presentes en el espacio público, 
derechos de grupos que no se han ejercido previamente o 
propuestas de solución a problemáticas que afectan a los 
integrantes de los movimientos sociales o las personas que 
representan. En el primer caso, identificamos estrategias de 
visibilización de hechos de violencia de género con casos 
emblemáticos como la desaparición de Tehuel, de la 
emergencia alimentaria que se vive en las villas, o protestas por 
la legalización del cannabis medicinal o la exigencia de 
políticas de inclusión de personas con condición del espectro 


autista, por mencionar sólo algunas. En el segundo caso, por 
medio de las protestas, los movimientos sociales también 
dieron a conocer, aunque en un menor porcentaje, una serie de 
proyectos de ley para solucionar y garantizar una 
heterogeneidad de derechos, tales como el derecho de las 
mujeres a decidir sobre su propio cuerpo, el derecho a la tierra, 
el derecho al trabajo digno para trabajadores y trabajadoras de 
la economía popular y personas travesti trans, el derecho a un 
medio ambiente limpio, el derecho a una vida sin violencia 
institucional, el derecho a alimentos sanos y a precios justos, y 
los derechos humanos de las personas en situación de calle. 

Las acciones reactivas y propositivas permiten ver en 
concreto en qué medida y en relación con qué materias, las 
protestas expresan, por una parte, la incapacidad de los canales 
institucionales para resolver una problemática social, cultural, 
económica o política, y cómo ello se expresa en la conculcación 
de determinados derechos. A su vez permite observar la 
persistencia o no de la exclusión como eje constitutivo de los 
conflictos que protagonizan los movimientos sociales. Por otra 
parte, permiten describir cómo los movimientos sociales 
desbordan los lugares estables de la política, como señalaba 
Tapia (2008), tensionando los criterios y formas de distribución 
de la riqueza, o de los principios de organización social, estatal 
y gubernamental. Esto, planteamos acá, se puede interpretar 
sobre todo en las acciones  propositivas donde las 
organizaciones, ante la ausencia de representación política de 
sus demandas o la falta de visibilización de éstas en el espacio 
público, construyen sus propios proyectos de transformación 
social y buscan incidir con ellas en el sistema político, 
económico y social, mediante, por ejemplo, proyectos de ley 
que son presentados en el Congreso. 

En términos de los repertorios de acción más utilizados por 
los movimientos sociales para visibilizar sus demandas, y en 
sintonía con una larga tradición histórica de movilización 


popular en el país, esta herramienta aparece como la más 
preponderante en relación con otros repertorios posibles como 
la concentración, el corte o el paro, que le siguen a la 
movilización en términos de relevancia. Aquí cabe destacar que 
el período analizado estuvo marcado por las medidas de 
aislamiento y distanciamiento, lo que implicó un importante 
proceso de desmovilización entre el primer semestre de 2020 y 
el segundo semestre de 2021, que afectó principalmente a los 
movimientos sociales afines al gobierno debido a que 
orientaron sus esfuerzos a reforzar los mecanismos de 
asistencia en el marco de la pandemia. Esto también tuvo 
incidencia en los movimientos sociales opositores aunque en 
menor medida y sin implicar una completa desmovilización. 

La preponderancia de la movilización aún en un contexto 
signado por la reducción de la circulación en la vía pública 
muestra que “la calle” no sólo sigue siendo el recurso más 
utilizado cada vez por más actores, sino también que hay una 
institucionalización de esta para visibilizar las demandas 
(Fillieule y Tartakowsky, 2015). Esto no se explica únicamente 
por las trayectorias previas de movilización social y la alta 
conflictividad del período 2015-2019 sino también por la crisis 
social, económica e inflacionaria que atraviesa Argentina y que 
ha incrementado las demandas de los movimientos sociales. 

En sintonía con esta institucionalización de la calle y con 
la legitimidad construida en torno a la movilización social, el 
nivel de hechos de protesta reprimidos no ha sido mayoritario, 
y la represión fue más relevante en tomas, ocupaciones y cortes 
y no en las movilizaciones. Esto se debe en parte a que estos 
primeros repertorios de acción suelen ser criminalizados por los 
medios de comunicación por considerarlos violentos y, muchas 
veces, en detrimento de la propiedad privada. 

Cabe destacar que el alcance de los hechos de protesta, es 
decir, el grado de difusión que alcanzaron, se encuentra 
vinculado con la preponderancia otorgada por los medios de 


comunicación monitoreados al Área Metropolitana de Buenos 
Aires (AMBA) como el espacio geográfico que alberga la mayor 
cantidad de hechos de protesta. En este sentido, los conflictos 
que tuvieron lugar en el AMBA han logrado tener 
mayoritariamente un alcance nacional en términos de 
cobertura periodística. Esto responde en gran medida al sesgo 
de intensidad que implicó la elección de dos periódicos 
radicados en la Ciudad de Buenos Aires que no sólo les 
atribuyen a los conflictos que allí ocurren una mayor 
relevancia, sino que también muchas veces ignoran que los 
hechos de protesta que ocurren en el AMBA tienen réplicas en 
el interior del país. 

Para finalizar, sobre la base de los datos recolectados, 
queremos reflexionar acerca de la definición de movimiento 
social que expusimos en el marco teórico y metodológico. 
Dicha conceptualización parte de tres fuentes interpretativas: la 
acción colectiva, las organizaciones de la sociedad civil, y la 
condición de exclusión. Para ello, miramos la protesta como 
forma de expresión de estas dimensiones de los movimientos 
sociales en el espacio público. 

Desde la dinámica de la conflictividad social examinada, es 
posible señalar que los movimientos sociales constituyen 
efectivamente una forma de acción colectiva sostenida en el 
tiempo, en la que sus integrantes actúan en conjunto buscando 
intereses comunes de diversa índole, expresados en el espacio 
público mediante diferentes repertorios de acción y con niveles 
de alcance local, provincial y nacional. Esto es observable no 
sólo mediante las demandas y propuestas enarboladas en las 
protestas, sino también en la identificación de los 
aproximadamente 173 movimientos sociales que las 
protagonizaron en el período analizado, cada uno con su 
identidad y estructura unificadora (ver Anexo). Si bien no 
podemos identificar o indagar en este aspecto, podemos 
suponer que la capacidad de estos movimientos sociales de 


participar y movilizarse activamente deviene de la posesión de 
recursos materiales y simbólicos, a la vez que de una 
evaluación (más o menos mentada) de las amenazas y las 
oportunidades que se presentan en el mundo que los rodea y 
que determina la decisión de aparecer o no en el espacio 
público. Esto, sin duda, puede ser un aspecto de indagación en 
futuros estudios. 

Por otra parte, las reivindicaciones planteadas en los 
hechos de protestas entran en conflicto con los intereses de 
otros grupos de la sociedad y también expresan, en ocasiones, 
la relación con los gobiernos, sea como adversarios o aliados. 

En consideración a la condición de exclusión como eje 
constitutivo de los movimientos sociales en América Latina, 
tanto el tipo de demandas expresadas en los hechos de protesta, 
como los actores que las protagonizan dan cuenta de este 
punto, y es importante considerar que no todos los factores que 
la explican tienen la misma ponderación dentro de los datos 
recabados. Así por ejemplo, si las cuestiones sociales emergen 
como las demandas más significativas, las cuestiones relativas a 
la acción de comunidades originarias o movimientos que 
representan sus intereses tienen menor visibilidad en la 
muestra de datos. Probablemente esto se deba a que 
efectivamente, los movimientos sociales de este último tipo 
sean menos en Argentina, pero este diferencial podría verse 
amplificado por los sesgos que contiene el trabajar con 
periódicos (proximidad, intensidad e ideología). 

En consonancia con los datos recogidos, la perspectiva que 
define a los movimientos sociales como organizaciones de la 
sociedad civil es la que genera algunas preguntas que ponen en 
tensión la pertinencia de esta noción para definirlos en el caso 
de Argentina. En efecto, si se observa el listado de 
organizaciones que componen este actor, es posible afirmar que 
entre ellos no se encuentran partidos políticos ni movimientos 
revolucionarios como los de las décadas de 1960 y 1970; 


tampoco organizaciones que buscan la acumulación y 
reproducción de capital ni que representan los intereses de los 
trabajadores inscritos en la relación capital/trabajo. A su vez, 
mantienen cierta autonomía con la clase política en cuanto 
algunas de las movilizaciones expresan la capacidad de 
protestar en oposición a los gobiernos, independientemente de 
la relación de aliados o adversarios que tengan los movimientos 
sociales con ellos. 

Ahora bien, ¿es posible afirmar que este actor no forma 
parte de la sociedad política o económica porque sus objetivos 
no buscan controlar el Estado o el mercado? ¿No estar exentos 
de los conflictos de representación política o laboral no los 
hace también sujetos de dichas esferas de la sociedad? Por 
medio del análisis de las protestas sociales y los grupos que las 
protagonizan podemos señalar que en algunos casos los 
movimientos sociales identificados no sólo buscan incidir en, 
sino que también forman parte del sistema político y 
económico, cuestionando con ello las formas institucionales de 
organización social y de representación política. Algunos de los 
movimientos sociales que componen la muestra, como 
señalamos anteriormente, formaron parte del gobierno de 
Alberto Fernández mediante cargos en la gestión pública y 
tuvieron cargos de representación popular en el Parlamento, 
como Emilio Pérsico, dirigente del Movimiento Evita y 
Secretario de Economía Social durante la gestión del Frente de 
Todos. A su vez, otros movimientos sociales forman parte de 
partidos políticos de escala nacional, como el Polo Obrero 
(Partido Obrero), el Movimiento Sin Trabajo Teresa Vive 
(Movimiento Socialista de los Trabajadores) o Barrios de Pie 
(Libres del Sur). 

En esta línea de análisis, las protestas del tipo simbólico 
popular y simbólico cotidianas, que se identificaron durante 
este período, dan cuenta de la participación de algunos 
movimientos sociales en la esfera económica ya que expresan 


formas alternativas de producción y reproducción de la vida a 
partir de experiencias de la economía popular, la agricultura 
familiar o agroecológica, y los cuidados comunitarios, entre 
otros. 

El carácter propositivo de sus demandas y de sus formas de 
protestas, que señalamos durante este capítulo, dan cuenta de 
la politización de estos actores colectivos y de su potencialidad 
en la construcción de mediaciones sociales a nivel territorial y 
comunitario. Parte de sus demandas buscaron el 
reconocimiento político y social como actores clave, por 
ejemplo, en el diseño de políticas públicas, mediante la 
presentación de proyectos de ley, y en la gestión de las políticas 
públicas, reflejado, por ejemplo, en las protestas relativas al 
control del Programa Potenciar Trabajo. Por otra parte, las 
demandas de movimientos sociales que representan a 
trabajadores de la economía popular (como la Unión de 
Trabajadores de la Economía Popular, la Unión de Trabajadores 
de la Tierra, las organizaciones de recicladores, manteros, etc.) 
apuntaron a su reconocimiento político y social como actores 
clave en la producción económica y reproducción de la vida, 
que aun cuando han sido expulsados de las relaciones capital/ 
trabajo, buscan de igual modo controlar las relaciones de 
producción del capitalismo desde otras lógicas diferentes de las 
dinámicas de acumulación y concentración de riquezas 
neoliberales que generan desigualdad social. En consecuencia, 
nos encontraríamos frente a un actor que participa de la 
producción económica y del poder político. Ahora bien, nos 
parece importante recalcar que ello ocurre como excedente, al 
decir de Tapia, en tanto toca a aquello que no tiene lugar en la 
sociedad o que desborda los lugares estables de la política, pero 
que es deseable, buscando su realización reformando los 
espacios políticos existentes. Esto sin embargo, y sobre la base 
de los datos sistematizados, no es una característica de todos 
los movimientos sociales identificados, pero sí de parte de ellos. 


Trabajar sobre la caracterización y el análisis de los 
movimientos sociales como OSC reviste un desafío que se 
puede seguir desarrollando en futuras investigaciones. Acá 
hemos planteado, de manera preliminar, que si bien los 
movimientos sociales se distinguen de los partidos políticos y 
de las organizaciones sindicales y de acumulación de capital, 
ello no excluye necesariamente el deseo por participar y 
controlar las esferas políticas y económicas ni la posibilidad de 
que se vinculen de manera fluida con los actores que sí forman 
parte de estas esferas. Por el contrario, cuando las protestas 
reflejan fines de este tipo, lo que observamos es un deseo por 
transformar dichos espacios en función de superar las 
injusticias sociales que denuncian y visibilizan en el espacio 
público. Estas dos cuestiones pueden ser comprendidas como la 
dimensión propositiva de los movimientos sociales y de sus 
formas de acción colectiva de protesta, y es ahí donde 
consideramos es fundamental poner el foco de análisis de las 
ciencias sociales. 
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Anexo: listado de movimientos sociales 
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. TICSAL/CONICET-FLACSO Argentina. agradinCflacso.org.ar. « 

. El Frente de Todos es el pacto o plataforma electoral presidencial 


construido en 2019 por algunos partidos de la oposición al gobierno de 
Mauricio Macri (2015-2019) para poder vencer a este último en las 


0NxQm 


elecciones, en que Macri se postula para la reelección. La fórmula estaba 
compuesta por Alberto Fernández como presidente y la ex mandataria 
Cristina Fernández de Kirchner (2007-2015) como vicepresidenta. El 
Frente de Todos se reconoce perteneciente al campo nacional y popular, y 
tiene como objetivo promover la más amplia unidad y organización en 
torno a un proyecto de Soberanía Política, Independencia Económica y 
Justicia Social. Un proyecto de verdadero desarrollo; que impulse la 
industrialización y el pleno empleo; que priorice el mercado interno; que 
promueva una agricultura protagonizada por los pequeños y medianos 
productores; que defienda los derechos de los trabajadores; que enfrente 
los graves problemas de concentración y extranjerización de la economía; 
que busque una verdadera distribución de la riqueza para resolver las 
graves urgencias sociales” (Frente de Todos, 2019). « 


. El gobierno de Mauricio Macri fue parte de la Alianza Cambiemos, una 


conjunción de partidos de derecha y tendencia neoliberal, que llegó al 
poder con una propuesta encabezada por el partido del Presidente, 
Propuesta Republicana (PRO), junto con la Coalición Cívica ARI, la Unión 
Cívica Radical y otros partidos pequeños. « 


. Traducción propia. « 
. Traducción propia. « 
. Si bien hemos definido esta variable en informes anteriores sobre la base 


de las formas que adquiere la acción colectiva en Argentina, como 
reactivas y propositivas, en este capítulo la complementamos con la 
definición de Tilly (1978) sobre las formas de contención, con el fin de 
clarificar algunos cuestionamientos que se nos han planteado en 
instancias colectivas de discusión con otras y otros colegas. « 


. Traducción propia. « 
. Si bien la muestra de datos inicia el 11 de diciembre de 2019, momento 


en el que inicia el gobierno de Alberto Fernández, contabilizamos los 
hechos de protesta ocurridos hasta el 31 de diciembre de 2019 como 
parte del primer semestre del 2019, de modo tal de simplificar el 
análisis. « 
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